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A la primera edición de este opúscolo precedió breve 


-— advertencia, en la que se hizo presente que estos Apun- 


tamientos son un simple auxiliar de la memoria para 
los jóvenes que se inician en el estudio del derecho, en 
los que el compilador solo reúne, resumiéndolas, las 
exposiciones de algunos de los más conocidos trata- 
distas de derecho constitucional, obras que por su 
extensión y por otras circunstancias no son de fácil 
consulta para los escolares. De alguna utilidad ha sido ' 
la publicación, puesto que se han agotado dos ediciones 
Y hay solicitudes para que se reimprima, lo que motiva 
la aparición de esta tercera, revisada y modificada - 
_considerablemente en vista de las transformaciones cons- 


- Ttitucionales de los últimos diez años, y de los cambios 


4 
Eo 


JSundamentales que ha traido la guerra europea en la 
organización de varios pueblos:- 


Roma, Noviembre de 1922. 


En esta cuarta edición, se hacen algunas modifi- 
caciones y aclaraciones útiles, y se corrigen errores que 
¿se deslizaron en la anterior. Algunas supresiones las 
ha ¡impuesto el cambio de organización política de ciertás 


) nacionalidades o. la abolición de su ey paa 
Ñ Roma, Mayo de 1927, 


“ MoNTESQUIEL. — Heprit E Lois. : 
SAINT GIRONS. — Manuel de Droit Oonstitutionmel.. 
EsmMeIN. — Eléments de Droit Constitutionnel. a 
« HauriouU — Droit Public. ... $ 
Rossi. — Traité de pro Comte 


—DuquIr. — Manuel de Droit Constitutionnel. - 
public. z E 

ERRERA. — Traité de Droit publi Dolga a | 

—BrurtueLévY. — Traité de Droit. administratif.. 

—TOCQUEVILIE. — Démocratie en Amérique. sE 

VarreL. — Le Droit de gens. EA 

VinLkyY. — La Souveraineté nationale. 


- DUCROCQ. — Droit administratif. ES AS 
.Picor. — La Réforme judiciatre. EY 


- Prisco. — Filosofia del Diritto.. 


“Lrcky. — Democracy and, Liberty. A 

_Burcuess. — Political science and comparative l 

nal law. A za 

- BrYckE. — The American Comonwealth.. : 
Ip. — e Dam 


o Principii di Diritto Donate 
- MiceLt. — Principii di Diritto ca | 
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ds Es de uso, y eso es a Dida lo racional, que quien 


E hace el prólogo de una obra, literaria o científica, tenga 
una mayor autoridad que el autor de la obra misma. El 
prólogo es como nna especie de introducción o presen- 
tación a la sociedad de los lectores probables de la obra. 

Y es fácil entender como las cosas quedan invertidas y 


fuéra de razón si el autor de la obra es conocido y al- 


tamente apreciado por los lectores, al propio tiempo que 
el prologuista es persona oscura, desconocida y, en todo 
caso, de muy escasos merecimientos, mucho más si se les 
compara con los del autor. 


Hago esta salvedad a manera de descargo de mi con- 


ciencia, al emprender la tarea de escribir cuatro palabras 
a propósito del libro que va a publicar mi distinguido 
- amigo el Doctor José Vicente Concha, que él llama con 
el modesto nombre de Apuntamientos de Derecho Consti- 
—tuciomal para uso de los estudiantes de Derecho. 
Entiéndase que el hallarse mi humilde nombre a la 
- cabeza del excelente libro ofrecido por el doctor Concha 
S A la juventud colombiana, no significa sino que se me 
- ha conferido un señalado honor por la amistad y la bo- 
E - nevolencia del autor. 


Ey AS 


> Nada es tan oportuno, tan necesario y tan útil, como 


RE Tos jóvenes colombianos que se dedican al estudio de las 
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la publicación del libro que el doctor Concha destina a 


ciencias jurídicas. Me anticipo a decir que no serán so- 
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lamente los estudiantes de las Universidades los que ha- 
brán de recibir grande beneficio con el libro a que me 
refiero: lo ntilizarán, seguramente, para ilustrarse en 
materias que les importa conocer y entender, los funcio- 


narios públicos de todas categorías, los legisladores, los 
publicistas, los profesores de derecho y, en general, 
cuantos necesiten y deseen entender los principios en 


que se informa la organización política de las Naciones, 


en especial aquéllas en que hubiere un régimen repre- 


sentativo democrático. 
En todos los establecimientos, oficiales y prividon en 


que se estudian ciencias' juridicas en el país, se dicta un 


curso de derecho constitucional. Sobra decir cuánto es 


útil y necesario ese estudio, y cómo ha de ser él un fun- 


damento muy sólido y muy firme del edificio de la ciencia * 


jurídica. Ha de ser el comienzo de ésta establecer clara- 


mente la distinción del derecho en privado y público, 


aprender a señalar los lindes que separan el uno del otro, 
no siempre bien claros y precisos, y entender y profun- 


dizar cuanto se pueda la rama principal del último, que - 


es el derecho constitucional. 
Y es notorio que falta un libro que sirva de texto y 


. que ayude la labor de los profesores y de Jos estudiantes. 


Hoy se emplea generalmente el sistema de conferencias 


orales del profesor, que los alumnos trasladan después - 
a sus cuadernos, sirviéndose de apuntamientos tomados - 
a la ligera, de donde no siempre resulta que las lecciones 


se reciban con la apetecible fidelidad. 
No quiero significar con esto que yo sea partidario 
del sistema, bastante empírico y no poco común, aun en 


estudios profesionales, de limitar la labor al aprendizaje, 


a veces literal, de una lección tomada del libro que sirva 


de texto en la respectiva asignatura. Ni es este tampoco 
el que empleo en mis modestas tareas de prole 


Pero se innegable la conveniencia y la necesidad de mu 
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texto que sirva como de derrotero: 0 guía en el estudio, 
que exponga con claridad los. principios fundamentales 
en la materia, que haga las más adecuadas divisiones de 
ésta, y que sea abundante en doctrina y en la exposición 
de las respectivas causas o razones, aunque, por otra 
parte, peque de sobriedad en cuanto a erudición, apar- 


tándose un poco del método histórico y dándole la pre- 


ferencia al método filosófico, sin duda alguna más con- 
forme con el verdadero concepto de la ciencia. Si esto 
hnbiere, ya se podrá contar con un auxiliar poderoso, 
aun para estudiantes de c apacidades medianas, Lo demás, 
que es mucho, deben hacierlo la ciencia y la habilidad 
del profesor. ES | 

El libro que publica el doctor Concha reúne, a mi 
juicio, las buenas condiciones de un texto auxiliar de 
profesores y alumnos en el estudio del derecho consti- 
tucional. Más adelante se llamará la atención, siquiera 
con brevedad, hacia algunas de sus principales condi- 
ciones, | 


* 
* x= 


Aunque ha corrido ya una centuria desde que empezó 


nuestra vida de Nación independiente, no es muy rico 
nuestro repertorio de derecho constitucional, a no ser, 
eso sí, que lo declaremos enriquecido con la serie de 


ES leyes fundamentales que, una tras otra, han nacido al 


abrigo de la violencia y de la revolución 'armada con 
que se han hecho nuestras transformaciones políticas. 
Conviene recordar lo que se ha escrito en Colombia, 
y es más atendible, sobre esta rama principal de la cien- 
cia jurídica. 
Eu primer lugar, el libro de García del Río, publi- 


cado en las postrimerías de la Gran Colombia, titulado 


bs Meditaciones colombianas, obra que se señala por su bri- 
lante estilo y que muestra muy claramente la verdadera 
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o.) situación: política Be aquella delicada y muy a 

. época de la vida nacional. 

-— Dividida la Gran Colombia y ya bajo el imperio de 
la Constitución de 1832, que organizó la República de la 
Nueva Granada, se publicó el texto de Derecho Consti- 
tucional del doctor Cerbeleón Pinzón, obra muy apre-= 
ciable, aunque con el inconveniente de ser extremada- 9 
mente teórica. E 

Estando en vigencia la Constitución de 1843, el señor 
doctor Antonio de Real publicó un opúsculo sobre la 
misma materia, y por la misma época se publicaron las E 
nociones de derecho constitucional de don Rafael Mos- 
quera, principal autor de dicha Constitución. : 

$ Algunos años más tarde se publicaron dos libros que 

a fueron muy apreciados en su época, y que hoy mismo Z 

se pueden consultar con no escaso provecho: las Lecciones 

de Derecho Constitucional del doctor Florentino González, 

profesor de la materia en la Universidad de Buenos E 

Aires, y los estudios sobre las constituciones americanas, 

200 del doctor Justo Arosemena. Los dos nombres sou muy 

conocidos en Colombia. El doctor González, nuestro com- 

0 - patriota, hizo notorio el suyo desde los primeros años de 

de la República. Su obra revela vasta ilustración y ex- 

tensa lectura, pero quizá se resiente de cierta aridez 

literaria, que la hace poco llamativa al común de los. 

lectores, y, por otra parte, fue en ella en donde con más - 
tesón y con mayor esfuerzo dejó ver don Florentino su 
delirante fervor por a Constitución de los Estados Uni= 
dos, a la cual, según es notorio, rindió una especie de 
culto idolátrico, hasta olvidarse en ocasiones — él, tan 
inteligente y tan sabio — de que no pueden copiarse las 
instituciones política de los pueblos, como no es posible 

un mismo tratamiento terapéutico para dos individuos de a 

organismo distinto, díguiera padezcan los dos nua misma 

dolencia. Fue el doctor González factor muy principal 
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en las Constituciones de 1853 y 1858, muy liberal la pri- 


mera, y tan poco adecuada para el sostenimiento del 


orden público, que no pudo subsistir largo tiempo al. 


abrigo de ella el Gobierno de un prestigioso caudillo, y 
federalista la última, precursora de la de 1863, imitadoras 
ambas del federalismo americano, tan brillante y sabia- 
mente defendido — allá sí con buenas razones — por 


Hamilton, Madison y Hay. . , 


La ek del doctor Arosemena es un estudio compa- 
rativo de las distintas Constituciones del continente ame- 
ricano. El autor, colombiano muy ilustre, era hombre de 
talento y de saber. Su obra, muy meritoria, no era po- 
sible que fuese muy profunda, dado que la materia era 
muy vasta y no podía tratarse hondamente en corta ex- 
tensión. Además, no deben perderse de vista, al consul- 
tarse, los progresos y los cambios que se han realizado 
en los últimos años en el derecho constitucional ame- 
ricano. 

Por último, después de expedida la Constitución de 1886, 


que está en vigencia, publicó el doctor José Maria Samper 


su obra, justamente apreciada, denominada Derecho Pú- 
blico interno de Colombia. Tiene dos volúmenes: el primero 
hace un resumen histórico de nuestro derecho constitu- 
cional, y el segundo hace un comentario, artículo per 
artículo, a la Constitución de 1886. Es de más mérito, a 
mi entender, el primer volumen: es lo más completo que 
sobre la materia se ha publicado en Colombia. Está es- 


_crito con facilidad y elegancia. El doctor Samper era un 
—distinguido publicista; era hombre de mucha honradez, 


muy sincero muy, franco, muy valiente, con el valor, no 
muy general, que da fuerza para decir lo que se piensa 


yy 80 siente. En otro volumen de la obra, que es tal vez 
-—el-que se consulta con mayor frecuencia, quizá tiene el 
E E defecto de su método, que no es el más adecuado para 
Eo el: conocimiento preciso y claro de los principios que do- 


»7 
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minan en una institución jurídica, y acaso pudiera po- 


nérsele la tacha de carecer un poco de profundidad, que 


ha de ser la mejor condición de las obras científicas. 


Pero aunque de otro lado ha de tenerse en cuenta 


que parece ser que el doctor Samper no fue amigo muy 
adicto y devoto de la Constitución de 1886, no obstante 


que fue él miembro muy principal de la Corporación que 


la expidió, sus comentarios se podrán consultar siempre 
con provecho. | 
Y es esto no más lo que constituye el repertorio na- 


7 


cional de ciencia constitucional. Se entenderá, por tanto, - 


cómo es de importante la publicación de una obra nueva 
de esa especie. 


ES 
E E 


El libro del doctor Concha es más de carácter teórico 


que de índole práctica. No es un comentario de la Cons- 


titución colombiana, ni es un estudio comparativo de las 


muchas Constituciones que han regido en el país en los 
cien años de su vida independiente, ni se propone tam- 
poco hacer un paralelo, para sacar las respectivas con- 


secuencias, entre la Constitución federal americana y las ' 


Constituciónes, generalmente de régimen centralista, que 


se informan en el derecho público europeo. El propósito 


del autor, muy conforme con lo que ha de ser un curso 


de ciencia constitucional, es enseñar los principios fun- 
damentales en la materia, exponiendo las razones que 
los apoyan, señalando los principios contrarios, con in- 


dicación de los motivos que se alegan en su favor, y sin 
dejar, por vía de provechosa ilustración, de decir en qué 


ds 


países y en qué tiempos han prevalecido unos u otros 
de esos principios. A 


Este método es, en mi sentir, el más adecuado para 
la dirección de un estudio universitario que sea en rea- 
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lidad científico. Conocidos los principios, no es diffeil 
avanzar ventajosamente y con acierto en la tarea de co- 
mentar y entender con fidelidad la Constitución, compa- 
rándola con las demás que han regido en la Nación y 
con las de algunos otros países. Esa labor, de carácter 
más práctico, ha de quedar- encomendada a la compe- 
tencia del profesor, no menos que al inteligente esfuerzo 
de los alumnos. | 
No es posible escribir sobre ciencia alguna, y menos 
sobre ciencias jurídicas, sin poner como bases aquellas 
doctrinas que son como los cimientos de la escuela a que 
- uno pertenece. Ni se explican siquiera los varios esfuerzos 
3 que algunos hombres, tal vez de vigoroso entendimiento 
pero de voluntad no muy recta, hacen por apartarse de 
todas las escuelas. No era posible pues que el autor de 
este libro, cristiano sincero y consciente, olvidase que 
las leyes jurídicas, muy señaladamente las leyes consti- 
$ btucionales, que miran de modo particular a la organiza- 
ción política de las sociedades civiles, han de tener como 
base fundamental la ley moral, y han de buscar sn razón 
en la filosofía cristiana. Antes que estudiar toda otra 
ciencia social o política, es necesario estudiar la filosofía 
del derecho, apoyada en la ética; de no ser así, se corre 
el riesgo de dar en un eclecticismo que suele llevarnos 
a una confusión indiferente, y aun complaciente, de la 
¿8 verdad y el error. 
pa De ahí que en libro que el doctor Concha ofrece hoy 
a la juventud colombiana, que no es obra sectaria y que, 
A por el contrario, se ha escrito con la serenidad que co- 
3 rresponde a toda obra de ciencia, se haya puesto cuidado 
especial en consignar ciertas doctrinas que son elemen- 
y : - tales en la filosofía cristiana. 
ES Sin la pretensión de señalarlas todas, que eso sería 
y e pesto a la indole de esta reseña, me permito hacer mé- 
2 rito de algunas de las principales: 


1 
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la voluntad de la mayoría de un pueblo. Eso realizaría 
no más que el concepto de la ley positiva, que no siempre 


es buena, ni en sí misma ni en relación de las circuns- 


tancias de tiempo, lugar y otras en que fuere dictada. 
El concepto de ley, teniendo en cuenta lo que es por sn 


naturaleza, lo que debe ser en cuanto sea positiva, escrita 

o consuetudinaria, es, como enseña Santo Tomás, ana or- — 
denación de la razón, encaminada al bien común, dictada y 
promulgada por quien tiene el cuidado de la comunidad. Y 


La ley no es, para el autor, sólo la manifestación de 


así entenderemos, al revés de lo que entiende la escuela 


legalista, que el concepto de la justicia y del derecho es 


muy anterior a toda ley positiva, y que la voluntad sola 


de un dictador, llámese éste monarca o parlamento, no 
tiene la-virtad de convertir el mal en bien y de anular 
las enseñanzas de la recta razón. 


La fuente de toda antoridad—enseña el libro del doctor. a 


Concha, siguiendo la doctrina de San Pablo y de la Iglesia 
católica—está en Dios. Pero no hay que creer que esta 


doctrina autorice la conocida con el nombre de derecho E 


divino de los reyes, que se ha invocado muchas yeces, por 


unos, para cohonestar o justificar los poderes más abso- 


lutos y despóticos en manos de una sola persona, y por 
otros, para impugnar, falseándola, maliciosa o errada- 


mente, la doctrina cristiana y católica de que es Dios la . 


fuente suprema de toda autoridad, para oponerle a ésta 
el dogma llamado de la soberanía popular, que, enten- 


dido malamente, engendra la revolución, la demagogía 7 
la anarquía. 
Pero al mismo tiempo el autor acepta el principio—que 


es quizá el que domina de modo principal en todo el 
desarrollo de la obra—de que la soberanía reside esem= > 
cial y exclusivamente en la Nación de la cual emanan todos * 
los poderes públicos. Esta doctrina la consagra la Cons= , 


titución de 1886, y puede decirse que, con pocas excep- 
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- ciones, es la que impera hoy en todos los Estados de 
régimen constitucional. 

A ella es opuesta la teoría, muy desgraciada en sus 
ensayos de aplicación, conocida con el nombre del pacto 
social, enseñada per Rousseau en el siglo XVIII, la cual 

E - sirvió de base a los instituciones constitucionales de la 
he ensra República francesa, que sustituyó a la monar- 
S pps y que fue producto de la Revolución (1). 

Claro está que la imaginada doctrina del pacto social 

es la negación de que « el estado social es el estado na- 
-——fural del honibre, que no ha vivido ni podría vivir jamás 
 fuéra de él, y en el que de consiguiente se debe conservar ». 
E Y claro está también que, fundada la doctrina de Rousseau 
enel más exagerado concepto de la autonomía individual, 
y en la negación de la existencia y los poderes de las 
sociedad vor derecho natural, está ella en pugna con 
cuanto represente respeto a la autoridad y al orden so- 
cial, y apenas sí alcanzaría a fundar sistemas que en 
definitiva tuviesen otro amparo que el de la fuerza brata, 
Consecuencia de esto, muy importante, es el señalar 
los lindes del derecho individual y el derecho social. Re- 
: : conocer que el individuo tiene derechos que le confiere 
la naturaleza misma, los cuales no podría desconocer y 
vulnerar el Estado sin apartarse de sus fines; pero ad- 


-—trario, la vida social es natural en .los seres humanos 
hay ciertos derechos que pertenecen al Estado exclusi- 
vamente. Y de esa manera nos apartamos a la vez del 


(1) La teoría del pacto social, como otras de Rousseau, no son invención 
del célebre escritor. Fue éste, sin duda, un hombre original; pero tuvo pre- 
eursores y educadores de quienes recibió la inspiración de sus doctrinas. Lo 
del pacto social suele atribuirse a Marivaux, nno de sus maestros predilectos 
(y. PieRRE MAURICE MAssoN, Comment connattre Jean Jacques ? — Revne des 
denx Mondes, número del 15 de junio de 1912). 
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individualismo puro, que estimula la revolución y el de- 
sorden, y del socialismo de Estado, que es la dictadura 
y el peor de los despotismos: | 

Sentados estos principios fundamentales, ya se deja 
entender que los demás, que son sus consecuencias, se 
exponen y se explican en la obra del doctor Concha: el sis." - 
tema de gobierno representativo; el sufragio como medio - 
de designar los representantes de la Nación para eta 
ejercicio de la soberanía que en ella reside; la división : 
del poder público en las tres ramas que enseñó Montes- 
quien en su libro famoso sobre el espíritu de las leyes: 
la limitación de los poderes públicos, ninguno de los cuales 
tiene el ejercicio de la soberanía plena; las relaciones 
de esos poderes, de manera que cada uno sirva de con- 
trapeso y corrija los abusos posibles de los otros; lo que 
constituye las libertades individuales y las garantías so-- > 
ciales; lo que son y deben ser las leyes constitucionales 
y sus diferencias con las leyes comunes, con indicación 
del concepto de Constituciones rígidas y Constituciones 
flexibles, según los sistemas adoptados en los diversos 
países: la división de las leyes en preventivas y correc- 
tivas y penales, y por fin, otras muchas doctrinas que han 
de considerarse como pertenecientes a la materia propia 
del derecho constitucional. SS 8 

Cualidad característica del libro del doctor Concha es 
el espíritn sereno, imparcial y moderado, como de ver= E 
dadera obra de ciencia, que en todo él domina. Nadie 
diría que es un hombre que ha actuado en las ardientes 
luchas de la política nacional, siempre en primera línea, 
el autor del libro que se ofrece ahora a la juventud de 
Colombia. Ninguna alusión, ni velada siquiera, a ninguno $ e 
de nuestros sucesos políticos, mucho menos a aquellos en 
que el autor de la obra ha sido actor. Hasta de su hir= 
viente sangre latina como que se olvidó el doctor Concha. y z 
El libro parece escrito por un inglés, y efectivamente es 
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de publicistas ingleses de donde se han tomado las más o 
de las enseñanzas abundantes y muy sabias de la obra. E 
Y mo sorprenda esto: es que al lado del combatiente vi- 

goroso e intrépido está el hombre de estudios profundos, * 

3 de serias y hondas meditaciones, el trabajador incansable 
y fecundo, el cultivador cuidadoso de su fértil entendi.- 
E miento, el amigo verdadero de la juventud. Nada más 
natural sino que produzca frutos como los que ahora 
presenta en su libro, que podrá ser provechoso, no sola- 
- - mente en Colombia, sino en toda la América latina. 

; Si yo tnviera autoridad bastante, no vacilaría en re- 
y comendar, como muy útil y como auxiliar poderoso para 
cuantos quieran y necesiten conocer la ciencia constitu- 
Me cional, la obra del doctor Concha. De modo especial la 
recomendaría a los estudiantes y profesores, a los fun- 

- Cionarios públicos y a los legisladores. Creo que no han 

Minas mi criterio el amistoso cariño, el respeto y 
la ermi4ción que proteso al ilustrado autor. 


; ANTONIO JosÉ CADAVID. po 
Bogotá, Octubre de 1912, PEA 
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PRELIMINARES 


Del Derecho Constitucional. — Constituciones escritas y con- 
suetudinarias. — Derecho constitucional y Derecho admi- 
nistrativo. — El Estado y la Soberanía. — La Nación y el 
Estado: diferencias entre ellos. — Del Gobierno y sus 
diferentes clases: directo, representativo y semi-representa- 
tivo. — Diferencia entre Estado y Gobierno. — Consecuen- 
cias del principio de continuidad del Estado. — Formas 

de la soberanía del Estado. — Del objeto y ejercicio del 
Gobierno. — De la verdadera noción de Ley. — De los 
poderes ejecutivo y legislativo. — Del poder judicial. — 
Del Gobierno directo y del representativo. — Cuándo son 
sinónimos los términos Gobierno y poder ejecutivo. 


Derecho constitucional es la parte del derecho 
público que determina la forma del Estado, sus ór- 


-ganos superiores, y la extensión de sus poderes 
con relación a los individuos. 


Jn otra forma, que es como un temperamento 
para conciliar las diferentes teorías existentes en la 


materia, se define el derecho constitucional diciendo 
- que es la ciencia que estudia el ordenamiento ¡jurí- 
dico del Estado representativo moderno (Orlando). 


En el lenguaje comun :se apellida derecho cons- 


S .titucional al conjunto de leyes que organizan los 
poderes superiores de un Estado determinado. 


La Constitución de un Estado es escrita o con- 
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suetudinaria: es escrita, la que se compone de leyes | 
o textos legales escritos que establecen las reglas 
fundamentales impuestas a los poderes públicos; 
es consuetudinaria, la que resulta de una evolución 
más o menos larga y constante de las prácticas del 


gobierno, consagradas por el tiempo y la tradición 


histórica del Estado. No todos los Estados tienen S 
esa tradición. A 
El derecho constitucional y el administrativo 
son dos ramas diferentes del derecho público in-- 
terno, aunque tienen un objeto común, cual es el - 
de señalar la organización de los poderes públicos 
y su extensión respecto de los ciudadanos; ; pero 
el derecho constitucional se refiere 'a los Órganos | 
superiores del Estado y se limita a trazar en conjunto 
el plan de las funciones de los poderes públicos, 
mientras que el derecho administrativo se refiere 
a los órganos inferiores del mismo Estado y señala 
los pormenores de sus funciones. El derecho cons-- 
titucional establece los principios; el administrativo Ss 
regula esos mismos principios. El derecho constitu-' 
cional establece, v. gr., el principio de la soberanía 
nacional; el derecho administrativo lo pone en vigor 
cuando determina los requisitos y forma de las elec- E 
ciones. | es 
El Estado personifica jurídicamente a la Nación, 
la que en derecho se constituye por la existencia 
de una autoridad superior a los individuos, que pre- 
side la sociedad, y que no tiene superior en las rela- 
ciones que rige, a la que se denomina soberanía. 
Nación, Estado, Gobierno, no son términos simó-. se 
nimos. e 
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Nación es una sociedad de hombres, establecidos 


en un territorio determinado, sometidos a una au- 
-toridad común, y que viven bajo el imperio de unas 


mismas leyes. 

Estado es la asociación política formada por la 
Nación que personifica. Como persona jurídica, el 
Estado es un sujeto capaz de derechos y obliga- 
ciones: por el aspecto privado, es propietario, acree- 
dor, deudor; por el aspecto público, tiene auto- 
ridad para ordenar en el interior y para entrar en 
relaciones con los demás Estados. 

Gobierno, en el sentido más lato de la palabra, 
es el conjunto de órganos que en cada Estado ejerce 
la soberanía. En esta acepción se distinguen tres 
clases de Gobierno: el directo, el representativo y el 
semirrepresentativo. Directo cuando la Nación misma 


ejerce la soberanía; representativo si confía sus fun- 


ciones a representantes irrevocables; semirrepresen- 


-tativo si las delega a representantes revocables. 


ñ 
-- 


En sentido restricto se da el nombre de Gobierno 


al poder ejecutivo. 


Las diferencias sustanciales entre Estado y Go- 


bierno, setesumen así: el Estado es la persona moral 
Que constituye la Nación, mientras que el Gobierno 


lo forman los órganos encargados de ejercer la sobe- 
ranía en nombre del Estado; el Estado es inmutable 
y perpetuo, mientras que los Gobiernos tienen una 
existencia temporal. No se concibe descontinuidad 
O interrupción en la existencia jurídica del Estado, 
puesto que si personifica la Nación dura tanto como 


A ella. Cambian la forma de ao y las oe 
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se altera la esencia del Estado, ni se rompe la con- 


tinuidad de su existencia, como no se fracciona la 
continuidad de la vida nacional por la sucesión de 


las generaciones. 


Del principio de la continuidad del Estado se 
deduce que los tratados públicos conservan su plena 
validez aunque se cambie o modifique la forma de. 
Gobierno. Asimismo, las leyes regularmente expe- 
didas y promulgadas en nombre del Estado, se man-= 


tienen y rigen aunque cambie la forma de Gobierno, ES 
mientras que no sean derogadas expresa o tácita- 


mente. Por último, subsisten las deudas del Estado 
y sus obligaciones pecuniarias de todo género, en 
toda su validez, aunque desapareca o se modifique 


la forma que tenía el Gobierno cuando se celebró 


el contrato o se contrajo la obligación. 


* 
* + 
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Las formas del Estado en la constitución de los , . 


pueblos civilizados modernos, se clasifican, por un 


aspecto, en simples o mixtas, Y, por do en unitarias 


o federativas. 


En el Estado simple la soborda es una, ya tenga 
por titulares a una persona o a muchas. En la mo- 


-narquía absoluta, siempre hereditaria, reside la sobe- 
ranía en una sola persona, poseedora única de ella, 


y de quien emanan todos sus atributos; en la re- - 
pública la soberanía es colectiva y reside o en la 


Nación toda, cuando es democrática, o en una parte 


de ella, cuando es aristocrática u oligárquica. 
El Estado mixto tiene por tipo la monarquía cons- 
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-——titucional moderna. En él no posee la soberanía un 


solo sujeto o entidad, sino varios, de tal manera que 
para ejercer ciertos actos de soberanía es necesario 
“el concurso o acuerdo de diferentes individuos o enti- 
dades: del rey con una o varias corporaciones que 
representan a la Nación. 

A diferencia del Estado unitario, en el que es 
una sola la soberanía aunque su ejercicio esté en 
varias manos, en el Estado federal, aunque subsiste 
la unidad nacional, se fracciona la soberanía, puesto 
que se compone de varios Estados, los que, en prin- 
cipio, conservan su soberanía interior, sus leyes 
propias y su Gobierno particular. El conjunto de la 
población de los diferentes Estados constituye la 
Nación y forma lo que se llama Estado federal, del 
cual también son ciudadanos los de los Estados que 
lo forman. 

Hay en esta forma de Estado atributos de la so- 
beranía pertenecientes a los Estados federados cuyo 
ejercicio pasa al Estado federal, el que cuando obra 


en ejercicio de su propia soberanía obliga a la Na- 


ción entera y a sus ciudadanos. En ciertas materias 


el Estado federal legisla para toda la Nación; manda 


dentro de ciertos límites a todos los ciudadanos, y 


tiene tribunales propios con jurisdicción para deter- 
<minadas litis. El Estado federal, representa a la Na- 
- ción en sus relaciones con las potencias extranjeras; 
los Estados que forman la federación no disfrutan, 


Pues, de la soberanía exterior. 
El ejemplo más notable de Estado federal, lo 


presenta en Europa, Suiza, la democracia Dd 
E de los tiempos modernos. Alemania, después de la 
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caída de la monarquía en 1918, conserva nominal- 
mente la forma federal, aunque restringidos los de- 
rechos de los antiguos Estados. En América, Canadá, 
los Estados Unidos del Norte, Mexico, Venezuela, — 
Brasil y la Argentina son asimismo Estados fede- 
rales. El último de los Estados de esta forma, en el 
órden cronológico, es Australia. El despotismo de 
los Soviets ha dado a Rusia el nombre de república 


federal aunque en realidad es un centralismo extre- 


mado el que allí impera. 

Entre el Estado unitario y el federal existe otra 
forma intermedia, la Confederación, asociación o liga 
permanente de Estados, que conservan íntegra- 
mente su soberanía, y, por el pacto de asociación, 
unen sus fuerzas con un fin determinado, para hacer 
respetar ciertos principios e intereses, ya en las rela- 
ciones interiores, ya en las exteriores. 

Representa a la Confederación una asamblea 
compuesta de los diputados de los Estados que se 
confederan, asamblea que no tiene autoridad ni ju- 
risdicción sobre los diferentes Estados. No tiene la — 
Confederación poderes ejecutivo ni judicial propios, 
y el mismo legislativo no lo es sino en apariencia, 
porque sus decisiones no son válidas sin la ratifica- 
ción de las legislaturas de los Estados. | 

En los tiempos modernos las principales confe- 
deraciones fueron: la germánica, de 1815 a 1866; la 
de los cantones suizos hasta 1798, y la que se esta- 
bleció en 1777 entre los Estados Unidos de la Amé- 
rica del Norte, Estados que luégo vinieron a consti- ; 
tuir la república federal. 
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, La palabra Gobierno usada en derecho consti- 

——tucional en las diferentes acepciones que se dejan 

señaladas, en sentido más propio y general, significa 

el ejercicio de la autoridad pública, por el soberano. 

Este ejercicio tiene por objeto el cumplimiento de 
las funciones del Estado, que consisten en mantener 
la soberanía y dignidad de la Nación; defender su 
territorio de ataques del extranjero; conservar el' 
órden interno y hacer a todos justicia. 

El ejercicio del Gobierno es de dos maneras: O 
el soberano ejerce la soberanía sin más norma que 
su propia voluntad, o se debe someter a ciertas re- 

glas preexistentes: en el primer caso Gobierno es 
> despótico o arbitrario; en el segundo es legal. 
- No hay libertad verdadera, aunque se reconozca 
la soberanía popular, si la asamblea del pueblo tiene 
potestad de dictar decisiones arbitrarias respecto del 
individuo, en pugna con las leyes generales. La 
virtud protectora de la ley consiste principalmente 
en el concepto que se tenga de ella. Santo Tomás 
la define diciendo que es la «ordenación de la razón, 
dictada por el que tiene a su cargo el cuidado de 
la comunidad y encaminada al bien común». Con- 
-—siderada así la ley, no es nunca injusta, y es cono- 
-cida oportunamente de todos para que la obedezcan. 
ES El soberano puede siempre modificar o derogar las 
leyes; pero mientras rigen también él debe estarles 
sometido y ejercer la autoridad de conformidad con. 
ellas. El principio de irretroactividad en las leyes, 
generalmente reconocido, impide, por otra parte, que 
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se apliquen a actos eumplidos antes de su promul- 
gación, si con ello se viola un derecho. he 

En los Gobiernos constitucionales, el poder a 
lativo tiene, pues, un papel preponderante, el de 
verdadero regulador del Estado, poder que se ejerce 
independientemente por medio de un órgano autó- 
nomo. Los demás atributos de la soberanía, que se 
resumen en un derecho general de mando y coerción, - 
forman el poder que los romanos llamaban imperium, E 
denominado hoy poder ejecutivo, cuya función es ha- 
cer ejecutar las leyes. Aunque subordinado por tal. 
aspecto al poder legislativo, el ejecutivo tiene sobre 
éste la superioridad de que mientras que el legisla- 
taivo se ejerce con intermitencias, aquel es por nece- 
sidad permanente, pues no se concibe que su ejercicio 
se interrumpa por un solo instante, lo que DoS do 
piría la vida de la Nación. : 

Del imperium se desprende otra rama del poder, 3 
que, en principio, forma parte de él: el judicial, o 
sea la administración de justicia en materias civiles 
y criminales, que también ejecuta ciertas leyes. 


* 
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Si el soberano ejerce el poder por sí mismo, el 
Gobierno se llama directo; si lo delega a otros para 
que lo ejerzan, se llama representativo. Es propia- S 
mente representativo, si el soberano delega sus fun- 
ciones, por tiempo más o menos largo, a los dele= 
gados que elige, de tal manera que obreu con abso- 
luta libertad y que aquél no pueda revocar su man-=. 
dato; directo si, por el contrario, los delegados del 
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soberano son simples os a quienes se dictan 


3 ovocable a voluntad del andante: 
ES Esta alternativa entre el Gobierno directo y €. 
representativo noes posible sino para las manifesta- 
ciones directas de la soberanía, y no existe sino 
cuando se trata del poder legislativo o de los fun- 
cionarios superiores del ejecutivo. No obstante para 
“que el Gobierno haga sentir su acción, para dirigir. 
el ejército y ejecutar las sentencias, se necesitan 
siempre intermediarios y agentes, a quienes se confía 
con mayor o menor amplitud la autoridad pública, 
como a simples delegados. La sociedad política es 
como una máquina poderosa, cuyo motor es el Go- 
bierno; los funcionarios públicos son los órganos de 
transmisión o las ruedas del mecanismo. - 

El Gobierno directo tiene la índole de la monar- 
——quía pura, en la que el monarca ejerce el poder legis- 
—lativo y sus ministros, no hacen otra cosa que 
cumplir sus órdenes; cuando nombra jueces, se re- 
-——serva siempre el derecho de sustituirse a ellos y de 
y “anular sus fallos. Si la soberanía la ejerciera una cor- 
¿EN _poración o asamblea solamente, el Gobierno directo 
sería imposible, porque la asamblea no puede ejecutar 
por sí misma sus decisiones, y tendría que servirse de 
comisarios que, por la naturaleza misma de las cosas, 
se convierten en funcionarios permanentes. De ello 
surge, por necesidad el poder ejecutivo con sus 
diversas ramas y, de consiguiente, el sistema repre- 
-  Ssentativo. 
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de od cado. os es el jedi el 
que tiene la dirección política del Gobierno; el que. 
asegura el órden interior y exterior, y así se explic 
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GAPITOULO L | 
De la Constitución o Ley fundamental. 


, E De la Constitución o ley fundamental. Del origen y desa- 


rrollo del sistema de Constituciónes escritas. — Distinción 
entre la ley fundamental y las ordinarias. De la inmuta 
bilidad jurídica de la ley fundamental. De la revocación 
y reforma de las leyes fundamentales. Interpretación de la 
- ley fundamental y limitación de la potestad tt 


Las reglas o preceptos en que se resume el de- 
SiñO constitucional de cada pueblo, forman lo que 
se llama su Constitución o ley fundamental, que 
puede ser escrita o consuetudinaria solamente. 

Hasta fines del siglo XVIIL, la mayor parte de 


las Constituciones de los Tistados europeos eran obra 


“de la costumbre; sinembargo en una de ellas, la 


inglesa, había algunos textos escritos sobre cuestio- 


nes constitucionales, que aun hoy rigen. 


Escritores del siglo XVIII iniciaron y difundieron 


E la teoría de que la Constitución del Estado debe 
ser una ley escrita, fundados en la teoría del pacto 
social de Rousseau, en boga entonces, según la cual 


la sociedad existe en virtud de un pacto de quienes 


la componen, cuyas condiciones no sólo es con- 


veniente sino necesario que se puntualicen y ex- 


tiendan por escrito, de un modo solemne. 


Las primeras Constituciones escritas fueron las 


de las colonias de Inglaterra en la América del 
Norte, adoptadas después de la proclamación de su 
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independencia de la metrópoli en 1776. En seguida 


se expidieron las Constituciones de los Estados que 


habían de formar la Unión Americana y la ley fun- 


 —damental de la Confederación de 1781, que más 


tarde fue sustituída por la donstifución federal : 


de 1787. 


En Europa la primera Constitución escrita fue la - 


francesa de. 1791: luégo, la Revolución propagó el 


principio e impuso Constituciones escritas a varias - 
naciones. En 1831 adoptó Bélgica una Constitución - 


escrita también, y, posteriormente, una Asamblea 
nacional expidió la de Suiza en 1848. España tuvo 


la de (Cádiz de 1812; pero su vigencia fue muy 


breve. 


Las naciones de la América úl a medida que 
se fueron independizando de la E ópae en el 
primer cuarto del siglo XIX, adoptaron Constitucio= 
nes escritas que tuvieron por modelo la de los - 
Estados Unidos de Norte América, y las primeras - 
de la República francesa. Tiene pues Constitución — 
escrita parcial o totalmente casi todo el mundo oecci- 


- dental. La tienen también la República de China, 
el Imperio de Japón; todas las repúblicas surgi- 


das de la guerra después de 1918, y los Dominios a 


ingleses con Gobierno y Parlamento especiales. 


Las Constituciones escritas o leyes fundamenta- . 
les se distinguen sustancialmente de las demás - 
leyes, tanto por su fuerza intrinseca como por el 


carácter obligatorio de unas y otras. 


Según la doctrina del publicista suizo Vattel E 
- (1714-1767), el legislador no tiene. potestad para de e 
rogar ni reformar las leyes fundamentales, sagra- 
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das para él, mientras la Nación no le dé expresa- 
mente tal potestad, porque la Constitución de un 
Estado debe ser duradera. Si la Nación la dictó y 
confió por ella el poder legislativo a ciertas entida- 
des, quedaron fuera de la jurisdicción de éstas las 
leyes fundamentales. No se justificaría que los le- 
-——gisladores, que derivan de éstas su poder, tuvie- 
ran autoridad para destruír el de quien se la confirió. 
“Tal es también la teoría expuesta por Sieyés, uno 
de los autores de la primera Constitución francesa. 
«Si queremos formarnos idea, dice, del conjunto de 
las leyes positivas, que no emanan sino de la volun- 
tad de la Nación, encontramos primero las leyes 
constitucionales, de las cuales unas regulan la orga- 
nización y funciones del poder legislativo ; y otras las 
de los demás poderes activos. Se las llama leyes funda- 
mentales, no porque sean independientes de la sobera- 
nía nacional, sino porque los poderes que existen y 
obran en virtud de ellas, no tienen facultad de de- 
rogarlas ni reformarlas con esa sola autoridad. La 
Constitución, en cada una de sus partes, no es obra 
del poder constituído sino del constituyente, y 
ninguno delos poderes delegados puede cambiar 
en nada las facultades de su delegación ». 

De esta teoría se deduce el principio de la inmu- 
tabilidad juridica de las leyes fundamentales, aun 
que no absoluta, porque la soberanía nacional, ne- 
cesariamente, tiene siempre la facultad de modif- 
carlas. Decretar la irreformabilidad de esas leyes, 
sería ponerse en pugna con las de la historia; ce- 
-—rrar el paso a las necesidades, del progreso, y crear 
ama situación que, por lo común, se habría de resol- 
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yer en actos ilegales que la Constitución se propo-- 
nía evitar. Es menester aceptar, pues, la existencia 
de una potestad que tenga facultad para reformar 
y aun derogar esas leyes. A tal respecto hay tam- 
bién varios sistemas. 

Conforme a la doctrina de Vattel, no es posible - 
que las Constituciones o leyes fundamentales se re- 
formen o revoquen sino por la voluntad unánime 
del pueblo; pero como obtener tal unanimidad es 
casi un imposible, exigirla sería declararlas irrefor- 
mables. 


Otra opinión, cuyo más autorizado sostenedor 
fue Sieyés, considera que los poderes constitucio- 


nales ligan a los constituídos; pero no a la Nación 
de la que aquéllos emanan, y que, dé consiguiente, 
ésta puede modificar las leyes fundamentales o de- 
rogarlas, sin sumisión a regla alguna. El resultado 
de tal teoría, sería borrar toda distinción entre la 


ley fundamental y las ordinarias, y privar a aquélla : 


del caracter especial que se le ha conferido. 
La teoría que prevalece hoy en los pueblos re- 


gidos por Constituciones escritas es la expuesta por 


Rousseau en sus Consideraciones sobre el Gobierno de 
Polonia, conforme a la cual la Constitución no es 
reyocable ni reformable sino por la autoridad y con 


Jos requisitos que ella misma señala. « Se deben 
pesar y medir, dice Rousseau, los principios capitales 


que han de formar la ley fundamental de un país, 


y sobre esos principios solamente se debe hacer pe- 

sar la fuerza del liberum veto. De esa manera se da 
solidez a la Constitución, e irrevocabilidad, en cuan- 
to es posible a este género de leyes; y no es contra 
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la naturaleza ni contra la razón que no sean revo- 
cables estas leyes sino con la misma solemnidad 
E con que se dictan. Tal es elrúnico vínculo con que 
se pueden ligar el porvenir ». 


* 
+ * 


De esta teoría surge la distinción entre el poder 
legislativo y el constituyente, establecidos ambos por 
una misma Constitución; pero con facultades dife- 
rentes: al primero, las tiene para dictar leyes fun- 
damentales. Pero aun en los casos en que se atri- 
buye a las corporaciones legislativas la facultad de 
reformar las leyes fundamentales, obran ellas para 
ese fin de maneras diferentes, ya porque para lle- 
var a cabo la reforma se hace una renovación previa 
del personal de la corporación, ya porque se exigo 
para el yoto de las reformas una mayoría más con- 
siderable de la requerida en la expedición de las 
leyes comunes, o adoptada la reforma en una pri- 

mera legislatura, la ratifica otra posterior. 

| La distinción de los poderes constituyente y le- 
-—gislativo no existe en todas partes. Expositores con- 

temporáneos de tanta autoridad como Orlando, 1 

- Impugnan con razones incontrovertibles, que se re- 
sumen diciendo que ninguna característica objetiva 
E justifica jurídicamente la existencia de una hipoté- 
tica categoría de leyes fundamentales, loque basta 
para rechazar en teoría la distinción de un poder 
constituyente diferente del legislativo. En Inglaterra 
una simple mayoría de las dos Cámaras del parla- 
_mento puede derogar o ns la Constitución 
E consuetudinaria. 
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Donde existe la línea divisoria precisa que señala 
la distinción entre la legislación ordinaria y la consti- 
tucional se establece previamente cuáles son los re- 
quisitos para lleyar acabo las reformas, En Bélgica, 
v. g., el Legislador tiene derecho de declarar que 
hay lugar a la revisión de una disposición consti- 
tucional determinada; después de esta declaración 
las Cámaras quedan disueltas de derecho, y se con 
yocan otras nuevas que estatuyen, de acuerdo con 
el rey, sobre los puntos sometidos a la revisión. 
Las Cámaras necesitan entonces para deliberar la 
presencia de las dos terceras partes de sus miem- 
bros, y ningún cambio se adopta con menos de los 
dos tercios de los votos. En algunas Constituciones, 
como la de la República Argentina, la reforma debe - 
ser precedida de una declaratoria de su necesidad, 
hecha con los votos de las dos terceras partes del 
Congreso; pero no se efectúa sino por una Conven- 
ción convocada al efecto. En Holanda, pide la re- 
forma una simple mayoría del parlamento, pero 
después se disuelve éste, y la reforma debe san- 
cionarla el que le sucede, con los dos tercios de 
los sufragios emitidos. En Alemania, conforme a 
la nueva Constitución de 1919, la reforma requiere 
los votos de las dos terceras partes del Reichstag 
presentes, e igual número de los del Consejo na- 
cional. Si éste se. opone a la reforma, el presidente 
no publicará la ley reformatoria si el Consejo pide un 
referendum, dentro de dos semanas. También se mo- 
difica la Constitución por la mayoría de votos del 
pueblo en un referendum. En Francia, es menester 
que la reforma se declare necesaria por la mayoría 
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de ambas Cámaras ; Muéso se reúne la Asamblea 
E nacional, que se compone de las dos corporacio-. 
E nes, para proceder ala revisión. En Suiza, cuando 
una de las secciones de la Asamblea federal de- 
creta la revisión de la Constitución y la otra no 
consiente en ella, o bien cuando 50.000 ciudadanos 
ES suizos la piden, el asunto se decide por un: plebis- 
cito, previa la renovación de los Consejos que deben 
ocuparse de la revisión. Una vez hecha esta no entra 
en vigor sino mediante la aprobación por un segundo 
plebiscito. En los Estados Unidos de Norte América, 
- siempre que las dos. terceras partes de ambas Cáma- 
- ras lo juzguen necesario, el Congreso propone en- 
miendas a la Constitución, o, a petición de las dos 
terceras partes de las e bitas de los diversos 
Estados, se convoca una Convención para proponer 
E A endas, que en uno y otro caso son válidas para 
todos los fines si las ratifican las legislaturas de las 
tres cuartas partes de los Estados. | 
Los dos sistemas de Constituciones rígidas y flexi- 
bles, mombres que se les da según Ja facilidad o 
dificultad que hay para reformarlas, tienen cada 
cual sus ventajas y sus inconvenientes, considerada 
la índole y demás condiciones del pueblo en que 
rigen. No es posible, pues, sostener la conveniencia 
absoluta de uno u otro sistema. 


E Entre las Constituciones vigentes hay algunas 
- que consagran no sólo los principios y reglas que 
forman el derecho constitucional de la Nación, es 
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decir lo que se refiere a la forma del Estado y de 
su Gobierno, como los derechos del individuo y las 


garantías sociales, sino que estatuyen también sobre 


otras materias, tales como las que pertenecen al 


derecho civil, al penal, al administrativo y aun a la 


organización judicial. Estas Constituciones, cuando. 


no autorizan medios expeditos para su reforma, % 
adolecen del grave defecto de que paralizan el de- 

sarrollo jurídico normal de la legislación, que se de- e 
be modificar con el andar de los tiempos y conforme 


a las necesidades de cada país. 


Si, por el contrario, no se consignan en la Cons- 


titución sino lás reglas fundamentales del derecho 
constitucional de la Nación, y se dejan los porme- 
nores a las leyes comunes, conviene adoptar un pro- 


cedimiento más riguroso para la reforma. 


* 
E * 


Además de los procedimientos que cada Consti-.. 
tución establece para su propia reforma, se presen- 


tan casos en la vida diaria de los pueblos no pre- 


vistas en la ley fundamental, que es necesario re- 


solyer para que el desarrollo del organismo guber- 


nativo no se paralice: lainterpretación jurídica su- 
ple entonces esas deficiencias. Sabido es que por ese 


medio se ha desarrollado muy considerablemente la 


Constitución de los Estados Unidos de Norte América. E 
Las Constituciones escritas no sólo se imponen 


al Legislador en cuanto que éste no las puede mo- 


dificar sino con ciertas formalidades y restricciones, 
sino que también limitan sus facultades dentro del 
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- mismo radio de la acción legislativa, v. g., cuando 
le prohiben imponer ciertas penas o restringir cier- 
tos derechos, y es de esa manera, justamente, como 

se dan garantías a los derechos de los individuos, 

aunque no basta que se establezcan estas garantías 
y aquellas restricciones, sino que sería deseable ha- 
llar una sanción para hacerlas efectivas, e impedir 


QUe se conviertan en letra muerta. 


En los Estados Unidos de Norte América no óxis. 
te disposición constitucional expresa a tal respecto; 
pero por una interpretación de la ley fundamental, 
la Corte Suprema federal ha asumido la facultad 
de decidir qué ley debe prevalecer cuando en los 
litigios que se presentan ante ella surge el conflicto 
entre una disposición constitucional y otra ley or- 
- dinaria, caso en que la Corte siempre se atiene a la 
E Constitución, porque siendo ésta, dice, la ley su- 
_prema del país, es deber de la autoridad judiciar 
aplicarla de preferencia, como que debe tener valol 
- preponderante en un conflicto con otra de carácter 
común. Hay que tener presente, no obstante, que el 
sistema de los Estados Unidos, se aplica cuando en 
un litigio determinado se presenta el conflicto entre 
una disposición constitucional y otra de las leyes 
comunes; pero la Corte no ejerce esa facultad fuera 
de juicio, ni por la simple solicitud que se le haga 
de invalidación o anulación de la ley. 
E No se debe prescindir de considerar que en mu-. 
chos casos las leyes que aparecen en conflicto con 
¿8 la Constitución son interpretativas de ésta, y que se 
procedería contra las reglas de hermenéutica si se 
hiciera prevalecer la interpretación doctrinal de los 
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jueces sobre la legislativa la que más se asomoja 
la auténtica. 


En alguna de las naciones que tienen Constitu- e 
ción escrita análoga a la de los Estados Unidos de 


América, tienen facultad los tribunales para decidir 
“si una ley común es o nó contraria a la Consti- 
tución, y para aplicar de preferencia esta última 


en los procesos sometidos a su jurisdicción, cuando se 


presenta conflicto entre unas y otras. Se ha observado 


“acertadamente que la practica de los Estados Uni- 


dos, que allí ha tenido buenos resultados, no es ar- 
gumento en favor de la adopción del sistema en E 
otras naciones, porque en aquellos se trata de la - 
Constitución de un Estado federal, lo que la pone - 
fuera de la influencia de los comicios electorales or- 
dinarios, y la convierte én garante de los derechos 
de los Estados que forman la Federación. a 

No sucede otro tanto en las naciones de Europa - 
y América en donde la Constitución no es escrita 
en su totalidad o no sigué aquel modelo, porque en E 
ellas o no existe la distinción entre leyes fundada 
tales y leyes comunes, o se establece la presunción 
de que toda ley posterior a las fundamentales es 
constitucional. Dictada la ley en forma regular, ES 
los jueces tienen la obligación de aplicarla, lo cual 
limita su autoridad a la interpretación y aplicación 
de las leyes ordinarias, y pone fuéra de su competen- 
cia las de las leyes fundamentales. En Europa tal es ; 
la doctrina adoptada por Francia, Bélgica y Suiza. 

En todas las esferas del poder hay una entidad z 
O jurisdicción en la que se considera que está la 
cúspide de la autoridad, y de la cual, en cierto modo, a 
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se presume que reúne las mayores probabilidades 


de acierto y de rectitud: establecer, pues, que un > 
tribunal supremo de justicia decida definitivamente 


sobre la constitucionalidad de la ley, no es sino 


cambiar aquella cima, sin que con ello se impidan 
los posibles abusos. Si dos Cámaras distintas de re- 
presentantes de la Nación, después de detenidos 
debates, dictan una ley contraria a la fundamental 


y se obtiene luégo la sanción del poder ejecutivo, 


no hay razón para creer que un tribunal de justicia, 
compuesto también de hombres sujetos a error y a 
pasiones, no incurra jamás en faltas o yerros análo- 
gos. En todo caso la presunción de acierto y recti- 
tud debería estar en favor del juicio de los dos po- 
derés legislativo y ejecutivo que intervinieron en la 


expedición de la ley, y no de un solo tribunal que 
si forma parte del poder judicial, no es el poder 
judicial mismo. 


Una de las razones: más poderosas de orden Ju 


- rídico que se aduce contra el sistema que da a uno 


o varios tribunales de justicia la facultad de abste- 


-—nerse de aplicar la ley cuando la reputan inconsti- 


tucional, es la de que se pierde una de las mayores 
ventajas obtenidas por el Estado moderno lo que 
se apellida la certeza del derecho, de la cual se de- 


- ducen importantes conclusiones, entre ellasla de que 


ningun motivo legítimo puede excusar la desobediencia 
de la ley. El sistema de que se viene tratando es, 


pues, por ese aspecto, incompatible con el estado mo- 
derno del derecho, porque crea una excusa legítima 
de la desobediencia dela ley, y da lugar a una distin- 
ción entre leyes válidas y nulas, que puede resultar 


o 
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nociva y monoscabar derechos importantísimos. 


Para terminar, no es inutil insistir en que el sis- 


tema norte-americano, derivado del ingles, que da 
a la Corte suprema federal la facultad de declarar 
inaplicable una ley como contraria a la Constitución, 
no se debe confundir con el adoptado en otros paí- 
ses, que da al mas alto tribunal la irrestricta facul- 
tad de declarar nula una ley por ser violatoria de 
la ley fundamental. « Los jueces de los Estados Uni- 


dos, son palabras de Dicey, que vigilan la acción. a 


de la Constitución, no obstante, sólo ejercen fun- 


ciones puramente judiciales, puesto que nunca deci- 


den sino los casos que se ventilen ante ellos. Hs 
natural que se diga que la Corte suprema declara 

un Acto del Congreso inválido, pero no es en reali-. 
dad así. La Corte nunca da opinión sobre un Acto 
del Congreso. Lo que hace la Corte es determinar 
simplemente que en un caso dado A carece de acción 
contra X, pero al determinar tal caso, la Corte 
puede decidir, que no se debe tener en cuenta un 
Acto del Congreso por estar fuera del límite cons- 
titucional de los poderes de éste ». 


| CAPITULO II. 
De la soberanía nacional. 


En quién reside la soberanía. La soberanía fuente de todos 
los poderes. Verdadero concepto de ella. — Teorías sobre 
el origen de la soberanía. Teorías teocrática, legitimista, 
liberal. y radical. Observaciones respecto de ellas. — La 


teoría del Contrato social. — El consentimiento general 
base del derecho del Estado. — De la noción justa da la 
soberanía nacional — Designación de las autoridades por 
la mayoría. — Límites del poder social. 
Muchas Constituciones escritas de las naciones 
modernas, y en especial de las regidas por el sis- 
téma republicano, contienen el principio de que « la 
soberanía reside esencial y exclusivamente en la 
Nación, de la cual emanan todos los poderes pú- 
“blicos » (1). ) 
Reconocida la soberanía come fuente de todos 
los poderes públicos, es el supremo de los derechos 
en el cual encuentran su síntesis todos los demás 
derechos particulares, asi como su razón común. 
En lo que se refiere al individuo, la afirmación - 
de la personalidad humana da origen a la institu- 


(1) Const. de Colombia (Art. 2%); de Bélgica (Art. 25); 


del Cantón de Berna (Art. 2%; de Pensilvanie (Seceión Ú); 
del Salvador (Art. 1%; de Honduras (Art. 3%); de Nicaragua 


(Art. 3”; de Costarrica (Art. 2); del Ecuador (Art. 3%; del 


Paraguay (Art. 2%); del Perú (Art. 3%); de Chile (Art. 49). 
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ción jurídica de su capacidad, y consecuencia de ésta 


son todos los derechos subjetivos que pertenecen 


al individuo. Sucede lo propio con el Estado, cuando 


se afirma su personalidad y consiguiente capacidad. 


jurídica, de donde surje la noción de la soberanía. 


Así como la capacidad jurídica del individuo abarca 


m7 ¡ 


todos los derechos que le competen, también la ca- 


pacidad jurídica del Estado comprende todos sus de- 
rechos públicos y viene a confundirse con el derecho 
del Estado. E 
Considerada así la cuestión de la soberanía, no 
sería indispensable entrar en el examen de la an- 
tigua y debatida cuestion de los orígenes de aquella, 


y sobre las fuentes que le atribuyen las diferentes 
escuelas, cuyas teorías se reducen a cuatro: la teoría 


teocrática, conforme a la cual la soberanía reside en 


Dios, y la ejercen: representates suyos; la teoría 


legilimiala, que resume la soberanía en la tradición, 
por la cual una autoridad, y particularmente. una 
dinastía que ha ejercido el CE tiene por lo mismo 


el derecho de conservarlo — esta teoría se relaciona 


con la teocrática, cuando de la autoridad de los 


reyes hace un derecho divino —; la teoría radical, 


que háce residir la soberanía S la voluntad - po- 


pular, expresada por la mayoría numérica de los. 


ciudadanos reunidos en asamblea; la teoría liberal, 


que a la expresión de soberanía poa sustituye 


la de soberanía nacional, y afirma que reside en el 
pueblo; pero concebido como un todo ore 
rídicamente. z 

Respecto de la teoría teocrática absoluta susten- 


tada por Hotman y otros autores protestas gali- pS 
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canos, que la proclamaron en sínodos del siglo XVII, 
cabe observar que es verdad que la autoridad tiene 
su primer origen en Dios, por cuanto las leyes na- 
+turales dictadas por Él imponen al hombre la ne- ' 

“cesidad de vivir en sociedad, la que supone una 
autoridad que la rija; pero a los miembros de la 
sociedad les dejó el derecho de organizarla y de 
5 designar a quienes han de ejercer la autoridad. Por 
eso los autores católicos, desde San Juan Crisóstomo. 
hasta Balmes, sostienen que no es designio de Dios 
hacer de los poderes humanos una delegación di- 
recta de su soberanía. Quiere que el poder exista 
porque quiere que exista la sociedad, que no se con- 
cibe sin él; quiere la obediencia al poder constituido, 
porque ÓNte sin el deber de la obediencia sería inútil; 

pero deja a las causas segundas el determinar 0 
forma de la autoridad, quiénes han de desempeñarla 
y cómo se debe trasmitir. 

A la teoría legitimista se observa con razón que 
la tradición necesita ser conforme al derecho para 
que funde el derecho, y que la simple existencia 
de una institución por larga que haya sido, no la 
justifica; ejemplo de ello la esclavitud, inícua y con- 
traria a la ley natural aunque durara siglos. 

Respeto de las teorías radical y liberal, si se las 
confunde con la del Contrato social de Hobbes, Gro- 
cio y Locke, revivida más tarde por Rousseau, 0 si 
se las hace emanar de ella, son objetables como la 
teoría en que se fundan, según el desarrollo que se 
le dé, que conduce a las más opuestas consecuen- 
cias, Contarme a la doctrina de Hobbes el individuo 
al dar vida al Estado, renuncia a todo derecho suyo, 
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lo que lleva a una teoría despótica. Según Grocio 
y Locke, que admiten relaciones bilaterales en el 
contrato, se llega a una teoría liberal; y por último 
si se sostiene con Rousseau, que todo derecho in- 
dividual es inenajenable e imprescriptible, y que, 
de consiguiente, los individuos pueden abolir con 
sn — sola voluntad el Gobierno existente, se llega a 
una teoría radical. Pero sea cuales fueren esos de 
sarrollos de la doctrina que da por origen al Estado 
la teoría contractual o individualista, que lo sus- 
tenta sólo en la voluntad de los individuos que for- 
man la asociación, por necesidad imprescindible y 
para evitar males mayores, basta para desvirtuarla 
advertir que la idea de la existencia del individuo 
aislado fuera de la sociedad, es no solo erronea 
historicamente, sino que tampoco se puede concebir 
en abstracto, porque el estado social es un comple- 
mento necesario y natural derivación de la vida 
individual. eS 
Estudiada pues la cuestión sólo por el aspecto 
que tiene en derecho constitucional, y sin entrar 
en el debate de la teoría política de las formas del 
Gobierno, que corresponde propiamente a la filo- 
sofia del derecho, se llega con los datos expuestos 
a concluir, como lo hacen expositores contempora- 
neos, que el derecho del Estado en su más alta 
expresión, no es sustancialmente distinto de los de- - 
más derechos, y que se sustenta en la conciencia 
colectiva de la Nación, en un sentimiento uniforme, 
que nace de la índole jurídica, de los precedentes 
históricos, de las influencias del ambiente en que 
se mueve un pueblo. Todas las instituciones polí- 


DE LA SOBERANÍA NACIONAL á 43 


ticas de un Estado, suponen el consentimiento de 
la comunidad. : y 

Pero todo derecho fundado en el sentimiento 
general de la Nación, supone una forma externa 
en que se actúa y de ahí la regla jurídica, la cos- 
tumbre, la ley. Las instituciones políticas son resul- 


tado de una adaptación histórica de la Nación, y 


se robustecen con la tradición, que crea el hábito 
-general de obedecerlas. 

Entendida así la soberanía, se encuentra su prin- 
-—cipio en la voluntad o el querer generales, y viene 
a ser consecuencia necesaria de la libertad humana, 
como de la igualdad de derechos que debe existir 
entre los individuos. 

Sería el idéal que la voluntad dé todos los miem- 
bros de una sociedad designara la forma de la au- 
toridad y las personas que deben ejercerla; pero 
siendo esto un imposible, porque las opiniones, las 
tendencias y los sentimientos de los hombres no 
son unos mismos en lo general, hay que aceptar 
que designe la autoridad la mayoría, puesto que 
existiendo la necesidad social del derecho de gober- 
nar, entre dos opiniones hay que escoger una, y 
la razón indica que se escoja la de los más. 

| En su esencia, el poder social, que se funda en 
la necesidad de mantener el orden en la sociedad, 
no va más allá de lo que es necesario para la con- 
servación de ese orden. Si los encargados del poder 
traspasan 'tal límite, violan el derecho y abusan de 
la fuerza. 

Santo Tomás de Aquino resume la cuestión así: 
El reino no es para el rey, dice, sino el rey para el 
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reino, lo que significa que el poder público y los fun- 
cionarios que lo ejercen no existen sino para el bien ' 
de los individuos que componen la Nación, de donde 
se deduce rectamente que lo estab ado para el 
bien de todos deben regularlo los interesados en o 

Así como no hay libertad ni derecho alguno del 
individuo que no tengan un límite en el derecho : 
o en la libertad de los demás, tampoco se concibe 
a : la soberanía nacional absoluta, sino que se le deben 
o da por límites la justicia y E derecko del indivi- 
duo, la razón y el bien común. De otra suerte se 
3 caería en el sistema de la tiranía legal, tan temible 
| como cualquiera otra tiranía. «San Pablo, que habla 
con tánta energía de los derechos del poder, tuvo 
el cuidado de señalar el fundamento de ellos. -El- 
Poder, dijo, es el ministro de Dios para el bién: 
Dei enim. minister est in bonum; pero cuando su 
acción tiende al mal, no es ya ministro de Dios, 
porque no se puede ser delegado de Dios para el 
E mal ». 


So 
x 
7, 
3 
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CAPITULO TEE 
De las formas de gobierno. 


Distinción de Aristóteles. Monarquía, aristocracia y democra- 
cia. Tiranía, oligarquía y demagogia. — Del Estado mixto. 
— Teoría de Bluntschilí. Formas mixtas. Estados unitario 
y federal. Confederación. — Opiniones sobre las diferentes 
formas de gobierno. 


Se mantiene hasta el presente como teoría fun- 
-———damental sobre las formas de gobierno la antiquí- 
-— sima expuesta por Aristóteles y reproducida durante 
siglos, aunque se ha pretendido modificarla O am- 


-pliarla. El filósofo aplicó su estudio a las formas de 
«gobierno que apellidaba puras, en cuanto tienen por 
fin esencial actuar la justicia. El gobierno podía ser 
de tres maneras conforme a esta teoría, según que 
gobernara un solo individuo, una minoría o la gene- 
ralidad de los ciudadanos, y las tres formas respec- 
tivas se denominaban monarquía, aristocracia y demo- 
-——cracia. Corrompidas esas formas, la priméra se con- . 
vierte en tiranía, la segunda en oligarquía y la ter- 
cera en demagogia. | 
En diferentes épocas, y aun hoy mismo, exposi- 
E tores de derecho añaden a la clasificación aristo- 
—télica una cuarta forma, la del Estado mixto, enun- 
—ciada por el mismo Aristóteles, en la que coexisten 
principios de los que informan las tres originarias: 
ejemplos de ella la república romana y la monarquía 
-inglésa. Se impugna esta nueva clasificación por 
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cuanto que es imposible, se dice, que formalmente 
puedan coexistir en un Estado la mcnarquía y la 
república; pero a la vez se reconoce que la teoría, 
aun siendo falsa, se origina en un hecho histórico, 
y para no modificar la distinción clásica, se añaden 
a las formas de ésta las que Bluntechil propone, 
que vendrían a tener el carácter de secundarias. Tales 
son la forma despótica, cuando el pueblo carece de- 
derechos políticos; la semilibre, cuando sólo una 
parte de los ciudadanos interviene en la cosa pú- 
blica; y la libre, cuando todas los ciudadanos tienen 
el ejercicio de determinados derechos políticos. 

Las formas mixtas eomprenden las diferentes es- 
pecies de monarquías constitucionales modernas, en 
las que la soberanía se ejerce por varias entidades 
cuya intervención acorde es menester para que se 
cumplan las funciones de la misma soberanía. Esas 
diferentes entidades son el rey y una o varias asam- 
bleas. 


Hay dos clases de oía constitucional: en 


una se reconoce que la soberanía reside en la Na 
ción, que asocia a su ejercicio un monarca, por 
una especie de delegación; la otra, en que es el 
monarca quien delega una parte de su soberanía a 
la Nación, representada en una o varias asambleas. 
La primera se acerca mucho a la república; la se-. 
gunda, por el contrario, se asemeja más a de monar- 
quía pura o absoluta. 

En el Estado unitario la soberanía es una, aunque 
se ejerza por varios; en el Estado federal, aun exis- 
tiendo la unidad nacional, se fracciona en cierto 
modo la soberanía, porque los Estados que conser- : 
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van en principio su soberanía interior, sus leyes y 
su gobierno propio, delegan algunos atributos de 
esa soberanía al Estado federal que comprende a 
la Nación entera, con todos los habitantes de los 
Estados sobre quienes ejerce autoridad. 

Entre el Estado unitario y el federal, existe la 
Confederación, que más que forma de gobierno es 
una liga permanente de Estados, que conservan sin 
menoscabo su soberanía. 

De las formas de gobierno conocidas, la mo-. 
narquía absoluta hereditaria se contrapone al prin- 
cipio de la soberanía nacional, porque implica la 
“soberanía del monarca sin OS INOCIÓn alguna. Se 
quiso conciliar esta forma con aquel principio, di- 
ciendo que la Nación trasmitía su soberanía al rey 
-y a sus Sucesores, enajenándola; pero contra ello se 
arguye, con razón, que no se enajena sino lo que es 
fruto de la sidad humana, lo que tiene valor de 
cambio, y que no es concebible un contrato de esa 
especie en derecho público. Además, nadie tiene 
capacidad para venderse, es decir para enajenar su 
propia libertad civil o política; pero en el supuesto 
de que los individuos tuvieran esa facultad respecto 
de su propia persona, no es sostenible que la tuyie- 
ran para disponer de lo que no les pertenoca: la 
-_ soberanía no es patrimonio de una generación, que 
sólo tiene su ejercicio actual, sino de la Nación, 
compuesta de las generaciones sucesivas. 

Se concilia la monarquía constitucional con el 
principio de la soberanía de la Nación, siempre que 
se adopten en las leyes fundamentales disposiciones 
que sometan en un todo, sin restricción, a la vOo- 
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luntad nacional el poder del monarca. Salvo la 
Constitución francesa de 1791, ninguna de las pos- 
teriores de otros pueblos establece con absoluta 
claridad este principio, aunque en la práctica pre- 
valezca de hecho, como sucede en Inglaterra, donde 
en realidad es la Nación el verdadero soberano, y 
los derechos de los ciudadanos, como sus libertades 
legítimas, tienen mayores garantías que en las mis-. 
mas repúblicas. | 

La república democrática es la forma de go- 
bierno en la que tiene aplicación cabal y completa 
la tesis de la soberanía nacional, porque en ella todos 
los poderes públicos emanan directa o indirecta- 
mente de la Nación, y se confieren por un tiempo 
limitado, condición necesaria del reconocimiento de 
la soberanía, porque cuando esos poderes no se ejet- 
cen por autoridad propia, quienes los desempeñen de- 
ben responder a sus comitentes de sus actos, como 
sucede-siempre que alguien ejerce un derecho que - 
pertenece a otro que le confió su representación. 
Sin embargo, sucede en ocasiones que no hay otro 
medio de hacer efectiva esa responsabilidad, que el 
de la limitación del tiempo de la representación, 
especialmente si se trata de corporaciones. 

Montesquieu afirma que «el Gobierno más con- 
forme con la naturaleza es aquel cuya disposición 
particular se adapta más'a las condiciones del pue- 
blo para el cual se establece. La ley, en lo general, - 
es la razón humana en cuanto gobierna todos los 
pueblos de la tierra. Las leyes políticas y civiles 
de cada nación no deben ser sino lor casos parti- 
culares en que se aplica esa razón humana, y, de 
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consiguiente, deben ser propias del pueblo para el 
cual se hacen, porque es casualidad que las de una 
nación se puedan aplicar a otra ». 

De los diferentes tipos o formas de gobierno 
no hay ninguno absolutamente bueno o malo: el 
que da en un lugar buenos resultados, puede darlos 
malos en otros, y a la inversa, según que sea con- 
forme o contrario a la índole del país, al carácter, 


a las costumbres y tendencias del pueblo que lo 


constituye. eun 

« Oligárquica, monárquica, o aristocrática, dice 
Taine, la Constitución no es sino una máquina, bue- 
na si alcanza el fin a que se la destina, el bien pú- 


- blico, mala si no lo alcanza, y para alcanzarlo debe, 


como toda máquina, modificarse según el terreno, 


los materiales y las circunstancias ». 


«Para todas las formas legítimas de gobierno, 
dice Saint Girons; para todas las que pueden pro- 
teger a las generaciones contra la opresión o el 
desorden, para la monarquía o la república, la aris- 
tocracia o la democracia, hay un conjunto de re- 


glas que se imponen: la separación de los poderes; 


elecciones libres e inteligentes; dualidad de Cámaras 
legislativas; unidad del poder ejecutivo; colabora- 


ción y acción recíproca de los poderes; responsabi- 


lidad de los ministros y funcionarios; magistratura 


ilustrada, imparcial e independiente, garantía segura 
-de los derechos individuales. Tales son los princi- 


pios y prácticas esenciales dé todo gobierno, y las 
materias propias del derecho constitucional ». 


50 CAPITULO 1V 


CAPITULO IV. 
Del sufragio. 


Del derecho de sufragio. Del sufragio directo e indirecto. Del 
voto de la mayoría. — Del sufragio universal. — Obje- 
ciones al sufragio universal. Correctivos: el voto plural; 
el voto múltiple; el voto indirecto. — Limitaciones del 
sufragio. — El sufragio femenil. — La representación pro- 
porcional. — El voto obligatorio. 


La Nación, entidad en la que reside la soberanía, 
no es una persona real con voluntad propiamente 
suya. Tal voluntad no es posible hallarla sino en 
las acordes de los individuos que componen el pue- 
blo, que representan su querer y dan con sus votos 
la expresión de la soberanía de aquella. El derecho 
- de los miembros de la Nación de tomar parte en esa 
manifestación de la voluntad, es lo que constituye 
el derecho de sufragio. ] 

El ejercicio del derecho de sufragio es de dos 
maneras: o los electores deciden sobre el acto de 
soberanía que se trata de cumplir, cuando votan, 
por ejemplo, un proyecto de ley, lo que viene a 
constituir el Gobierno directo, o eligen representantes 
que ejercen en nombre de la Nación los atributos 
de la soberanía, y constituyen el Gobierno represen- 
tativo. ) | 

El sufragio es directo o indirecto, según que los 
sufragantes votan directamente para representantes 
del pueblo, o para electores a quienes invisten de E 
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la facultad de hacer la elección de representantes. 
Las elecciones indirectas son de uno o de varios 
- grados. | 

La necesidad de considerar la mayoría de su- 
fragios que se den en un mismo sentido como la 
expresión del querer nacional, es el medio más prác- 
tico y razonable de interpretar esa voluntad. Bus- 
car la unanimidad de las opiniones, sería buscar. un 
“imposible. En una sociedad numerosa es muy difícil. 
que se llegue a obtener un voto uniforme en las 
-— cuestiones que la interesan, y exigirlo sería tanto 
como someterla a la inmovilidad. Donde no existe. 
“monarca absoluto, y donde la soberanía reside en la 
Nación, sin la ley de la mayoría no habría ni derecho 
ni sociedad posibles, y, de consiguiente, se caería en 
la anarquía o en la opresión de los débiles por los 
fuertes. 


El sistema del sufragio universal en toda su 
verdad, sería el que reconociera a todos los miem- 
bros de la sociedad un mismo derecho de voto, sin 
hacer diferencias por razón de su fortuna o instruc- 
ción. Sinembargo se le da tal nombre donde no 
se excluye de ejercerlo sino a quienes no tienen la 
capacidad jurídica general para su ejercicio. Se in- 
trodujo este sistema por primera vez en Francia, 
en la Constitución de 1793, y desde entonces se ha 
ido extendiendo a todos los Estados de régimen re- 
—presentativo con mayor o menor amplitud. Algunos 
de los países en donde mayores restricciones tenía 
el derecho electoral, después de la revolución que 
de. .sucedió a la guerra de 1914-18, el nuevo régimen ha 
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implantado el verdadero sufragio universal. La Cons- 
titución de Alemania v. g. da el derecho de votar 
para diputados al Reichstag, a todos los hombres 
y mujeres mayores de 20 años, sin otra condición 
que la de que el sufragante haya residido por un 
año en el círculo electoral. pe 

Se señalan como ventajas del sufragio univer- 
sal que se asegura con él, en lo posible, la aproxi- 
mación a la igualdad, como en el cobro del im-- 
puesto; que se da más fuerza a la ley, puesto que 
el pueblo todo interviene en la elección de quienes 
la dictan, y de consiguiente, la considera como obra 
suya; y, por último, que robustece la autoridad del 
Gobierno, cuando hay quien ponga en duda su 
Origen. | Es. 

Muchas son las objeciones que se oponen al su- 
fragio universal, especialmente al directo, algunas 
de las cuales lo son también ál régimen demo- 
crático mismo. Las principales se resumen así: el 
sufragio universal da igual valor a los votos de in- 
dividuos que lo tienen diferentes, y ahoga por la 
ley del número, los de los electores más instruídos 
o de más cultivado espíritu en la ola de los de la 
masa ignorante y casi inconsciente) da igual in- 
fuencia en el voto de los gastos públicos a los que 
no tienen propiedad alguna ni pagan el impuesto 
directo, y. a quienes por tener bienes, pagan las 
cargas financieras de la Nación. | 

Se han sugerido varios medios para poner co- 
rrectivo a los inconvenientes del sufragio universal; 
los principales de ellos son el voto plural el voto 
múltiple, el voto indirecto, la representación pro- 


- porcional de las minorías, la representación de los 
- intereses, y el voto obligatorio. 


por razón de fortuna o del ejercicio de funciones 
públicas, nada, tiene que ver con la capacidad mo- 
“ral e intelectual de los electores, y con razón se le 
tacha de antidemocrático. El aumento de yotos para 
determinada categoría de individuos, como ya se 
dijo, da los mismos resultados que el sufragio restrin- 
gido. | 
El sistema del voto múltiple, consiste en dar a 
ciertos individuos derecho de votar en diferentes 
lugares o circunscripciones electorales, en razón de 
los intereses que posean en cada uno de ellos, v. g., 
al que tiene propiedades en varios distritos, o a 
quien paga contribuciones en más de una Circuns- 
cripción, o tiene domicilio en una y reside tempo- 
ralmente en otra. Se hace a este sistema la misma 
objeción que al del voto plural: se le considera an- 
_tidemocrático, porque establece un privilegio para 
la propiedad y transforma el sufragio universal en 
restringido. - Calo 
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El voto indirecto de uno o varios grados, con- 
siste en que los sufragantes no designen directa- 
mente a quien ha de ejercer el cargo o función, sino 
que nombren cierto número de electores de entre 
los mismos sufragantes, encargados de elegir el di- 
putado o funcionario. Este sistema se combina así 
con el sufragio universal como con el restringido. 

En Francia existe el sistema del voto indirecto 
de segundo o de tercer grado para la elección de 
Senadores; en los Estados Unidos de Norte Amé- 
rica existe también para la misma elección y para 
la de presidente de la República, aunque cuando 
se trata de esta última existe el mandato imperativo, 
o sea la obligación de los electores de votar por el 
individuo que les señalan sus comitentes, lo que mo- 
difica sustancialmente el carácter de la elección, que 
de esa suerte se convierte en directa. 

Se atribuyen al voto indirecto las ventajas de 
que pone la elección en manos de individuos más 
ilustrados o más capaces, con lo cual se obtienen 
mayores probabilidades de una elección acertada; 
que evita las elecciones convertidas en luchas apasio- 
nadas, peligrosas para la paz pública; por último, 
que da excelentes resultados en los países de po- 
blación no bien instruída y sin aptitudes suficientes 
para designar por sí misma sus representantes. 

Por justas que sean estas apreciaciones, la yer- 
dad es que el resultado del voto indirecto así con- 
siderado, es apartar a la masa del pueblo de la in- 
gerencia en el Gobierno para entregarle a una clase 
privilegiada, de donde resulta un sistema aristocrá- 
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tico u oligárquico, aunque conserve el nombre de 
democrático. 

Cuando se adopta ese sistema en países inci- 
pientes, y se exige, v. g., cierto grado de instruc- 
ción para ejercer determinadas funciones electora- 

les, se da un motivo a la clase en cuyas manos está 
el Gobierno para procurar que no crezca el número 
de electores no pertenecientes a esa clase, de donde 
resulta que la instrucción pública, necesidad primor- 
dial de todo pueblo, no sólo no cuenta con el apoyo 
de esos grupos dirigentes, sino que encontrará en 
ellos obstáculos, o cuando menos indiferencia. 

- No existe, además, razón para que al individuo a 
quien se le reconoce discernimiento bastante cuando 
se trata de designar electores, se le desconozca la 
misma facultad de discernir cuando se trata de la 
elección de diputados o representantes; si en un 
país existe una clase de individuos a la cual se hu- 
—biera de declarar incapaz de ejercer el derecho elec- 
toral por falta de aptitudes, habría que declararlo 
así para toda especie de elecciones, y admitir que 
no debe existir allí el sufragio universal propiamente 
-tál, ni, de consiguiente, el régimen democrático. 

- Además, las objeciones que se presentan contra 
el sufragio directo desaparecen casi por completo 
“cuando se considera que, aun estableciéndolo, hay 
un gran número de individuos que, por diferentes 
causas, están exceptuados de su ejercicio, como tam- 
bién que para ser electo se requieren ciertas con- 
diciones en el candidato, todo lo cual contribuye 
a que desaparezcan los fundamentos de tales obje- 
ciones. 
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Se excluye del ejercicio del sufragio por falta 
de discernimiento suficiente a los menores de edad; 
por falta de independencia, a los que carecen de 
todo medio de subsistencia propio; por falta de pro- 
bidad a los que han incurrido en ciertas condena- 
ciones judiciales. 

A. las mujeres se les excluía hasta época reciente 
del ejercicio del derecho electoral, ora porque se 
les consideraba sin la: panda suficiente para 
hacerlo, ya porque la educación diferente que re- 
ciben los dos sexos, les da funciones distintas en 
la vida social, y dora de consiguiente, apti- 
tudes diferentes en ellos. BER después de largos 
años de debate de esta: cuestión, en la actualidad 
aquella exclusión ha desaparecido de las institucio- 
nes de varias democracias, y está en vía de desa- 
parecer de otras. En los Estados Unidos de Norte 
América desde 1869, el Estado de Wyoming, Terri- 
torio entonces, dio a las mujeres el derecho de su- 
fragio, y después varios Estados han hecho otro 
tanto. En 1920 las Legislaturas de los Estados, en 
el número requerido, ratificaron la enmienda CONS=' 
titucional del Congreso que da voto a. las mujeres -- 
en todas las elecciones federales. La Gran Bretaña, 
por el Acta de ampliación del derecho de o 
de 1918, reconoció el derecho de sufragio virtual- 
mente a toda la población adulta de hombres y mu- 
jeres aunque con limitaciones para el último, que 
parece se suprimirán en breve. El Canadá, Nueda 
Zelandia y Australia, y la Constitución de las nue- 
vas repúblicas de Alemania y Ohecoeslavaquia, han 
adoptado también el sistema del sufragio femenino. 
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El sistema de la representación de intereses, con- 
- siste en agrupar a los electores pertenecientes a una 
E profesión o industria, o que tengan ana misma es- 
pecie de intereses, con el fin de que por medio de 
un voto colectivo tengan representación en las asam- 
bleas o parlamentos, en los concejos municipales, etc. 
De esta manera se trata de obtener la representa- 
ción de los grandes intereses que debe proteger y 
estimular la sociedad, los que, de otra suerte, que- 
darían como ahogados por el sufragio universal, o 
supeditados por una masa de votos que en realidad 
nada representa. 

La primera objeción que se presenta contra el 
sistema, es la dificultad de formar la agrupación de 
los intereses que se pretende hacer representar sin 
caer en el mismo mal que se procura remediar, es 

- decir, en que algunos de esos intereses queden su- 
peditados o ahogados por otros de la agrupación 
de que forman parte, porque sería imposible hacer 
tantas agrupaciones cuantos intereses existen. Así, 

por ejemplo, si se hace una agrupación de los elec- 
tores que pertenezcan a la industria, surgiría inme- 

—diatamente la dificultad de determinar si la repre- 
sentación abarca a todos los que tienen intereses 

en ella, o si también se han de dividir las clases 
“de patrones, empleados y obreros, según las dife- 
rentes profesiones cuyos intereses es posible que se 

-contrapongan. Otro tanto se debería decir, v. g., de 
una agrupación que comprendiera las profesiones 
liberales, que no por serlo tienen siempre en sus 

diferentes ramos unos mismos intereses. Fuéra de 
estas dificultades casi insolubles, se arguye contra 
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el sistema, que con él quedaría anulado el indivi- 
duo, y se sustituirian su acción y sus derechos por 
la de los antiguos gremios u órdenes del Estado, 
lo que pugna con los principios del derecho consti- 
tucional moderno. En Inglaterra existe en el sis- 
tema electoral, en campo reducido, algo que tiene 
relación con la teoría de la representación de inte- 
reses: las Universidades tienen derecho de elegir 
allí nueve diputados. 

Stuarl Mill, fie uno de los escritores que más 
contribuyeron a promover la cuestión de la repre- 
sentación proporcional. « En una verdadera demo- 
eracia, dice, cada sección o cualquier sección, debe 
estar representada no sin proporción sino. propor- 
cionalmente. Una mayoría de electores debe tener 
siempre una mayoría de representantes; pero una 
minoría de electores debe también tener una mi- 
noría de representantes. Hombre por hombre, debe 
tener la minoría una representación tan completa, 
como la mayoría. Además, si así no fuera, no ha- 
bría gobierno de igualdad, sino gobierno de desi- 
gualdad y de privilegio, contrario a los principios 
de la democracia, de la cual es la igualdad verda- 
dera raíz y fan dinento ». 

La teoria de la representación proporcional se 
funda en tres proposiciones: (Que ocurre frecuente- 
mente que en el parlamento no esté representado 
fielmente el estado de la opinion del electorado na- 
cional, o aquel no sea « el espejo del pensamiento 
nacional », y no refleje, de consiguiente, Ja volun- 
tad de los electores; que hay posibilidad de que por 
medio de algún sistema de representación propor- 
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3 cional, se refleje con mayor exactitud que antes de 
ahora la voluntad de los electores y la opinion na- 
cional; que es muy deseable que toda opinion bona 

fide existente entre los electores esté representada 


en el parlamento en la proporción misma en que 


prevalece en la nación. La verdad y el fundamento 


de las dos primeras proposiciones son generalmente 


admitidos. Las reservas u objeciones al sistema se 
hacen emanar de la consideración de los medios 


que pone en manos de los agentes electorales de 
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oficio para que compliquen y falseen el sufragio, lo 
que constituye una de las mayores amenazas y peli- 
gros para el sistema representativo en general. 
En tratándose de nacionalidades donde existe 
el regimen parlamentario, se observa que las cor- 


- poraciones legislativas no son meras asambleas de- 


liberantes, sino, que tienen una influencia a veces 
? y) 
preponderante en la acción ejecutiva y en la cons- 


—titución del Ministerio, de suerte que si se llevara 


muy lejos la representación de las opiniones, se lle- 
garía a la constitución de Ministerios imposibilita- 


dos para la acción, Como ocurriría si las opiniones 


- se contrapesaran en ellos o ninguna prevaleciera 


definidamente. Asimismo, la dispersión en numero- 


sos grupos en los cuerpos parlamentarios de los di- 


putados, facilita las indecorosas transacciones Cono- 
cidas en los Estados Unidos de Norte América con 
la denominación del log-rolling. Inglaterra atribuye 
la grandeza y desarrollo de su Constitución, muy 
principalmente, a la división de su parlamento du- 
rante siglos en solo dos fracciones Tories y Wighs. 

Se proponen varios métodos para obtener la re- 
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presentación proporcional de los partidos con mayor 
o menor perfección. | 

El sistema del cuociente electoral, denominado 
también de Hare, por el nombre de su autor, pro-. 
puesto en 1855, y modificado luégo, se considera 
como uno de los más sencillos; pero es menos per- 
fecto que otros. En este sistema se empieza por 
averiguar el número de electores o sufragantes, que 


se divide en seguida por el, de diputados que se 


han de elegir; el cuociente es el número de votos 
. que necesita cada candidato para ser electo. Cada 
sufragante tiene derecho a un solo voto; pero vota 
con una papeleta en que aparecen los nombres de 
los candidatos en el orden de su preferencia per- 
sonal. Al hacer el escrutinio se computan los votos 
al primer candidato que aparezca en el mayor nú- 
mero de listas, hasta la concurrencia del número 
requerido para la elección ; los votos que excedan 
de éstos se computan al candidato que ocupa el 
primer lugar en el mayor número de papeletas ex- 
cedentes, hasta llegar al cuociente hallado, y así 
sucesivamente hasta terminar la lista. 

Si se trata, por ejemplo, de una circunscripción 
de 60.000 sufragantes, que ha de elegir cuatro di- 
putados, dividido el número de sufragantes por el - 
de diputados, resulta que cada candidato necesita 
15.000 votos para ser electo. Al hacer el escrutinio, 
se computan en primer lugar los votos del candidato 
que aparezca en mayor número de papeletas como 
primero en la lista hasta llegar a 15.000; el exce- 
dente se imputa al que siga en las papeletas con 
mayor número de votos como primero o como se- 
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gundo, y de la misma manera se procede hasta 


¿ agotar las listas. - 


Hay dificultades para poner en práctica el sis- 
tema, y se necesita algún tiempo para que los elec- 


tores se habitúen a él. Exije, además, como es ob- 
vio, una división electoral a que se adapte. Aun- 
que el método no sea perfecto, se obtiene con él 
una representación más genuina de los electores que 
con los sistemas antiguos; se utiliza Un gran nú- 


mero de votos que, de otra manera, se perderían o 
se inutilizarían; se da vida política a importantes 


clases que están en minoría en el cuerpo electoral ; 
se disminuyen las oscilaciones políticas, previniendo 
los cambios totales en el gobierno, que suceden por 
lo común a ligeros cambios en los cuerpos electora- 


les, y por último, se eleva el nivel intelectual en las. 


corporaciones elegidas, porque los partidos se ven 


obligados a designar como candidatos a individuos 


de la mayor notoriedad para buscar más probabilida- 


a 


que debería ser el que determinara tal proporción. 


des de buen éxito. 


El sistema del voto limitado, el primero de los 
empíricos, que se ensayó propuesto en 1854 en In- 
glaterra, por Lord Russell, no “tuvo aceptación. En 
1867, lo introduyo de nuevo Lord Cairnes, pero no 
rigió sino corto periodo y fue abolido. Luego se 
adoptó en España, en algunos Estados de la Unión 
Norte americana y de la América del Sur. De pro- 
porcional no tiene el sistema sino el nombre, por 
que no realiza el fin que se propone, puesto que 


señala la proporción de la representación que se da 


a cada partido antes de que ejerzan el sufragio, 
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Además, conforme a él una gran mayoría puede bur- 
lar el derecho de la minoría dividiendose en dos gru- 
pos, o la más exigua de las minorías obtiene repre- 
sentación que en justicia no le correspondería, sólo 
en virtud de la prescripción legal, y sin Cd 
alguno de equidad. 


Por el sistema denominado del voto acumulativo, 
el sufragante tiene tantos votos cuantos son los 
candidatos, y puede darlos todos a un solo candi- 
dato o distribuirlos a su arbitrio. Una minoría puede 
de este modo hacer triunfar alguno o algunos de 
sus candidatos, acumulando sus votos sobre un nú- 
mero reducido de ellos, inferior al de los que se 
han de elegir. Se arguye contra este sistema que 
es casi imposible que los comités de los partidos 
hagan una apreciación previa exacta de la fuerza 


- de su partido, y también que require una disciplina 


tan perfecta de los electores, que es casi imposible ob- 
tenerla. Faltando esos elementos, la minoría que- 
dará sin representación y el sistema resultará frus- 
tráneo, o la minoría se podrá convertir en mayoría, 
lo que no es justo ni admisible. Sucede lo primero, 
cuando la diferencia entre mayoría y minoría es 
muy exigua, y la segunda aprecia erroneamente 
su fuerza y vota por todos los nombres de la lista. 
La segunda hipótesis se cumple en un caso como- 
el siguiente: en una circunscripción de 3 candida 
tos, el partido A tiene 550 sufragantes o sean 1650 
votos; el partido B, 400 o sea 1200 votos; el par- 
tido A vota por tres candidatos, lo que le da a cada 
uno de estos, 550 votos; el partido B vota por dos 
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- candidatos, lo que le da a cada uno de estos 600 


votos, y así la minoría tendrá dos candidatos elec- 
tos, mientras que la mayoría sólo habrá obtenido 
la elección de uno solo. 


El sistema de las listas concurrentes, de los suizos 


Morin y Bellamy, fue adoptada por primera yez en 


Serbia en 1890; luego en Suiza, sucesivamente en 
los varios Cantones. Este sistema deja al sufragante 
menor libertad para escoger, en cuanto lo obliga a 


atenerse a la lista de candidatos formada y presen- 


tada por los varios partidos, pero tiene la ventaja 
de la mayor uniformidad en los procedimientos y en 


los resultados. 


Para este sistema, el Estado se subdivide en el 
número de cireunscripciones electorales que formen 


los grupos de sufragantes de conformidad con la 
ley respectiva, y en cada circunscripción los dife- 


rentes partidos preparan cada cual su lista con un 


número de candidatos igual al número de diputa- 


ciones que corresponden a la circunscripción misma. 
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El sufragante escoje la lista que prefiere, y si.esta 
le satisface plenamente, vota por ella sin modi- 


ficación ninguna; si por el contrario, quiere mos- 
trar su preferencia por un candidato determinado, 


lo distingue con una señal especial, y puede tam- 


bién hasta borrar el nombre de un candidato que 
no sea de su confianza y sustituirlo con otro. 
En el escrutinio se establece, como en el sistema 


de Hare, el cuocieute electoral, dividiendo el nú- 
mero total de los votos Sólidos obtenidos conjun- 
tamente por todas las listas de la circunscripción, 
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por el número de diputados que corresponden a la 
misma. Este cuociente equivale al número de votos 
necesario para la elección de un candidato. Divi- 
diendo por aquél el número de votos obtenido por 
cada lista, se obtendrá el número de candidatos que - 
de cada lista han de resultar electos. in otras pa- 
labras, de cada lista resultarán electos tantos can- 
didatos cuantos veces. se contenga el cuociente elec- 
toral en el número de votos obtenido por aquélla. 
Si, por ejemplo, en una cireunseripción se recojen 
100.000 votos y las diputaciones son 20, el cuociente 
electoral será 100.000, dividido por 20, o sean 5000, 
y suponiendo que las listas diferentes sean 4, y de 
ellas la lista A obtenga 40.000 votos; la B, 30.000; la 
C, 25.000 y la D, 5000, el número de diputados elec- 
tos será respectivamente: de la primera, 8 = 40:000: 
5000; de la segunda, 6 = 30.000: 5000; de la ter- 
cera 5 —25.000: 5000, y de la cuarta 1 = 5000: 
5000. Total, 20 diputados electos, distribuidos entre 


-los diferentes partidos en razón directa de los vo- 


tos emitidos por cada partido. : 

Para la determinación luego de los candidatos 
electos entre los le una misma lista, se escogen 
los nombres de los que han tenido la preferencia en la 
lista respectiva, ya sea por el orden primitivo que 
se les dió en ella, cuando no han sido modificadas ' 
por el sufragante; ya por el orden de preferencia 
que éste les ha dado al modificarlas. 

Naturalmente en la práctica no siempre resulta 
una cifra sin fracción, y como entonces queda, por- 
esta causa, una diputación vacante, se le asigna 
a aquella lista que tenga mayores fracciones. 


jar 


Variante del sistema expuesto es el procedi- 
miento de Hagenbach-Biscoffs, en que el cuociente 
“electoral se determina por la división del número 
de votos total por el de diputaciones más uno. 


Bl sistema de Hondt de los divisores sucesivos, 
moderado por el del voto plural, o del divisor co- 
-mún, usado en Bélgica desde 1899, es el siguiente: 
hecha la yotación y averiguado ya cuál es el nú- 
mero de votos obtenidos por cada. lista, se divide 
dicho número sucesivamente por los números 1, 2, 
3 ete., tantas veces como sean las listas concurren- 
—+tes; después se toman los cuocientes más altos en 
-el mismo número de diputaciones que hay que pro- 
“yeer, y el cuociente menor de éstos forma el divi- 
sor electoral común, de manera que cada lista tendrá 
tantos diputados cuantas veces éntre ese cuociente 
Menor en la cantidad que represente los votos ob- 
e nidos por cada lista. 

Se trata, v. g., de elegir cuatro diputados, y E 


3 tres listas A birontes de 49 sufragantes, cuyos 
05% 
2 votos se yen así: 


O 39.000) votos 
A o o o TS. D00 » 
A 4.000 >» 


£ » 


en E 


Eo 

8 Dividida cada una de estas cifras por 1, q, 

q dan estos cuocientes : ) 

S o. 32.000, 16.000 10.666 

o. 15.000. 6,500... 4.333 
e a: 000 2.000 1,335 
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“Los cuatro cuocientes más altos son 32,000 16.000. 
13.000 y 10.666. Esta última cifra es el divisor co- 
mún, y, de consiguiente, cada lista tendrá un nú-. 
mero de diputados igual al cuociente de la divi- 
sión del número de sus votos por el divisor común: de 
la lista 1? tendrá 3 diputados; la lista 2%, 1 dipa- 
tado; la lista 3*, no tendrá ninguno. 

Tales son los sistemas principales de represen- 
tación proporcional, en vigor o en proyecto en los 
varios Estados. Ninguno es perfecto; pero todos tie- 
nen un verdadero progreso el concepto democrá- 
tico de la relación directa entre la voluntad de los 
electores y los electos. | 

Donde existe el voto obligatorio, se impone a 
cuantos tienen el derecho de sufragio el deber de 
ejercerlo, y se señalan diferentes sanciones a quienes | 
se abstengan de hacerlo, porque todos los miem-- 
bros de una sociedad están obligados a interesarse 
en la dirección de los asuntos públicos nacionales, 

Contra este sistema se presentan varias obje-- 
ciones, entre las cuales merece mencionarse la de 
que el sufragio es un derecho, que, como todos los 
demás, ejerce o deja de ejecer quien lo posee, y 
que el abstenerse de hacerlo no constituye omi- 
sión, punible; que quien se abstiene de votar en tal 
o cual sentido manifiesta en esa forma su voluntad; 
puesto que la falta de uno o varios votos por un 
candidato, da por sí sola la mayoría a otro, y hay 
casos en que el voto es indiferente. Por el aspecto 
jurídico, dice Orlando, nada se opone a que una 
ley obligue a un ciudadano a votar, como lo obliga 
a ser jurado; pero por el aspecto político es Inaask 
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3 la utilidad de establecer tal obligación, porque un 
elector que vota por fuerza es un elector que, en 
lo general, yota mal. | 


En Bélgica existe el voto obligatorio. Las penas 


para los abstencionistas consisten en multa, en su- 


- presión do la lista de electores hasta por diez años, 


y en la inhabilitación para ejercer funciones públicas, 
de cualquier clase. Oon ese sistema se ha reducido 
a una proporción mínima el número de las absten- 
ciones. | 

« El derecho de votar, dice Story, como muchos 
otros derechos, es de tal índole que ya se le consi- 


dere o no como un derecho natural, en la práctica 


de las, naciones siempre se ha regulado estricta- 
mente como un derecho civil, y de conformidad con 


-— las circunstancias e iutereses de cada sociedad.... 
Si a toda nación se le reconoce autoridad para re- 
— gular la cuestión de la edad y el sexo de los su- 


fragantes, de acuerdo con las tendencias propias de 


su política ¿por qué no ha de reconocérsele una 
autoridad semejante, por las mismas razones, para 


regular cualquier otra materia referente a los de- 


- rechos, calificaciones y deberes de los sufragan- 


tes?... ». No puede haber regla universal a este 
respecto. El derecho de sufragio debe cambiar de 
acuerdo con las E IS ICIaS características de 
cada pueblo. 
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CAPITULO V. 
Del Gobierno directo. — Iniciativa y Referendum. 


Antecedentes históricos. — Fundamento del ib — Su 


167 4 
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aplicaciones en varias nacionalidades y sus resultados. — 


Argumentos en pro y en contra. 


El Gobierno directo, que consiste en la interven- 


ción directa del pueblo en la expedición de las leyes, 
sistema por el cual se vuelve a las prácticas de las 
antiguas repúblicas y a sus asambleas primarias, 


tales como las de Grecia, Italia y Fenicia, es una 


tendencia de las democracias modernas, q 


tada ya con mayor o menor amplitud en algu- . 


nas de ellas, como Suiza y los Estados Unidos de 


Norte América, va introduciendose en otros, despier- 
ta en el mundo atención suma, y es motivo de estu- 
dio y controversias entre los tratadistas de derecho 


constitucional. + 


La Iniciativa y el Referendum, denominaciones ; 
que se dan a los dos métodos de leyislación directa - 


por el pueblo, tienen sus origen teórico en la tesis 


de la soberanía popular, que arranca del derecho 
rOMANO, Y CUYOS partidarios más fervorosos sostienen 
que solo es efectiva cuando el pueblo mismo es el 


que legisla sin representantes intermediarios, toda 


vez que el sistema del mandato imperativo ha resul- 


tado impracticable o deficiente. La otra fuente del 
sistema, es la desconfianza creciente en todos los 
países libres por: las corporaciones legislativas, des- 
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a confianza que ha llegado al mayor extremo en los Es- 


tados Unidos de Norte América, en donde el pueblo 
de varios Estados no ha ontebtrada otro remedio 
para la corrupción de los legisladores, que el de dar a 
los ciudadanos el derecho de revisar las leyes y fa 
cultad para redactar y expedir otras sin interven- 


ción de las Legislaturas. 


Otra aplicación que tiene el método del dd 
dum, es la de dirimir las discordias que se suscitan 
entre las dos Cámaras legislativas, cuando la Cons- 
titución del país no prescribe que haya de preva- 
Jecer la opinion de una de ellas. Se somete entonces 
el punto que motiva la discordia al voto del pueblo. 
Tal es el sistema de Australia. Conforme a la Cons- 
titución de Alemania de 1919 (art. 74), si el Consejo 


“nacional opone su veto a una ley expedida por el 


Reichstag y éste, en una segunda deliberación, insis- 
te en su primitiva voluntad, el presidente de la Re- 
pública puede someter la cuestión al voto del pue- 


blo; pero si no hace uso de esa facultad, la ley se 


iaóra insubsistente. Si en la segunda delibe- 
ración del Reichstag, éste insiste en su primitiva 
voluntad, con el voto de los dos tercios de los di-. 
putados, el presidente puede, a su arbitrio, o publi- 
car la ley o deferirla al voto popular. En Noruega 
y Bélgica se discute ya la adopción del sistema, y 
en la Gran Bretaña hay una tendencia favorable 
al mismo. 

Como se dijo ya, en Suiza y en los Estados Uni- 


dos de Norte América existe el sistema de legislación 


popular directa, por medio del referendum, conforme 


al cual se someten al voto popular no solo las re 


70 CAPITULO V 


formas de la Constitución, sino también las leyes en) 


determinadas circunstancias. En algunos Cautones 
suizos todas las leyes se deben someter a la ratifi- 


cación del voto popular, este es el referendum obli- 


gatorio; en la mayor parte de los Cantones y en 4 


los Estados norte-americanos, se somete la ley al 


voto popular solamente a solicitud de un número 
de ciudadanos previsto legalmente: este es el refe- 


rendum opcional o voluntario. En Alemania la nueva 
Constitución dispone que una ley aprobada por el 
Reichstag se someta a la aprobación del pueblo, si 
el presidente de la República lo decreta así antes 


de su publicación y dentro del mes que sigue a su. 
expedición. Si una tercera parte de los diputados 


del Reichstag, pide que se difiera la publicación de 
una ley, y que se someta a la decisión del pueblo, 
se procederá así, si apoya la solicitud una vigésima 
parte de los apapios | 


La Iniciativa, que consiste en que un número 


de ciudadanos previamente determinado pueda pro- 


poner una reforma constitucional o una ley ordi- 


naria, existe en Suiza, para lo primero, y en algunos 
Cantones, como en varios Estados de la Unión Amé- 
ricana, para ambos fines; En Alemania una décima 


parte de los sufragantes puede manifestar su deseo 


de que se expida un proyecto de ley y presentar 
el proyecto respectivo, que el presidente debe so- 


meter al Reichstag: si este lo acepta, no habrá lugar 0 


al referendum; pero sí en el caso contrario. De ma- 


nera análoga se procede cuando se trate de reforma 


constitucional propuesta por el número Dro de 


ciudadanos. 


En Suiza se usa , muy discretamente del recurso 
del referendum, y en los Cantones donde es volun- 
tario, muy rara vez. En un período de catorce años, 
de 62 leyes nacionales solo se pidió el referendum 
respecto de tres, que fueron aprobadas. En Zurich, 
donde es obligatorio, en un período de medio siglo 
la gran mayoría de las leyes fue. aprobada en el 
referendum al voto cantonal. 

En los Estados Unidos de Norte América, donde 
son muchas las leyes que se expiden, es más fre- 
cuente el uso del referendum por la desconfianza 
que existe respecto de las Legislaturas, que sirven 
a los intereses de individuos o entidades privadas 
antes que a los de la comunidad. 

La Iniciativa es poco usada también en Suiza 
para las reformas constitucionales. Solo dos veces 
en un período de catorce años, se llevaron a cabo 
reformas de esa especie. En los Cantones, especial- 
mente en Zurich, se usa con mayor frecuencia; pero 
de los proyectos presentados la mayor parte fueron 
rechazados. 

No sucede lo propio en los Estados idos de 
Norte América donde las causas que determinan la 
Iniciativa, y el espíritu del pueblo, que pretende 
acelerar la obra legislativa, paralizada por indebidas 
influencias, hacen que el número de proyectos de ori- 
gen popular sea mucho mayor. En aquel país se equi- 
libran casi el número de los proyectos aceptados 
por ese sistema con el de los rechazados. 

Tanto en la Confederación Suiza como en los 
Estados norteamericanos, las Legislaturas pueden 
excluir del referendum las leyes que se declaran ur- 
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gentes, medio del que se abusa en ocasiones para 
privar al pueblo de su derecho. En lo que toca a 
la iniciativa, mo hay restricción para proponerla 
cuando se trata de reforma constitucional, lo que 
da por resultado que a proyectos de asuntos que 
deberían ser materia de la legislación ordinaria, se 
les dé la forma de modificación constitucional. 

Las condiciones excepcionales de Suiza; las cua- 
lidades singulares y la educación de su pueblo, no, 
superada por la de otro alguno; la manera orde- 
nadísima, por no decir perfecta con que funciona - 
su genuina organización democrática, hacen que 
tanto el referendum como la iniciativa, usadas allí 
con sabia parsimonia, hayan dado satisfactorios re- - 
sultados. No ha sucedido otro tanto en Norte Amé- 
rica, donde el medio y las demás condiciones son 
muy diferentes; pero el número de Estados que 
adoptan el sistema va en aumento, y en ninguno de 
los que. lo adoptaron se ha abolido luego. 

Sin duda que el referendum es un medio, el úni- 
co conocido, de corregir las faltas o errores de las 
Legislaturas que procedan por móviles indebidos o 
meramente de partido, distintos de los que influyen 
sobre la masa del pueblo que decide respecto de 
la ley expedida por aquéllas. Dos grupos políticos 
de una Cámara, por un interes del momento, se 
pueden aliar para la expedición de una ley que en 
realidad no es conforme con la opinión de la ma- 
yoría de la Cámara ni con la del pueblo: el voto 
de éste, en la apelación que se haga ante él, re- 
media el mal, como la existencia de tal recurso pre- 


> 
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viene la expedición de leyes notoriamente contra- 


rias al setimiento popular. | 

- Otra ventaja que se señala al referendum, es la 
de que con el voto popular se restringe el regio- 
nalismo de un país, porque por ese medio se reune 


a hombres de diferentes condiciones y partidos, 


procedentes de distintas secciones de la Nación, 
para que voten en cuestiones que no son de parti- 


-do ni interesan solo a una sección de ella. 


Por último, existe en pro de la apelación al voto 


popular, la razón de que una ley sancionada por 


éste tiene mayor autoridad y es más acatada. 
Varios de los argumentos que anteceden se adu-' 
en también en pró de la iniciativa. A ellos se 


añade para justificar esta última, que no es admisible 


que en una verdadera democracia la corporación 
legislativa cierre el paso a la voluntad general, que 
quiere reformas no iniciadas o acogidas por la Le- 
gislatura. No es razonable que la transitoria ma- 
yoría de partido en una Cámara se sobreponga a 
aquella voluntad y que se demore de esa suerte la 
expedición de leyes necesarias, todo lo qual des- 
pierta reacciones contra la injusticia, que suelen 
estallar con violencia. 

Donde quiera que existen Constituciones rígidas, 
o que limitan las facultades de las Legislaturas, hay 
mayores motivos para que se use del sistema de la 
iniciativa, y mayor es el número de partidarios que 
tiene entre quienes ven en ese medio la única ma- 
nera de vencer las restricciones establecidas a las 


facultades de los legisladores, y el camino más expe - 
-—dito para reformar las instituciones mismas. 
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Muchas son las objeciones que se hacen, algunas 
muy fundadas, a la acción directa del pueblo en la 
legislación, empezando por la de que con ella se 
aminora la autoridad de las Legislaturas y su res- 
ponsabilidad ante la Nación, lo que da por resultado, 
que en no pocas materias que deberían estar fuera 
del alcance del vulgo, quede la decisión a merced 
de la irresponsabilidad y la ignorancia. Otro tanto 
se arguye respecto de la iniciativa, contra la cual 
se arguye asimismo lo defectuoso de sus proyectos, 
y sobre todo en los más graves, por la necesidad 
que hay de adoptarlos o rechazarlos en masa, sin. 


que sea posible discriminar o modificar su contenido. 


Es obvio que para la adopción del sistema de 
legislación directa por el pueblo, se requieren tales 
condiciones del país que lo haga, que es muy esca- 
so el número de los que las reúnan. Donde ellas 
se obtengan, es indudable que, entre otros resulta- 
dos benéficos, tendrá el de educar el pueblo hacién- 
dolo estudiar y apreciar sus propios intereses y la 
manera de que se les administre con más Promepita 
para el bien general. Y 


CAPITULO VI 
De la separación de los poderes públicos. 


De la teoría de la separación de los poderes. — La doctrina 

de Montesquieu. — Teoría de los dos poderes: legislativo ] 

y ejecutivo. — Covsecuencias y límites del principio de 

la separación. — De los decretos legislativos expedidos por 

el poder ejecutivo. — Otras consecuencias del principio de 

la separación de los poderes. — Funciones judiciales de las 

Cámaras. — El derecho de gracia. — Derogación al prin- 
cipio de la separación de los PR 


Fue el filósofo inglés Locke quien en el siglo XVI, 
inició el estudio de la teoría de la distinción de 
los poderes ya nítidamente concebida por Aris- 
-tóteles, y que había de constituír el fundamento 
del sistema representativo en las Constituciones 
modernas. En su Ensayo sobre el (Gobierno civil, 
trata Locke de la existencia de tres poderes nece- * 
—sarios en el Estado: el legislativo, el ejecutivo y el 
federativo, el primero, que expide las leyes, el se- 
gundo, que las ejecuta, y el tercero — en realidad 
una rama del segundo —, que tiene la facultad de 
declarar la guerra y hacer tratados de paz o de 
otro género. | | 
-—— «El poder legislativo, dice, es el que tiene el 
derecho de determinar en qué forma se ha de em- 
plear la fuerza de la república para proteger a la 
comunidad y a sus miembros. Pero como las leyes 
y que se han de ejecutar constantemente, y cuya fuer- 
za debe ser continua, se expiden en poco tiempo, no 
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es necesario que el poder legislativo esté siempre 
en actividad, puesto que no siempre tiene misión 
que cumplir. Por otra parte, por la fragilidad hu- 
mana, la tentación de adueñarse del poder sería 
muy grande si las mismas personas que tienen la 
facultad de dictar las leyes tuvieran la de ejecutar- 
las, porque podrían eximirse de obedecerlas, adap- 
tándolas a sus conveniencias personales, con la cual 
se llegaría a un resultado contrario al interés del 
resto de la comunidad, al fin de la sociedad y del 
Gobierno. En consecuencia, en todas las repúblicas 
bien ordenadas, donde se mira al bien público de- 
bidamente, el poder legislativo se pone en'manos 
de diferentes personas que, reunidas en asamblea, 
solas o con otros, tienen autoridad.para dictar las 
leyes, y una vez que han desempeñado sus funcio- 
nes se separan y quedan sujetas también a las leyes 
que expidieron, lo que crea un nuevo vínculo que 
las sujeta y las obliga a tener presente el bien pú- 
blico cuando legislan. Pero como las leyes ya for- 
muladas tienen una fuerza constante y durable, exi- 
gen ejecución perpetua, como vigilancia para que 
se cumplan, y es necesario un poder siempre en 
actividad que vele por el cumplimiento de las leyes 
vigentes. Por esto el poder ejecutivo de el legisla- 
tivo, llegan a estar separados ». 

Pero el verdadero autor de la teoría de la se- 
paración de los poderes públicos, tal como se en-. 
tiende hoy, fue Montesquieu, quien en el Espóritu 
de las leyes la explica así: « Hay en todo Estado 
tres especies de poderes: el legislativo, el ejecutivo 
de las cosas que dependen del derecho de gentes, 
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y el ejecutivo de las cosas que dependen del de- 
recho civil. Por el primero, el príncipe o el magis- 


trado dicta leyes temporales o permanentes, y Co- 


rrige o abroga las existentes; por el segundo, hace 
la guerra y la paz, envía o recibe embajadores, es- 


tablece la seguridad, previene las invasiones; por 


el tercero, castiga los crímenes, O juzga las diferen- 
cias entre los particulares. Á este último se le da 
el nombre de poder judicial, y al segundo, simple- 


mente el de ejecutivo del Estado ». Expuesta así la 


teoría, el autor sostiene que esos poderes deben estar 
en manos diferentes: «La libertad política — dice — 
no se encuentra sino donde existen los Gobiernos 
moderados; mas no siempre se encuentra en donde 
existen Gobiernos moderados, sino allí donde no se 


abusa del poder; y una experiencia eterna dice que 


—4odo hombre que ejerce el poder tiende a abusar 


de él: va hasta donde encuentra vallas. ¿Quién lo 
creería? La virtud misma necesita de límites. Para 
que no se abuse del poder es necesario que, por la 
disposición de las cosas, el poder contenga .al po- 
der ». | 


A pesar de que la teoría de la división en tres 


- del poder público fue generalmente aceptada, no 


pocos autores de las últimas épocas sostienen que, 
en realidad, como lo muestra un examen atento de 


las cosas, no existen sino dos poderes: el legisla- 


tivo y el ejecutivo, el que dicta las leyes y el que 
las ejecuta; pero a este último lo dividen en tres 
ramas distintas: Gobierno, Administración y Justicia. 


El Gobierno, comprende los Órganos superiores del 
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poder, y se le confía la dirección de los intereses 
generales del país, así interiores como exteriores; 
la Administración, comprende los órganos inferiores 
del poder ejecutivo, a los cuales se confía, en me- 
nos elevada esfera, la dirección de los intereses na- 
cionales internos; la Justicia, decide de los conflic- 
tos que surgen entre los particulares y aplica las 
leyes penales. | * 

En apoyo de esta tesis se dice que no se con- 
ciben sino dos momentos en la ejecución de la ley: 
el de su formación y el de su ejecución; que, de 
consiguiente, no hay en el Estado sino dos pode- 


- res encargados de esos dos actos, y que el judicial > 
no es sino un ejecutor de la ley para determinadas — 


cuestiones. Además, se añade, que en muchos Es- 
tados los miembros del poder judicial reciben su in- 
vestidura del ejecutivo, lo que demuestra que forma 
parte de éste. | 

Al primer argumento se replica que al lado de 
los poderes encargados de dictar y ejecutar literal- 
mente la ley, hay otro que tiene la facultad de de- 
cidir si la ley es o nó aplicable: el judicial. Des- 
pués de dictada la sentencia, el ejecutivo interviene 
para hacer efectiva la decisión; pero en materias 
civiles hay casos en que el juez decide conforme 
a la equidad solamente, porque no existe una ley 
escrita aplicable al caso del litigio. El papel del po- 
der judicial no es, pues, siempre el de simple eje- 
cutor de las leyes. | 

En cuanto al segundo argumento, basta advertir 
que para decidir si un poder es diferente de otro, 
no se tiene en cuenta tan sólo la manera de de- 


. ca 


-—signar los agentes a quienes se encarga el ejercicio 
de ese poder, porque de ese modo se llegaría tam- 
bién a concluír que en los países en donde el jefe 
del ejecutivo es designado por el legislativo, los 
dos poderes no forman sino uno solo. 

- Entre los autores contemporáneos no tiene la 
teoría de Montesquieu la unánime aceptación que 
tuvo en su época, y es más común la opinión de 
quienes aunque la explican y justifican por razones 
“de órden político, consideran que adolece de un 
error sustancial, origen de muchos otros. « La teo- 
ría, dice Orlando, contradice el principio esencial 
¿que ve en el Estado un organismo cuyas partes 
son todas conexas, y cuyas funciones se coordinan 
hasta fundirse en la unidad. Con la separación me- 
-cánica de los varios poderes del Estado,se hace tan 
imposible la vida de éste como la del organismo 
humano cuyos miembros se separaran o desconec- 
taran. La separación, que conforme a la teoría de- 
bería producir el equilibrio, en vez de eso llevaría 
a la inmovilidad o a la inacción, a hacer imposible 
la vida del Estado. El mismo Montesquieu vió la 
dificultad, y viéndose constreñido a aceptar que al- 
guno de los poderes debía prevalecer en caso de 
hallarse en conflicto, se inclinó a atribuír la pree- 
minencia al legislativo, que en su concepto repre- 
senta el elemento popular y democrático. Acentuando 
luego tal preeminencia, se ha llegado a una degene- 
ración del Gobierno representativo, en la que todos 
los poderes públicos se subordinan al legislativo, 
de lo cual surje, contra el objeto mismo de la teoría - 
-— de la separación, el despotismo de la mayoría ». | 


a 
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Si en el campo de la discusión científica, la teoría 
de la separación encuentra ya muchos opositores 
que aducen contra ella argumentos poderosos, la 
mayor parte de las Constituciones vigentes se fun- ? 
dan en ella, y, de consiguiente, nO se puede pres- - 
cindir de su consideración. : 


Consecuencia principal de la teoría de la sepa- 
ración de los poderes legislativo y ejecutivo, es la 
de que éste no puede modificar ni derogar la ley 
por decretos, resoluciones ni providencias de nin- 
gun género, ni interpretarla con fuerza auténtica, 
como tampoco regular materias que sean de la com- 
petencia del legislativo, ni crear. penas, ni estable- 
cer impuestos que no tengan su origen en las leyes. 

En el régimen parlamentario, y aun en el sim- 
ple representativo, la teoría de la separación de los 
poderes legislativo y ejecutivo tiene limitaciones, 
porque el ejecutivo coopera en la formación de las 
leyes, ora por el derecho de presentar proyectos 
a las Cámaras, ora porque interviene en el de- 
bate de ellos por medio de los ministros o secreba- 
rios de Estado, ya también porque en muchas Cons- 
tituciones se le reconoce el derecho de objetar las 
leyes antes de la sanción, o el de pedir una nueva 
deliberación legislativa, que no se le puede nega,. 

En las naciones regidas por el sistema parla- 
mentario, la independencia del poder ejecutivo se 
limita también por el derecho de interpelar a los 
ministros que se da a las Cámaras legislativas, y por 
la facultad que les atribuye la Constitución de ob- 
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tener el cambio de Gabinete cuando una de ellas 
le niega un voto de confianza. 

En algunas naciones ha tenido o tiene el poder 
ejecutivo la facultad de expedir en épocas de tur- 
bación del orden público decretos de carácter legis- 
-Jativo: desaparece entonces allí transitoriamente y 
para ese fin la separación de los poderes, cosa que 
no se debe estatuír sino para casos premiosos en 
que sea imposible la reunión inmediata de las Oá- 
_maras legislativas. 

Del principio de la separación de los oder le- 
gislativo y judicial, se deducen estas consecuencias: 

a) Que el Cuerpo legislativo no ejerce actos 
de jurisdicción; 

b) Que los tribunales no fallan por vía de dis- 
posición general, sino para el caso del litigio some- 
tido a su juzgamiento, y que no es admisible que 
los tribunales tengan potestad de declarar que una 
ley es inconstitucional para dejar de ap uCara por 
esa causa. 

Pero, como queda dicho en otro lugar, hay au- 
tores que sostienen la conveniencia del sistema exis- 
tente en los Estados Unidos de Norte América, en 
donde la Corte Suprema, en los litigios sometidos 
a su jurisdicción — y sólo para ellos —, cuando hay 
conflicto entre una disposición Rana y otra 
legal, aplica la primera, con la cual, se trata de es- 
tablecer un” guardián del respeto y obediencia de- 
bidos a la ley fundamental. S 

No se debe confundir con este sistema; en el que 


la facultad judicial se ejerce en cada caso litigioso 


== y Sólo para ese Caso, — con otro en que se es- 


SR NA Ts e A 
Ñ . a ds q soy) me AS 


82 CAPITULO VI 


tablezca que el poder judicial tiene facultad de de- 
cidir sobre la constitucionalidad de las leyes, fuéra 
de juicio, a solicitud de cualquier ciudadano, o motu 
proprio, lo que da por resultado subordinar el poder 
legislativo al judicial, y abolir, en consecuencia, el 
principio de la separación de 104 poderes. 

Una innovación de trascendencia en el derecho 
constitucional positivo, es la de la ley Checoeslovaca, 
preliminar de la Carta constitucional de la Repú- 
blica, expedida en 1920. Conforme a ésta, carecen 
de valor las leyes que la contradicen, y para 1 
lo se erea un tribunal constitucional encargado de de- 
cidir si las leyes son o no conformes con ella. Tal 
tribunal se compone de siete miembros: dos nom- 
brados por la Corte suprema de justicia; dos por 
la Corte suprema administrativa; tres por el pre- 
sidente de la República, de ternas presentadas por 
el Senado, la Cámara de diputados y la Dieta de 
la Rusia sub-carpática. El mismo presidente designa 
el del Tribunal. ! 


Por excepción, las Oámaras legislativas ejercen 
funciones judiciales cuando una de ellas acusa y la 
otra juzga como tribunal a ciertos altos funciona- 
rios públicos sometidos a su jurisdicción. 

Del principio de la separación de los poderes 
judicial y ejecutivo, se deduce que los tribunales 
judiciales no deben tener facultad para estatuír so- 
bre las reclamaciones a que den lugar los actos del 
poder público, ni para an ularlos o reformarlos. Tam- 
poco debe intervenir la autoridad administrativa en 
los juicios, ni dar órdenes a los tribunales de juzgar 
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en tal o cual sentido, ni destituír a los jueces. 

El derecho de gracia, que confieren algunas Cons- 
tituciones al poder ejecutivo, es una derogación del 
principio de la separación de los poderes, porque 
con él se limita la fuerza de la ley, y se autoriza 
para invalidar las sentencias. 

Es cuestión que pertenece al derecho adminis- 
trativo el análisis in extenso de las consecuencias 
que resultan de la separación de los poderes eje- 
-—cutivo y judicial, así como también el estudio de 
lo referente al establecimiento de tribunales admi- 
-—nistrativos. 
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CAPITULO VII. 
Del régimen representativo. 


Definición del régimen representativo; su estado actual; su 
origen y desarrollo. — Las primeras asambleas de Fran- 
cia e Inglaterra. — El régimen representativo. — El man- 
dato imperativo. 


Se llama régimen e orenta aquel en que 
la Nación no ejerce la soberanía por sí misma, di- 
rectamente, sino que delega su ejercicio a los re- 
presentantes que elige. | | 

En casi todos los Estados organizados constitu- 
cionalmente, el poder legislativo se ejerce por me- 
dio de dos Cámaras, una, de origen popular, que 
representa a los ciudadanos todos, elegida por me- 
dio del sufragio directo; otra, que representa en los 
países de forma monárquica a las clases altas (la 
nobleza, el clero, etc.), y en los países de forma 
republicana, por lo común, a ciertas entidades po- 
líticas como los Departamentos en el sistema uni- 
tario, los Estados en las federaciones. Esta Cámara, 
donde es electiva y no hereditaria, es elegida en lo 


general por voto de segundo o de tercer grado. 


La paulatina transformación de las instituciones 
de la Edad media, condujo al establecimiento del 
sistema representativo, al que se atribuyen remotos 
orígenes en las antiguas Cortes de España y en los 
Estados generales de Francia; pero la verdad es que 
tavo por cuna a Inglaterra, cuyas instituciones imi--. 
taron luego varios pueblos. a 
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En los tiempos del feudalismo, los reyes tenían 
en Francia una Corte o asamblea consultiva com- 
puesta de los señores feudales a grandes vasallos, 
la Cura regis. De manera análoga, el sistema feudal 
imperaba desde 1066 en Inglaterra, donde los reyes 
gobernaban oyendo el consejo de los prelados y los 
“señores más importantes, que vinieron a constituír 
el Magnum Concilium, el que empezó a reunirse cada 
año regularmente desde el reinado de Eduardo L, 
para deliberar sobre los asuntos que le sometía el 
rey, y en particular sobre las solicitudes que se 
presentaban a éste para pedirle justicia. También 
citaba ante sí a los grandes vasallos y dignatarios 
para su juzgamiento ante los Pares, conforme a la 
regla feudal. Ese Consejo es, pues, en el fondo, el 
origen de la Cámara de los Lores. 

En 1124, conyocó el rey a los delegados de los 
condados, ciudades y aldeas para que se reunieran 
en asamblea con los grandes vasallos. En 1297 quedó 
definitivamente adoptada esta costumbre cuando 
Eduardo I declaró su voluntad de no cobrar im- 
puesto alguno sin el consentimiento de la comu- 
nidad, porque si bien desde 1215 los señores coli- 
gados contra el rey Juan le habían arrancado la 
Magna carta libertatem, en la que el rey renunció a 
cobrar los auxilios extraordinarios sin aprobación 
del Consejo del reino, esa concesión no se refería 
sino a los grandes feudatarios. 

En un principio el Magnum Concilium y los dele- 
gados de los condados se reunían en un solo cuerpo; 
pero desde el siglo XIV se dividió la asamblea en 
- las dos Oámaras que hoy existen. En sus orígenes 
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sólo tenían la facultad de dirigir peticiones al rey, 
como sucedía también en Francia con los Estados 
generales. Lentamente creció la autoridad de la 
asamblea, hasta que en tiempos de Henrique V 
éste se vio obligado a declarar que el rey no ejer- 
cería el poder legislativo contra la voluntad de las 
Cámaras, y ya, luégo, como una consecuencia de 
tal acto, éstas empezaron a ejercer el derecho de 
dictar leyes por el ingenioso procedimiento e los 
bills del parlamento. 

En vez de presentar al rey peticiones o quejas, 
le presentaron ya proyectos de ley o bills, que éste 
hacía obligatorios por medio de su sanción. Tales 
bills tomaron desde entonces el nombre de leyes o - 
estatutos, diferentes de los decretos, ordenanzas 0 
declaraciones que el rey seguía pi 

Aun así, durante dos siglos, bajo las dinastías 
de los oa y los Estuardos, Inglaterra no dis- 
frutó de libertades las que fueron conquistadas luégo 
por las revoluciones de 1640 y 1688. Los derechos del - 
parlamento quedaron consignados en dos documen- 
tos, que se consideran como las bases fundamentales 
del derecho constitucional inglés: la Petición de de- 
rechos de 1629, y la Declaración de derechos de 1688. 

El poder real quedó de ese modo sumamente li- 
mitado, y su autoridad tuvo desde entonces un ca- 
rácter casi meramente honorífico. El rey no tuvo 
ya en materias legislativas sino la facultad de ini- 
ciar proyectos y de sancionar los adoptados por el - 
parlamento. Solamente las dos asambleas surgidas - 
del régimen feudal tuvieron en adelante facultad de 
discutir y votar las leyes, de suspenderlas y abro- : 
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garlas, pero en especial sólo ellás tuvieron potestad 
de crear impuestos y autorizar su cobro. 

El régimen representativo tiene por fundamento 
dos principios capitales: los representantes electos 
por el pueblo o por la parte de él que tiene el de- 
“recho de sufragio, representan a la Nación, y nO 
se les considera, de consiguiente, como mandata- 
rios obligados a someterse a las instrucciones de 
quienes sufragaron por ellos. La Nación, pone en 
sus manos el ejercicio de la soberanía, la que les de- 
lega dentro de los límites prescritos por las leyes 
fandamentales. Los electos obran, pues, en virtud 
de una autoridad propia, con toda independencia, 
y se presume que su voluntad es la de la Nación 
que representan, sin que exista autoridad alguna 
que tenga facultad de privarlos de sus funciones. 

En consecuencia, et sistema del mandato impe- 
rativo, según el cual el representante electo se debe 
someter a la voluntad e instrucciones de sus elec- 
tores bajo pena de perder su cargo, es contrario al 
sistema representativo. Como los electos representan 
a la Nación entera, y no a tal o cual circunscrip- 
ción electoral, no hay corporación o colegio elec- 
toral que tenga autoridad para revocar la elección. 
Por último, los representantes votan libremente en 
cada cuestión conforme a su propio criterio, y no 
tienen necesidad de consultar a sus electores para 
hacerlo, ni están obligados legalmente a darles 
cuenta de la manera como desempeñan su cargo. 

Las nacionalidades organizadas por el sistema 
representativo, son repúblicas o monarquías. Al pri- 
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mer grupo pertenece el mayor número, aumentado 
- en Europa después de la guerra de 1914-18 con 
la desaparición del régimen monárquico de tres gran- 
des imperios y con su desmembración, que ha dado 
“vida a varias repúblicas; disminuidas luego por las 
que se han convertido en dictaduras. En América, - 
todos los pueblos que tienen autonomía estan orga- 
nizados constitucionalmente conforme con los príin- 
cipios de la república representativa, aunque algunos 
en el hecho no tengan de tal sino el nombre. Según 
se deja dicho, la Constitución consuetudinaria de la 
Gran Bretaña, fruto de una evolución social y políti- 
ca de siglos, y de las revoluciones de los siglos XVII 
y XIX, ha sido el prototipo que han seguido otros 
pueblos para su organización constitucional. Dícese 
de Francia que es una monarquía representativa 
sin monarca. La Constitución de Bélgica de 18831, 
. reformada en 1893, es la que mayores afinidades 
tiene con la inglesa en el fondo y en la forma. La 
de los Estados Unidos de Norte América, imitada, 
_por las de varios nacionalidades del nuevo mundo, 
en el espíritu que la informa, es también una ema- 
nación de la inglesa; sus tradicion legales arran- 
can en gran parte de las de la madre patria. La no- 
visima Constitución alemana, que organiza la repú- 
blica representativa, se inspira directamente en las 
grandes Cartas políticas de las democracias occiden- 
tales y americanas, pero innova atrevidamente en 
cuestiones cardinales, lo que hace de ella la más 
avanzada quizá del mundo, en su conjunto. 
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—— QAPITULO VIII. 
De la atribución del poder legislativo a dos Cámaras. 


De los defectos del sistema de la Cámara única. — Argumentos 
en pro y en contra del sistema de la Cámara única. — El 
sistema de las dos Cámaras y manera de constituírlas. — 
-Cómo se establece la diferencia entre las dos Cámaras. 
«De todas las formas de Gobierno posibles para 

la humanidad, dice Lecky, no conozco ninguna por 

que la de una sola Cámara democrática omnipotente. 

A lo menos es susceptible, como cualquier déspota, 

de caer en las tentaciones que surgen de la pose- 

sión del poder sin contrapeso, y es seguro que obre 


“con mucho menor conciencia de su responsabilidad 
y menor reflexión. La necesidad de tomar una gran 
resolución hace meditar aun al déspota; pero cuando 
la responsabilidad se divide entre los miembros de 


una asamblea numerosa se atenúa considerable- 


mente. Toda asamblea de muchos, se he dicho con 


verdad, se convierte en ciertos momentos en una 


turba. Los hombres, cuando obran: en medio de la 


multitud y de las pasiones en conflicto en un de- 
bate, difieren grandemente de lo que son ellos mis- 
mos cuando estudian con serenidad un asunto en 


la calma y el silencio de sus gabinetes. Los inte- 
reses y las pasiones de partido; las simpatías y las 


antipatías personales; el poder de la retórica, la con- 
fusión de las ideas, que resulta de momentáneas 
impresiones y de la yariedad de argumentos; las 
concesiones de principios que surgen del deseo de 
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conciliar los pareceres de hombres de diferentes opi- 
niones e intereses; la mera lasitud o el simple ca- 
pricho, todo ello obra poderosamente en las- deci- 
siones de la asamblea única... No hay en política 
proposición más indiscutible que la de que el in- 
tento de gobernar un gran imperio por medio de 
una sola asamblea resulta en definitiva desastroso, 
y la necesidad de que exista una segunda Cámara 
que ejerza contrapeso para modificar, retardar y dar 
estabilidad a la obra legislativa, es hoy un yerda- 
- dero axioma de la ciencia política... 

<« La experiencia del pasado justifica el modo de 
ver de quienes temen el gobieno de la Cámara 
única. En la República inglesa existió ese sistema 
por corto tiempo; pero la abolición de la Cámara 
de los Lores fue seguida por la expulsión de la de 
los Comunes. Cuando Cromwell resolvió restaurar en 
parte el gobierno parlamentario, vio que las dos 
Cámaras eran indispensables, y revivió sobre otras 
bases la Cámara de los Lores. Franklin abogó vi- 
gorosamente en Norte América por la Cámara única, 
y en la Confederación que se formó en 1781 de 
los tres Estados que constituyeron en un principio 
la Unión norteamericana, constituía el Congreso 
una sola Cámara, aunque sus poderes eran tan re- 
ducidos, que quedaban ahogados por los derechos 
de los Estados, como los de la Cámara de los Co- 
munes en tiempo de Cromwell quedaban anulados 
por el poder militar de la República. Pero el primer 
artículo de la verdadera Constitución norteameri- 
cana, expedida en 1787, dividió el Congreso en Se= 
nado y Cámara de Representantes. En todos los 
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Estados de la Unión existen hoy las dos Cámaras, 
como existen también en todos los Dominios britá- 
nicos que tienen parlamento. En Francia, Turgot 
y Sieyós abogaron por una sola Cámara. La Cons- 
titución de 1791 puso toda la-suma del poder en 
manos de ese cuerpo, lo que dio por resultado una 
de las más aterradoras tiranías que conoce la histo- 
via de la humanidad. En 1848 se repitió el ensayo, 
y una vez más pasó Francia de la anarquía al des- 
_potismo >». 

A estas razones, replican los partidarios de 
la Cámara única, que si la ley es la expresión de 
la voluntad de la Nación, que es una, una debe 
ser también la corporación que la represente. No se 
ve, decía Sieyés el objeto de la división de las Cá- 
maras, porque si están de acuerdo, sobra una de 
las dos, y si están en desacuerdo, se tropieza con 
un conflicto insoluble que hace imposible cumplir 
la misión del legislador. Franklin comparaba el 
Cuerpo legislativo dividido en dos Cámaras a una 
carreta a la cual se pusieran dos caballos que tira- 
ran en direcciones contrarias: Se observa, además, 
que con ese sistema el trabajo de formación de las 
leyes es muy lento, y que basta la débil mayoría 
de una Cámara para hacer imposibles las más útiles 
reformas. Stuart Mill supone el caso de un cuerpo 
legislativo compuesto de 600 diputados: si forman 
una sola asamblea, dice, se necesitarán 301 votos para 
impedir la aprobación de un proyecto; por el con- 
trario, si se dividen en dos, bastarán 151 votos en 
una de ellas para impedir que se realice la más 
átil de las reformas. También se alega contra la 
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existencia de dos Cámaras que se créa con ello un 
peligro grave para el país, porque cuando se ponen 
en pugna, surgen conflictos de temibles conse- 
cuencias. | 

A esas razones se contesta diciendo que preci- 
samente se necesita que las leyes se expidan con 
lentitud y madura reflexión para que satisfagan a 
los intereses públicos y tengan estabilidad, lo cual 
en gran parte resulta del sistema de la atribución 
del poder legislativo a dos Cámaras, que no es fá- 
cil que se dejen arrastrar por un arrebato de pasión. 

Por otra parte, el régimen representativo se 
funda en que como la Nación soberana no legisla - 
por sí misma, delega su facultad de hacerlo a re- 
presentantes que ella misma designa. Para que las 
leyes tengan más probabilidades de satisfacer las 
necesidades públicas; para que reflejen mejor la 
opinión media del país, es natural que el poder de 
Jegislar se confíe a dos asambleas diferentes que 
se contrapesen y se vigilen. 

Observa Bryce, refiriéndose al dilema de Sieyés, 
que adolece del defecto de que olvida un término 
medio posible, cual es el de que la segunda Cá- 
mara puede tener una opinión que no sea la misma 
de la primera, ni otra enteramente opuesta, y que, 
estando de acuerdo con ella, en sus propósitos su- 
giera otros medios de aha | 

El argumento de Stuart Mill, que tiene mucha 
fuerza siempre que se trate de buenos proyectos, 
se vuelve contra el mismo sistema que defiende 
cuando se trata de proyectos nocivos para el bien 
público, o, por lo menos, inoportunos. : 
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La experiencia muestra que las diferencias que 
surgen entre las dos Cámaras se resuelven por lo 
común pacíficamente, mediante concesiones mútuas, 
y bajo la influencia de la opinión general, todo lo 
cual contribuye a que la ley reúna los requisitos 
deseables para que sea duradera y acatada. Cuando 
no se logra la conciliación, se apela al recurso de 
la disolución de las Cámaras, que puesto en manos 
del Gobierno, con las restricciones que aconsejen 
la prudencia y las condiciones de cada país, es un 
medio de interrogar a la Nación para que en nue- 
vas elecciones manifieste su querer sobre la cues- 
tión o cuestiones controvertidas, y decida la pugha. 

Hoy, eun la mayor parte de los países regidos 
por gobierno constitucional, existe la división del 
Cuerpo legislativo en dos Cámaras. Grecia y Luxem- 
burgo conservan en Europa la Asamblea única, y 
Alemania en su nueva Constitución ha adoptado 
el mismo sistema. El Reichstag, elegido por el más 
democrático de los sistemas, por el de sufragio uni- 
versal directo y secreto, con representación propor" 
cional y voto femenino, es asamblea legislativa 
única. 


Sobre la manera de constituír las dos corpora- 
ciones que forman el Cuerpo legislativo, no hay 
reglas aplicables a todos los países. El sistema que 
se adopte dependerá del estado sotial de cada Na- 
ción y de la manera como se concibe en cada una 
de ellas el principio de la soberanía nacional. 
<« Donde este principio se acepta plenamente, con 
todas sus consecuencias, necesarias o naturales, dice 
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Esmein, la segunda Cámara, como la primera, debe 
ser electiva, y debe tener por base la del sufragio 
más extendido. Pero parece útil que siempre y en 
todo lugar la composición de las dos corporacio- 
nes no sea una misma. Para que sean realmente 
dos, conviene que las Cámaras no sean de un propio 
origen. Aun con una composición idéntica, las dos 
Cámaras conservarían su utilidad, y bastaría el solo 
espíritu de cuerpo para establecer la diferencia entre 
ellas, aunque la diversidad de origen es muy de- 
seable de todos modos para que la institución pro- 
duzca sus buenos resultados >». 
. La diferencia existe naturalmente eN la se- 
gunda Cámara representa una clase señalada o un 
interés especial; pero es más difícil de crear tal di- 
ferencia en Estados unitarios democráticos, donde 
no existen distinciones de clases. Sin embargo, allí 
también es posible establecer la diferencia de ori- 
É gen, y hay modo de encontrar científicamente su 
| orientación natural. Sin representar otra cosa que 
la soberanía nacional, cada una de las dos Cámaras 
personifica por su espíritu una de las dos grandes 
tendencias elementales que, dondequiera y en todos 
los tiempos, constituyen la vida misma de las so- 
ciedades: por un lado, el progreso; por otro, la tra- 
dición y la conservación. En posible obtener este 
resultado aun con dos Cámaras electivas, por me- 
dios perfectamente legítimos, y al parecer secun- 
darios. El primero consiste en hacer que sea dife- 
rente el número de miembros de cada corporación : 
una asamblea que se compone de la mitad de los 
miembros de que está compuesta la otra, necesa- 
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riamente tiene espíritu y tendencias diferentes de 
los de una más numerosa. Otro medio es el de es- 
tablecer la diferencia de mínimum edad de sus miem- 
bros, y para ello se exige que los de la segunda 
Cámara sean de una edad mayor que los de la 
primera, con lo cual se obtiene formar un Senado, 
en el sentido primitivo de la palabra, es decir, un 
Consejo de Ancianos. Se puede ir más allá, y dar 
al mandato un período más largo para los miembros 
de la segunda Cámara; hacer circunseripciones más 
extensas para una elección que para otra; aplicar 
a una Cámara el sistema de renovación parcial y 
a otra el de renovación total. Por último, se adop- 
ta para la elección de la una el sistema de sufra- 
gio directo, y para la de la otra el indirecto, de 
segundo o tercer grado. 


CAPITULO 1X 


CAPITULO IX. 


De la responsabilidad gubernativa. 


Sistema aceptado por los Estados modernos. — Razones en 
contra de la responsabilidad del Jefe del ejecutivo. — 
Principios generalmente aceptados. — El sistema inglés. — 
Sistema de varias Constituciones vigentes. 


En los Estados regidos por el sistema represen- 
tativo, se considera como una garantía necesaria 
de la libertad política la responsabilidad de quienes 


- ejercen el Gobierno ejecutivo, que, encargado de apli- 


car la ley, se abstiene simplemente de hacerlo ola 
viola de un modo claro, con detrimento en uno y 
otro caso de los derechos de los ciudadanos y de 
la sociedad. | 

Pero si no se discute en principio el fundamento 
de la ley que hace responsable a todo funcionario 
público y, de consiguiente, a los que ejercen el po- 
der ejecutivo, hay razones de conveniencia gene- 
ral que permiten sostener con fundamento que la 
responsabilidad por actos del ejecutivo violatorios 
de las leyes, se debe hacer recaer exclusivamente 
sobre los ministros que suscribieron tales actos, que 
no se hubieran podido llevar a cabo sin la autori- 


«dad de aquellos, conforme a las mismas disposicio- 


nes constitucionales. 

«La responsabilidad del jefe del Estado, rey, 
emperador o presidente, dice Saint Girons, no es 
una garantía para la Nación, sino que resulta ilu- 
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soria y peligrosa, porque es demasiado grave. La 
Nación como el parlamento, vacilarían siempre en 
“acusar, juzgar y condenar al jefe del Estado, que 
dispone de la fuerza y de suficiente influencia para 
defenderse y muchas veces para triunfar. Además, 
sería menester que hubiera muchos cargos acumu- 
lados de actos insoportables para que el parlamento 
se resignara a paralizar el poder ejecutivo por todo 
el tiempo que duren la acusación y el juicio de 
responsabilidad ». | 

«La respousabilidad del poder supremo es jlu- 
soria, decía Benjamín Constant, porque da por re- 
sultado un trastorno social, puesto que paraliza los 
rodajes interiores del Estado, y la sanción casi siem.- 
_pre será peor que el mal ». 

- «Esa responsabilidad, agrega Saint Girons, jamás 
se invocará de un modo legal, y casi siempre irá 
más allá del fin que se debía alcanzar. El jefe del 
Estado, por el hecho de ser responsable, tendrá un 
poder autocrático, y la extensión de ese poder hará 
ilusorio e imposible de hecho que se haga efectiva 
tal responsabilidad. Si abusa despóticamente, si se 
convierte en un tirano para las libertades, si ame- 
naza todos los derechos y desconoce todos los: in- 
tereses, será responsable ante el motín, la conspi- 
ración y el asesinato, únicas formas posibles de la 
responsabilidad del Jste del Estado. El regicidio, la 
guerra civil, vienen a ser, de consiguiente, las du- 
dosas garantías de la libertad política. Esa respon- 
sabilidad es, pues, inútil y peligrosa: favorece to- 
dos los despotismos y envalentona todas las rebe- 
liones. 


El 
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«La irresponsabilidad, al contrario, menos que 
un privilegio del jefe del Estado, es una garantía 
que el país posee contra él, y que, teniendo por 
corolario la responsabilidad ministerial, da al par- 
lamento la certidumbre de que en caso de comisión 
de una falta habrá un responsable a quien sea po- 
sible castigar, sin peligro de anarquía gubernativa 
o de conmoción popular. La responsabilidad por 
todos los actos del poder ejecutivo, resultará así 
efectiva e incesante, invocada con frecuencia, y se 
prevendrán o se corregirán y castigarán los abusos 
del poder ». | 

Los principios generalmente aceptados hoy en 
materia de responsabilidad gubernativa, son: jrres- 
ponsabilidad del jefe del Estado, salyo para los ca- 
sos de alta traición, y responsabilidad personal de 
los ministros. Establecida la irresponsabilidad del 
jefe del Ejecutivo, con la responsabilidad de los 
ministros, se debe exigir para todo acto —guberna- 
tivo la firma del ministro responsable, sin la; cual 
carezca de validez el acto. 

Estos principios tienen su origen en la Consti- 
tución inglesa, que establece la ficción de que el rey 
es impecable, y, de consiguiente, no es posible juz- 
garlo y castigarlo, ni por un delito común, 

La responsabilidad de los ministros se exige por 
medio de un juicio en que la Cámara baja presenta 
la acusación y hace de juez la Cámara alta, que, 
como ya se dijo, deriva esas funciones del antiguo 
Magnum concilium. Este procedimiento, que se de- 
nominó impeachement, muy usado en tiempo de los 


a 


-——Estuardos para reprimir los excesos dél poder, cayó 
en desuso desde 1805, 

Casi todas las Constituciones vigentes adoptan 
un sistema semejante al inglés; pero hay algunas 
que limitan las atribuciones de la Cámara alta a 
suspender del ejercicio de sus funciones al ministro 
responsable y entregarlo al más alto tribunal de 
Justicia para el juzgamiento. 

La constitución Alemana de 1919, trae una inno- 
vación trascendental a este respecto. Si el Reichstag 
lo decide por una mayoría de dos tercios de votos, 
se somete al pueblo la destitución del presidente 
de la República, y aquél puede decretarla en un 
plebiscito. Mientras se lleva a cabo el plebiscito, el 
presidente no puede ejercer las funciones de su em- 
pleo; pero si en el Referendum se rechaza la desti- 
-—bución, se considera reelecto el presidente y disuel- 
to el Reichstag. 
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CAPITULO XX. 
Del Gobierno de Gabinete. 


Del Gobierno parlamentario. — Responsabilidad política del 
Ministerio. — El régimen de Gabinete. — La homogenei- 
dad del Ministerio. — Responsabilidad de los ministros. 
— El Gobierno parlamentario y la separación de los po- 
deres. — Gobierno parlamentario y puramente represen- 
tativo. — Naciones que siguen el sistema parlamentario 
inglés. — Sistema parlamentario de la Revolución. — Go- 
bierno directorial suizo. 


Se llama Gobierno parlamentario, el régimen re- 
presentativo especial en el que los ministros del 
poder ejecutivo deben disfrutar para el desempeño 
de sus cargos de la confianza de la mayoría del par- 
lamento, o a lo menos la de la Cámara elegida 
directamente por el sufragio popular. En este ré- 
gimen, los ministros se escogen, en lo posible, en- 
tre la mayoría de la Cámara, y son responsables 
solidariamente de la política general del Gobierno. 

La responsabilidad política del Ministerio — di- 
ferente de la responsabilidad legal de cada uno de 
los ministros —, se hace efectiva por la obligación 
que tienen éstos de dimitir cuando están en desa- 
cuerdo con la mayoría de la Cámara popular, lo 
cual se. expresa por la negativa de un voto de con- 
fianza, o por un voto hostil del parlamento contra 
el Ministerio. 

Se llama este régimen de Gabinete, porque en 
él no es responsable el jefe del ejecutivo, que no 
dicta providencia alguna gubernativa sin que vaya 
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suscrita por el ministro del ramo respectivo. Los 
actos políticos gubernativos tienen que ser, además, 
acordados en Consejo de Ministros, con lo cual se 
hace solidaria la responsabilidad de éstos. No es, 
pues, el jefe del ejecutivo quien gobierna en rea- 
lidad, sino los ministros. El jefe del ejecutivo sólo 
ejerce el poder individualmente cuando nombra mi- 
nistrós, aunque ese mismo poder está limitado por 
la obligación de escogerlos de entre la mayoría de 


la Cámara; mas, para procurar la homogeneidad del 
Ministerio, el jefe del Gobierno únicamente designa 


al primer ministro, quien escoge a los restantes, for- 
ma en realidad el Gabinete, y luégo lo somete a 
la aprobación del jefe del ejecutivo. 

Los ministros, según queda dicho, son solida- 
riamente responsables ante las Amas legislativas 
cuando se trata de actos que se relacionan con la 
política general, cuyas consecuencias afectan al Mi- 
nisterio todo, puesto que fueron acordados por to- 
dos sus miembros. Pero también ocurre que no es 
responsable de un acto gubernativo sino el ministro 
que lo suscribió, cuando se trata de alguna disposi- 
ción que por referirse exclusivamente a determina- 
do ramo adiwministrativo no se acordó en Consejo de 
Ministros, aunque no es siempre fácil distinguir los 
actos gubernativos que comprometen la responsabili- 
dad de un solo ministro, de los que comprometen la 
de todos. La responsabilidad política, distinta de la 
penal, tiene por única sanción la pérdida del poder. 

En el sistema del Gobierno parlamentario, como se 
deduce de cuanto se deja expuesto, no se admite el 
principio de la separación completa de los poderes eje- 
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cutívo y legislativo, aunque tampoco se les confunde. 

El jefe del poder ejecutivo en el sistema par- 
lamentario, dice Esmein, ya sea monarca heredi- 
tario o presidente electivo, tiene funciones de suma 
Importancia, y una autoridad superior con que presta 
señalados servicios a lá Nación. Interviene en todas 
las deliberaciones del Consejo de Ministros; las pre- 
side, por lo menos en los casos de mayor trascen- 
dencia, y para que los actos que emanan de esas 
deliberaciones tengan validez, es necesaria su firma, 
que, cómo es obvio, no dará para los que juzgue 
impolíticos o de aaa consecuencias, aunque ha- 
yan sido acordados por sus ministros. Pero en el 
caso de que éstos tuvieren el apoyo de la mayoría 
de las Cámaras, tiene el jefe del Gobierno la facul- 
tad de solas y convocar a nuevas elecciones, 
cuando está cierto de que lo acompaña la mayoría 
de la Nación. El jefe del ejecutivo es, pues, un ele- 
mento ponderador y moderador, que en las crisis 
ministeriales adquiere una autoridad aún más con- 
siderable; se convierte en árbitro de los partidos, 
y, por medio de una elección perspicaz de Ministros, 
restablece la acción del Gobierno momentáneamente 
interrumpida. 

Difiere del Gobierno parlamentario el puramente 
representativo, que existe en los Estados Unidos de 
Norte América, distinguido con el nombre de presi- 
dencial. En éste último régimen la separación entre 
los poderes legislativo y ejecutivo se acentúa de 
tal manera, que el último funciona con indipen-. 
dencia absoluta del primero, y los ministros o se- 


cretarios del presidente no pertenecen al parla- 
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mento ni son responsables políticamente ante éste, 
por lo cual no están obligados a separarse de sus 
cargos por un voto parlamentario adverso; pero 
tampoco tienen facultad de iniciar la expedición 
de las leyes. Sin embargo, se denomina también este 
Gobierno, representativo, porque el poder legislati- 
“vo está en manos de los representantes de la Nación. 

El régimen parlamentario de Inglaterra se ha 
extendido, aunque con modificaciones, por la mayor 
parte de las naciones europeas. En América central 
y del sur, en los países regidos constitucionalmente, 
se sigue más o menos de cerca el sistema de la Cons- 
titución de los Estados Unidos. 


Diferente del sistema parlamentario inglés y del 


presidencial americano, es el que ideado para rea- 
lizar, según se creía, de un modo más efectivo la 
separación de los poderes públicos, da por resultado 
verdadero la subordinación absoluta del ejecutivo 
al legislativo. 
Se ha dicho que el objeto cardinal de este sis- 
tema es hacer más efectiva la expresión en el Go- 
bierno de la voluntad nacional, que, no pudiendo 
expresarse de un modo directo, lo hace por medio 
de sus representantes en el Cuerpo legislativo, en- 
cargado a la vez de dictar las leyes y de ejecutar- 
las. Pero como no es posible que una asamblea com- 
puesta de un gran número de diputados ejerza eficaz 
y prontamente las funciones ejecutivas, las delega 
a uno o a varios de sus miembros, quienes las ejercen 
en su nombre y bajo su dirección, y a quienes nom- 
bra y remueve libremente. 
Este sistema, propuesto en Francia en diferentes 
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: épocas, rigió allí de 1871 a 1873, en circunstancias 
| anormales, en las que habiendo desaparecido el ré- 
gimen imperial no se había sustituído aún de un 
modo definitivo por otro determinado. Análogo sis- 
tema rigió en Inglaterra durante la época del Par- 
lamento largo, y en Francia durante la Convención. 

La existencia de un poder ejecutivo indepen- 
diente y estable, es una de las bases esenciales del 
buen gobierno, y si para realizarlo es menester la 
vigilancia constante del poder legislativo, ésta no 
se debe confundir con la acción gubernativa di- 
recta de las asambleas, que trae por resultado final 
el desconcierto y la anarquía, generadores del des- 
potismo: muéstralo la historia que hace ver cómo 
surgió Cromwell en Inglaterra del gobierno del Par- 
lamento largo, y Napoleón en Francia del gobierno 
de la Convención. 

Existe en Suiza un sistema de gobierno en el 
que se realiza en cierto modo el principio de un 
poder ejecutivo que estando subordinado en un 
todo al legislativo, ni emana de éste ni está sujeto 
a la revocación de sus poderes, Allí, tanto el Go- 
bierno ejecutivo federal como el de los Cantones, 
lo constituyen consejos o directorios, elegidos por el 
pueblo o por el poder legislativo, obligados a obede- 
cer puntualmente las voluntades de este último, que 
es el que dirige en realidad la acción cube 

Se da a este sistema el nombre de Gobierno direc- 
torial o de directorio. 

El poder ejecutivo de la Confederación, deno- 
minado Consejo federal, lo componen siete miembros, 
que, «ejercen la autoridad directiva y ejecutiva 
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superior de la Confederación ». Los miembros del 
Consejo federal son nombrados por los Consejos 
reunidos (Consejo nacional y Consejo de los Esta- 
dos), que forman la Asamblea federal, para un pe- 
ríodo de tres años, dirigida por un presidente y un 
vicepresidente designados cada año-por la Asam- 
blea de entre los miembros del Consejo, sin que un 
mismo individuo pueda desempeñar ese cargo en 
dos períodos anuales consecutivos. « Los negocios 
que cursan en el Consejo federal, se reparten por 
departamentos entre sus miembros, lo que sólo tiene 
por objeto facilitar el examen y la expedición de 
los negocios, porque las decisiones emanan del Con- 
sejo federal como entidad ». Los miembros del Con- 
sejo tienen voto consultivo en las dos secciones de 
la Asamblea federal, así como el derecho de hacer 
proposiciones sobre los objetos de la deliberación ; 
pero en ningún caso un voto de la Asamblea 0 
Gran Consejo obliga a los ministros a separarse de 
sus cargos. No tienen éstos derecho de voto, ni 
pueden intervenir en nada referente a la duración 
de las sesiones de la Asamblea o de sus Cámaras. 

Los ministros, en sus respectivos departamentos, 
son absolutamente independientes; la presidencia del 
Consejo federal no confiere prerrogativas especiales 
ni autoridad superior, y así no es raro el caso de que 
dos ministros de opiniones diferentes discutan ante la 
Asamblea para impugnar uno lo que otro sustenta. 

Hay quienes atribuyen la forma del Gobierno 
suizo al carácter ecuánime, pacífico y amigo de la 
conciliación de aquel pueblo, que no gusta, de los 
(ijobiernos de partido, hasta tal punto que en va- 
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rios Cantones la administración gubernativa está. 
formada por representantes de diferentes partidos; 
pero esas condiciones del pueblo no explican por 
sí solas el carácter de su Gobierno ejecutivo. La 
verdad es que en Suiza no hay propiamente un 
poder ejecutivo separado e independiente del le- 
gislativo, porque aquel pueblo no ha menester de él. 
Su misma condición singular de nación neutral, hace 
que los Cantones no tengan propiamente política 
exterior, y que la interior equivalga, por la exten- 
sión territorial cortísima de cada uno de éllos, a 
la de una provincia en los grandes Estados. En 
cuanto al Consejo federal, sus atribuciones son muy. 
reducidas: se limitan a la dirección de las relacio- 
nes exteriores — muy sencilla por la situación ex-- 
cepcional de Suiza en el concierto de las naciones —; 
a la del ramo de correos y telégrafos, al de los ar- 
senales y al del monopolio escolar. Difiere, pues, allí 
mucho la misión del poder ejecutivo de la que tiene 
en otros países de territorio y población mayores, 
donde la principal parte de su acción se refiere a 
incidentes de trascendencia que la ley no prevé, y 
donde depende de la política exterior la fuerza a- 
seguridad de la Nación, lo que hace necesario que 
el Gobierno esté en manos de hombres de ideas 
propias y conocidas del país, que los elige para que 
las apliquen y para que velen, conforme a la yo- 
luntad nacional, por el reinado del derecho, por la 
guarda de los grandes intereses económicos, y por 
el buen desempeño de los diferentes servicios pú- 
blicos, todo lo cual supone en el Gobierno una vo- 
luntad homogénea y decidida. 
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CAPITULO XI. 
Del Poder legislativo. 


Definición del poder legislativo. — El Parlamento; sus fun- 
ciones. — Libertad del poder legislativo. — Libertad de 
discusión. — Duración de las sesiones. — Condiciones de 
los miembros de las Cámaras y facultad de estas de cali- 
ficar a sus miembros. — Independencia de los miembros 
de las corporaciones legislativas. — Del recall. — Incapa- 

-—cidades para ser elegido miembros de las corporaciones le- 

-  gislativas. — Incompatibilidades legislativas. — Emolu- 
mentos de los miembros de las Cámaras. — Diferentes 
sistemas de constituír las Cámaras. — De la renovación de 
la Cámara baja. 


El poder legislativo es el que, emanado directa- 
mente de la Nación que representa y dentro de 
los límites señalados por la Constitución de cada 
pueblo, dicta las leyes y no está subordinado a 
Otra autoridad que a la del poder constituyen te. 

Aunque el órgano principal del poder legislativo 
es el parlamento, no se debe confundir éste con el 
poder mismo, como no se confunde el poder eje- 
eutivo con el rey, presidente o ministros, Órganos 
suyos, ni el poder judicial con los: tribunales que 
lo desempeñan. El parlamento es órgano del poder 
legislativo; pero no exclusivo, porque si es verdad 
que los poderes públicos están separados y tienen 
relativa independencia, existen entre ellos relaciones 
que hacen menester el mutuo apoyo y la coopera- 
ción de los unos en las funciones de los otros. El 
poder legislativo dicta las leyes, pero el ejecutivo 
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las sanciona y las promulga; puede, además, pro- 
ponerlas, intervenir en sua discusión, y aun obje- 
tarlas. 

El parlamento es la reunión delos representantes 
del país, elegidos directa o indirectamente por el 
pueblo e investidos en parte del ejercicio del poder 
de expedir leyes. Generalmente el parlamento ce- 
lebra sus sesiones en la capital del país; pero tiene 
facultad propia para reunirse en otro lugar cuando 
lo demanden las circunstancias. 


Para la seguridad e independencia del poder le- 
gislativo, es necesario que las Cámaras que lo com- 
ponen tengan autoridad constitucional de requerir. 
y Obtener la protección de la fuerza pública en cual- 
quier emergencia. 

Es de suma importancia la seguridad de las cor- 
poraciones legislativas, especialmente contra las im- 
posiciones de la multitud, que sin aquélla las con- 
vertiría en instrumento suyo, destruiría todo orden 
social e implantaría la peor de las tiranías, la anár- 
quica, de la que trae la historia pavorosos ejemplos. 

La completa libertad de los órganos del poder 
legislativo es condición esencialísima del régimen 
representativo, porque sin ella las leyes no serían 
expresión genuina del querer de los representantes 
del pueblo, ni se serviría al bien común, objeto y 
fin de la ley. | 

Las sesiones de las corporaciones legislativas 
deben ser públicas, para que el pueblo conozca los 
antecedentes y la razón de las leyes, y también 


para que sepa la manera como sus representantes 
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cumplen con sus deberes, y de ese modo pueda ejer- 


cer la única sanción aplicable a sus mandatarios, que 


consiste en que no se reelija a los que no hayan 


sabido o no hayan querido servir debidamente a los 


intereses generales, 


Condición indispensable para que las Cámaras 
legislativas funcionen debidamente, es la de que 
exista la libertad de discusión, que garantiza a la 
minoría su derecho de exponer sin trabas sus Opi- 


niones, sus anhelos y sus quejas. Tan grande ha 


sido el respeto que en los países de régimen repre- 
sentativo se ha tenido por este derecho, que en In- 


- glaterra hasta los últimos tiempos, no se podía cerrar 


el debate sobre un asunto determinado sino cuando 
nadie pedía ya que se le permitiera hablar. 
Pero el ejercicio de ese derecho degeneró en el 


“abuso de que una minoría impidiera por la prolon- 


gación indefinida de las discusiones la expedición 
de las leyes, y hubo que acudir al remedio de que 


la Cámara misma, por una mayoría superior a la 


exigida para los casos ordinarios, pueda ordenar que 
se cierre un debate cuando éste se haya prolongado 
por tiempo mayor del que se supone necesario ra- 


- zonablemente para el examen y discusión de la ma- 


toria controvertida. En 1881, después de una sesión 
continua de cuarenta y una horas, que se había 
hecho necesaria por la resistencia de los diputados 
irlandeses a la expedición del coercion bill, el pre- 
sidente de la Cámara de los Comunes declaró ine- 


ficaz el reglamento, y por un golpe de autoridad 


resolvió que no permitía continuar la discusión. Al 
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día siguiente Gladstone, primer ministro de la Co-. 
rona, solicitó que se declarara la clausura del de-. 
bate, apoyado por las dos terceras partes de los votos 
de la Cámara. Posteriormente se redujeron los pri- 
vilegios de los miembros de la Cámara para evitar 
que se repitieran las escenas de obstrucción, y hoy, 
por lo común, se requiere una mayoría de las dos 
terceras partes de los votos para cerrar un debate 
cuando ha transcurrido cierto tiempo después de 
iniciada la discusión, con lo cual quedan también 
garantizados los derechos de la minoría, cuya opi- 
nión no ahoga ya una mayoría que quiera cerrar 
los oídos a la razón, Así subsiste la posibilidad de 
hacer oír una o varias voces aisladas que sostengan 
en el parlamento el derecho, las libertades legíti- 
mas o cualquier justa reivindicación. 


El juramento político que antiguamente se exi- 
gía a los miembros de las corporaciones legislativas, 
va quedando proserito como una coerción inútil y 
opresiva para los diputados, a quienes se exigía de 
esa manera una promesa en ocasiones contraria a 
su fe política, y de la que resultaban numerosos per- 
jurios. Hoy, por lo común, solamente se exige a 
los diputados la promesa de cumplir con los deberes 
de un buen ciudadano. 


La duración de las sesiones de las corporaciones 
legislativas, o sea la intermitencia o permanencia de 
ellas, ha sido cuestión muy debatida en diferentes 
épocas. Los que defienden la reunión permanente 
del parlamento, sostienen que este principio es de 
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esencia en el régimen constitucional, y especial- 
mente en el republicano. Consecuencia de ella es que 
el parlamento mismo señale la época y duración de 
sus sesiones, y que en los interregnos subsista 
una Comisión de miembros de las dos Cámaras que i 
las represente, para vigliar al Gobierno y convocar 
las Cámaras cuando fuere necesario. 

El sistema de la reunión permanente del Cuerpo 
legislativo existió en Francia en las épocas en que 
lo constituía una sola asamblea. Hoy, en la generali- 
dad de los países regidos por el sistema representa- 
tivo, las corporaciones legislativas tienen un período 
de duración más o menos largo en cada año; pero 
la tendencia allí es la de darles completa indepen- 
dencia para sn reunión, y no dejar a voluntad del 
Gobierno la duración de la legislatura. 

A la permanente reunión de las Cámaras en cir- 
-cunstancias ordinarias, se le señalan varios inconve- 
—nientes. La expedición de un gran número de leyes 
no es un bien, como ya lo decía el historiador ro- 
«mano: corruptissima republica plurimae legis. Kiche- 
lieu decía en su testamento político, que «las nue- 
vas leyes, más que remedio para los males del Es- 
tado, son una revelación de sus enfermededes y 
prueba cierta de la debilidad del Gobierno ». La 
opinión pública se fatiga de las sesiones demasiado 
largas de un Cuerpo legislativo, y, como lo advierte 
Saint Girons, las vacaciones de éste para nadie son 
más provechosas que para él mismo, que en la calma 
- y el silencio prepara mejor sus labores. 

La facultad que se da al Gobierno ejecutivo y 
a la mayoría de las Cámaras de convocar a sesiones 
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extraordinarias, es remedio para cualquier inconve- 
niente que pudiera resultar de su interrupción. La 
atribución gubernativa de suspender las sesiones 
por un término corto, puede producir buenos resul- 
tados en época de agitación, porque da tiempo a 
que se medite con serenidad y aplaca las pasiones. 

Las dos Cámaras se deben reunir simultánea- 
mente y funcionar durante el mismo tiempo. Por 
lo general, las sesiones se abren y se cierran con. 
presencia del jefe del Ejecutivo; pero no es este 
un requisito indispensable. 


La Constitución de cada país señala las condicio- 
nes que deben reunir los miembros de la Cámaras 
legislativas, diferentes, por lo común, para los miem- 
bros de cada una cuando ambas son electivas. 

En varias naciones se atribuye a cada Cámara 
la facultad de calificar a sus miembros y de decidir 
sobre la validez o nulidad de la elección. No sucede 
así en Inglaterra, donde es esta función de la auto- 
ridad judicial, a lo que se observa que así se mezcla 
en la política a una entidad que debe mantenerse 
alejada de ella; pero el sistema tiene en su favor 
el argumento de que la verificación de los poderes 
de los diputados es controversia que se debe decidir 
judicialmente, para que el fallo sea imparcial y no 
obra de las pasiones de partido. La calificación de 
los diputados viene a ser la manera de proteger la 
libertad electoral y de reprimir la corrupción en ese 
campo, todo la cual es función natural de los jueces. 

Se censura fundadamente que las Cámaras le- 
gislativas tengan facultad de excluír de su seno a 
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algunos de sus miembros o la de destituírlos por 
alguna incapacidad o irregularidad que sobreyenga 
después de la elección. Este acto, como el de la ca- 
lificación, debería ser de la competencia judicial, 
-por las razones expresadas respecto del juzgamiento 
de la elección misma. : 

- Salvo que un miembro de las maras incurra 
en violación de ley penal, o que se ponga en clara 
rebeldía contra los reglamentos y la autoridad de la 
corporación a que pertenece, no debe tener ésta po- 
testad para expulsarlo, y en todo caso de falta que 
no constituya delito, la exclusión debería ser me- 
ramente temporal. En Inglaterra y los Estados Uni- 
dos de Norte América como en Francia, tienen los 
parlamentos esa potestad objetable como la de in- 
validar la elección, por medio: de abusos de las 
mayorías, a las que se da así un expediente para eli- 
minar a adversarios temidos y se menoscaba la nece- 
saria independencia de Jos miembros de las Cámaras. 

Aun respecto de sus propios electores debe ser 
independiente el elegido para las funciones legisla- 
tivas, y por ello no se acepta en lo general la teoría 
del ido imperativo, que subordina los miem-. 
bros del parlamento a quienes lo eligen, y deja en 
"manos de éstos revocar la elección. 

En los últimos tiempos, sin embargo, se han pro- 
puesto varios procedimientos para revocar en cier- 
tos casos, la elección de los miembros de las Cá- 
MAras. no de ellos consiste en que el «comité 
electoral que presenta un candidato recibe de este 
al aceptar la candidatura una anticipada dimisión, 
que el comité a su arbitrio puede aceptar más tarde, 
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Aparte de que un acto de tal naturaleza carece- 
ría de validez juridica el electo quedaria a mer- 
ced de una junta que se arrogaría una potestad que 
solo a la Nación pertenece. En los Estados Uni- 
dos de Norte América, a semejanza de lo que existe 
en algunos Cantones suizos, y tomando como prece- 
dente una disposición de la Constitución de Pen- 
silvania de 1776, se ha iniciado en algunos municipios 
y en Estados como el de Oregón, la práctica de 
proceder a nueva elección cuando un núntero de 
electores, determinado previamente por la ley, lo 
solicita así, con el fin de sustituir al individuo 
electo que no desempeña satisfactoriamente sus 
funciones, a juicio de quienes hacen la petición. 
A este procedimiento se le da el nombre de recall 
o revocación, y está sometido a diferentes condicio- 
nes o formalidades para garantizar la genuina expre- : 
sión de querer popular, y para que el individuo a 
quien se trata de sustituir se pueda defender. 


Por último, es de la mayor importancia que los | 
diputados o miembros del poder legislativo tengan 
protección eficaz contra las posibles amenazas del 
ejecutivo, y que se les preserve de las seduecio- 
nes de que éste se puede servir. Los medios que se 
adoptan para lograr esos fines son: a) establecer la 
irresponsabilidad polítiea de los miembros de la re- 
presentación nacional; b) crear las incompatibilida- 
des parlamentarias; o) incapacitar a los diputados o 
senadores para el ejercicio de empleos públicos, y d) 
remunerar debidamente las funciones parlamenta- 
rias. 
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Para obtener la independencia de los miembros 
de las Cámaras legislativas, se les hace absoluta- 
mente irresponsables por sus votos y opiniones, y 
no se permite citarlos ante la justicia en materia 
civil ni criminal sin permiso de la Cámara a que 
pertenecen, durante el tiempo en que se hallen ejer- 
ciendo sus funciones. 

Los Gobiernos qne han conculcado las liberta- 
des legítimas, siempre hicieron desaparecer esas in- * 
munidades parlamentarias, o las redujeron hasta 
hacerlas ineficaces. Ejemplos de ello la Convención 
francesa y el Directorio, que condenaban a muerte 
y deportaban a las diputados contra la disposición 
expresa de la Constitución que los hacía :inviola- 
bles. | | 

Es obvio que la irresponsabilidad no ha de com- 
prender sino los actos que se refieren a las fun-: 
ciones parlamentarias de los miembros de las cot- 
- poraciones legislativas. En lo que se relaciona con 
Jas responsabilidades criminales en que incurra un 
miembro de ellas, es regla generalmente acep- 
tada que puede ser aprehendido el delincuente si 
se le sorprende en flagrante delito por la autoridad 
judicial; pero la Cámara a que pertenece el sindi- 
cado tiene facultad para hacer cesar la detención, 
y, en todo caso, es menester su permiso para ade- 
lantar procedimientos contra uno de sus miembros. 
La razón justificativa de esta inmunidad es la 
de que el Gobierno tiene medios de influír más o 
menos directamente sobre las autoridades encarga- 
das de investigar o perseguir los delitos, y podría, 
- por motivos políticos, hacer que se iniciaran proce- 
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dimientos de esa especie contra los miembros de 
las corporaciones legislativas, con el fin de modi- 
ficar las mayorías de estas e imposibilitar a algu- 
nos de sus miembros para concurrir alas sesiones. 
La inviolabilidad no se extiende al domicilio y es 
solamente personal del miembro de las corporacio- 
nes legislativas. : j : 

Los privilegios enumerados, más que a proteger 


-a los miembros del parlamento, tienden a garan- 


tizar la independencia y libre funcionamiento de 
éste; son de orden público, y no los puede renunciar 
el favorecido. 

La creciente autoridad de las corporaciones legis- 
lativas en relación con el Gobierno ha hecho perder 
mucho de su importancia a estos privilegios en los 
países donde se realiza aquello; pero la conservan 
donde el Gobierno ejecutivo tiene todavía prepon- 


derancia. 


Es principio generalmente adoptado que el ejer- 
cicio de ciertas funciones públicas que dan a quien 
las ejerce autoridad o jurisdicción, es causa que 
incapacita al individuo que las desempeña para ser 
elegido miembro de las corporaciones legislativas 
en el territorio de su mando, porque tal funciona- 
rio se podría valer allí de infidonts ¡legítimas a 
fin de que se le eligiera. Asímismo se establecen 
incompatibilidades entre el cargo de diputado o se- 
nador y ciertos empleos públicos, ora por la impo- 
sibilidad de desempeñarlos simultáneamente, ya pa- 
ra evitar la confusión que se haría de diferentes po- 
deres en unas mismas manos. | 
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Hay algunas excepciones a esta regla general 
- de la incompatibilidad, tal como la de que el pro- 
fesorado se puede desempeñar a la vez con el man- 
dato legislativo, para no privar al parlamento de 
las luces de hombres capaces, y para no obligar a 
éstos a abandonar una carrera en que prestan bue- 
nos servicios. | | 

Para excluír a los empleados públicos de las fun- 
ciones parlamentarias, se aduce la razón de que la 
independencia de los miembros de las corporaciones 
legislativas en relación con el Gobierno, es indispen- 
sable para la discusión y voto de las leyes, y que 
los empleados públicos no la tienen completa, o que, 
a lo menos, su condición los haría aparecer como 
faltos de ella, posible sospecha que menoscaba el 

prestigio de la respectiva corporación. 

: No obsta lo dicho para que los funcionarios que 
no han de intervenir en el voto de las leyes coo- 
peren en su preparación y aun en su discusión. Las 
corporaciones encargadas de preparar proyectos de 
leyes, y en especial los extensos, que exigen larga 
labor y continuado estudio, como los códigos, prestan 
grandes servicios y son auxiliares casi obligados de 
las corporaciones legislativas. 

Existen también razones para que a los miem- 
bros de las corporaciones legislativas no se les pueda 
nombrar por el Gobierno para cargos o empleos que 
está en sus manos conferir, con el fin de que se 
mantenga la imparcialidad y firmeza de quienes han 
de ser fiscales o jueces de los gobernantes. La ex- 
periencia demuestra que la falta de prescripciones 
que establezcan esa incompatibilidad es causa de 
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corrupción en los parlamentos. Sin embargo, sería 
inconveniente dar extensión tál a ese género de in- 
compatibilidades, que se llegara a impedir a hom- 
bres de mérito indiscutido ocupar puesto en las cor- 
poraciones legislativas, por medio de disposiciones 
que incapacitaran a los senadores y representantes 
para todo género de funciones públicas. 

En algunos países se establece la regla de que 
a los miembros de las corporaciones legislativas se 
les puede nombrar para cualquier cargo público, 
pero que por el hecho de aceptarlo pierden su puesto 
parlamentario, que sólo pueden volver a ocupar en 
virtud de nueva elección. Este sistema es un tér-. 
mino medio entre los dos extremos: el que deja li- 
bertad absoluta al Gobierno para conferir empleos 
a los miembros de las Cámaras legislativas, y el que 
lo prohibe en absoluto. : 

Para el mismo fin de que los miembros de las 
Cámaras tengan independencia respecto del Gobier- 
no ejecutivo, se les incapacita para contratar con éste 
y para hacer gestiones ante él, directamente O par 
intermediarios. 

Tanto la seguridad de los intereses nacionales, 
como motivos obvios de decoro, impiden que indias 
duos que gestionan asuntos particulares que se re- 
lacionan con bienes o derechos del Estado, formen 
parte de las corporaciones legislativas, 

Es varia la práctica en lo relativo a los emolu- 
mentos de los miembros de las Cámaras legislati- 
vas. En Inglaterra, en principio, tienen derecho a 
ellos los diputados; pero hace más de los siglos que 
de hecho se abstienen de recibirlos. En Bélgica es gra- 
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tuito el cargo de Senador, y la remuneración de los 
representantes es pequeña. En Francia y en los Es- 
tados Unidos de Norte América Jos miembros del 
parlamento son remunerados. 

Uno y otro sistema presentan ventajas e incon- 
venientes. El que establece emolumentos para los 
miembros de las corporaciones legislativas da oca- 
sion a que se sospeche que quienes aspiran a formar 
parte de ellas buscan sobre todo el provecho pecu- 
-piario, lo. que redunda en menoscabo del prestigio 
del Parlamento; pero cuando se establece que el 
cargo es gratuito, se reduce la elegibilidad a los que 
forman parte de las clases pudientes, contra los 
principios democráticos, y se propende así a la cons- 
titución de una plutocracia. El justo medio se ha- 
lla en la fijación del salario equitativo, que no esté 
a merced de quienes han de disfrutarlo para ser au: 
mentado a su arbitrio. 

Diferentes son también los métodos de las va- 
rias nacionalidades para la formación de las dos 
Cámaras legislativas. En algunos países monárqui- 
cos, en donde existe una antigua aristocracia, son 
Sus representantes quienes. constituyen el Senado o 

Cámara alta, y es del rey de quien depende, en 
cierto modo, la formación de ella; pero de ese sis- 
tema resulta una corporación sin vinculos con el 
pueblo, porque éste no interviene en su formación, 
lo que amengua su prestigio y da por resultado que 
la Cámara popular, venga a ser la única de carác- 
ter representativo. : 

En la Gran Bretaña, con los nombramientos he- 
chos por el rey para la Cámara de los Lores, se creó 
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una corporación poderosa que se comparó con el 
Senado romano, aunque siempre fue inferior a la 
Cámara de los Comunes. Las mudanzas de los tiem- 
pos han traído transformaciones que han reducido 
al mínimum el poder de la Cámara alta y en la ac- 
tualidad hay una señalada tendencia a abolir el sis- 
tema hereditario en su formación. 

En España, mientras existia allí un régimen cons- 
titucional, el Senado se componia de los senadores 
por derecho propio; los hijos del rey, mayores. de 
edad; los grandes del reino que tuvieran cierta 
renta y que no fueran súbditos de otra potencia; los 
Capitanes generales y el Almirante de la Armada; 
los Arzobispos, Presidentes del Consejo de Estado, 
del Tribunal de Cuentas, etc.; los senadores vitali- 
cios nombrados por la Corona y otros nombrados 
por las corporaciones del Estado y mayores contra 
buyentes. En el Japón, la Cámara de los Pares 
se compone de los príncipes de sangre, de los. 
nobles y miembros designados por el emperador. 
En Holanda, la segunda Cámara de los Estados 
generales se forma por la elección de los Estados 
provinciales en la proporción que corresponde a 
cada una de las provincias. En Francia, elige los 
senadores. un colegio electoral compuesto de los 
diputados y consejeros generales del Departamen- 
to, de los Consejerós de circunscripción y de los 
delegados de los Consejos municipales. En los 
Estados Unidos de Norte América, el Senado se com- 
pone de dos senadores de cada Estado, elegidos por 
la Legislatura respectiva. + 2 E- * 

El sistema de eleceión adoptado en Francia y 
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en los Estados Unidos, aunque con diferencias en 
lo referente a la manera. de hacerla y a las corpo- 
raciones a las cuales se atribuye esta función, es 
el adoptado en la generalidad de los países demo- 
eráticos. Lo sustancial para la distinción de las dos 
Cámaras, ambas con autoridad y fuerza moral bas- 
tantes, a- fin de que se establezca entre ellas un 
contrapeso provechoso para los intereses públicos, 
consiste en que no tengan un mismo origen, y en 
que la Cámara alta llene los vacios de representa- 
ción que deja el sufragio universal en la Cámara 
baja. 

En ciertos países como Bélgica, las dos Cámaras 
se eligen por un mismo sistema de sufragio; las dife- 
“rencias entre ellas son : la duración mayor del período 
de las funciones de los electos; la edad que se re- 
quiere para ser elegido y la renta que ha de tener 
el candidato. 

Establecer la distinción entre las dos dátiris 
por la renta que deben poseer los miembros del Se- 
nado o Cámara alta, no essistemajustificable. No siem- 
pre es verdad que el dinero dé a quien lo tiene espíritu 
genninamante conservador en política, cosa que se 
ha creído obtener con ese sistema. Por el contra- 
rio, se observa frecuentemente quel el dinero es 
causa de timidez, de miedo a las reformas, de apego 
a la rutina, y, como se ha dicho acertadamente, no 
es un espíritu conservador de ese género el que 
convieue a los púeblos. No se conserva sino mejo- 
rando y con el noble empeño de realizar cuantas 


o reformas hacen necesarias las mudanzas de los tiem- 


pos y de las circunstancias para el progreso de la 
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nación. El dinero, por lo general, no está del lado 
de estas reformas, y no conviene, por tanto, hacerlo 
preponderar en la constitución de un Senado. 

La elección de segundo grado para el Senado, 
es uno de los medios de dar caracteres diferentes a 
las dos Cámaras, cuando una de ellas emana del su- 
fragio universal directo. Por este sistema, se obtiene 
una « Cámara de resistencia » contra le impacien- 
cias revolucionarias. 

El número de miembros de la Cámara alta es 
por lo común inferior al de los que componen la 
baja: la mitad o la tercera parte. Tiene por objeto 
esta disposición hacer que en el Senado se reúnan 

_los hombres de más valer del país, conocidos y res- 
petados en todo él. 

En algunos países monárquicos, el cargo de 
miembros de la Cámara alta es hereditario, al menos 
cuando se trata de miembros de la aristocracia, lo 
cual tiene allí ventajas y viene a formar una es- 
cuela de hombres de gobierno, si bien en esos 
mismos países se observa hoy — principalmente 
en Inglaterra — una reacción en pro del sistema 
electivo de las democracias. Aun la inamovilidad 
de los senadores se ve combatida seriamente, lo 
mismo que el sistema de las senaturías vitalicias, 
que va encontrando resistencia y desapareciendo 
de las Constituciones. | 

Donde no existe el sistema de las senaturías vi- 
talicias, se procura remediar los inconvenientes que 
presenta la renovación periódica total del Senado, 
estableciendo categorías de senadores que se re- 
nuevan por grupos, de tal suerte que siempre forme 
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parte de la corporación un número de miembros 
que conocen las últimas labores de ella, y que, en 
cierta medida, conservan sus tradiciones, sin que 
se caiga en los inconvenientes de lainamovibilidad 
total, que suele ser verdadera rémora para las re- 
formas útiles y justas. | 

La Cámara de diputados o Cámara baja, ele- 
gida por el sufragio universal, se compone de un 
número de miembros mayor siempre que el de la 
respectiva Cámara alta; pero, como lo observa Ha- 

milton, uno de los redactores de le Constitución de 
los Estados Unidos de Norte América, « mientras 
mayor es el número de representantes, es mayor la 
proporción de individuos de escasa instrucción y 
corta experiencia en la Cámara, y es precisamente 
sobre esa parte débil de la corporación sobre la 
que influyen de modo más decisivo la palabra elo- 
cuente o la habilidad de unos pocos ». 

Las corporaciones legislativas muy numerosas 
presentan graves peligros. Tienen los defectos de 
las multitudes, y caen con facilidad en tan graves 
faltas como las de la Constituyente y la Conven- 
ción de Francia, a fines del siglo XVIII Se recuer-. | 
dan frecuentemente a ese respecto las palabras de E 
Montesquien: « Parece, decía éste, que las cabezas | 
de los hombres más grandes se aminoran cuando se 
reúnen, y que donde hay mas sabios hay menos 
sabiduría ». i 

La renovación por partes del personal de la Cá- 
mara popular tendría las mismas ventajas que la .. 
del Senado: se conservaría la tradición de los bra- E 
bajos legislativos, y se formaría un personal de di- | 
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putados habiles para las labores parlamentarias, que, 
con el conocimiento pleno de ellas y la experiencia 
adquirida en algún tiempo, trabajaría mejor en pro. 
de los intereses públicos. 24 

Por eso también no es conveniente que los pe- 
ríodos de duración del mandato legislativo confe- 
rido en cada elección sean demasiado cortos. Los 
cambios frecuentes y totales del personal dan por. 
resultado una agitación pública constante, cambios 
bruscos de la política, que no son favorables a la 
nación, y que, por el contrario, dañan a su pacífico 
desarrollo. 5% 

Sin embargo, no es el sistema de la renovación 
parcial de la Cámara popular el adoptado. Se ar- 
guye contra él que deja sin libertad completa, al 
pueblo para ejercer la única sanción que puede 
aplicar a su delegados: la de separarlos de sus fun- | 
ciones cuando se ponen en púgna con la opinión 
popular. : 

En Inglaterra, a los miembros de la Cámara de 
los Comunes se les elige por siete años, y se re- 
nueva el personal totalmente, sin que exista obs- 
táculo alguno para la reelección. En Holanda, se 
elige a los miembros de la segunda Cámara por cua-. 
tro años; cesan en sus funciones todos a un mismo 
tiempo, y son reelegibles; los miembros de la pri- 
mera Cámara son elegidos por nueve años, y su per- 
sonal se renueva por tercsras partes cada bienio. En 
los Estados Unidos de Norte América la Cámara 
popular se compone de miembros elegidos cada dos 
años por el pueblo; el Senado se renueva por ter- 
ceras partes cada dos años. En Bélgica, los miem- 
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bros de la Cámara de Representantes son elegidos 


por cuatro años, y Se les renueva por mitad cada 
dos años; a los senadores se les elige por ocho años. 
y se eligen de nuevo por mitad cada cuatro años, 
En Francia, a los diputados se les elige para un 
período de cuatro años, y se renueva la Cámara to- 
talmente en cada período. En Alemania, se elige 
totalmente el Reichstag para un período de cuatro 
años. En la República Argentina, se elige a los di- 
putados todos por cuatro años; pero la sala se re- 
nueva por mitad en cada bienio. Los senadores duran 
nueve años en el ejercicio de su mandato; pero el 
Senado se renueva por terceras partes cada tres 
años. 


De todos los sistemas enumerados, difiere el 
que teoricamente se ha establecido en Rusia, des- 


pués de la caída del Imperio, cuya base es una asam- 


blea primaria o Soviet de todos los obreros de una. 


fábrica o factoría dada y de los cultivadores de una 
aldea determinada, cuyos representantes se envian 


por estas Asambleas primarias a obras superiores 


denominadas también Soviets. El Soviet de la ciudad 
se compone de un delegado por cada fábrica o fac- 


toría y más, según el número de trabajadores de : 


cada una, junto con delegados de cada unión local. 
Para los campesinos cada aldea tiene su Soviet lo- 
cal, que envía delegados al Soviet de la ciudad, el 
que a su turno envia otros al Soviet del condado, 


y éste al Soviet provincial. Cada seis meses los - 


Soviets de la ciudad y de la provincia envían de- 


NX 


legados al Congreso de Soviebs de todas las Ru-. 


lab Porro a 

A 
sias, suprema corporación que dirige el país, y adop- 
ta la política con que se le debe gobernar en los 
seis meses inmediatos. Este Congreso elige un Co- 
mité ejecutivo central de doscientos miembros, que 
cumpla aquella norma política, y también elige un 
Gabinete Consejo de Comisarios de los Pueblos, que 
son los jefes de los Departamentos de Gobierno. 
A estos Comisarios los puede destituir en cualquier 
tiempo el Comité ejecutivo central, como pueden 
hacerlo también con los miembros de todos los So- 
viets sus mandantes. 

Estos Soviets son no sólo cuerpos legislativos, 
sino también órganos ejecutivos. En los intervalos 
de las reuniones de los Congresos de los Soviebs 
de todas las Rusias, el Comité centra] ejecutivo es 
el poder supremo. Se reúne por lo menos cada dos 
MOSes, y entretanto el Consejo de Comisarios del 
pueblo dirige el país. Los obreros están organizados 
en Uniones industriales, cada factoría es una Unión 
local, y el Comité de Taller, elegido por los obreros, 
es su Comité ejecutivo. El Comité central ejecutivo 
de las Uniones federadas de todas las Rusias es ele- 
gido por la Convención anual de la Unión del comer- 
cio; un comité de balanza, elegido por éste, fija los 
salarios de todos los trabajadores. Las Uniones son 
una rama del Gobierno, que es el más centralizado 
de cuantas existen. Bryce, que da la síntesis pre- 
cedente del sistema de los Soviets, lo aprecia así: 
< Este plan de Gobierno! por una serie de corpora- 
ciones locales o asambleas primarias administrativas 
y electivas, que envian delegados a corporaciones 
de más amplios términos, y éstas a su vez a los de 
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otras mayores, hasta llegar al Supremo Congreso 
de todo el país, que nombra y vigila al Supremo 
Consejo administrativo, es ingenioso e interesante 
como forma nueva de Constitución. No tiene co- 
nexión necesaria con « bolehevismo» u otra forma 
de comunismo, y merece ser estudiado, aparte de 
consideraciones de doctrina, por su propio valor. 
... Presumiendo de ser y siéndolo en verdad emi- 
nentemente democrático en el papel, a la vez pa- 
rece eminentemente apropiado para hacerlo servir 
a una oligarquía, porque da a los intrigantes todos 
los medios para obtener mayorías en cada una de 
las corporaciones y para dominar el poder, en el 
Estado, que es el mismo antiguo con diferentes in- 
vestiduras. Si, sin embargo, se concibiera una hon- 
rada aplicación de esa Constitución en un pueblo 
inteligunte y educado, por hombres que solo ambi- 
cionaran el bien común, tendría dos méritos, uno, el 
de ayudar los mejores talentos de la nación a subir 
a la cima; otro, el de permitir a la opinión del pue- 
blo mostrarse rápidamente sin el costo y demora de 
un referendum general. — Es lástima que el ensayo 
del funcionamiento de esta Constitución no haya 
sido correcto, pues todos reconocen que la elección 
de delegados ha sido practicamente una farsa... » 


Aunque no es uniforme en los países de régi- 
men representativo el término de la duración de 
las sesiones de las Cámaras legislativas, mayor oO 
menor según las circunstancias de cada pueblo, es 
principio generalmente aceptado que, aun sin estar 
reunido permanentemente, debe existir siempre un 
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Daria que se mE reunir nad lo deman s 
den las circunstancias, y que nunca debe haber un 
interregno en que se carezca de poder legislativo, 
salyo el caso de disolución de una o de ambas COá- 
—maras. La reunión constante de las Cámaras legis- 
lativas presenta inconvenientes, pero en todo caso * 
son menores que los de la falta de ellas en períodos É 
muy largos. | a 
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e CAPITULO XIL. 
De las funciones de las Cámaras legislativas. 


De las facultades do cada una de las Cámaras y de sus dife- 
rencias. — Funciones especiales de cada una de las Cá- 
maras. — Expedición de las leyes. — Cómo se ejercen las 

[funciones legislativas. — Voto de los impuestos y del pre- 
—supuesto. — Privilegios de la Cámara popular respecto de 
la ley de presupuestos. — Intervención del poder judicial 
en la anulación de las leyes. — El referendum y el veto. 
— De la derogatoria y de la interpretación de las leyes. 
— Reglamentos de las Cámaras legislativas. 


En principio, y donde las dos corporaciones que 
constituyen el poder legislativo tienen origen en 
la voluntad popular, aunque el modo de elección 
de una y otra difiera, la categoría y funciones de 
ellas deben ser iguales, sin que eso obste para que 
cuando una de las dos ejerza atribuciones judiciales 
o desempeñe funciones de tribunal, la otra tenga 
las del ministerio público, cada cual en la forma 
que determine la ley fundamental de la Nación. Así 
sucede en las Repúblicas. | 

Por el contrario, si una de las Cámaras se com- 
pone en todo o en parte de miembros que ocupan 
asiento en ella por derecho hereditario o de naci- 
miento, o por designación del poder ejecutivo, es 
natural que la preponderancia o mayor suma de 
autoridad se encuentre en la que representa más 
genuinamente al pueblo, por ser elegida suya. Sin 
esa distinción, generalmente aceptada, acorde el 
Gobierno ejecutivo con la Cámara alta o heredita- 
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ria, supeditaría por completo a la popular y podria 
hacer nugatoria la verdadera representación na- 
cional, 

La reacción revolucionaria que en la última 
época se desarrolló en la Gran Bretaña contra la 
Cámara de los Lores, que culminó con la expedi- 
ción del bill que la priva del derecho de veto y de 
la facultad de modificar o negar el presupuesto, 
establece, de hecho, la superioridad absoluta de la 
Cámara de los Comunes sobre aquélla, porque la 
obliga a aceptar las leyes expedidas por ésta, cuando 
insista en su expedición en dos legislaturas suce- 
sivas. Si hay necesidad de establecer una diferencia 


de facultades de las dos Cámaras, la exageración 


que diera supremacía absoluta a una de ellas, rom- 
piendo el equilibrio necesario entre las dos, condu- 
ciría de hecho al sistema de la Cámara única. 

En la nueva Constitución alemana, el poder de 
la segunda Cámara, el Reichsrath, queda reducido 
casi a un derecho de veto suspensivo de las deci- 
siones del Reichstag o asamblea popular, a la inver- 
sa de lo que sucedía con el Bundesrath o Consejo 
federal del régimen monárquico, que representaba 
los reinos, ducados y principados del Imperio, y 
cuyo poder con el del emperador era jerarquica- 
mente superior al del Reichstag. 

Uno de los principales inconvenientes de la de- 
sigualdad de facultades de las dos Cámaras, es el 
de que en ocasiones siembra entre las dos un ger- 
men de discordia y de conflictos, con detrimento 
de los intereses que exigen una buena inteligencia 
entre ellas, no imposible de conservar, aunque di- 
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sientan en pareceres sobre las diferentes cuestio- 
nes legislables. 

Si la igualdad de facultades se consigna en la 
ley fundamental, y si cada Cámara tiene derecho 
perfecto de oponerse a lo que resuelva la otra, no 
habrá lugar a conflictos generadores de desorden, 
sino que la Nación, como árbitro supremo de esas 
disidencias, dirimirá la divergencia de miras por la 
renovación del personal de las Cámaras en las elec- 
ciones. Pero si no existe esa igualdad, o si para 
resolver las diferencias que surgan, se atribuye al 
Gobierno ejecutivo, la facultad de dirimirlas, o se 
dan mayores facultades a una Cámara que a la otra, 
queda anulada la acción de la voluntad popular. 

Aunque acepten en lo sustancial el principio de 
la igualdad de las Cámaras, hay países en que se 
dan a la Cámara alta o al Senado funciones espe- 
ciales en relación con el poder ejecutivo. En los 
Estados Unidos de Norte América, por ejemplo, el 
Senado es además de Cámara legislativa una rama 
del poder ejecutivo, una especie de Consejo del 
presidente, que vigila la acción de éste; que en rea- 
lidad dirije las relaciones exteriores, y que tiene, 
por otra parte, la facultad de rar o improbar 
los nombramientos del presidente para ciertos car- 
gos. En Francia se necesita el asentimiento del Se- 
nado para disolver la Cámara popular. 


Las funciones de las Cámaras legislativas sé re- 
sumen así: a) las referentes a la expedición de las 
leyes, su función esencial; b) la expedición del pre- 
supuesto, que constituye lo llamado hoy general- 
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mente poder de la bolsa, que comprende no sólo lo 
relacionado con la autorización para cobrar impues- 
tos y rentas públicas, sino tambión la determina- 
ción del empleo que se debe dar a los ingresos del 
erario, como la fiscalización de los gastos públicos; 
c) la fiscalización y vigilancia de los actos del po- 
der ejecutivo, que se ejerce de diferentes maneras, 
y tiene mayor o menor amplitud, según que el Go- 
bierno es puramente representativo o parlamenta- 
rio; d) la ingerencia en algunos actos gubernativos 
del Gobierno ejecutivo, que se ejerce por la apro- 
bación o improbación de ellos, tales como los nom- 
bramientos de determinados funcionarios, los trata- 
dos públicos, la declaración de guerra, y también 
por la elección para ciertos cargos como el de los 
magistrados de los tribunales de cuentas, etc. 


En lo general, los actos en que colaboran las 
dos Cámaras tienen el nombre de leyes, aunque no 
siempre reúnan los caracteres de generalidad y per- 
manencia que son condiciones de éstas. En algunos 
países se clasifican los actos legislativos en leyes y 
decretos, según que tienen o no caracteres de gene- 
ralidad y permanencia, y se establecen AN 
en las formalidades para su expedición. 

La Constitución de cada país señala las reglas 
para la expedición de las leyes; pero mientras que 
en unos se hace esto minuciosamente, en otros se 
deja la materia a los reglamentos de las Cámaras. 
Con todo, hay a ese O principios general- 
mente AdOpIAdOS AS 

La iniciativa de las leyes corresponde en algunos . 
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países exclusivamente a los miembros de las Cá- 
maras legislativas, ora individualmente, ora cons- 
tituídos en comisión, como sucedé en los Estados 
Unidos de Norte América, donde el Gobierno no. 
tiene intervención alguna en el particular. En otros, 
corresponde también esa iniciativa a los ministros 
o al jefe del Estado, como en Francia, sin excluír 
a los miembros de una y otra Cámara. Por lo ge- 
neral, son los reglamentos de las Cámaras legis- 
lativas los que determinan las condiciones o forma 
en que se deben presentar los proyectos de ley y 
la manera de darles curso. 

Para que los proyectos lleguen a tener carácter 
de ley, deben ser adoptados después de diferentes 
debates en las corporaciones que constituyen el 
Cuerpo legislativo. La regla generalmente estable- 
-cida a tal respecto, es la existente en Inglaterra 
desde los tiempos de Eduardo VI, que establece 
los tres debates en cada Cámara, en tres días dife- 
rentes. Sin embargo hay países, como Francia, don- 
de de años atrás se han reducido a dos los debates 
para los casos ordinarios, dándoles un intervalo de 
cinco días, y para casos especiales urgentes se da 
un solo debate a las leyes que se hallen en ese caso. 

Los reglamentos parlamentarios de las diferentes 
naciones establecen la manera de votar cada asunto 
en las Cámaras legislativas, y las reglas que se han 
de cumplir para que éstas expresen su voluntad 
en las diferentes clases de asuntos que se discuten; 
pero es principio universalmente adoptado que el 
voto ha de ser público, sistema que tiene por fin 
principal que el pueblo, los electores, conozcan la 
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manera como sus representantes ejercen el mandato 
que se les confió; para que fiscalicen así la con- 
ducta de sus mandatarios, y se nieguen, cuando 
estos hubieren dado motivo para ello, a renovarles 
la representación que les-confirieron. No obstante 
lo dicho, hay casos en que para dar mayor indepen- 
dencia a los miembros del parlamento, se autori-. 
zan o prescriben las votaciones secretas. | 

Principio generalmente aceptado hoy es el de 
que los votos en el parlamento se han de dar per- 
sonalmente, no por apoderado o procurador, como 
se autoriza para hacerlo en algunos países donde se 
han visto los malos resultados de tal práctica ne se - 
va en camino de abolirla. 

Además de los principios generales puto 
sobre el procedimiento de las Cámaras para la ex- 
pedición de las leyes, hay otras reglas que por lo 
común se consignan en la Constitución de cada país, 
y cuya aplicación o interpretación es en algunos 
casos de suma gravedad. 

Donde las dos Cámaras tienen facultados análo- 
gas, la ley, exceptuada la de presupuestos para la 
e existe siempre un procedimiento especial, se 
inicia en cualquiera de aquellas, ya por sus miem- : 
bros o por comisiones de ellas, ya por el Gobierno 
ejecutivo. Cada Cámara ejerce respecto de los pro- 
yectos votados en la otra, las mismas atribuciones 
que ejercería respecto de los iniciados en su propio 
seno: puede, pues, adoptarlos total o parcialmente, 
rechazarlos en absoluto, o modificarlos en cualquier 
forma, porque cada uma de las dos corporaciones 
posee en toda su plenitud la potestad de dictar leyes. 


DE LAS FUNCIONES DE LAS CAMARAS LEGISLATIVAS 135 


Pero como la ley no existe sino cuando las dos 
Cámaras adoptan un texto idéntico en todas sus 
partes, no es raro que surjan en los debates y adop-. 
ción de los proyectos serias dificultades. Para re- 
solverlas se ocurre al sistema de que cada Cámara 
designe una comisión, a fin de que reunidas las dos, 
acuerden el texto definitivo que han de votar am- 


bas. La deliberación en esta forma hace más fácil 


el acuerdo, y resuelve conflictos que de otro modo 
resultarían irremediables. 


Es indispensable saber cuales son propiamente . 
las funciones legislativas y la manera como se ejer- 
cen, principiando por lo que toca con la ley de pre- 
supuestos o de finanzas, que es la primera en el 
origen del sistema representativo como en su de- 
sarrollo, y que hoy también se considera la cardi-- 
nal en todos los países regidos constitucionalmente. 

El parlamento, dice Burke, es ante todo la má- 
quina o instrumento para establecer los impuestos, 
y es indiscutible que quienes van a pagarlos deben 
intervenir en su creación y distribución. El prin- 
cipio de que a nadie se puede imponer una con- 
tribución sin su voluntad, fue el resorte principal 
de la revolución de Norte América, como había sido 
también el principio fundamental de la revolución 
inglesa, y la raíz de las libertades conquistadas con 
ella. Votar las contribuciones y los empréstitos; 
formar el presupuesto de las rentas y de los gastos, 
es, pues, la función capital del poder legislativo, y 
. del ejercicio de ella emanan todas las demás, o me- 


jor, en ese derecho de las Cámaras tiene su cimiento 
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y base toda su autoridad. Con razón se dice que 
libremente ejercido el voto de la ley de finanzas, 
es este el baluarte de la libertad política del país, 
y la garantía de la libertad civil de los ciudadanos.. 

La condición para que el voto del impuesto tenga 
esa importancia y constituya esta garantía, es su 
periodicidad, sin lo cual cambiaría completamente 
de aspecto, y ya no sería freno eficaz para la po- 
sible arbitrariedad gubernativa. Si los impuestos y 
los gastos se votan una vez por todas; si queda en 
manos del jefe del Gobierno la facultad de abrir 
los créditos que juzgue necesarios para los gastos 
públicos, y cuenta siempre con la recaudación de 
los impuestos que se votaron en una ocasión, de- 
saparece de hecho, con la garantía que trae el voto 
del presupuesto, el resorte capital del sistema cons- 
—titucional y representativo. Todo déspota aceptaría 
un sistema de esa especie, puesto que, como lo dice 
Montesquieu, «cuando se tiene tal derecho, perma- 
nente, poco importa tenerlo por facultad propia o 
emanada de otro ». Las Constituciones en que se 
admite el principio de que la falta de expedición 
de la ley de presupuestos se remedia por la pró- 
rroga de la expedida para una vigencia anterior, 
falsean la base del sistema constitucional y repre- 
sentativo y abren las puertas al despotismo. Por 
otra parte, con el sistema de la prórroga del anti- 
guo presupuesto, se provoca en cierto modo la obs- 
trucción al nuevo, que se realiza por muchos me- 
dios: indirectos de que dispone el Gobierno ejecu- 
tivo, «con: lo. des se anula la función cardinal del 
parlamento. > 
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Respecto de ciertos impuestos indirectos, esta- 
blecen algunas Constituciones que se puede auto- 
rizar su cobro por varios años o de una manera in- 
definida, y que solamente los directos se deben votar 
cada año de una manera expresa, aunque siempre 
se considera que el presupuesto comprende el voto 
colectivo de los impuestos establecidos por dife- 
rentes leyes, y de esa suerte no existe amenaza al- 
guna para las libertades públicas. 

Además de las garantías que encierran los prin- 
“cipios del voto periódico del impuesto y de la ne- 
cesidad de un presupuesto anual, se debe agregar 
la prohibición de dara los créditos un destino dis- 
tinto del que les dió el legislador. En Inglaterra 
se considera que es este principio el que hace que 
ninguna administración pueda subsistir sin el con- 
curso de la Cámara de los Comunes, porque la es- 
-—pecialización de los créditos permite al legislador 
á vigilar al ejecutivo e inspeccionar la administra- 
ción, y tomar como mandatario del pueblo la di- 
rección suprema de la administración pública. 

Para que exista verdaderamente presupuesto, es 
menester que se especifique o determine cada gasto, 
y que no se voten las partidas en conjunto pára 
cada departamento, como también que no se per- 
mita trasladar las partidas de un capítulo a otro con 
. el fin de compensar el déficit de uno econ el supe- 
-—rávit de otro. | 

Si hubiere déficit en un departamento o capítulo, 

se atiende a ellos por créditos suplementarios o ex- 
—traordinarios que, en principio, se votan por medio 
de una ley. Los excedentes se anulan para incluírlos 
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en un presupuesto posterior; pero los créditos su- 
plementarios no se aplican sino respecto de gastos ya 
votados, cuyo monto no fue posible calcular con 
exactitud y que son imprescindibles, tales como los 
gastos de alimentación de presos, ete.; mas en nin- 
gún caso respecto de aquellos que es posible prever 
con exactitud y que no hay razón para que se ex- 
cedan, como sucede, v. g., con los del personal de 
las diferentes oficinas públicas, etc. : 

Los créditos extraordinarios se abren en casos 
de extrema urgencia, que no previeron las Cáma- 
ras, y de los que no es posible prescindir sin graves 
y notorios perjuicios para el servicio público. Donde 
existe un Consejo de Estado se requiere por lo ge- 
neral su voto para abrir esos créditos, o el del tri- 
bunal de cuentas, previo el estudio de los antece- 
dentes de la cuestión. 

A pesar de estas precauciones, no son pocos los as 
casos en que el Gobierno ejecutivo abusa de esa 
facultad, burlando las prerrogativas parlamentarias, 
porque las Cámaras se ven en la necesidad de acep- 
tar el hecho cumplido, aunque si se les hubiera pro- 
puesto el gasto previamente, no lo hubieran vo- 
tado. 

En lo general se acepta en los países de régi- 
men representativo o parlamentario que la inicia- 
tiva del presupuesto corresponde al Gobierno. Los 23 
ministros indican cada uno los gastos necesarios 
en su respectivo ramo, y el que tiene a su cargo 
la hacienda o tesoro del Estado propone los medios 
que han de usarse para atender a los gastos, O se 
avalúan y computan las rentas de entradas así or- 
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dinarias como extraordinarias con que se ha de aten- 
der a los gastos de la administración pública; reuni- 
dos esos elementos, se forma el proyecto que se 
presenta a las Cámaras legislativas. 

En la Gran Bretaña sólo el Gabinete propone a 
la Cámara los gastos. Sabio principio, porque es 
quien recauda los ingresos y hace los gastos, quien 
mejor aprecia todas las dificultades con que se tro- 
pieza en la administración, y quien, de consiguiente, 


gradúa con más acierto la necesidad y utilidad de 


las erogaciones para proponer las que se han de 


votar. Pero esta práctica, que tiene muchas venta- 


jas y constituye una jurisprudencia, no se podría 
consignar en una Constitución escrita como prin- 
cipio absoluto sin menoscabar prerrogativas y de- 


techos que competen por su naturaleza al legislador. 


Si es facultad del legislador votar el presupuesto, 
obvio es que también su potestad es absoluta para 
negarse a hacerlo, y es este el medio decisivo que 
tiene de imponer la voluntad de la Nación al po- 
der ejecutivo, que no puede gobernar ni adminis- 
trar sin los recursos que le suministren las leyes 


votadas por el parlamento. Así procedieron las na- 


ciones que primero supieron conquistar a la vez que 
la libertad, la garantía de los derechos individuales. 
En la discusión del presupuesto se debate en realidad 
toda la política gubernativa; se ejerce la fiscaliza- 
ción y la censura de los actos del Gobierno, y se 
pone valla eficaz a sus posibles abusos. 

En la actualidad, sin que el voto del presupuesto 
haya perdido su importancia, el implantamiento del 
sistema parlamentario en la mayor parte de los paí- 
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ses de régimen representativo, ha creado con la 
primacía del patlamento y la responsabilidad polí- 
tica de los ministros, otros medios de ejercer san- 
ciones sobre los actos gubernativos, y de hacer pre- 
valecer la voluntad de la mayoría del país, sin los 
inconvenientes que produce la negativa del voto 
del presupuesto y la paralización del servicio pú- 
blico en todos Sus - ramos, cosa que puede llevar en 
definitiva a una conmoción revolucionaria o a un 
golpe de Estado. 

En la Gran Bretaña y en los países que siguen 
sus tradiciones parlamentarias más o menos de cerca, 
se distinguen el presupuesto consolidado y el flotante, 
El primero, comprende los impuestos ordinarios es- 
tablecidos de tiempo atras, y todos aquellos gastos 
comunes de los diferentes ramos del servicio pú- 
blico que han existido siempre, y que se conservan 
como en otras épocas. Ese presupuesto se considera 
siempre vigente, mientras no lo derogue o lo mo- 
difique de un modo expreso el poder legislativo. El 
segundo, el presupuesto flotante o extraordinario, 
se refiere a gastos de importancia, pero no de ca- 
rácter permanente como los ordinarios de la admi- 
nistración. Sobre esta parte del presupuesto es sobre 
la que versa, por lo común, la discusión parlamen- 
taria, y es en ella en la que todo Gobierno finca 
su política administrativa, de tal suerte que el voto 
del parlamento la afecta sustancialmente, y viene 
a decidir en realidad de la existencia de un Gabi- 
nete. Pero un voto a este respecto no produciría 
los mismos resultados del los que daría otro contra 
el presupuesto permanente. - | 
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Con el sistema inglés, la discusión y el voto del 
presupuesto se facilitan y abrevian; no se presentan 
los inconvenientes del debate anual de los impues- 
tos, y, sin desprenderse el legislador de su potestad 


en la materia, discute y aprueba toda innovación 


o O 


con más ten to: con mayor orden y más pro: 
vecho para los intereses del país. 

Varias Oonstituciones dan a la Cámara popular 
una especie de prioridad o ciertos privilegios res- 


pecto de la ley de presupuestos y, en general, res- 


pecto de todas las leyes que se refieren a impuestos 
o finanzas del país. Oonforme a tal principio, estas 
leyes se inician y discuten en primer lugar en esa 
Cámara, y la alta o Senado tiene derecho de in- 
troducir enmiendas en ellas. Tal derecho se ha abo- 
lido en la Gran Bretaña; pero la teoría se admite 


aun en países en que una de las Cámaras no tiene . 


carácter electivo. 


La separación e independencia de los diferentes 
poderes públicos, supone que el legislativo tenga 
como los otros dos sus límites precisos señalados 
en la Constitución, y que no se inmiscuya en los 
asuntos que incumben a las autoridades ejecutiva 
o judicial, ni le sea lícito desconocer en sus actos 


ninguno de los principios o garantías consignados 


en la ley fundamental; pero cuál sea el medio de 
hacer efectiva esa teoría y darle una sanción eficaz, 
es punto muy discutido, respecto del cual no se 
ha obtenido hasta hoy una solución que acepten 


- unánimemente los expositores de derecho público. 
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Fuéra de los medios que tiene un pueblo para 
imponer en las elecciones que hace periódicamente 
una sanción a los excesos en que pudiera incurrir 
el parlamento, éste lleva un freno en su propia or- 
ganización. El sistema del referendum, que gana más 
terreno cada día, establece un medio decisivo de 
que la Nación resuelva por sí misma los conflictos 
que se susciten con sus representantes, y de corregir 
los abusos en que estos lleguen a incurrir. Por otra 
parte, existe el sistema del veto ejecutivo, que apli- 
cado razonable y prudentemente, sin que se con- 
vierta en instrumento de pugna entre los dos po- 
deres y de obstrucción sistemática a las voluntades 
del legislador, contribuye de manera eficaz a con- 
_servar el equilibrio entre ellos y a mantener al le- 
gislativo” en los límites de su legítimo campo de 
acción. : 


Es obvio que solamente el poder que tiene la 
facultad de dictar las leyes ha de poseer el de de- 
rogarlas, ora de una manera expresa, ora de modo 
tácito, por medio de una ley que regule íntegra- 
mente la materia, y que cuando es incompatible 
con la anterior la abroga. 

Donde existe el derecho consuetudinario, el de- 
suso es también una forma de derogatoria, porque 
si la costumbre es la ley perpetuamente hecha, 
rehecha o deshecha por el pueblo, el voto de éste es 
algo permanente, que nunca finaliza. Si la costum- 
bre es la expresión de las necesidades sociales, se 
modifica con los cambios de ellas, y aun llega a 
desaparecer en muchos casos. 
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Cuando la ley es tan perfecta y clara que no 
hay lugar a duda alguna sobre su intención o sobre 
los casos a que se refiere, sólo al poder judicial ¡ in- 
cumbe aplicarla, y esta es su función natural; pero 
si la ley es oscura, anfibológica, defectuosa; sí da 
lugar a interpretaciones contradictorias o que se 
excluyen, es menester que haya una autoridad en- 
cargada de fijar su verdadero sentido, de modo que 
se imponga a todos y que todos sepan a qué ate- 
nerse en cuanto a su significación y alcance. Esto 
no se hace rectamente sino por medio de una nueva 
ley, como lo dice el antiguo aforismo de derecho, 
-ejus est interpretare legem cujus est condere: corres- 
-—ponde interpretar la ley a quien la dicta. 
| Pero como no siempre es posible que el legislador 
interprete una ley deficiente u oscurá apenas se 
observe la deficiencia u oscuridad, es necesario que 
los jueces ejerzan esa facultad, no para darle una 
interpretación auténtica, sino simplemente la doc- 
trinaria. | 

En algunas épocas y países se ha querido dar 
fuerza de interpretación auténtica a varias decisiones 
uniformes del Tribunal supremo de la Nación dicta- 
das sobre una misma cuestión controvertida de de- 
recho; pero tal teoría es contraria al principio de 
la división de los poderes, y por eso hoy se acepta 
generalmente que varias decisiones uniformes de 
ese género sólo constituyen la doctrina legal más 
probable. : 


Si las corporaciones legislativas no tuvieran fa- 
—cultad para organizar con libertad lo relativo a su 
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régimen interior, y para estatuír con autoridad plena 
cuanto se refiere a la manera de discutir y adoptar 
las resoluciones de su competencia, no tendrían real- 
mente ni independencia ni autonomía, sino que esta- 
rían subordinadas a otro poder. Es facultad, pues, 
de las Cámaras expedir su propio reglamento, que 
contiene todo lo relativo al régimen de la corpo- 
ración y establece las reglas que se deben cumplir 


en los debates, sin que haya autoridad diferente que 


tenga facultad de apreciar la manera como se cum- - 
plen ese reglamento y estas prescripciones. 

Esa facultad de regular su régimen interior y 
los debates de las Cámaras legislativas, suponen, 
ante todo, la de designar dignitarios de las respec- 
tivas corporaciones, que las presidan y dirijan el curso 
de los negocios que se discuten. El sistema de nom- 
bramiento de presidentes de las Cámaras por una 
autoridad diferente de ellas, menoscaba su auto- 
nomía. | 

Los reglamentos de las Cámaras contienen las 
únicas sanciones que se imponen a sus miembros 
por los actos censurables que cometan en ejer- 
cicio de su mandato; pero esas sanciones, que sólo 
se ejercen en casos extraordinarios, nunca son di- 
ferentes del llamamiento al orden, o la censura, 
acompañada o no de la exclusión temporal de las 
sesiones. 
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CAPITULO XIII. 
Del poder ejecutivo. 


Del objeto y atribuciones del poder ejecutivo. — Naturaleza 
del cargo de jefe del poder ejecutivo. — Del período pre- 
sidencial en las Repúblicas, y de la manera de hacer la 
elección. — De la forma plural en la organización del 
poder ejecutivo. — De las funciones del jefe del poder 

ejecutivo. — De la cooperación de los ministros y de la 
manera de designarlos. 


Expedida la ley por el legislador, es necesario 
que haya otro poder o autoridad que la haga eje- 
eutar para que produzca sus efectos: tal poder es 
el ejecutivo, que si tiene derecho de intervenir en 
cierta medida en la expedición de la ley, después 
de expedida no tiene otra misión que la de cum- 
plirla, y hacer que la cumplan los miembros de la so- 
ciedad. « La ley, dice Saint Girons, es el derecho; 
la ejecución, el hecho; la ley es general, el “voto 
la perfecciona; la ejecución es individual, cuoti- 
diana, incesante. Su dominio es el presente, para 
las prohibiciones y las órdenes; el porvenir, para 
las medidas de precaución ; el pasado, para los fallos. 
La ejecución debe ser fiel a la ley, y el respeto de 
ella es la medida de su alcance, de su autoridad 
y de su independencia. Con tal de que obedezcan 
la ley, los órganos del poder ejecutivo tienen en- 
tera libertad y están exentos, o deben estarlo, de 
toda ingeréncia parlamentaria». 

Las funciones del Gobierno y de la administra- 
ción son numerosas y complejas, y por más que las 
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leyes entren en minuciosa reglamentación, es claro 
que hay un extenso campo en que aquél no tiene 
una norma precisa a la que deba sujetarse y, de consi- 
guiente, tiene que proceder de un modo discrecional, 
peligroso sin duda cuando aquellos a quienes se enco- 
miendan tales funciones no tienen la elevada noción 
del respeto debido a la ley y al derecho, y cuando 
no inspiran sus actos en el supremo criterio del 
bien general. | 

La ley resulta nugatoria si el encargado de 
ejecutarla no está identificado en miras con quien 
la expidió, y de ahí la necesidad del acuerdo de 
los dos poderes, sin lo cual las tareas del legislador 
resultarían infecundas y la voluntad de la repre- 
sentación nacional quedaría sustituída por la de un 
solo individuo. De ahí también que, aun mante- 
niéndose la independencia y separación de los po- 
deres públicos, sea menester que la constitución del 
Estado establezca reglas para conservar la armonía 
ente ellos, 


Numerosos son los órganos del poder ejecutivo, 
y no sería posible analizar su caracter y atribucio- 


nes minuciosamente, en un estudio elemental de la 


materia. La cuestión más controvertida a este res- 
pecto, y la que divide en campos contrarios a los 
partidarios de la república y de la monarquía, es 
la que se refiere a la naturaleza del cargo de jefe - 
del Gobierno; a la manera de designarlo y a la exten- 
sión de las atribuciones que sé le han de conferir. 

El trianfo del sistema de Gobierno representa- 
tivo, que lo fue a la vez el de la libertad política, 
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-— brajo paulatinamente la desaparición de los gobier-. 
: nos aristocráticos, monárquicos o democráticos abso- 
———lutos, que por unir en unas solas manos los dife- 
- rentes poderes, hacían imperar el despotismo, cenando 
no en el hecho, en el derecho. Eliminados tales go- 
biernos, se discute aún si el jefe del Gobierno debe 
ser designado por la elección o por la herencia; en qué 
forma debe ser elegido; cuál debe ser el origen de 
la elección, las funciones del electo y su responsa- 
bilidad. UbiSn se dividen las opiniones en la cues- 
tión de si debe existir un jefe del Estado, o si sería 
preferible que las funciones ejecutivas las desem- 
| peñara una comisión parlamentaria o un directorio. 
: En la forma monárquica, el rey es jefe del Es- 
tado, inviolable e irresponsable. Cuando un país 
está constituído conforme al sistema parlamentario 

o representativo, el rey es en él poder moderador, 
_que, como delegado de la Nación, guarda la armo- 
nía entre el parlamento y el ate y que si no 
logra dar solución a un conflicto entre las dos po- 
testades, llama al pueblo, convocándolo a eleccio- 
nes, para que lo decida. Ajeno a los intereses de los 
partidos políticos, e independiente de ellos, puesto 
que no les debe su cargo, desempeña: el nel de 
árbitro con provecho para los intereses de la Na- 
ción, la que siempre conserva la facultad de decidir 
sobre sus propios destinos, de dirigirse a sí misma. 
No existe hoy en el mundo civilizado monarquía 

que no tenga el carácter de hereditaria, porque si 
bien hay peligro de que la herencia dé a la Nación 

- Jefes incapaces o perversos, tal peligro se evita con 
el sistema representativo o parlamentario, que limi- 
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ta las funciones reales hasta el punto de que hoy es 
aforismo común que «el rey reina, pero no gobier- 
na », y por eso antiguas monarquías hereditarias, co- 
mo Ja inglesa, son modelos de repúblicas. | 

Por el contrario, las monarquías electivas tales 
como que existieran en las Hungría y Polonia, de- 
jaron huellas de cruentas € interminables guerras, 
ocasionadas por la elección de mandatarios, y aca- 
baron por sus divisiones en trágica pérdida de la 
autonomía, lo que ha hecho que se ténga por de- 
sechado definitivamente el sistema electivo. 

En casi todas las repúblicas, el jefe del Gobierno 
es un presidente, elegido para período determinado, 
que en las repúblicas parlamentarias ejerce las fun- 
ciones del rey en las monarquías constitucionales, 
y en las representativas de régimen presidencial aun 
- Otras mayores. 

Cuestión controvertida es la de si el período pre- 
sidencial debe ser muy breve o extenderse por va- 
rios años. Los períodos demasiado cortos adolecen 
del inconveniente de que en el tiempo que media 
de la posesión del electo al momento en que co- 
mienzan los preparativos de una nueva elección, 
apenas se alcanza a iniciar el desarrollo de un plan | 
gubernativo, de lo cual resultan perjuicios para la 
buena murcha de los asuntos administrativos. Un 
período tal, como el adoptado en Francia, sin 
que sea excesivo, fortifica el poder ejecutivo un 
tanto debilitado, especialmente en Jos países en 
donde existe el sistema parlamentario, y es, ade- 
más, un elemento de moderación en el Gobierno. 

La libertad de reelegir al individuo que ejerce 
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la presidencia en el período que sigue inmediata- 
mente al de un primer mando, es causa de graves 
perturbaciones, y ocasión próxima de violar el res- 
peto debido al sufragio libre. Es difícil que quien 
se halla en el ejercicio del poder o sus partidarios 
y agentes resistan a la tentación de prolongar su 
mando, y para alcanzarlo no siempre se acatan las 
leyes electorales ni se usa de medios lícitos. En los 
Estados Unidos de Norte América se han visto ejem- 
plos de ello, y sólo el respeto a la tradición creada 
por Washington, quien no permitió que se le eligie- 
ra para un tercer período presidencial, ha impedido 
que algunos presidentes prolonguen indefinidamente 
su permanencia en el Gobierno, con detrimento de 
los principios constitucionales y republicanos. 
Hay varias opiniones respecto del cuál ha de ser 
el sistema para la elección del presidente en las 
Repúblicas, aunque con el fin de que los poderes 
legislativo y ejecutivo tengan igual autoridad den- 
tro de sus respectivas esferas de acción, debiera 
ser común el origen de uno y otro, es decir que 
convendría que la elección de uno y otro fuera po- 
pular. La Constitución de los Estados Unidos se- 
guida como modelo por otras, adoptó el sistema de 
que cada uno de los Estados que componen la 
Unión elija, conforme a sus propias leyes, un número 


de electores igual al de miembros que le correspon- 


den en el Congreso; los electores, reunidos en sus res- 
pectivas capitales, votan para presidente y vice- 
presidente. Las listas en que constan los resultados 
de la elección se remiten al presidente del Senado, 
quien en presencia del Congreso hace el escrutinio. 
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Si así no se obtiene un resultado preciso, la Cáma- 
ra de Representantes designa el presidente de en- 
tre los tres candidatos que hayan tenido mayor nú- 
mero de votos, y el Senado el vicepresidente, de en- 
bre los dos candidatos que hayan tenido mayoría. 

Este sistema, concebido para resguardar el prin- 
cipio de la E ODSEnÓS de los Estados, ha merecido 
muy justas censuras; pero principalmente se le ob- 
jeta porque no se obtiene con él la genuina expre- 
sión del querer del pueblo, sino que, en realidad, 
son los grupos de políticos de profesión, en cada 
Estado los verdaderos electores. Sin embargo, ésa 
misma forma de elección o una análoga, es la adop- 
tada en varias Constituciones sudamericanas. 

En Francia se adoptó para la elección al ini- 
ciarse la segunda República en 1848, el sistema del 
voto directo del pueblo con el sufragio universal; 
así fue electo Luis Napoleón, que luégo, por un pS 
pe de cuartel, se declaró emperador. Ese resultado, 
que sometió E nuevo aquella nación al régimen 
despótico por veinte años, hizo que al restablecerse 
la República, se adoptara en 1875 el sistema de la 
elección parlamentaria por las dos Cámaras reuni- 
das en asamblea. 

En las Constituciones recientes de Alemania y 
OhecoesJoyaquia, la primera determina que el pre- 
sidente sea elegido por el pueblo, y da para ello 
el derecho de sufragio a todo aleman mayor de 
39 años; en Checoeslovaquia el Presidente es ele- 
Jido por la Asamblea nacional, es decir por la d0S 
Cámaras reunidas. 

Al sistema de la elección directa del pueblo por 
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el sufragio universal, se le impugna con el argu- 
mento de que lleva la nación al conflicto de dos 
poderes, porque emanados ambos de un mismo ori- 
gen y sintiéndose igualmente fuertes en la opinión, 
emprenden para obtener la preeminencia, una lucha 


que es probable que termine con la victoria del 


jefe del ejecutivo, trocado así en dictador. No siendo 
reelegible el jefe del Estado, careciendo de la fa-- 


cultad de disolver las Cámaras o una de ellas, y 


siendo a la vez responsable y jefe de la fuerza pú- 
blica, es posible que caiga en la tentación de vencer 
violentamente a las Cámaras. | 

Optóse, en Francia, en 1875, por el sistema, que ' 
hoy rige de elección parlamentaria del presidente, 
contra la cual se arguye que da por resultado la 
sumisión absoluta del jefe del Gobierno a las Cá- 
maras legislativas, lo que pugna con el principio de 
la separación e independencia de los poderes pú- 
blicos. A esta objeción se ha respondido que en rea- 
lidad cuando el poder legislativo no está consti- 
tuído sino por una sola Cámara, hay posibilidad de 


que se llegue a esa sumisión; pero que si existen dos 


Cámaras, como sucede hoy en lo general, se con- 
trapesan ellas mutuamente, y no siendo el presidente 
criatura de ninguna de las dos, es independiente res- 
pecto de ambas, y ejerce su autoridad sin otras tfa- 
bas que las constitucionales, «a lo que se agrega que 
la facultad de disolver la Cámara popular, en caso 
de conflicto, para que el pueblo exprese en nuevas 
elecciones su voluntad, robustece la autoridad eje- 


-cutiva y confirma su autonomia. Pero es la ver- 
- dad que el sistema de elección de presidente por 
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el parlamento, ha anulado casi por completo la a 


autoridad presidencial, reducida de hecho a la de- 


signación de un miembro de las mayorías de las Oá- 
maras para que éste forme y presida el Ministerio, 
que ejerce como intérprete de la voluntad de aque- 
llas la plenitud del Gobierno, de donde indudable- 
mente resulta la falta de autonomía e independen- 
cia del ejecutivo, condiciones indispensables del régi- 
men representativo. Un jurista francés advierte que 
en ese régimen «el poder ejecutivo absorbido por 
una rama de la legislatura — la Cámara de dipu- 
tados, — no es sino un instrumento de ella ». ! 

En el fondo este concepto es admitido por los 
publicistas casi unánimemente. Cuando se com- 
para, dice Esmein, el presidente de la República fran- 
cesa, tal como lo han creado las leyes constitucionales 
de 1875, con otro jefe de la República, por ejemplo con 
el presidente de los Estados Unidos, se ye que el pri- 
mero posee derechos que no tiene el segundo: — 
derecho de nombramiento para todos los empleos; 
derecho de celebrar libremente ciertos tratados; de- 
recho de disolver la Cámara de diputados con el con- 
sentimiento del Senado, para no citar sino los prin- 
cipales, — se llega a creer que el primero tiene más 
autoridad que el segundo, aunque en realidades lo 
contrario. Los poderes del presidente de los Estados 
Unidos son más restringidos, constitucionalmente, 
pero en la extensión que tienen, los ejerce por sí 
solo, con plena independencia, sin verse cohibido por 
la acción de sus ministros, sin tener necesidad: de 
consultarlos, con toda la autoridad moral que le 
da la elección popular hecha en él. La República 
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francesa, al contrario, según la Constitución de 1875, 
es una República esencialmente parlamentaria... ». 


Se designa por elección indirecta de primer grado 
al jefe del Poder ejecutivo, en Costarrica, Paraguáy, 
República Argentina, Chile y Santo Domingo. En 
Uruguay y Haíti el Presidente es electo'por el par- 


lamento, y se le designa por voto popular directo 


en Alemania, Colombia, Guatemala, Salvador, Hon- 


' duras, y Brasil. En Bolivia se elige Presidente por 


el voto de los bolivianos de nacimiento que reúnan 


los requisitos necesarios para ser Senadores. 


La forma plural del poder ejecutivo, que con- 
siste en que lo ejerza no un solo individuo, cabeza 
y jefe de él, sino varios, con igual categoría y auto- 
ridad, solamente existe desde 1848 en la Confede- 
ración Suiza, donde da satisfactorios resultados de 


—bido a las condiciones excepcionales de aquel pueblo, 


y a que la Constitución expedida en aquel año no 
hizo otra cosa que adoptar para la República lo 


consagrado por antigua tradición para el gobierno 


de los Cantones confederados. 

Otros y deplorables fueron los resultados que la 
forma plural del poder ejecutivo produjo en Francia 
a la caída de la monarquía, en los últimos años del 
siglo XVII. La reacción republicana extremada, 
no se limitó a suprimir con la monarquía y la per- 
sona del monarca mismo aquella forma de gobierno, 


- sino que quiso abolir cuanto presentara una sombra 


de analogía con las instituciones derrocadas. Con- 


-fundiendo la república con la anarquía, a la vez 
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que echó en olvido, entre otros principios cardi- 

nales de la forma republicana, el de la separación 

de los poderes públicos, eliminó en el hecho uno 
de éstos, el ejecutivo, y dejó poco menos que anu- 

lado el judicial, con lo que, refundidos en una sola 
corporación todos los poderes, se creó una de las 

peores tiranías que registra la historia. 


Las funciones del jefe del poder ejecutivo, pre- 
sidente o rey, a quien algunos piden que se deno- 
mine con más propiedad jefe del Estado, son muy 
numerosas y de diferentes índoles, según que se 
refieren a los varios ramos del Gobierno. Hay Cons- 
tituciones que clasifican aquellas funciones en tres 
grupos, según la relación que su ejercicio tiene con 
el poder legislativo, con el poder judicial, o con la 
administración pública propiamente tál, y en este 
concepto hay quienes afirman que el poder ejecu- 
tivo, fuera de las atribuciones naturales relativas 
al Gobierno y administración, tiene también otras 
legislativas y judiciales. Pero lo que es verdad en 
lo tocante a la facultad de intervenir en la propo- 
sición, discusión o sanción o promulgación de las 
leyes, no lo es, o no debe serlo, en lo que se refiere 
a la autoridad judicial, que si en el terreno filosófico 
O meramente especulativo se puede sostener que 
forma parte del poder ejecutivo, en la práctica de 
un sistema constitucional y representativo, como 
existe en las naciones modernas, tiene que disfrutar 
de autonomía e independencia absolutas, mayores, 
si cabe, que la reconocida a los otros dos poderes. 
Y es an oras este principio, que hoy se re- 
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conoce unánimemente que es tanto más perfecta la 


ley fundamental de un pueblo cuanto mejor esta- 


blezca y proteja la independencia de la administra- 
ción de justicia, poniéndola fuera del radio de las 
influencias de los poderes legislativo y ejecutivo. 

Para la enumeración y examen de las facultades 


- del jefe del ejecutivo, y para ese solo fin, se cla- 


sifican sus atribuciones en los tres grupos señala- 
dos: a) funciones que se relacionan con el poder 
legislativo; b) funciones que se relacionan con el 
poder judicial, y c) funciones propiamente ejecuti- 
vas o de suprema autoridad administrativa. 

La' Constitución de cada Estado enumera con 
más o menos prolijidad, las funciones del jefe del 
ejecutivo en relación con el poder legislativo: al- 


gunas lo hacen de una manera minuciosa; otras 


solamente establecen los principios generales, que 
luégo se desarrollan en la legislación. 

Entre las funciones ejecutivas que tienen rela- 
ción con el poder legislativo, es la primera la de 
sancionar y promulgar las leyes. Después de diseu- 


tido un proyecto de ley en las Cámaras legislativas, 


conforme a los preceptos constitucionales y a los 
reglamentarios de cada Cámara, pasa al poder eje- 
cutivo para que se cumpla la formalidad esencial 


de sancionarlo y promulgarlo, lo que se verifica en 


un solo acto en el que se da la sanción y se or- 
dena la promulgación, salvo que el jefe del ejecu- 
tivo ejerza el derecho de veto que le conceden al- 


- gunas Constituciones. 


La promulgación es el acto por el cual el jefe 


del ejecutivo reconoce que la ley se le ha trasmi- 
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tido conforme a los preceptos constitucionales, y 
ordena, en consecuencia, que se haga conocer del 
pueblo para su cumplimiento, lo que se efectúa 
por medio de la publicación. Y es obvio que la ley 
debe ser promulgada, porque a nadie obliga el cum- 
plimiento de una ley que no le es conocida. Por- 
talis definió la promulgación diciendo que es «la 
edición solemne de la ley; el medio de hacer que 
conste su existencia y de vincular el pueblo a su 
ejecución >». 

No todos publicistas aprecian de un mismo modo 
el carácter que se debe dar a la promulgación: sos- 
tienen unos que es el primer acto de ejecución de 
la ley; otros, por el contrario, creen que es un acto 
complementario de ella, sin el cual no se le reputa 
perfecta, sobre todo cuando forma un solo acto con 
la sanción. No hay duda de que así se debe con- 
siderar en los países donde el poder ejecutivo tiene 
el derecho del veto, puesto que aun discutido ya 
un proyecto en las Cámaras legislativas, en los di- 
ferentes debates que prescriben la ley o el regla- 
mento, todavía el jefe del ejecutivo tiene facultad ' 
de objetar ese proyecto, que si no obtiene: de nuevo 5 
el voto legislativo, carece de fuerza de ley. Para 
resolver las dificultades o conflictos que en estos 
casos se lleguen a presentar entre los dos poderes, 
se ha adoptado en algunas naciones el sistema de 
que cumplidos en las Cámaras legislativas los re- 
quisitos para la expedición de la ley, si el jefe del - 
ejecutivo se niega a darle la sanción y a ordenar 


la promulgación, como está obligado a hacerlo, lo 


haga el presidente del Lon aresa 0 del Parlamento. id 
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-—Si varias Constituciones dan el derecho de veto 
al jefe del Gobierno ejecutivo — facultad que evi- 
-dentemente, hace de éste un poder colegislador — 
tal derecho no tiene en todas partes una misma 
forma ni una misma fuerza. En Francia, verbigra- 
cia, el presidente de la República puede pedir a las 
Cámaras por mensaje especial una nueva delibera- 
ción sobre determinada ley; pero votada de nuevo 
- Ésta en aquellas por la mayoría ordinaria, son ya 
ineludibles la sanción y promulgación. No sucede 
lo mismo en los Estados Unidos de Norte América, 
porque allí, si el presidente objeta la ley que se le 
envía para la sanción, es menester que las dos Cá- 
maras la voten de nuevo con una mayoría de los 
dos tercios de votos en cada una de ellas, sin lo 
cual el proyecto de ley carece de fuerza, no recibe 
la sanción ejecutiva, ni se promulga. 

En los países de régimen parlamentario, el dere- 
cho de veto que la Constitución da al jefe del eje- 
cutivo ha caído en desuso, porque si el ministerio 
con cuyo concurso obran el rey o presidente de- 
pende de la mayoría del parlamento, no puede llegar 
el caso de que se ejerza ese derecho. El ministerio 
concurre a las deliberaciones de las Cámaras, y allí 
es natural que impugne los proyectos de ley que 
juzgue inconvenientes: si a pesar de combatirlos, 
las Cámaras los votan, el ministerio debe dimitir, 
y no se podría constituír uno nuevo que sustentara 
las mismas ideas del anterior sobre la cuestión de 
la ley debatida. El derecho de veto es, pues, en esos 
países letra muerta, y no hay memoria, verbigracia, 
de que en Francia se haya hecho uso de él durante 
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el imperio de la Constitución republicana de 1875. 

La diferencia entre el veto de los países de ré- 
gimen parlamentario y el que existe en los de ré- 
gimen presidencial, como los Estados Unidos, es la 
de que en los primeros tiene el Gobierno respecto 
del legislativo derechos y facultades que no tiene 
en los segundos. En los Estados Unidos, los. secre- 
tarios del despacho ejecutivo no concurren al de- 
bate de las leyes; el presidente no puede suspen- 
der las sesiones del Congreso, ni disolver una de 
las Cámaras: carece, pues, de todo medio de resis- 
tencia diferente del que le da el derecho de veto 
contra los actos inconvenientes de una mayoría 
transitoria. E 

La Constitución de Alemania de 1919, establece - 
una nueva forma de veto, que confiere al Consejo na- 
cional. Cuando éste ejerce tal derecho, el Gobierno 
- presenta el veto al Reichstag para que lo discuta. 
Si el Reichstag y el Consejo no se ponen de acuer- 
do, el presidente puede someter el asunto a un re- 
ferendum, y si no lo hiciere así en el término de tres 
meses, la ley queda insubsistente. Si el Reiehstag 
rechaza las objeciones del Consejo, con los dos ter- 
cios de sus votos, se puede promulgar la ley o some- 
terla a un referendum, discrecionalmente.. 

Algunas naciones de la América latina, entre 
las que se señala especialmente el Brasil, han que- 
rido establecer en sus leyes el poder ejecutivo fuerte 
y vigoroso de los Estados Unidos; pero sin adoptar 
todas y cada una de las disposiciones que regulan 
sus relaciones con el poder legislativo, y a la vez 
han quitado a este último o a una de sus Cámaras, 


, 
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varias de las importantes prerrogativas que tiene 


en los Estados Unidos, tales como la potestad de 
aprobar los mentos que hace el presidente 
para los cargos públicos, principiando por los de 


- sus secretarios, los de jefes del ejército y de ministros 
- diplomáticos, y no han logrado otra cosa que crear 


- Un sistema de permanente conflicto entre los dos 


poderes, conflictos que por no existir otro medio 


de darles solución pacífica y legal, se resuel ven, en 


ocasiones en conmociones armadas. El veto ejecutivo 
en países constituidos de tal suerte, en vez de servir 


para conservar la independencia de los poderes y 


- para moderar la acción de una mayoría transitoria 


de las Cámaras, usado imprudentemente da resul- 
tados funestos, como los del sistema intermedio 
entre el parlamentario y el representativo, que si, 
« pretende que marchen de frente dos sistemas de 


gobierno opuestos, no obtiene otra cosa que los in- 


- convenientes del uno y del otro ». 


En la mayor parte de las naciones regidas por 


los sistemas representativo y parlamentario, se da 


al Gobierno la facultad de presentar a las Cámaras 


proyectos de ley y de concurrir a los debates por 


medio de los ministros. Así Jo establecen las leyes 


fundamentales de Inglaterra, Francia, Bélgica, Ale- 
mania, Prusia, Austria, Hungría, Suiza, Checoes- 


_lovaquia y de la mayor parte de las ode lati- 


noamericanas. Como excepción de países que no si- 
guen esa práctica, se cita a los Estados Unidos de 


Norte América y al Brasil. En las dos últimas ña- 
ciones no pueden presentar proyectos sino los miem- 


poros O comisiones de las Cámaras No | 


hs 
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El sistema que da al poder ejecutivo conjunta- 
mente con el legislativo la facultad de iniciar la 
expedición de las leyes, y que lo autoriza para in- 
tervenir en su debate, concilia de una manera muy 
acertada las prerrogativas de los dos poderes, y 
establece entre ellos contrapeso útil para los inte- 
reses nacionales. Sólo la falsa noción de lo que cons- 
tituye la separación de los poderes hace que se 
niegue al jefe del ejecutivo una intervención de ese 
género en-la expedición de las leyes. Quién admi- 
nistra permanentemente los intereses de la Nación, 
como encargado de ejecutar y hacer cumplir las 
leyes, tiene que ver con claridad los vacíos que 
existen en la legislación, como las reformas e.imno- 
vaciones que ha menester: negarle el derecho de 
iniciativa o intervención a tal respecto, sería yerro 
manifiesto. E 

No se desconoce, sin embargo, que atribuír la 
facultad de iniciar las leyes exclusivamente al Go- 
bierno menoscabaría la autoridad del legislador, hasta 
tal punto que llegaría a hacer poco menos que nu- 
las sus atribuciones, y no sería raro que anhelos 
nacionales, verdaderas necesidades del país, queda- 
ran de ese modo desatendidos o sin eco en la legis- 
latura. 

La forma de intervención del Gobierno en los 
debates parlamentarios por medio de sus ministros, 
“se determina en los reglamentos de las Cámaras de 
cada país. ] 

En las naciones en donde el Gobierno no propone 
directamente proyectos de ley, como en los Estados 
Unidos, se le reconoce la facultad de dirigir men- 
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-—sajes especiales al Congreso para indicar la necesi- 


dad de expedir una ley o de modificar o reformar 
las existentes. 


La teoría de que se ha de conceder al Gobierno 
facultad de asumir en determinadas circunstancias 
de conmoción o turbación del orden público interno 
o de guerra con el extranjero funciones legislativas, 
es fuente de graves abusos y pone en la Constitución 


- misma el germen de su desconocimiento. La con- 


fusión de los diferentes poderes públicos en unas 
solas manos, aunque transitoria, conduce al despo- 


-—tismo. El Gobierno que por un momento pisa esa 


senda, avanza luégo en ella casi fatalmente, no se 
detiene ya, y es absurdo que una Constitución con- 
tenga entre sus cánones lo que ha de servir para 
desconocerla y suspender su imperio. Si por ese 


camino se pretende constituír un régimen fuerte, 


que reprima el desorden y tenga medios de mante- 
ner las garantías sociales, sobre todo en nacionali- 
dades nuevas, atligidas por el flagelo de la guerra 


civil, no se debe olvidar que en esos mismos países 


las más de las veces son los gobernantes los auto- 
res de las rebeliones, los que desconocen el régi- 
men legal para sustituírlo con su voluntad, asu- 
miendo una dictadura sui generis que, a diferencia 
de la de los tiempos de Roma, no surge para de- 
fender los derechos de la Nación y salvar su sobe- 
ranía, sino para proteger y amparar mezquinas am- 
biciones. Es de simple buen sentido que si la ley 
fundamental de un pueblo debe contener cuanto es 


. Necesario para conservar el orden contra posibles 
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conmociones s populares, no ha de dejar inerme y 
maniatada a la Nación para defenderse de quienes 
lleguen a desconocer esa misma ley. 


La reunión permanente del Cuerpo legislativo 
aunque con interregnos en las sesiones de las Cá- 
maras, es un medio para que haya quien dicte en 
oportunidad las disposiciones que requiera una si- 
tuación anormal, sin violar los principios funda- 
mentales del régimen representativo. Así se puede 
convocar y reunir en cualquier momento el par- 
lamento, por llamamiento de su propio presidente, 
o por el del Gobierno, cuyas facultades para los 
primeros momentos de una época de turbulencia 
se deben limitar a las de suspender transitoriamente 
el ejercicio de ciertos derechos individuales; pero 
siempre con la obligación de someter sus providen- 
cias a la aprobación de la Representación nacional, 
que se debe reunir en el término más breve des 
pués de su convocatoria. 


La tendencia de las Constituciones modernas es 
reducir las funciones judiciales del jefe del Gobierno, 
que en otras épocas eran muy importantes y nu- 
merosas. Hoy esas funciones se ponen en manos 
de magistrados cuya independencia se protege por 
todos los medios, para asegurar la imparcialidad de 
sus fallos y hacer más cierta la garantía de los de- 
rechos que la Administración de justicia tiene la mi- 
sión de amparar y hacer efectivos. 

Propiamente se puede decir, de consiguiente, 
que el poder ejecutivo no tiene funciones judicia- 
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les, aunque algunas de sus atribuciones se relacio- 
nan con el poder judicial. Así, por ejemplo, el jefe 
del poder ejecutivo en algunos países es cabeza del 
Ministerio público, al cual da órdenes e instrucciones 
para iniciar procedimientos judiciales o promover 
su iniciación, y también dicta providencias, cuando 
lo cree conveniente, como funcionario instructor; 
pero éstas y otras facultades análogas, que se refie- 
ren a los preliminares de un proceso, no se consi- 


-deran generalmente judiciales, aunque hay tratadis- 


tas como Bluntschili que las denominan así. 
Hay naciones en donde el jefe del Gobierno 


biene la facultad de conmutar la pena de muerte, 
- de conceder amnistías o indultos generales o parcia- 


les, por una sola o por toda clase de delitos. En 


otros la potestad de conceder gracia pertenece 'al 


legislador. La amnistía supone que no se ha come- 


tido. el delito y hace desaparecer todas las conse- 


cuencias penales y civiles del hecho criminoso; el in- 
dulto, sin usar de esa ficción, suspende, en tado o en 
parte, los efectos de la Nica judicial. Motivos de 
interés público, especialmente cuando se trata de de- 
litos políticos; la necesidad de sosegar los espíritus 
y de devolver la tranquilidad turbada a una nación, 
son el fundamento de esas medidas; pero oda 
se puede decir con propiedad que la facultad con 
que se dictan sea función judicial. 

Más difícil es decidir si la facultad de rebajar 
una parte de la pena a que ha sido condenado un 
individuo, constituye o no una función judicial del 


ejecutivo. Considerada la rebaja de pena como in- 


dulto parcial, le sería aplicable la observación que 
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precede; pero si se tiene en cuenta que para con- 
ceder la rebaja, es menester comprobar que el as- 
pirante a ella ha cumplido ciertas condiciones, que 
ha observado buena conducta, etc., ya es otra la cues- 
tión, y el ánimo se inclina a decidir que esa fun-- 
ción tiene por tal aspecto el carácter de judicial, 
aunque, por lo común, la apreciación de las pruebas 
la hacen los tribunales, y sobre.su dictamen o con- 
cepto se funda la resolución ejecutiva. 


Las funciones que se llaman con propiedad eje- 
cutivas, que comprenden las administrativas y la 
potesta 1 reglamentaria, son muy numerosas, las más 
vastas y complejas de todas, y las que dan al po- 
der ejecutivo su nombre, lo caracterizan y distin- 
guen de los demás OS 

Es la primera de esas facultades cumplir la ley 
en lo que concierne al poder ejecutivo, y hacer que 
se cumpla y obedezca por los ciudadanos; pero una 
cosa es formular un principio o una regla general 
y consignarlos en la ley, y otra diferente desarro- 
llar ese mismo principio, ponerlo en práctica en 
los diferentes casos concretos que se presentan; 
prescribir las formalidades que se deben cumplir, 
en fin, dar aplicación recta a las leyes para que sean 
efectivas, y prevenir su violación voluntaria o in- 
voluntaria. 

Ardua tarea es la de reglamentar la ley, que 
supone en los funcionarios encargados de hacerlo 
experiencia administrativa, conocimiento exacto de 
la legislación, de los precedentes gubernativos, y 
ante todo un espíritu de sumisión y acatamiento a 
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la voluntad del legislador, que inspire todos y cada 
uno de los actos de la administración. Sin ese espí- 
ritu resultaría que la reglamentación, en vez de ser 
el desarrollo lógico de la ley, modificaría y falsearía 
sus principios. 

En la práctica se presentan dificultades graves 
para saber dónde termina la ley y dónde empieza 
la reglamentación. Para evitar en lo posible errores 
en esa materia, existe en algunos países una entidad 


que por ciertos aspectos se considera como interme- 


diaria entre el poder legislativo y el ejecutivo, en- 
tidad de que se tratará luégo, compuesta de hom- 


bres de versación en el derecho, independientes, e 


imparciales, que está en capacidad de estudiar aten- 
tamente y de resolver con el mayor acierto cuanto se 
refiere a la facultad reglamentaria. 

Las funciones propiamente ejecutivas del jefe 
del Estado no son unas mismas en las Constitu- 
ciones de los diferentes países. La autoridad del 
poder ejecutivo se extiende a tántas materias, que 


su influencia es decisiva en el Gobierno todo de 
Un país, y ejerce un contrapeso saludable a la pe- 
-—Jligrosa omnipotencia parlamentaria. Pero con esa 


misma extensión y variedad de las funciones eje- 
cutivas, todas se resumen en dos: asegurar el orden 
interior y exterior manteniendo la soberanía y dig- 
nidad de la Nación, como los derechos sociales o 
garantías individuales de los ciudadanos, y proteger 
cuanto tienda al progreso nacional. 

Para asegurar el orden interior y exterior, el 
jete del ejecutivo dispone de la fuerza pública, y 


en algunas naciones se le permite tomar el mando 
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directo de ella; en otras, para hacer esto último, 
necesita separarse mientras lo haga de las funciones 
ejecutivas. | | 

Generalmente se considera que esta facultad de 
mandar la fuerza armada envuelve peligros para la 
independencia del poder legislativo, y por ello en 
algunas naciones se somete a la aprobación de éste 
o de una de las Cámaras el nombramiento del co- 
mandante del ejército. En Inglaterra existe lo que 
se apellida el mutiny bill, ley que se debe votar 
anualmente y sin la cual se disolvería el ejército, 
porque ella es la que mantiene la disciplina y con- 
fiere autoridad a los jefes. Pero todas esas medidas 
resultarían ilusorias donde no esté el ejército orga- 
nizado de tal suerte que sea la ley y no la voluntad 
de un hombre su norma suprema. El régimen par- 
lamentario moderado, con una sabia organización, 
es garantía verdadera contra ese género de peligros; 
pero sobre todo que el jefe del Estado tenga el tí- 
tulo de su autoridad en el querer nacional. «Hay 
según Tocqueville, un momento en que la Consti- 
tución de los pueblos, cualquiera que sea su índole, 
tiene que deferir al buen sentido y a la virtud de 
los ciudadanos... No hay país en donde la ley pueda 
preverlo todo, en donde las instituciones se sus- 
tituyan a la razón y a las costumbres ». 


La facultad del jefe del Gobierno de nombrar 
los empleados civiles y militares de la Nación es 
de la mayor importancia, y una de las que exigen 
mejor criterio y más amplio espíritu, inspirados en 
las necesidades e intereses nacionales y no en el 
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propósito de distribuír recompensas políticas, de fa- 
vorecer grupos, bandos o círculos personales. 

En los Estados Unidos de Norte América el pre- 
sidente nombra todos los empleados civiles y mili- 
tares del orden federal; pero para hacer los nombra- 
mientos de los funcionarios superiores en cada ra- 
mo necesita de la aprobación del Senado. La regla 
está consignada así en la Constitución: «El presi- 


dente nombra con asentimiento y aprobación del 
Senado, los embajadores, y otros ministros públicos 
y los cónsules, los jueces de la Corte suprema, y 
todos los demás funcionarios de los Estados Unidos, 
cuyo nombramiento no regule la ley de otra manera». 
En Francia, la potestad de nombrar los funciona- 
rios civiles y militares, corresponde al presidente 
de la República; pero como no puede hacerlo sin 
el concurso del ministro en cada ramo, y los minis- 
tros en el sistema parlamentario están sometidos a 
las Cámaras legislativas, es obvio que aquella facul- 
tad tiene una restricción igual o mayor que la con- 
-— signada en la Constitución de los Estados Unidos. 
Cualquiera que sea el método que se adopte en el 
particular, el poder legislativo debe conservar la 
potestad de cambiar la autoridad que ha de hacer 
los nombramientos, como la de señalar la condicio- 
nes que deben reunir los individuos que se nom- 
bren para cada empleo, o de determinar que los 
empleos se. provean por elección. 

Si incumbe al presidenté o jefe del gobierno la 
facultad de proveer los empleos públicos, ha de tener 
asimismo la de revocar los nombramientos que haga, 
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derecho que se le reconoce aun en los países en 
que tales nombramientos se someten a la aproba- 
ción de una entidad como el Senado. Y es claro 
que quien está encargado de la suprema dirección | 
de los asuntos administrativos con la responsabi- 
lidad consiguiente, ha menester de facultad para 
remover los funcionarios que por su conducta irre- 
gular, por carencia de las aptitudes o condiciones 
necesárias para desempeñar el empleo, no deben 
. permanecer en él por conveniencia pública. 

Pero si este es el principio indiscutible, también 
la buena administración de los intereses generales, 
y un derecho sui generis de quienes sirven eficaz y 
honradamente a la nación, exigen que, aun sin leyes 
escritas, la costumbre elevada a categoría de ley, 
establezca ciertos límites a la facultad o libertad 
del jefe det gobierno de remover a los funciona- 
rios, y que cree reglas precisas de permanencia 
en el servicio como de ascensos por merecimien 
tos, con lo cual, a la vez que se asegura la bue- 
na administración pública, servida por funciona- 
rios;que conocen los intereses confiados a su cui- 
dado, por haberlos estudiado metódicamente durante 
años, se da un justo estímulo a quienes son acree- 
dores a conservar una posición ganada con su es- 
fuerzo. Los países en donde se consideran los 
empleos públicos como botín de guerra de los yen- 
cedores en lides electorales, o en donde el jefe del 
Gobierno entiende que puede disponer de ellos como 
de un patrimonio personal, carecen de verdadera 
administración pública, 

Contra prácticas como éstas se inició en Ingla- 


y 
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terra una reacción en 1832, que ha ido acentuán- 
dose lentamente. Primero, se establecieron exáme- 
nes para la entrada en la carrera administrativa; 
_luégo, se crearon concursos para la provisión de gran 
número de empleos, con el fin de comprobar que 
los candidatos poseen la inteligencia, conocimientos 
-y educación que ha menester quien toma a su cargo 
funciones públicas. 

Sin embargo, a los funcionarios nombrados por 
ese sistema se les puede siempre remover por el 
Gobierno. «La permanencia en un empleo del ser- 
vicio civil, dice Lowell, la establece la costumbre y 
no la ley, porque los funcionarios de que se trata 
son nombrados por el tiempo que plazca, y pueden 
ser removidos en cualquier momento por justa 
causa... Como jamás se adinitió la costumbre de re- 
mover a los funcionarios por motivos de partido, 
es natural que con el desarrollo del gobierno par- 
lamentario, la diferencia de situación entre los jefes 
políticos que cambian y sus subordinados pS 
nentes, se haya ido acentuando con más y más 
claridad, y que el progreso en esa materia haya 
llegado hasta tal punto que la remoción de un fun- 
cionario por motivos políticos sea desconocida, ora se 
trate de la administración nacional, ora de la local... 
Pero no sólo la influencia política ha cesado de de- 
terminar los nombramientos para empleos, sino que 
se ha eliminado completamente en materia de pro- 
mociones... La abstención de la política y la per- 
manencia en el empleo deben ir juntas, porque es 
evidente que no se debe conservar al funcionario 
en su empleo a pesar de los cambios de los par- 
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tidos en el Gobierno, sino cuando esos mismos fun- 
cionarios no toman parte activa en los sucesos que 
producen esos cambios ». 


La nueva Constitución de Alemania, establece 
como regla general que los empleos del Estado, 
salvo disposición especial, son vitalicios, y que los. 
funcionarios no pueden ser removidos, suspendidos 
o destinados a un empleo inferior, sino mediante 
procedimientos legales previamente establecidos, en 
los que aquellos gozan de amplios medios de de- 
fensa. Los empleados, dice la Constitución, son ser- 
vidores de la Nación y no de un partido, y son libres 
para prácticar el credo político que a bien tengan 
y para asociarse. 


Entre las funciones de jefe del gobierno de ma- 
yor importancia, se cuenta la de representar a la 
Nación en sus relaciones con las demás, materia 
en que las distintas Constituciones don siste- 
mas que, si son diferentes, se refieren en lo sus- 
—tancial a dos: el que hace esta función meramente 
ejecutiva y la pone de manera exclusiva en manos 
del jefe del Estado, y el que da intervención más 
o menos eficaz y extensa en la materia al poder 
legislativo o a una de sus Cámaras. que para el 
efecto viene a ejercer las funciones de Consejo de 
Gobierno. ) 

La función de representar al Estado en sus re-. 
laciones con los demás, comprende necesariamente 
dos géneros de facúltades: la de dirigir la acción 


diplomática, que incluye la potestad de nombrar los 


agentes de este ramo, darles' instrucciones y dirigir 3 
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su acción, y la de celebrar pactos con los demás 
Estados, en todas las materias que constituyen las 
relaciones internacionales. | 

Se comprende que la facultad de dirigir las re- 
laciones diplomáticas, entendiendo por tales la de 
nombrar y recibir agentes diplomáticos, discutir y 
preparar los tratados, arreglos o convenios, sea una 
facultad del jefe del ejecutivo, porque un nego- 
ciado de este género supone la existencia de una 
autoridad que funcione permanentemente; que po- 
sea, además, condiciones de prudencia, ¡ilustración 
“y reserva, no fáciles de reunir en una corporación. 
Es, pues, indiscutible que. de esa parte de la acción 
diplomática se debe encargar al poder ejecutivo; 
pero como los pactos internacionales, los tratados 
de paz, de límites, de comercio y navegación, los 
arreglos y convenciones pecuniarias o referentes al 
derecho internacional privado, suelen tocar a los 
mayores intereses de una nación: su territorio, su 
honor, es evidente que si el legislador interviene 
- en cuestiones de menor monta referentes al orden 
interior del país, que no alcanzan la trascenden- 
cia de los pactos internacionales, cuando se trate 
de estos últimos, hay mayores motivos que exijen 
en ellos la sanción legislativa. No se comprendería 
que negociaciones de consecuencias irreparables para 
la Nación quedan sometidas al criterio de un solo 
hombre, y que se prive a ésta del derecho de in- 
tervenir en aquellas. 

En Inglaterra, el Gobierno A badlivo, en prin- 
cipio, celebra libremente los tratados públicos y di- 
rige discrecionalmente las relaciones diplomáticas; 


o E is 
A a A 


CAPITULO XIII 


en Francia, aunque el Gobierno ejecutivo de la 
acción diplomática está obligado a someter a la 
aprobación de las Cámaras la mayor parte de los 
tratados y pactos internacionales; en los Estados 
Unidos, la Constitución dispone que «el presidente 
podrá haco tratados con noticia y conocimiento del 
Senado, siempre que las dos terceras partes de los 
ore presentes les concedan su aprobación ». 
Conforme a este último sistema, el jefe del ejecu- 
tivo no tiene potestad exclusiva para la celebración 
de los pactos internacionales en la que debe inter- 


venir el Senado; pero no es el poder legislativo el. 


que los aprueba, sino el Senado cuyo voto viene a 
ser en este caso el de un Consejo de Gobierno. Hay 
naciones, por ultimo, en que todo pacto interna- 
cional que celebre Sa poder ejecutivo se debe so- 
meter a la aprobación de las dos Cámaras legisla- 
tivas, y es este el sistema adoptado en las repúbli- 
cas latinoamericanas. 

Si en Inglaterra el Gobierno, ejecutivo celebra 
y ratifica libremente los tratados, la práctica del 
régimen parlamentario modifica el sistema, porque 
ambas Cámaras tienen derecho de pedir cuenta al 
ministerio de los tratados que se acuerden, y pueden 
manifestar su parecer respecto de ellos, facultad que 
en el régimen parlamentario influye de modo de- 
cisivo en la dirección de las relaciones exteriores, 
porque si el voto adverso de la Cámara de los Co- 
munes obliga a dimitir al ministerio, éste se inspi- 
rará para negociar en el parecer de la mayoría de 
aquélla. Ciertos tratados, además, han de ser some: 
tidos en todo caso a la aprobación de las Cámaras, 
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y son los que contengan algo que modifique las leyes 
vigentes del país o impliquen un gasto que constitu- 
cionalmente debe votar el parlamento. Se clasifican 
allí, pues, en dos grupos los tratados: los que ne- 
gocia el Gobierno sin necesidad de ulterior apro- 
bación del poder legislativo, y los que necesaria- 
mente debe aprobar éste para que sean válidos. 

La ley constitucional francesa de 1875, deter- 
mina así las funciones del presidente de la Repú- 

“blica en la materia: « El presidente de la Repú- 
blica negocia y ratifica los tratados, y los pone en 
conocimiento de las Cámaras tan pronto como el 
interés y la seguridad del Estado lo permiten. Los 
tratados de paz y de comercio, como los que afecten 
Jas finanzas del Estado; los relativos al estado de 
las personas, y a los derechos de propiedad de los 
franceses en el extranjero, no son definitivos sino 
después de que hayan sido votados por las 0á- 
maras ». 

Hay expositores que sostienen que cuando las 
Cámaras legislativas intervienen en los asuntos de ) 
relaciones internacionales para considerar los tra- 
tados o pactos celebrados por el Gobierno, tienen 
que ejercer esa facultad aprobando íntegramente 
el pacto que se les somete, o negándolo en su 
conjunto; pero que no pueden modificarlo o adi- 
cionarlo, puesto que carecen de facultad de nego- 
ciar. En los países de régimen parlamentario, se 
reconoce a las Cámaras legislativas el derecho de 
aprobar mociones para solicitar del Gobierno que 
determinado pacto que ellas no aprueban se mo- 

-difique en tal o cual sentido. 
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En las repúblicas de la América latina se exige 
que los tratados y pactos internacionales se some- 


tan a la aprobación del poder legislativo, aunque 


en alguna de ellas se hace una distinción respecto 
de los simples convenios celebrados cuando no estén 
reunidas las Cámaras, ' que no necesitan el AS 
de la aprobación de ésas 

Se discute si la facultad de declarar la guerra 
a otra Nación, facultad que se relaciona íntima- 
mente con la de celebrar tratados, corresponde al. 
poder legislativo o al ejecutivo. Si el último tiene 
la dirección de las relaciones diplomáticas, es vna- 
tural que la iniciativa para la declaración de guerra 
le corresponda asimismo; pero como este es un acto 
gravísimo, de trascendencia incalculable para una na- 
ción, las Cámaras legislativas que la representan 
deben intervenir en él. Antiguamente era el mo- 
narca quien tenía esa facultad exclusiva, y aun hoy 
hay quienes sostienen que se debería conservar al 
jefe del Gobierno, así en el sistema parlamentario 
como en el meramente representativo. 

La cuestión es compleja y se debe mirar por di- 
ferentes aspectos, según las distintas situaciones 
que se llegan a presentar en las relaciones interna- 
cionales. Los más razonable sería establecer que 
cuando las Cámaras estén reunidas y en capacidad 
da dar su voto para la declaración de la guerra, o 
cuando las circunstancias del caso lo permitan, se 
debe exigir que el Gobierno consulte previamente 
la voluntad de aquéllas, y que no se proceda sin su 
aprobación, salvo que los hechos se presenten de 
modo que sea imposible aplazar una decisión, oque 
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el Gobierno se vea en la ineludible necesidad de pro- 
ceder sin oír la yoz de las Cámaras, cuando no es- 
- buvieren reunidas en el momento en que se deba 
- tomar una determinación y no sea posible que se 

reúnan de pronto. 


] En los países de régimen parlamentario tienen 

el rey o el jefe del Gobierno la facultad de disolver 
la Cámara popular y convocar a nuevas elecciones. 
Es Francia para dictar esta medida necesita el pre- 
sidente de la República del asentimiento del Senado. 
Es ésta arma muy poderosa que se pone en manos 
del Gobierno para el caso de pugna con una mayoría 
de la Representación nacional que, según el criterio 
de aquél, no interprete genuinamente la opinión pú- 
blica, a la cual se llama para que manifieste su vo- 
luntad de un modo expreso en nuevas elecciones g.e- 
nerales. El derecho de disolución de la Cámara po- 
-pular existe en EBuropa aun en países que no siguen 
el régimen parlamentario, pero no en las repúblicas 
americanas de régimen presidencial. Si hubieran e- 
llas concedido ese derecho al poder ejecutivo, además 
_de las valiosas facultades que se le confieren en re- 
lación con el legislativo, en realidad este habria que- 
dado anulado. En la práctica de cincuenta años no 
se ha usado en Francia de aquella facultad sino una 
sola vez, con resultado adverso para el jefe del Go- 
bierno que la dictó, quien se vio obligado a dimitir 
en vista del resultado de las elecciones que siguie- 
- ron a la disolución. Ya una medida de esa natura- 
leza había producido también en 1830 la caída de 
- Carlos X, y con ella la de su dinastía. 
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Con el derecho de disolución tiene cierta ana- 
logía la facultad que dan al Gobierno algunas Cons- 
tituciones de convocar a sesiones extraordinarias a 
las Cámaras, y de suspender o aplazar sus sesiones. 

Ya se dijo que las opiniones se dividen sobre 
si la reunión de las corporaciones legislativas debe 
ser permanente o periódica; pero aun entre los que 
sostienen que no deben funcionar permanentemente, 
se niega que se conceda a una autoridad diferente 
de las mismas corporaciones la facultad de señalar 
término para la duración de cada legislatura, de apla- 
zar en cualquier forma su reunión, o de interrumpir 
las sesiones. Y es evidente que una entidad que ne- 
cesita de la venia de otro para reunirse, o que está 
sujeta a ver interrumpidas o aplazadas sus sesiones 
por la voluntad de un poder distinto, no es real- 
mente autónoma, ni es verdadera autoridad la que 
para ser ejercida se subordina al querer de otra. 

Las razones para que las Cámaras legislativas 
no estén siempre reunidas, sirven para que en la 
Constitución de cada país, se consignen ciertas re- 
glas que limiten la duración de las sesiones; pero 
no para que tan importante asunto quede sujeto a 
la voluntad discrecional del poder ejecutivo. Se debe, 
pues, consignar en la ley fundamental, como garan- 
tia dela independencia y la autoridad del poder le- 
gislativo, que éste funcione en cada año por un pe- 
ríodo suficiente para el desempeño de sus múltiples 
labores, y que motu proprio, se reuna en determina- 
das circunstancias excepcionales, o cuando él mismo 
lo resuelva libremente. Esto no impide que se auto- 
rice al Gobierno para que, en ciertas Ocasiones, Ccon- 
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E voque las Cámaras a una reunión extraordinaria, 
- cuando lo demande el servicio público. 
-— Señalado en la ley fundamental el término de 
duración de las Cámaras, no se deberían suspender, 
en principio, sino al terminar el período constitu- 
cional. Sin embargo, la Constitución francesa como 
la práctica constitucional consuetudinaria de Ingla- 
terra, autorizan una suspensión temporal de las se- 
siones por un tiempo corto, con el fin de que cuando 
llegue a surgir una contradicción grave entre los 
dos poderes, se explore la voluntad de la Nación 
en el asunto que motiva el conflicto. En Francia el 
aplazamiento o suspensión de las sesiones no debe 
ser por más de un mes, ni se puede ordenar más 
de dos veces en los cuatro años que dura sin re- 
novarse el personal de la Cámara de diputados. 
Es principio consignado en la Constitución de 
- los Estados Unidos que «en ocasiones extraordi- 
harias puede el presidente convocar las dos Cá- 
maras o una sola, y en caso de disentimiento entre 
- ellas sobre la época de su reunión, puede reunirlas 
cuando lo tenga por conveniente». Sabido es que 
el Senado de la república norteamericana tiene nu- 
merosas funciones exclusivamente suyas, en relación 
- con el poder ejecutivo, y que, sobre todo, en lo que 
toca con las relaciones exteriores actúa como Con- 
sejo de Gobierno. ! 
En Suiza, es la Asamblea federal misma la que de- 
termina le duración de sus propias sesiones; y puede 
.convocarla extraordinariamente el Con sejo federal, es. 
- pontáneamente o a solicitud de la cuarta parte de los 
miembros del Consejo nacional o de cinco cantones. 
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En Alemania, el Reichstag se reune en la pri- 
mera semana de noviembre de cada año, y él mismo 
determina cuándo debe cerrarse la sesión y cuándo 
se debe reunir de nuevo. El presidente del Reichs- - 
tag debe anticipar la reunión si lo solicitan así el 
presidente de la República o una tercera parte de 
los diputados. 

En la República Argentina dura cenit el Con- 
greso cinco meses en cada año, y puede prorrogar », 
sus sesiones o convocarlo extraordinariamente el- 
presidente de la República. 

En el Brasil se reúne el Congreso durante cuatro 
meses en cada año, y sólo él mismo prorroga o trans- 
fiere sus sesiones. El presidente puede convocarlo 
a sesiones extraordinarias. a 

En algunos países, como Francia, se dispone que 
en caso de declaratoria de estado de sitio se reúnan 
dentro del tercero día las Cámaras legislativas por 
derecho propio, sapientísima disposición, que satis- 
face una necesidad para los tiempos de turbación en 
los que se presenten sucesos imprevistos, que hacen 
más necesaria la acción del legislador. Sirve además 
la reunión legislativa para que vigile la acción del 
ejecutivo, y prevenga abusos muy frecuentes en ta- 
les épocas, en las que se priva a los ciudadanos del 
ejercicio de algunos de sus derechos. 


La facultad del jefe del Gobierno de enviar men- 
saje a las Cámaras legislativas para informarlas de 
la marcha“general de la administración pública, tiene 
señalada importancia en los países en donde los mi- 
nistros o secretarios no concurren a las sesiones de - 


» 
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las Cámaras ni intervienen en sus debates. Así su- 
cede, como queda dicho, en los Estados Unidos norte-' 
americanos y el Brasil, donde, de consiguiente, sólo 
por medio de mensajes se comunica el presidente 
de la República con el “Congreso para hacerle co- 
nocer las necesidades del servicio público, y solicitar 
que se legisle sobre determinada materia. En otros 
países, en donde los ministros que son miembros del 
parlamento concurren alos debates de las Cámaras, es 
menor la importancia de esa facultad, aunque en 
determinadas cireunstancias llega a ser de mucha 
significación. 


El jefe del Gobierno, ejerce sus funciones con el 
concurso de ministros o secretarios que él mismo 
designa. Esta designación no se hace de una misma 
manera en los países de régimen representativo y 
en los de régimen parlamentario, ni las funciones de 
los ministros tienen una misma importancia y exten- 
“sión en las naciones que siguen éste o aquél sistema. 

En los pueblos de régimen parlamentario, los 


ministros, cuyo. concurso es indispensable para la 


acción del ejecutivo, se deben escoger, por lo co- 


-. mún, de entre la mayoría de las Cámaras; ejercen 


sus funciones de acuerdo con éstas, y sólo perma- 
necen en el cargo mientras que gocen de la con- 
fianza del parlamento, ante el cual son solidaria- 
mente responsables de la acción política gubernativa, 
e individualmente de los actos que cada cual eje- 
cuta en desempeño de las funciones adscritas a su 
ramo. En el régimen puramente representativo, hay 


- dos sistemas: conforme al primero, el de los Estados 
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Unidos de Norte América, el jefe del ejecutivo no 
hace los nombramientos de secretarios con absoluta 
libertad, sino que está obligado a someterlos a la 
aprobación del Senado; conforme al segundo, la 
libertad del presidente para nombrar sus Con 
radores es completa. 

El Gabinete, entidad política intermedia entre 
el jefe del Estado y las Cámaras legislativas, soli- 
dariamente responsable ante el parlamento, y des- 
tinado a asegurar el concurso permanente de los 
dos órganos superiores del Estado en la acción gu- 
bernativa, es cosa desconocida en la Constitución 
de los Estados Unidos, como en las que la imitan. 
En las naciones de régimen parlamentario, el jefe 
del Estado no es responsable ante las Cámaras; la 
responsabilidad política del Gobierno pesa sobre los 
ministros, y el yoto de una o ambas Cámaras en 
nada afecta a aquél. En los pueblos que han adop- 


tado el sistema norteamericano, se puede acusar al 


presidente por la Cámara de Representantes, y lo 
juzga y depone el Senado. Respecto de los minis- 
tros o secretarios de Estado, en este último sistema 
no forman propiamente Gabiuete o Consejo; no ha- 
cen parte del parlamento; no son políticamente res- 
ponsables ante él, ni sus votos los afectan en nada. 
Unicamente son responsables ante el presidente, y 
sólo éste tiene potestad para separarlos de su cargo. 

Conforme a la nueva Constitución de Alemania, 
que se clasifica entre las del sistema parlamentario, 
al presidente de la República, elegido por el voto 
directo del pueblo, para un periodo de siete años 
es reelegible, se le puede deponer antes de la-ex- 
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_piración del período por un referendum, a solicitud 

del Reiehstag, con el voto de las dos terceras partes 
de sus miembros. La solicitud así acordada impide 
al presidente continuar ejerciendo sus funciones; 
pero si en el referendum se rechaza la solicitud, se 
tiene por reelecto al presidente y queda disuelta el 
Reichstag, lo que implica proceder a nuevas elee- 
ciones para éste. 

De consiguiente, la entidad denominada Con- 
-sejo de ministros, que en el sistema parlamentario 
tiene carácter preponderante, hasta el punto de que 
en realidad es la depositaria del poder ejecutivo, 
en el régimen representativo y presidencial norte- 
americano carece de esa importancia, porque la suma 
de la autoridad está en manos del jefe del Estado. 

Circunstancias excepcionales, propias de la Unión 
americana, han hecho que un poder ejecutivo cons- 
tituído en la forma en que lo estableció allí la Cons- 
titución, no haya sido constantemente una dicta- 
* dura o un gobierno personal; pero ese poder sin el 
contrapeso de los Gobiernos de los difereutes Es- 
tados de la Federación, y sin las cortapisas que le 
- pone la autoridad del Senado, suele llegar a cons- 
tituír Gobiernos que, conservando las apariencias 
republicanas, realmente están fuéra del sistema par-' 
lamentario como del representativo. Los mismos Es- 
tados Unidos han visto ya presidentes que en plena 
paz, han usurpado funciones legislativas y abierto 
el camino del odioso imperialismo con el despojo de 
naciones débiles. : 

Si la experiencia demuestra que es imposible 
en la práctica el cumplimiento estricto y literal del 
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principio de la separación absoluta de los tres po- 
deres, y si cuando se ejerce la acción conjunta de 
dos de ellos, hay casos de conflicto en que uno de - 
los dos debe prevalecer, no es dudoso que en tales - 
circunstancias mirado el asunto con criterio demo-. 
crático, es al poder legislativo a quien debe corres- 
ponder la primacía, lo que conduce a un sistema 


parlamentario moderado, análogo al de pueblos con- 


siderados con justicia como maestros de la ciencia 
política y modelos de gestores de la administración 
pública. El número de ministros, su nomenclatura 
y funciones administrativas no son cuestiones que 
regule la ley fundamental de un país, sino una ley 
ordinaria que deja, por lo general, al-jefe del Es- 
tado la facultad de dividir los ramos de la admi- 
nistración pública y de adscribirlos a los diferentes 
ministerios. 
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E Del poder judicial. 

La teoría de la existencia de dos poderes solamente. — Im- 
h portancia de la distinción entre los poderes ejecutivo y 
: judicial. — De la organización judicial y de los sistemas 
para proveer sus cargos. — De la inamovibilidad. — De 
q la independencia de los magistrados. — De los medios 


adoptados en los diferentes países para designar jueces. — 
Del Ministerio público. - Del Jurado. — De la prohibi- 
ción a los poderes ejecutivo y legislativo de ejercer fun- 
ciones judiciales. — Casos en que las Cámaras ejercen fun- 


ciones judiciales. — Competencia del poder judicial en 
materias electorales. — Jurisdicción de lo contencioso ad- 
ministrativo. 


Son numerosos los publicistas que sustentan la 
teoría de que sólo existen dos poderes. Especial- 
mente es esta la leoría de los expositores franceses; 
pero hay entre ellos asimismo quienes siguiendo los 
principios de Montesquieu, creen como éste, que la 
«administración de justicia es una manifestación 
de la soberanía nacional, diferente de las que en- 
carnan el poder legislativo y el poder ejecutivo, y 
7 que, en consecuencia, debe constituír un tercer po- 
der independiente de los otros dos ». | 
. Los sostenedores de la teoría de que solo hay 
dos poderes, convierten la administración de justicia 
en un simple ramo del poder ejecutivo, y fundan 
su afirmación en que no es posible concebir sino 
dos momentos en la vida de la ley: el de su for- 
mación y el de su ejecución; el acto que la crea y 
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el acto que la ejecuta, por lo cual tampoco se gon- 
cibe sino la existencia de dos poderes, el que forma 
y expide la ley, y el que la aplica, 

Esta teoría, reminiscencia de la organización ju- 
dicial de la monarquía absoluta, en la que la jus- 
ticia se administraba por delegación del rey, no pa- 
rece conforme con los principios del sistema cons- 
titucional de una monarquía limitada o de la re-. 
pública, en las que la justicia se administra en 
nombre de la Nación, y por autoridad solamente 
de la ley. | | 

Para comprobar que la teoría no lleva a la con- 
fusión del poder judicial con el ejecutivo, se dice 
que el personal de la administración de justicia es. 
inamovible en yarios países regidos constitucional- 
mente, y que en algunos los nombramientos de jue- 
ces se hacen por elección, a diferencia de lo que 
sucede con los funcionarios del ramo ejecutivo, que, 
por lo general, son nombrados y amovibles por el. 
jete de este poder. Tal argumento carece de fuerza 
si se considera que el carácter de un empleo no 
depende del que tenga la autoridad que lo provee, 
como es obvio. : 

Se observa, además, que si la administración de 
justicia dicta los fallos y aplica la ley «dando a 
cada uno su derecho », y ordena, a la vez al poder 
ejecutivo el cumplimiento del fallo, con lo cual éste, 
viene a quedar en todo caso subordinado a aquélla. 
Y como, por otro aspecto, los jueces tienen facul- 
tad para reprimir los abusos, excesos o ilegalidades 
en que incurran los funcionarios de la administra- 
ción ejecutiva, cabe afirmar que no sólo los jueces 
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y tribunales son independientes del poder ejecutivo, 
sino que éste, en diferentes circunstancias, está su- 
bordinado a A De donde resulta absurdo sos- 
tener que es ramo del ejecutivo la autoridad que 
en ocasiones es superior a los otros dos poderes y 
que en cierto modo los domina, porque en realidad 


el ejecutivo está sometido a los tribunales que lo 


juzgan y que le ordenan emplear la fuerza de que 
dispone para asegurar el cumplimiento de las sen- 
tencias dictadas en los litigios. 

Tampoco es exacto que no se conciban en la vida 
de la ley sino dos actos, el de la formación o ex- 
pedición y el de la ejecución, de los cuales el pri- 


- Mero corresponde al poder que legisla y el segundo 


al que ejecuta, y que la intervención de la admi- 
nistración de justicia en las relaciones sociales no 
sea sino un acto de ejecución de la ley. Para con- 
vencerse de lo contrario basta observar lo que su- 
cede cuando se trata de un litigio entre particula- 
res que discuten sobre un derecho, caso en el que 
para ejecutar la ley es menester que el juez dicte 


previamente el fallo que determina como se debe 


aplicar ésta, o que declare que no es el caso de 
aplicarla; el poder ejecutivo no ejecuta la ley sin 
tener ese fallo a la vista, y menos podría dictar él 
mismo la providencia que determina que la ley es 
aplicable y en qué forma. Aún más claro es esto 
cuando se considera que no son pocos los litigios 
en que el poder ejecutivo aparece como parte, y 
no se concebiría qué en ellos se procediera a la 
ejecución de la ley sin que una autoridad distinta 
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de las partes que litigan discriminara previamente 
el derecho de cada cual. | 
En el derecho público moderno se reconoce uni- 
versalmente que la autoridad social debe intervenir 
para la aplicación de las leyes represivas o penales 
en la generalidad de los casos, aun sin haber liti- 
gio entre particulares, y es precisamente una de 
las garantías más esenciales de la libertad que a 
nadie, en ningún caso ni circunstancia, se aplique 
una ley penal sin un juicio previo para apreciar el 
hecho punible, las pruebas que demuestren la res- 
ponsabilidad de su autor, determinar cuál es la 
ley aplicable y cómo se debe aplicar. En este ramo 
de la justicia se ve con toda claridad la división 
de los poderes ejecutivo y judicial, y la indepen- 
dencia de uno y otro. | 3% 
Hay quienes creen que es discusión puramente 
teórica y sin resultado práctico la que versa sobre 
la teoría que se acaba de esbozar: sería así si sólo 
se considerara la cuestión por el aspecto de las fun- 
ciones de los jueces, que, en sustancia, son unas 
mismas cualquiera que sea la tesis que se acepte 
entre las dos opuestas. No obstante, como se 'ha 
querido hacer depender las reglas sobre organiza- 
ción del poder judicial de la doctrina que se adopte 
a tal respecto, considerado así el asunto cobra el 
debate mayor importancia. A 
Se dice, v. g., que si se adopta la teoría de la 
distinción absoluta entre el poder ejecutivo y el ju- 
dicial, es menester también adoptar el principio de 
que los funcionarios de la administración de jus- 
bicia, jueces y magistrados, deben tener autoridad 
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conferida por la Nación misma, y que, de consi- 
guiente, los empleos judiciales deben ser provistos 
por elección, como los del poder legislativo o eje- 


-—cutivo; pero a este respecto cabe repetir que el ca- 


rácter de un empleo no se determina por el de la 
autoridad que lo provee, sino por la naturaleza de 


las funciones que se le atribuyen. Se cita a este 
respecto especialmente el ejemplo de los Estados 


Unidos de Norte América, donde, en lo federal, se 
reconoce la completa autonomía e independencia 
del poder judicial, y se le atribuyen algunas fun- 
ciones importantísimas que en cierta manera lo po- 
nen aun por.sobre el poder legislativo, y sin em- 
bargo allí los jueces federales son nombrados por 
el poder ejecutivo. 

Más valor para el efecto de demostrar la inde- 
pendencia y separación absoluta del poder judicial 
y el ejecutivo, tiene el argumento que se deduce 


de la inamovilidad de los jueces, porque no se ex- 


plicaría que siendo ellos agentes del poder ejecu- 
tivo, no los pudiera remover éste, como sucede con 


todos los demás, y sabido es que la inamovilidad 


'en ese ramo es principio aceptado por muchas na- 


ciones regidas constitucionalmente. 
Como al estudiar la organización y funciones 


de los poderes legislativo y ejecutivo, se analizan 


los diferentes sistemas que existen para constituír- 


los, de lo cual en gran parte depende su fuerza, 


autoridad e independencia, se debe hacer otro tanto 


al tratar del poder judicial, cuya organización afecta 


al manera decisiva todo el peghaen constitucional 
o sistema de gobierno. 
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Los métodos en materia de provisión de los car- 
gos judiciales, son: el de nombramiento por el poder 
ejecutivo; el de la elección directa o indirecta por 
el pueblo o por ciertas entidades públicas recono-. 
cidas por la ley, como los colegios de abogados, 
academias, etc., y el de coopción, en el que los miem- 
bros de las corporaciones judiciales eligen los indi- 
viduos que han de llenar las vacantes que se pro- 
ducen en su propio seno; pero este último supone 
ya existente una organización judicial constituida 
conforme a alguno de los dos primeras sistemas. 

Al sistema de elección se oponen serios argu- 
mentos, porque si bien, a primera vista, parece 
que sería este un medio de dar completa indepen- 
dencia y libertad a los funcionarios de la admi- 
nistración de justicia, la experiencia demuestra que 
no sucede así, sino que los jueces designados de esa 
manera quedan en una dependencia de las cor- 
poraciones electorales peor que la subordinación al 
poder ejecutivo. « La corrupción en unos; la de- 
pendencia en la mayor parte de los tribunales; la 
mediocridad en todas las jerarquías, tal es, dice 
Picot, el resultado del sistema inaugurado en Fran- 
cia hacia 1846, y contra el cual claman los juris- 
consultos americanos, desde hace un cuarto de 
siglo». Y el jurista inglés Lecky dice, refiriéndose 
a los Estados Unidos: « En 1878, en no menos de 
veinticuatro Estados, se elegía a los jueces por el 
voto popular. Si a eso se agrega que sólo perma- 
necían en sus puestos por pocos años, que podían | 
ser reelectos, y que sus salarios eran muy peque- 
ños, no preida que el cuerpo de jueces en 


y 
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esos Estados estuviera destituído de la dignidad 
moral que tienen en Inglaterra en toda la escala 
de la administración... El predominio de la ley de 
Lynch, que tánto contraste hace con el alto grado 


de civilización de la vida americana, es debido a 


la desconfianza que inspira la justicia en muchos 


Estados, lo cual es directa, manifiesta y reconocida 


consecuencia del sistema de elección popular». Aná- 
logas observaciones a las que se dejan señaladas 


respecto del modo de designar los jueces norte-ame- 


ricanos, se hacen al sistema de Suiza, donde se 
eligen popularmente los jueces, aunque allí, por 
ser esa tradición antiquísima, y por las singulares 
condiciones de la nacionalidad, da resultados menos 
malos que en cualquier otro país. 

El sistema de elección directa o indirecta de los 
jueces fue combatido por los más grandes juriscon- 
sultos de la América del Norte, tales como, los re- 
dactores de El Federalista, y los primeros comenta- 
dores de la Constitución, Kent y Story. Cuando 
muchos de los Estados de la Unión adoptaron, a 
pesar de todo, ese sistema, quisieron remediar los 
males que de él surgían haciendo muy largo el pe- 
ríodo de la duración de los jueces, que se extendió 
en algunos Estados hasta doce, catorce y vein- 
tiún años, como se hizo en California, Nueva York 
y Pensilvania. Pero aun así, no se puede evitar que, 
con las candidaturas oficiales y la influencia del po- 
der ejecutivo en las elecciones, resulten los mismos ' 


inconvenientes del sistema de nombramiento por 


b este poder, sin ninguna delas ventajas que presenta. - 


Las condiciones que debe reunir el individuo a 


| 
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quien se confía el difícil y elevado cargo de admi- 
nistrar justicia, — conocimiento profundo del dere- 
cho en general y de la legislación nacional en par- 
ticular; práctica en el procedimiento judicial, criterio 
firme, seguro e imparcial para la aplicación de la 
ley, — son cosas que no aprecian debidamente los 
electores, y que las más de las veces no tienen en 
cuenta para la elección. Eo 

El sistema de nombramiento de los jueces por 
el Gobierno es medio mejor de constituír una 
buena administración de justicia, siempre que se 
agregue a ese método de nombramiento el carácter 
de inamovilidad en los respectivos empleos, con el 
ascenso riguroso en la escala jerárquica Sin esas 
condiciones hay mucho peligro de caer en los de- 
fectos del sistema de elección, y de convertir la 
administración de justicia en una dependencia de 
la administración gubernativa en instrumento polí- 
tico, quitándole su primer carácter, el de baluarte 
y salvaguardia de los derechos y libertades públicas. 

Sin embargo, no es posible afirmar que este sis- 
tema sea perfecto y realice los ideales todos a que 
ba de responder la administración de justicia: si 
por un error, se llega a designar para esos cargos 
a individuos incapaces o que no reúnan las condi- 


ciones deseables, con la inamovilidad se prolonga- 


rían males de incalculables consecuencias. Sin que 
sea posible, pues, obtener un sistema perfecto, hay 
que adoptar el que entrañe menos peligros, y tal 
parece ser el del nombramiento por el jefe del Es- 
tado con las condiciones dichas. - 
La inamovilidad es necesaria para garantizar la á 
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independencia del juez; para formar un personal 


que, consagrado en absoluto al estudio de las leyes 


EY la jurisprudencia, llegue a constituír por su saber 


y por su experiencia una salvaguardia de los de- 
rechos de los ciudadanos, entidad fuerte y respe- 
tada, capaz de oponer resistencia eficaz a los abusos 
del poder; que ampare con entereza y decisión los 
derechos del individuo y haga efectivas las garan- 
tías sociales. Uno de los primeros actos de todo 
poder despótico, desde las remotas épocas de Fe- 
lipe If, quien inició su absolutismo con el desco- 
nocimiento de los fueros, es anular la autonomía 
e independencia de los jueces; en los tiempos mo- 
dernos, asimismo, toda revolución ha iniciado su 
obra gubernativa, suprimiendo en una u otra forma 
la imamovilidad, procurando adaptar el personal de 
la magistratura a las tendencias políticas del nueyo 
régimen, en una palabra, subordinándola a los in- 
tereses de un partido o de una mayoría parlamen- 
taria. 


Entre los medios adoptados para hacer desapa- 
recer de hecho la inamovilidad, conservándola en 
apariencia, se estableció en Italia, en 1865, y se 


_imitó más tarde en Francia, en 1885, el sistema de 


dar al poder ejecutivo la facultad de trasladar los 
magistrados de unos tribunales a otros, conserván- 
doles el sueldo y categoría de que disfrutaban, con 
lo cual, aparentemente, se respetaba el principio de 
la inamovilidad. En realidad ese sistema viola el 
principio de la independencia de los jueces y da al 
ObiEEno un medio de coacción sobre. ellos, de 


e REO Te il E A CRES O A y Y a IN 
e RR AR a NR pa pa Cat $3 AA A ú 4 
AA ra El a E AM dy da A 


192 CAPITULO XIV 


suerte que suprime la inamovilidad no transitoria 
sino permanentemente. E 

La mayor amenaza de este sistema consiste en 
que permite al Gobierno modificar en un momento 
dado la composición de un tribunal, de manera que 
para juzgar un proceso determinado se eligen ¡n- 
directamente los jueces que han de fallarlo a fin 
de ejercer influencia sobre ellos, con lo cual se 
anula o se disminuye considerablemente la indepen- 
dencia de la administración de justicia. 


Mientras que la administración de justicia ob- 
serve la ley; mientras que no tenga otra norma de 
conducta y se limite a interpretarla, aplicarla y 
ejecutarla, dentro de la esfera de sus funciones, na- 
da debe haber que le sea superior, y, por él contra- 
rio, todos los funcionarios públicos deben estar in-. 
dividualmente subordinados a su jurisdicción, para 
que realice los fines que ha de cumplir. 

Si entre el poder legislativo y el ejecutivo se 
comparten ciertas funciones, y si su separación e 
independencia no pueden ser nunca absolutas, no 
sucede otro tanto cuando se trata del poder judicial 
en relación con aquéllos. Aun los tratadistas de de- 
recho constitucional que reputan la administración 
de justicia como rama del poder ejecutivo, sostie- 
nen que ella debe disfrutar de independencia y man- 
_ tenerse separada de los poderes legislativo y eje- 
cutivo, sin lo cual no cumpliría su alta misión y 
quedaría expuesta a influencias políticas corruptoras, 
que desnaturalizarían su carácter y perturbarían el 
ejercicio de sus atribuciones. «Entre la política y 
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la Justicia, decía Guizot, toda inteligencia es co- 


rruptora, todo contacto es pestilencial ». 

El juez debe ocupar una situación tál, que no 
se vea cohibido por el temor, ni seducido por las 
ambiciones o las esperanzas fundadas en influen- 
cias políticas, para estar en capacidad de consagrarse 
a sus funciones de interpretar y aplicar la ley, de- 
sentendiéndose de cualquier interés diferente. 

Con frecuencia se citan las palabras del publi- 


-cista inglés David Hume, que resumen y sintetizan 


cuanto se puede decir de la importancia de la admi- 
nistración de justicia en un país como Inglaterra. 
« Nuestro sistema político entero, dice, y cada uno 
de sus órganos, el ejército, la armada y las dos Cá- . 
maras, todo ello no es sino el medio de alcanzar 
un solo y único fin, la conservación de la libertad 
de los doce grandes jueces de Inglaterra ». Y efecti- 
vamente, los diferentes poderes en aquel país están 
organizados de tal suerte que los jueces, en sus di- 
ferentes jerarquías y jurisdicciones, tienen indepen- 


dencia y autoridad bastantes para proteger con efi- 


cacia los derechos y libertades sobre los cuales se 
funda el orden social. ? 

Es principalmente en las repúblicas y naciones 
constituídas conforme al sistema democrático, donde 
es más necesario un poder judicial que posea gran 
autoridad y plena independencia; pero también es 
allí donde se presentan mayores dificultades para 
obtenerlo cuando se extrema la idea de la sobera- 
nía popular, que pretende convertir a los funcio- 


_narios judiciales en mandatarios de las asambleas 
- de ese origen. 
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Fácil es comprender que por sabias que sean las 
Instituciones judiciales de un pueblo, ningún buen 
fruto darían si el sistema adoptado para la designa- 
ción de los jueces no diera por resultado formar la 
administración de justicia con hombres probos, de 
ciencia y de versación en las leyes y prácticos en 
su interpretación. > 

En Alemania existe el sistema de concurso y de 
noviciado a los que se deben someter los aspirantes 
al ingreso en la carrera judicial. A la vez, en diferen- 
tes naciones se da a los miembros de los más altos 
tribunales, como a los colegios de abogados, cierta 
PAN en el nombramiento de los funcio- 
narios judiciales que ha de hacer el Gobierno, ora - 
pidiéndoles concepto sobre los candidatos, ora hi 
doles intervenir en la formación de ternas para que 
se escoja de entre ellas a los que han de ser nom- 
brados. 

En la Gran Bretaña los jueces de la Corte de 


Westminster son elegidos por el rey, que escoge 


entre los abogados que han ejercido su profesión 
por lo menos durante diez años, y como allí se exi- 
gen severos requisitos para ejercer esa profesión, 
el nombramiento de por vida para el alto tribunal 
viene a ser la coronación de una carrera consagrada 
al estudio de la ciencia del derecho. 

En Bélgica, el rey nombra los jueces de paz. 
Los consejeros de las Cortes de apelación y los 
presidentes y vicepresidentes de los tribunales, se 
nombran de entre los candidatos de las mismas 
Cortes y de los Consejos provinciales. A los conse- 
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_jeros de la Corte de Casación se les designa a pro- 
puesta del Senado y de la Corte misma. 


: En los Estados Unidos de Norte América, los. 
Jueces de la Corte Suprema y de los demás tribu- 
nales federales, son nombrados por el presidente, 


con aprobación del Senado. No sucede lo mismo en 


E 


k 


los Estados de la federación, donde el sistema de 
- elegir los jueces popularmente ha ganado terreno. 


En Holanda, la segunda Cámara de los Estados 


generales, presenta a la elección del rey, quien 


hace el nombramiento, una lista de tres candidatos. 
Todos los demás miembros del poder judicial son 


: nombrados por el rey de por vida, y pueden ser 


destituídos por la Corte Suprema en los casos que 


la ley determina. 


En el Brasil, el presidente nombra los miembros 


del Supremo tribunal federal con aprobación del 
Senado, y los demás magistrados federales a pro- 
puesta del Supremo tribunal. 


En la Argentina, nombra el presidente los ma- 


: gistrados de la Corte Suprema y de los demás tri- 
bunales federales con acuerdo del Senado. 


En Bolivia, la Corte Suprema compuesta de siete 
Jueces, es elegida por la Cámara de diputados, de 
“ternas formadas por el Senado; los magistrados de 
“las Cortes dé distrito son elegidos por el Senado 
de una lista de tres candidatos, formada y presen- 
bada por la Corte Suprema, que nombra también 
los jueces de primera instancia de ternas que pre- 
Senta la Corte de distrito. 


La inamovilidad de los jueces es hoy principio 


y he 
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generalmente adoptado, cualquiera que sea la forma - 
de gobierno establecida y el sistema de designación 

de los miembros de la administración de justicia 

de cada país. Creada esa inamovilidad a mediados 

del siglo XI en Aragón, fue el más poderoso ba- 

luarte de los fueros contra el absolutismo de Fe= 
lipe II. Existe desde 1688 en Inglaterra; en Suecia, 
desde 1809; desde 1815, en los Países Bajos; en 
Bélgica, desde 1848, y la establecen tambien en 

sus nuevas Constituciones Alemania y Checoeslo- 

vaquia. | 

En Francia la Convención suprimió la inamovi- 

lidad del régimen monárquico; pero luégo, en las 

sucesivas transformaciones del gobierno, aunque se 

restableció en principio, quedó abolida en el hecho. 

Durante el Imperio, subordinado todo al empera- 

dor, la administración de justicia no estuvo fuera 

de la esfera de influencia de esa voluntad. En la 

Restauración y en el segundo Imperio, se practicó 

con absoluta pureza el principio de la inamovilidad. 

Inaugurada la nueva República en 1871, se respetó 

a los jueces inamovibles hasta 1882, época en que 

por no haberse plegado la mayoría de magistrados 

a las voluntades del Gobierno en la aplicación de 

leyes contra las congregaciones religiosas, se SUSpen- 

dió temporalmente la inamovilidad para renovar el 

personal de la administración de justicia conforme 
al querer gubernativo. En 1883 se consagró nueva- 

mente el principio, pero dejando al gobierno la fa-. 
cultad de trasladar a los magistrados de unos tri- 
bunales a otros, con lo cual se anula en el hecho 
la independencia judicial. 4 
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No corresponde propiamente al derecho consti tu- 


- cional decidir sobre los diferentes sistemas relativos 
a la organización del personal de la administración 
- de- justicia y a la división de sus jurisdicciones; sin 


embargo, todo ello influye sobre la cuestión de la 
autonomía la administración de justicia, y por tal 
motivo debería ser regulada esta materia con dis- 


- posiciones constitucionales que obligaran al legisla- 


dor en todo tiempo. Así, por ejemplo, la existencia 
de ciertos tribunales y juzgados, cumo el número 


de los funcionarios que los formen, no debería ser 
cuestión que dependiera únicamente de la voluntad 


del poder legislativo, porque esto equivale a dejar 
a merced suya tales entidades o funcionarios, lo cual 


_menoscaba su autonomía. Algo semejante ocurre 


respecto de los emolumentos, que debe tener cierta 
fijeza no subordinada a los vaivenes de la voluntad 


legislativa, para evitar esos mismos resultados. 


Generalmente se considera al Ministerio público 


como una rama subordinada de la administración 


de justicia, y por ello se le han aplicado en parte, 


- en algunas épocas, las reglas relativas al poder ju- 
-dicial, y aun se ha querido conceder a los procu- 
_radores o fiscales la misma inamovilidad de que 
gozan los jueces y magistrados. 


Si los funcionarios del Ministerio público tienen 
a su cargo la misión de perseguir los delitos y 


llevar los delincuentes ante los jueces, es indudable 


que por este aspecto desempeñan una función eje- 


 cutiva por su naturaleza: en consecuencia se debe 
-atribuír al jefe del Estado la facultad de nombrarlos 


y removerlos, y su acción debe ser dirigida por bste 
como su superior jerárquico. 

Pero si se trata de algunas funciones civiles de 
los agentes del Ministerio público, que mo obren 
como mandatarios y representantes del Estado, sino, 
en cierta manera, como asesores de los jueces o tri- 
bunales, es otro su carácter, porque entonces dan 
sus dictámenes en conciencia, del mismo modo que 
el juez, para que se use de la ley con equidad. 
Ejerce entonces el agente del Ministerio público 
una función judicial consultiva, y por ese concepto 
no debería depender del poder ejecutivo, sino gozar 
de la misma autonomía e independencia de los 
jueces. Convendría, pues, hacer una división de las 
ramas del Ministerio público según la naturaleza 
de las funciones que se le confieran, de conformi-- 
dad con la distinción aue se acaba dé enunciar. 


En la administración de justicia criminal existe 
hoy en el mundo civilizado una institución que re- 
suelve algunas de las dificultades para el nombra- 
miento de jueces o tribunales ¿un este ramo; pero 
que, a la vez, modifica en mucho las funciones de 
éstos. Trátase del J ado cuyo origen remonta 
hasta Roma, de donde pasó más tarde a Inglaterra 
que al adoptarlo en su esencia, lo modificó en'la 
forma y manera de hacerlo funcionar. Pasó de allí 
a los demás pueblos. 

Algunos autores ven en el Jurado una institu- 
ción del sistema de gobierno directo, que atribuye 
al pueblo entre las funciones gubernativas la de 
administrar justicia. Sería esto verdad si los pro- 
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cesos se sometieran al pueblo mismo; pero no es 
así como se procede en los juicios por Jurado, ni 


OS posible afirmar que los miembros de éste sean 


Ttepresentantes del país, puesto que no se les desigua 
por medio de elección sino por sorteo que se hace 
de entre una lista de ciudadanos de ciertas condi- 
ciones, formada por la autoridad que señala la ley. 


Los miembros del Jurado son jueces como los de- 
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más; pero sólo para un proceso: finalizado éste, 
pierden el carácter y poderes de que es risron 
transitoriamente investidos. Los jurados, por la 
misma forma de su designación como por lo transi- 
torio de sus funciones, realizan el ideal de indepen- 
dencia deseable en COS los jueces. Nada tienen 


- ellos que temer del gobierno ni del pueblo, y como 


su autoridad dura un día y vuelven luégo a quedar 
confundidos en la masa de los ciudadanos, no tienen 


ni ambiciones de ascensos, ni móvil alguno de los 
- que afectan la imparcialidad del juez. 


Aunque las ventajas de la institución del Ju- 
rado son notorias y universalmente reconocidas, 
adolece de defectos, lo mismo que toda st tUiÓn 


humana. Consisten tales defectos en que el servicio 


puede llegar a constituír una carga muy pesada para 
los ciudadanos designados para prestarlo, y también 


en que, siendo poco menos que imposible separar 


por las cuestiones de hecho de las de derecho en 


todos los procesos, sucederá con frecuencia que se 


llame a resolver arduos problemas jurídicos a per- 
sonas que carezcen de los conocimientos necesarios 


para hacerlo acertadamente. Por esta última razón 
el juicio por Jurado se ha restringido en la gene- 
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ralidad de las naciones a los asuntos criminales, en 
los que es más facil distinguir el hecho del derecho, 
y en los que se puede crear un sistema probatorio 
que se dirija a la conciencia e íntima convicción de 
los jueces, sin sujeción a tarifa de pruebas ni a re- 
glas legales para apreciarlas. No siempre es esto po- 


-sible en materias civiles, y por eso en ellas sólo en 


determinados pueblos y cireunstancias tiene buenos 
resultados la institución adoptada para lo criminal 
generalmente. 

Con razón se reputa el Jurado como una de las 
mejores garantías de los derechos individuales, por- 
que si el juez llamado a decidir sobre la libertad o 
sobre la vida de un conciudadano, no obedece a mó- 
vil ninguno distinto de los de la justicia; si no tiene 
otra norma de proceder que la de su conciencia, ni 
ve superior que pueda anular su fallo, ni hay am- 
biciones o intereses que lo desvien del recto camino, 
como miembro de la sociedad estará interesado en 
la guarda del orden, y sabrá que la misma justicia 
que él admivistra es la que, llegado el caso, le será 
administrada. Se reúnen así todos los móviles para 
que el ciudadano encargado de aquella función obre 
rectamente e imparta a los demás la justicia que qui- 
siera para sí mismo. 


Prohibir en la ley constitucional de la nación que 
los poderes legislativo y ejecutivo ejerzan en caso 
alguno funciones que corresponden al judicial, sería 
una de las mejores garantías de la independencia de 
éste, encargado exclusivamente de decidir las cues- 
tiones que envuelvan dificultades de derecho y las 
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- controversias o procesos pecuniarios o criminales. Tál 
es la tendencia en los tiempos modernos, aunque no 


siempre las leyes de organización judicial respon- 
dan por completo a tal precepto. 
Conforme a ese principio se debe prohibir a las 


Cámaras legislativas discutir por ningún motivo las 


providencias judiciales, moditicarlas o suspender su 
cumplimiento, y, por lo mismo, tampoco han de te- 
ner atribuciones para juzgar o condenar a nadie por 


causa alguna. 


- El procedimiento denominado en elatona de 
los bills of attainder, hizo que en la lucha de los par- 
lamentos con la Corona, se sacrificara a muchos 


hombres, sin causa justificativa suficiente, por ra- 


zones meramente políticas: el despotismo que prece- 
dió a la revolución inglesa hizo otro tante, como lo 
muestra la historia de los procesos de esa época, que 
no pocos historiadores califican de asesinatos polí- 


ticos, porque en ellos una misma entidad definió o 


creó el delito, juzgó las responsabilidades e impuso 


las penas. El último caso de aplicación de ese sis- 
- tema data de 1820, fecha del proceso de la reina 


Carolina. Los bills of attainder están proseritos de 
los Estados Unidos por la Constitución del país. 
En Francia existe hoy, «onforme a sus leyes cons- 


—titucionales, el sistema de erigir el Senado en Alta 


Corte de Justicia para el juzgamiento de los delitos 
contra la seguridad del Estado; pero tal sistema, 
que saca de manos de la administración de justicia 
ciertos procesos, no se conforma con la teoría de la 
separación de los poderes públicos, y pugna con el 
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principio que pone la aplicación de las leys pena- 
les en manos del poder judicial. : 

Pero si no es admisible el principio del estable- 
cimiento de jurisdicciones especiales fuéra del pó- 
der judicial para el juzgamiento de ciertos delitos, 
porque la justicia administrada así carece de las con- 
diciones de rectitud e imparcialidad que la deben. 
caracterizar, varias Constituciones establecen que 
una de las Cámaras legislativas, la popular, puede 
acusar a los miembros del Gobierno ejecutivo ante 
el Senado o Cámara alta, que hace entonces de juez 
para decidir de las posa bdo políticas de- 
aquéllos en ejercicio de sus funciones. Tampoco es 
posible declarar que este sistema sea conforme con 
principio de la separación de los poderes ni que por 
medio de él se logre hacer justicia y aplicar impar- 
cialmente Ja ley, dando a la vez garantías a las li- 
bertades políticas. Por eso, aunque se consigne el 
principio en las Constituciones, cada día son más 
raros en la práctica los procesos políticos contra los 
altos funcionarios de la administr: ación, donde el Go- 
bierno funciona regularmente. Sobre da en pue- 
blos de régimen parlamentario, en donde un yoto 
de las Cámaras legislativas derriba un ministerio 
para que se le sustituya con otro que esté de acuerdo 
con las opiniones de éstas, un proceso de ese -gé- 
nero es, por lo general, odos | 

Vasi imposible es formular en estas mod una 
ley clara y equitativa, por los numerosos tropiezos 
que crean las pasiones políticas en el camino que 
lleva a su realización. Calificar los delitos de esa 
Decio y la naturaleza de las penas que se les han 


de aplicar son difíciles problemas, que hasta el pre- 
sente no se han resuelto de modo satisfactorio. La 


mejor solución a tal respecto en ese género de cues- 
biones, es la del sufragio libre y puro, que pone en 
manos de la Nación misma las sanciones más efi- 
caces y constituye el remedio de los yerros en que 
se incurra en la gestión de sus intereses. 

El sistema, que divide entre las dos Cámaras las 
funciones de A endor y de juez en los procesos de 
esta especie, existe en las Constituciones de los Es- 


tados Unidos, en las de todas las repúblicas latino- 


americanas, como también en Inglaterra, Francia, 
y Otras naciones. 

En Bélgica, la Cámara de Representantes tiene 
la atribución de acusar a los ministros, y el juicio 
se sigue ante la Corte de Casación. Un sistema aná- 
logo es el adoptado en Alemania, Holanda, Suiza y 
Rumania. Se alega en favor de tal sistema que este 
alto tribunal no está tan sujeto como el Senado a 


la influencia de las pasiones políticas; pero la ver- 


dad es que los tribunales, cuando se les someten 
cuestiones de carácter político no siempre logran 
eludir aquellas influencias, y que no pocas veces 


queda por ello comprometido su prestigio y su dig- 


nidad. 

El procedimiento adoptado en los Estados Uni- 
dos de Norte América y en los países que imitan su 
Constitución, para juzgar al presidente y a sus se- 


-—cretarios, es más administrativo que judicial, por- 
que si a a la Cámara facultad para acusarlos, el 


Senado, cuando dicta sentencia condenatoria, Ele 


- puede privar al acusado del empleo que ocupa y 
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declararlo incapaz para desempeñar funciones de ho- 
nor, de provecho o de confianza. Las sanciones pe- 
nales aplicables a los hechos materia de la acusa- 
ción no las imponen sino los jueces y tribunales or- 
dinarios. | : 

Con este sistema, que se aplica a los casos de 
traición, dilapidación del tesoro público y otros crí- 
menes, y a los actos de mala conducta, no se viola 
el principio de la división de los poderes, porque el 
Senado no se transforma como en Francia en un 
tribunal de excepción, y el culpable no sufre un cas- 
tigo por infracción de la ley penal sino por un acto 
de administración o gubernativo. 

De este procedimiento, apellidado del impeathe 
ment, no se usa sino con ciertos funcionarios: a los 
demás ciudadanos, cualquiera que sea su culpabili- 
dad y el carácter de ella, se les juzga y castiga por 
medio de las jurisdicciones ordinarias establecidas 
en el país. | 

Hay quienes consideran el Sistema nortea mora 
cano como arma peligrosa en manos de las mayo- 
rías del Congreso, con la cual dominan alos miem- 
bros del Gobierno. Pero la experiencia demuestra 
que rara vez se usa de esa arma en los países en 
donde existe tal sistema, a diferencia de lo que su- 
cede en los de régimen parlamentario, donde por 
medio de los votos de las Cámaras se impone el 
cambio de Ministerio, sin las ritualidades de as 
dimiento de un juicio. 


En otro lugur se esbozó ya la cuestión de la com- 
petencia del poder judicial en materias electorales, 
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que es de importancia suma, y sobre la cual se di- 
viden las opiniones de los publicistas. Elegido un 
individuo para una Cámara legislativa, se trata de 
saber en ciertos casos si las reglas legales sobre 


elecciones, como las que determinan -los requisitos 


de elegibilidad y las que garantizan la libertad del 
sufragio, se han observado por cuantos intervinieron 


- en ellas, o si han ocurrido hechos que falseen la 


manifestación del querer general y den motivo para 
anular la elección irregular. 

En varios países son las Cámaras mismas las que 
tienen potestad exclusiva para decidir sobre las cre- 
denciales de sus miembros; en otros, comparten esa 
atribución con ciertas corporaciones electorales o con 
el poder judicial, y en algunos, por último, se atri- 
buye a los tribunales de justicia, de manera priva- 
tiva, la decisión de estas cuestiones. 

Se tacha el primero de los sistemas enumerados 
porque a la yez que confiere a las Cámaras funcio- 
nes propias del juez, con violación del principio de 
separación de los poderes, pone la cuestión litigio- 
sa en las manos no imparciales de una mayoría 
política, que es posible que procure deshacerse de 
contrarios por medio de decisiones no conformes a 
la ley y la equidad, con lo cual se falsea la repre- 
sentación nacional. 

La intervención de la justicia en las cuestiones 
electorales, aunque presenta algunos inconvenien- 
tes, no es violatoria del principio de separación de 
los poderes, porque es evidente que la materia, por 
gu naturaleza misma, cabe en las funciones del juez, 


quien decide en tales casos si se han violado o no 
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las leyes en el acto electoral, y si un individuo ha 
obtenido o no legítimamente una credencial para 
ocupar puesto en las Cámaras, cosas que claramente 
entran en el radio de acción de la judicatura. 

En Inglaterra — modelo en la mayor parte de 
las cuestiones relacionadas con la organización y 
procedimiento parlamentarios, y en donde se han 
hecho más fructuosos esfuerzos para lograr la pu- 
reza del sufragio — se confirió al Parlamento du- 
rante una larga época la atribución de verificar los 
poderes de sus propios miembros, y se consideraba 
tal práctica como una conquista sobre la autoridad 
real, que primitivamebte decidía en tales materias 
por medio de jueces nombrados por la Corona. En 
tiempos de Carlos I ya la Cámara de los Comunes 
se atribuyó la facultad de calificar los poderes de 
sus propios miembros y en 1770 se estatuyó que toda 
elección contra la cual nada se arguyera, se debía 
reputar legítima, presunción que subsiste hasta el 
presente. Pero si se presentaba úun denuncio contra 
determinada elección, apoyado por una caución de 
mil libras esterlinas, la queja se sometía al examen 
de un comité que pod deferir al juramento de tes- 
tigos, pero que en lo general decidía estableciendo. 
compensaciones entre los reclamos de los partidos 
opuestos, salvo que se tratara de una violación de 
la ley de carácter muy grave, caso en que el comité 
informaba a la Cámara para que se procediera a una 
seria investigación. Esta última pedía a la Corona 
que se nombraran comisarios especiales encargados 
de llevarla a cabo, de resolver sobre la validez de 
la elección misma, y de castigar los delitos come- 
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tidos en ella, castigo que se podía extender a elec- 

tores y electos en ciertas ocasiones. 
E Lentamente se continuaran las reformas hasta 
' el año de 1868, en el que se decidió por último, 
coronar la transformación del sistema electoral. Para 
ello se confió la verificación de los poderes de los 
miembros de las Cámaras legislativas a jueces es- 
cogidos de una de las grandes Cortes de Westmins- 
ter, reemplazados más tarde por la Alta Corte, que 
puede imponer al individuo convicto de COrrup- 
ción electoral la pena de incapacidad política para 
- entrar a la Cámara por todo el tiempo que dure la 
E legislatura, es decir por siete años. Con la instrue- 
: ción seguida por el juez para averiguar las vyiola- 

ciones de la ley denunciadas, éste remite a la Cá- 
Mara su decisión con el fin de que ella dicte las 
E resolucionés que Juzgue convenientes. Por este pro-. 
- cedimiento, se ha llegado a privar a varias circuns- 
- Cripciones del derecho electoral por infracciones de 
la ley reglamentaria de tal derecho. 
En un principio se clamó contra el sistema, por- 
- que se temía que con él perdiera la administración 
de justicia su merecido prestigio; pero la experien- 
- cia demostró lo infundado de ese temor, y con pos- 
terioridad se ha extendido a las elecciones munici- 
pales la apiicación de ese método. La Cámara no 
conserva hoy sinó la facultad de decidir sobre las 
Cuestiones de indignidad referentes a sus miembros, 
Caso en que excluye de su seno a los electos, como 
ocurrió con motivo de la elección de un reo convie- 
Deo, y en el caso del diputado que diciéndose ateo 
se negó a prestar el Juramento reglamentario. 
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En 1881 se atribuyó formalmente a la Alta Corte 
la función de decidir en definitiva en materias elec- 
torales, salvo que ella misma autorice” un recurso 
para ante la Corte de Apelación. Con esto quedó en 
Inglaterra definitivamente en manos de la adminis- 
tración de justicia la verificación de los poderes 
conferidos por actos electorales, medida que ha pro- 
ducido notorios y excelentes resultados, y que es 
conforme con los principios de división y Separa- 
ción de los poderes públicos. En tales cuestiones 
para nada se entromete el juez en la política: se 
limita a comparar los hechos que se le denuncian 
con las leyes vigentes en materias electorales, y a 
dictar su fallo como resultado de esa comparación, 
cosa que entra lógicamente, como es obvio, en sus 
funciones de juez. | : 

En los Estados Unidos, los jueces federales 1nom- 
bran inspectores electorales, escogidos de los dos 
partidos que entran en el debate, y que en caso de 
irregularidades, reúnen los comprobantes para 1lus- 
trar a las Cámaras. Algo semejante sucede en Grecia, 
donde varios miembros de la Corte de apelación 
hacen el oficio de inspectores electorales. Las más 
de las repúblicas latinoamericanas siguen el sistema 
de Norte América sobre verificación de los poderes 
de los miembros de las Cámaras legislativas, facul- 
tad que se atribuye a éstas mismas, sin que para 
uada intervenga en ello la Justicia, o bien se crean 
corporaciones especiales, autónomas, encargadas de 
regular la materia electoral y de decidir las con- 
troversias que se susciten a tal respecto. Pero es 
obvio que si tales corporaciones no tienen genuina 
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autonomia e independencia, sino que son criaturas 


de una parcialidad politica cuyo mandato desem- 
peñab, ninguna garantía constituyen para la pureza 
del sufragio, y vienen a ser solamente el rodaje 
principal de la oligarquía creada por ese método. 


Es principio de la jurisprudencia inglesa, que a 
la administración de justicia incumbe conocer de 
todo asunto litigioso en que se discute la aplicación 


de la ley, porque de esta manera se conserva la uni- 


dad necesaria del poder judicial. Aunque existan 
tribunales que tengan competencia especial para 
juzgar determinadas litis, todas deben ser juzgados 
por alguna de las diferentes jerarquías de la admi- 
nistración de justicia; pero siempre que se discuta 
de modo litigioso la aplicación de un principio o re- 


- gla legales, la controversia debe ir aute un juez 
Para que la decida, ya se trate de la que ocurre 


entre. dos individuos particulares, ya de la que surja 
entre uno de éstos y un funcionario público. En 
tesis general no es admisible en Inglaterra una ac- 


- ción contra el Estado, ni citarlo ante la Justicia; . 


pero mediante una petición de derecho al rey, éste, 
informado de ella por su principal secretario, da el 
fiat jus, que permite adelantar la acción como si se 
tratara simplemente de dos súbditos del mismo mo- 
barca. Cuando los funcionarios públicos obran en . 
Inglaterra en ejecución de la ley, son prácticamente 
irresponsables; pero si se apartan de ella, se les 


puede perseguir civil y penalmente ante los tri- 


bunales, para obligarlos a reparar el daño que hu- 


-—bieren causado. De esta regla se exceptúa a los jueces 
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de lo civil y criminal que, como funcionarios, son. 
irresponsables por Jas sentencias que dicten; lo son, 
asimismo, los jueces de paz o funcionarios de policía 
cuando cumplen las órdenes de un juez o ejercen 
funciones judiciales. 

Otro es el sistema francés, que separa la autorl- 
dad administrativa de la judicial, y prohibe no sólo 
la intervención espontánea de los jueces en los 
asuntos administrativos, sino también la interyen- 
ción puramente jurisdiccional provocada por recla-. 
maciones contenciosas. Este sistema es el adoptado 
en la mayor parte de las naciones europeas, y se 
funda en la distinción que se hace de las leyes en 
políticas y civiles: las primeras, que regulan las re- 
laciones de los individuos con la sociedad, o las de. 
las diferentes entidades políticas ; las segundas, que 
se refieren a las relaciones que existen entre los in- 
dividuos. Es para regular únicamente estas últimas 
relaciones para lo que se instituyen los jueces, se- 
gún la teoría que se viene exponiendo; pero en tra- 
tándose de las leyes políticas no es posible confiar 
a aquéllos su aplicación sin poner en peligro las li- 
bertades públicas, y por-tal motivo es necesario ¡m- 
pedir que los jueces ejerzan otra función que la de 
decidir las diferencias que surjan entre los ciuda- 
danos. Tales son las razones para crear tribunales 
administrativos especiales, encargados de aplicar las 
leyes políticas. | : | 

Algunos autores consideran estajurisdicción como 
una especie de zona intermedia que separe la ad- 
ministración pública de la de justicia, y la deno-. 
minan de lo contenecioso-administrativo. 
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« Hay una misión mixta, dice Laferriere, distinta 
de la que desempeñan los poderes a y ju- 
dicial, que tiene por objeto decidir los litigios ad- 
ministrativos, y que se califica de mixta porque el 
administrador, por la naturaleza misma de sus fun- 
ciones, tiene que ejercer en algunos casos una espe- 
cie de arbitraje de hecho y de derecho, sin lo cual 
la acción administrativa quedaría Aralzada en repe- 


tidas ocasiones; de donde se deduce que la facultad de 


administrar implica el derecho de decidir, y además 


porque este derecho, inherente a las funciones admi- 


nistrativas, en buena justicia no se debe imponer a 
los ciudadanos sin que tengan ellos un recurso para 
ante otra autoridad más imparcial y accesibile a 
los debates contradictorios ». Sin embargo, la juris- 
dicción especial para lo contencioso administrativo, 
aunque distinta de la judicial, cada día se asemeja 
más a ésta en su organización y sus procedimientos, 
de tal suerte que se puede llegar a convertir en al g0 
como una sección del poder judicial, encargada espe- 
cialmente de conocer de los asuntos administrativos, 
separada en absoluto del poder ejecutivo, y tan in- 


dependiente de él como debe serlo la administra- 


ción de justicia misma. 
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CAPITULO XV. 
Del Consejo de Estado o legislativo. 


Motivos para que exista una corporación que prepare los pro- 


yectos legislativos. — Diferentes sistemas para constituír 
el Consejo de Estado. — Razones en pro de su inamovi- 
lidad. | 


« Una asamblea numerosa es tan impropia para 
la tarea directa de la legislación como para la de 
la representación », dice Stuart Mill en su obra sobre 
el Gobierno representativo, y agrega: « Hacer leyes es 
una obra que requiere más que ninguna otra, no 
solamente espíritus prácticos y dotados de expe- 
riencia, sino también hombres formados para este 
oficio por medio de largos y laboriosos estudios. Esta 
razón bastaría, aunque no hubiera otras, para que 
las leyes no se prepararan sino por medio- de una 
comisión compuesta de un número muy reducido de 
personas. Otro motivo no menos concluyente para 
ello, es que cada cláusula de la ley exige que se 
redacte con la percepción más clara y más previ- 
sora de su efecto sobre las demás, para que el texto 
una vez completo se pueda fundir y colocar con 
propiedad entre el conjunto de las leyes preexis- 
tentes. Es imposible que estas condiciones se llenen 
cuando las leyes se votan cláusula por cláusula en 
una asamblea compuesta de elementos heterogé- 
neos ». | 

En la trascripción que precede se resumen los 
motivos que hacen necesaria la existencia de una 
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corporación permanente, compuesta de Jurisconsul- 
tos de excepcional versación en la ciencia del de- 


- recho, que tenga a su cargo la tarea de preparar 


la mayor parte de los proyectos que han de ser ma- 
teria de las deliberaciones de las Cámaras legisla- 
tivas, cuya misión, en la generalidad de los Casos, 
se debería limitar a discutir los proyectos que se 
le presenten para adoptarlos o rechazarlos. Si no 
se entiende por ley, como lo han pretendido algu- 
nos, la simple expresión de la voluntad general, sino 
como debe entenderse: «la ordenación de la razón 
encaminada al bién común », hada es tan difícil 
como lograr reducirla a una Peel exacta y ver- 
dadera, para lo cual se requieren ciencia y práctica, 


qué es poco menos que imposible reúnan todos los 


miembros de un parlamento, quienes, aun con pa- 
triotismo y buena fe, carecen por lo común de esas 
condiciones. 

« Hacer leyes, dice Laurent, es la más alta de 
las funciones sociales. Si se necesitan especialistas 
para aplicarlas y enseñarlas, con mayor razón se 
deben necesitar para prepararlas ». Aunque en no 


- pocos países se da a comisiones formadas de miem- 


bros de cada Cámara la misión de preparar los pro- 
yectos de ley, esas comisiones adolecen de los mis- 
mos defectos que se señalan a las corporaciones 
que las designan. Para que realmente preste los ser- 
vicios que se esperan de un Consejo de esta clase, 
se debe componer de individuos que no pertenezcan 
a las corporaciones legislativas, y que reuniendo las 


- condiciones requeridas de idoneidad, se consagren. 
- absoluto a la ardua labor que se les confía. 
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La existencia de un Consejo de esta especie en 
nada afecta la autonomía y prerrogativas de los dos 
poderes a los cuales va a prestar un Concurso pro- * 
vechoso. Ninguna de las funciones del parlamento 
se restringe con la existencia de esta corporación, 
que apenas coopera en la obra de aquél, ilustrando 
los antecedentes de cada cuestión y reuniendo los 
elementos necesarios para que los debates sean más 
precisos y sus resultados más eficaces. El Consejo 
sólo ha de tener carácter consultivo, y con esto se 
dice cuál es el límite de sus atribuciones y la ex- 
tensión de sus poderes. 


Reconocida la importancia y la necesidad de la 
existencia de un Consejo legislativo, la manera de 
formarlo y la reglamentación de sus funciones son 
puntos en que difieren las legislaciones de los países 
en donde existe, según la índole de sus leyes fun- 
damentales y la organización que se da a los dife- 
rentes poderes. En esta materia, como en muchas 
otras, la legislación francesa ha sido el modelo-que 
siguen un gram número de pueblos, especialmente 
los de la América latina, y en ano poca parte fue 
su Consejo de Estado el origen de las corporacio- 
nes análogas creadas por Constituciones de otros 
países. 

En el primer Imperio francés, el Consejo de Es- 
tado tuvo mayores atribuciones de las que debe te- 
ner según el concepto generalmente admitido en el 
presente, porque su autoridad estuvo sobrepuesta 
a la del Cuerpo legislativo. El Gobierno ejecutivo 
tenía la iniciativa de las leyes; el Consejo era la 
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entidad que podía proponer reformas o modifica- 
ciones a los proyectos presentados. Así, y sólo así, 
dicen los expositores franceses, se pudo realizar por 
jurisconsultos eminentes aquella portentosa obra de 
la codificación, a principios del siglo XIX, que re- 
fundió y coordinó metódicamente en cuerpos lega- 
les los principios del derecho romano con el derecho 
consuetudinario de más de trescientas legislaciones 
tradicionales diferentes. En aquella época los pro- 


.yectos de ley se discutían ante el Cuerpo legisla- 


tivo por tres oradores del Gobierno, escogidos de 
entre el Consejo de Estado y por oradores del Tri- 
bunado. 

- De 1848 en adelante se modificó el carácter del 
primitivo Consejo de Estado, y se quiso hacer de 
él una especie de árbitro entre los poderes legisla- 
tivo y ejecutivo; este mismo carácter se le dio luégo 
en Grecia y en algunos países de Sur América, pero 
no se le conservó por largo tiempo. Durante la 
época autoritaria del segundo Imperio, volvió a ser 
el Consejo lo que había sido en los tiempos de Na- 
poleón I; pero cuando se realizó la transformación 
liberal del régimen, perdió la corporación varias de 
sus atribuciones más importantes, y quedó reducido. 
su papel en relación con el poder legislativo al que 
aún hoy conserva en la República. 


No pocas dificultades se encuentran al tratar de 


la manera de designar a los individuos que han de 


constituír el Consejo, si se quiere que corresponda 


al fin de su institución, a los móviles que se tuvie- 
-— ron en cuenta para crearlo, a la vez que a la ne- 
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cesidad de que disfrute de independencia en rela- 
ción con los poderes ejecutivo y legislativo, sin lo 
cual vendría a ser una oficina administrativa más, 
sin la autoridad que ha menester. Prescindiendo 
del sufragio universal, que carece de criterio para 
apreciar las condiciones que debe reunir un Con-. 
sejo de Estado, y descartado también el sistema de 
nombramiento por el poder ejecutivo, al que se su- 
bordinaría así la corporación, se han propuesto va- 
rios métodos con que se procura llegar al resultado 
de que se designen para consejeros hombres de cien- 
cia y estudio, de elevadas condiciones morales y de 
suma experiencia en las cuestiones jurídicas, a fin 
de que cumplan bien su cometido. Para tal objeto 
se ha propuesto formar una especie de colegio elee- 
toral, compuesto del presidente de cada Cámara, 
del ministro de justicia, o del que hace sus veces, 
y de delegados del Tribunal o Corte supremos, de 
la Corte de cuentas, de los colegios de abogados y. 
de las Facultades de derecho. Ese colegio haría las 
designaciones de consejeros, y así se reunirían las 
mayores probabilidades de constituír una Ccorpora- 
ción que desempeñe satisfactoriamente las funcio- 
nes que la ley le confiere. 

Quieren algunos que los miembros del Consejo 
sean inamovibles en su cargo; pero si no se acepta 
este principio, sería deseable un largo período de 
funciones y que sea lícito reelegir a quien se haga 
merecedor de ello. La naturaleza misma del empleo 
lo requiere así. 

La formación de codigos; la revisión de los exis- 
tentes; la preparación de nuevas leyes sobre ma- 
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- ferias que los progresos de la civilización van ha- 
ciendo necesarias en todo pueblo; las reformas ad- 
-— Iinisbrativas; la organización y reglamentación de 
las cuestiones que surgen del derecho público, ha- 
cen indispensable un estudio constante y un enca- 
denamiento de trabajos no compatible con las mu- 
- taciones del personal de la corporación encargada 
de labores que requieren la continuidad en un plan 
definido, que dé armonía al conjunto de la obra 
y desarrollo paralelo a los diferentes ramos que 
abarca. 
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CAPITULO XVI. 
De los derechos individuales. 


Derechos del individuo en los pueblos antiguos y en los mo- 
dernos. — Verdadera fuente de los derechos individuales 
e importancia de éstos. — Clasificación de los derechos. 
individuales. — Igualdad civil. — Libertad individual. — 
Libertad de conciencia y de cultos. — Libertad de reu- 
nión y de prensa. — Libertad de asociación. — Libertad 
de enseñanza. — Derechos individuales y derechos polí- 
ticos. 7 : 


Los griegos y los romanos consideraban ilimi- 
tados los derechos del Estado, de tal suerte que 
éste o quien lo representaba, asamblea o monarca, 
podía disponer a su arbitrio de la vida, de la liber- 
tad, y de todos los derechos de los individuos, sin 
restricción de ningún género. En los tiempos mo- 
dernos, por el contrario, es principio adoptado uni- 
versalmente que el individuo tiene derechos pro- 
pios, independientes del Estado, que este debe res- 
petar. « Estos derechos, dice Prisco, constituyen el 
patrimonio particular del hombre, y la autoridad 
social y civil, que no se puede arrogar la facultad 
de alterar su esencia ni su fundamento, tiene so- 
lamente la potestad y el deber de garantizarlos, de 
reglamentar su ejercicio en orden al bien común, 
y dentro de los límites de la verdadera necesidad 
natural consiguiente a este fin >». 

El principio pagano de la supremacía absoluta 
del Estado, imperante en las sociedades de la am- 
tigiledad, se modificó profundamente con el adve- 
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nimiento del cristianismo, que proclamó la igualdad 
esencial de los hombres; luégo, en la Edad media, 
fue desvirtuándose más y más aquel principio con 
las ideas que llevaron los bárbaros al corazón de 
la Europa civilizada, como también con el sistema 
- feudal que elevando la condición de ciertos indivi- 
duos, los puso fuéra de la sujeción de aquella om- 
nipotencia, y desarrolló con el sentimiento del de- 
recho el de la propia dignidad. : 

La reacción que sucedió a la anarquía feudal 
-—vigorizó el poder real, y produjo un retroceso en 
la mayor parte de las monarquías europeas a la 
noción de un Estado omnipotente y absoluto, que 
desconocía los derechos de los individuos. Salvá- 
Tonse apenas de tal reacción, en parte, España y 
los países anglo-sajones, que conservaron vivo el 
— sentimiento del derecho individual, aunque subor- 
dinado a las circunstancias de los tiempos. 

Desechada hoy generalmente la teoría del con- 
trato social, la fuente de los derechos individuales 
nose halla sino en el hombre mismo, que debe al- 
canzar un fin moral y racional a la vez que otro 
social. Ambos fines, naturales y necesarios, exigen 
que el individuo disponga de los medios para rea- 
lizarlos, por lo cual se debe admitir en él un con- 
junto de derechos derivados del hecho solo de su 
existencia, indispensables para la realización de 
aquel fin a donde lleva al hombre su naturaleza 
esencialmente social. | 

Se clasifican en dos grupos los derechos indivi- 
duales: los referentes a la ¿igualdad civil, y los que 
- comprende la libertad individual. 
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Débese al cristianismo la implantación del prin- 
cipio de la igualdad esencial de todos los hombres, 
desconocido por los paganos, fundado en la unidad 
de origen y de fin de la especie humana, a pesar 
de las desigualdades físicas y morales que existen 
entre los individuos. El principio, pues, emana del 
derecho natural, y es, además, consecuencia del de- 
recho del individuo de desarrollar su actividad li- 
bremente para alcanzar su fin, lo que supone igual 
aptitud de derecho e igual repartición de las cargas 
públicas entre los ciudadanos. | 

La igualdad civil, comprende: a) la igualdad ante 
la ley, conforme a la cual todos los ciudadanos o 
súbditos de una nación deben estar sometidos a 
una misma norma, dictada por el legislador con ca- 
rácter general sin distinción de personas en nin- 
gún caso; b) la igualdad ante la justicia, es decir, la 
exclusión por la ley de las jurisdicciones especiales 
o de excepción; c) la igualdad de todos los ciuda- 
danos para ejercer las funciones públicas, en cuanto 
reúnan las condiciones requeridas por la ley; d) la 
igualdad en la obligación de contribuír para el pago 
de los gastos públicos, cada cual según sus medios. 


La libertad individual, mirada sólo desde el punto 
de vista del derecho constitucional, consiste en la 
facultad de hacer todo aquello que no daña a otro 
ni a la sociedad, y, de consiguiente, el ejercicio de- 
los derechos naturales de cada hora por tal as- 0 
pecto no tiene otros límites que los que aseguran ] 
a los demás miembros de la sociedad el goce de esos 
mismos derechos, límites que sólo la ley determina. . 
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La libertad individual, en su sentido más am- 
- plio, comprende: a) la ber tad individual en el sen- 
tido estricto, que consiste en la facultad de andar 
libremente como en la de permanecer dentro del 
territorio nacional y salir de él; b) la seguridad, es 
decir, las garantías contra las prisiones o penas 
arbitrarias; c) la propiedad individual, de la cual no 
puede ser privado el individuo sino por vía de con- 
tribución general o de pena; d) la inviolabilidad del 
domicilio, donde sa dueño es una especie de sobe- 
rabo, y al cual no puede penetrar la autoridad pú- 
blica sino en la forma y con los requisitos que se- 
hala la ley; e) la libertad de trabajo y de industria, que 
permite al individuo consagrarse libremente a las 
ocupaciones y labores que elija libremente, siempre 
- que con ello no dañe los intereses generales, ni los 
particulares de un tercero. 


Los demás derechos o libertades individuales se 
refieren principalmente a los intereses morales del 
individuo. Entre ellos ocupan el primer lugar la 
libertad de conciencia y de cultos, en virtud de la 
cual a nadie se puede molestar por razón de sus 
Opiniones religiosas, ni compelérsele por las auto- 
ridades a profesar creencias ni a observar prácticas 
contrarias a su conciencia, y se permite el ejercicio 
de los cultos que no sean contrarios a la moral y 
a las leyes. « El entendimiento del hombre, dice el 

Cardenal Prisco, está destinado por su misma esen- 
- cla a conocer la yerdad y su'voluntad a la posesión 
del bien; pero ni aquél puede adherirse a la ver- 


Y 


dad que no conoce, ni ésta puede abrazar el ben, 


lo 
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sino por medio de un íntimo y libre consentimien- 
to... Hé ahí por qué ninguna autoridad ni violencia 
exterior podrán obligar el entendimiento o la vo- 
luntad de otro a adherirse a una doctrina aunque 
sea verdadera, y porque sería un verdadero absurdo 
el empleo de la fuerza con semejante fin. Cierto, 
al entendimiento se le convence con razones; la 
voluntad se doblega antes las verdades conocidas 
por la inteligencia, de la cual depende; y la fuerza 
es siempre un medio incompetente y desproporcio- 
nado para obtener estos dos efectos. Ahora bien: 
esa libertad de que goza el hombre de no ser obli- 
gado con la fuerza a adherirse a la verdad o con- 
sentir en un bien de una manera opuesta a su con- 
vicción y consentimiento íntimos, es lo que constituye 
la libertad de conciencia. Puede decirse que la liber- 
tad de conciencia es el derecho de superioridad de 


las fuerzas morales del espíritu sobre la fuerza bruta; 
y por eso es tan natural e inviolable como invio- 


lable y natural es la dignidad de aquellas fuerzas >». 


La libertad de cultos consiste en la facultad que 


tienen los individuos de manifestar sus opiniones 
religiosas y de ejecutar aquellos actos y ceremonias 
en que se traduce exteriormente la religión de cada 
cual, siempre que no se ofenda con ello la moral, 
nj el derecho ajeno, ni se turbe el orden público. 


La libertad de reunión y la libertad de la prensa, 
tienen un mismo origen o fundamento: el derecho : 
de los individuos de comunicarse entre sí sus ideas, 
y de discutirlas para instruírse mutuamente, y en. z 


provecho común; pero uno y otro derecho tienen, 


1 


a” 
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como todos los demás, el límite del derecho ajeno 


y del orden social. 


Bostdrto de di libertad de asociación, se ha dis- 


cutido en diferentes épocas si constituye propia- 
- mente un derecho individual, puesto que se ejerce 
_por actos colectivos, y, de consiguiente, sociales. 


Pero el derecho de asociarse nace en todo hombre 
del derecho a que no se le pongan obstáculos en 
el libre desarrollo de su actividad, mientras no dañe 
el derecho ajeno, y el hombre que forma parte de 


una sociedad lícita y justa, procura su.propio bien 


sin ofender los derechos de nadie, unido con otros 
para realizar un fin común, y por tal aspecto cada 
uno de los asociados ejerce un derecho individual. 


Más difícil es decidir sobre el carácter de la li- 


—bertad de enseñanza, cuando se trata de la que se 


da fuera del hogar, libertad indiscutible si se la mira 


_ por el aspecto de la acción individual; pero subor- 
-_dinada a ciertas reglas cuando se trata de la acción 


colectiva o de la intervención en ella del Estado, 


que se debe ejercer conforme a la opinión o volun- 
tad generales, y se debe dirigir, de consiguiente, de 
acuerdo con las creencias religiosas y el querer de 
la Nación. 


Los derechos individuales tienen un carácter co- 


—mún: limitan los derechos del Estado, pero no le 


imponen el deber de prestar un servicio positivo a 
los ciudadanos; lo obligan solo a abstenerse de in- 
tervenir en ciertas materias y dejan libre al indi- 
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viduo para proceder en ellas con libertad y según 
su propio criterio. 

Los derechos individuales que algunos publicis- 
tas y Constituciones apellidan derechos o garantías 
sociales, son diferentes de los derechos políticos, y 
forman una clase separada. Estos últimos son los 
que dan título al individuo para intervenir en Jos 
diferentes ramos del gobierno, en la expedición de 
las leyes, en. la administración pública general y en 
la de justicia en particular, los que le permiten to- 
mar parte en las elecciones, como ser elegido. La 
diferencia entre los derechos individuales y los so- 
ciales, consiste en que los primeros pertenecen al 
individuo aun fuera de las relaciones del estado 
social, si así pudiera contemplársele, mientras que 
los segundos emanan de ese mismo estado. Como 
consecuencia de esa distinción, resulta, además, que 
los derechos individuales pertenecen a todos los 
miembros que forman la sociedad, sin distinción de 
sexo, edad, capacidad, ni circunstancias en que se 
hallen, mientras que de los derechos políticos no 
disfrutan todos por igual, porque el ejercicio de ellos 
viene a constituír una ingerencia o participación en 
el ejercicio del poder público: tal sucede, por ejem- 
plo, con la libertad de imprenta, la libertad de aso- 

- ciación, ete. l 

Respecto de algunos derechos como el de peti- 
ción a las autoridades, según las circunstancias se 
clasifican como derechos individuales o como de- 
rechos políticos. Si se trata de la petición a una 
autoridad para reclamar protección o amparo, por 
quien sufre o ha sufrido alguna lesión en sus in- 3 


o 


—tereses. de eúalquier. género, por obra de funcionario 
o entidad, se ejerce un derecho meramente indivi- 
dual; pero si la petición o solicitud se refiere a un 
- asunto de interés general, se interviene ya con ello, 
en cierto modo, en el ejercicio de la autoridad pú- 
«blica, y, de consiguiente, el uso de tal derecho se 
- considera como el de un derecho político. - 
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CAPITULO XVII. 


De la regulación y garantía de los derechos 
individuales. 


Regulación y garantía de los derechos individuales. — La ga- 
rantía de la igualdad civil. — Legítimas restricciones de 
la libertad. — Régimen de derecho y régimen de policía. — 
Libertad individual y sus limitaciones. — Inviolabilidad 
del domicilio. — Libertad del trabajo. — Libertad de con- 
ciencia y de cultos. — Libertad de opinión. — Libertad 
de reunión. — Libertad de enseñanza. — Libertad de 
prensa. — Derecho de petición. — Libertad de asocia- 
ción. — La garantía real de derechos y libertades. — Re- 
sistencia a las leyes violatorias de derechos. — Diferentes 
especies de resistencia a la opresión. 


En el capítulo que precede se hizo la enumera- 
ción y breye análisis de los derechos del individuo 
en la sociedad; pero no basta que el Estado los con- 
signe en su ley fundamental, sino que es menester 
que luégo, en las leyes ordinarias, regule y garan- 
_tice de una manera efectiva su ejercicio. | 

Ya se explicó cómo se ha de entender la igual- 
dad civil de que deben disfrutar los miembros de 
una sociedad, y qué comprende. La garantía de ese 
derecho en lá ley fundamental, consiste en que se 
prescriba que el legislador no pueda expedir sino 
una misma ley para todos, sin privilegios ni distin- 
ción de clases para su aplicación. Las leyes, por su 
naturaleza misma, se deben encaminar al bien co- 
mún, y de consiguiente, carecen de una condición 
esencial y se deben prohibir las que se aparten de 
esa norma. | | 
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La ley debe dar a todos una misma protección, 


 asegurarles iguales garantías, imponerles unas mis- 


mas cargas, reconocerles unos mismos derechos. Sin 
embargo esa igualdad no puede ser absoluta o ma- 


temática, como lo pretendió la revolución francesa 


en 1793, sin que se convierta en paradoja que lleva 


a una nación a la mayor de las desigualdades, 


No se extiende este derecho de igualdad hasta 


- el punto de que sé consagre una misma participa- 


ción de la generalidad de los individuos en el po- 


der público, porque si es justo que, en lo posible, 


- todos colaboren en el gobierno, puesto que tienen 


interés en que los asuntos públicos sean bien ad- 


- Ininistrados y son miembros de un mismo cuerpo 


social, las aptitudes individuales son diferentes, y 


no todos pueden prestar una misma especie de ser- 


vicios. No pugnan, pues, con el principio de la igual- 


dad, las leyes que exigen ciertos requisitos y con- 


- diciones personales para ejercer determinadas fun- 
ciones o ciertos cargos en los diferentes ramos del 
servicio público. 


La ley debe ser una para todos, en cuanto les. 


dé facultad para adquirir libremente propiedades; 


- pero esto no implica que todos hayan de tener ¡ gual 


riqueza, porque ésta es resultado de la labor de cada 


- cual. Los hombres tienen diferentes capacidades y 
- aptitudes para esa labor y no producen de igual 


; 
| 
q 
p 


do 


S 


Manera; pero a los propietarios, sin distinción, se 


debe dar protección legal, cualquiera que sea el 


- monto de su fortuna, y merecen una misma segu- 
ridad las grandes y a las pequeñas propiedades. 
Ora proteja, ya castigue, una debe ser la ley 
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para todos, y, €n consecuencia, la pena que se se-. 
ñale para un delito o para Una culpa, se aplica a 
quienquiera que incurra en ella, sea cual fuere su 
condición social. Esto no significa que la ley haya 
de privar al juez de la facultad de apreciar las cit- 
cunstancias del hecho punible como las del respon- 
sable, para graduar el castigo dentro de un máxi- 
mum y un mínimum, a fin de realizar así el prin- 
cipio de la individualización de la pena, aspiración 
de los modernos sistemas penales y condición ne- 
cesaria de la igualdad legal efectiva. 

En virtud del mismo principio de la igualdad no. 
es lícito que el legislador establezca exclusiones - 
para ejercer cargos públicos, para obtener dignida- 
des, o para desempeñar funciones en el Estado fuera 
de las casas de condena judicial. Ni el origen de 
un individuo, ni sus opiniones, ni su posición so- 
cial son, pues, por sí solas impedimento para que 
se le prive de prerrogativas 0 empleos ; violaría el - 
derecho de igualdad, la ley que consagrara exclu- 
siones semejantes. ! | 

Si se entiende por libertad en general la facul- 
tad que tiene todo individuo de ejercer y de de- 
sarrollar su actividad física, intelectual y moral, no 
es lícito imponerle otras restricciones que las que 
- tiendan: a proteger la libertad de todos. Es al le- 
vislador a quien incumbe señalar esas limitaciones 
indispensables para que. sea posible la vida social. 
El señalamiento de restricciones debe tener carác- 
ter general y abstracto, que no se refiera a deter- 
minada persona o clase de personas, ni establezca 
distinciones de ningún género, porque si la restric- 
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ción no es una misma para todos, se desconoce el 
principio de la igualdad. Tampoco debe la ley es. 
tablecer restricciones que excedan los límites de la 
necesidad, porque violaría el derecho, como si im- 
pusiera a unos condiciones más rigurosas que a 
otros para el ejercicio de éste. 


Se distingue, sin embargo, en la regulación de 
la libertad el régimen de derecho y el régimen de po- 
licia. En principio el régimen debe ser de derecho; 
pero excepcionalmente, puede ser de policía. 

En el régimen de derecho, la actividad indivi- 
dual física, intelectual o moral, se puede manifes- - 
- tar libremente, sin ninguna restricción preventiva 
ni autorización previa, y solamente cuando esa acti- 
vidad se manifieste. contra el derecho, es cuando se 
-Taculta a la autoridad para que intervenga con el 

- fin de castigar, obligar a la ración o anular lo 
hecho. 
- Es lícito ejercer la actividad física libremente; 
pero quien mata, hiere o roba, debe ser aprehen- 
dido, juzgado y castigado. Se puede andar libre- 
mente por la vía pública a pie, a caballo o en di- 
ferentes vehículos; pero si quien así anda infiere a 
otro un daño, por descuido o imprudencia, se le 
debe obligar a repararlo o indemnizarlo, e impo- 
nerle una sanción. Es lícito expresar de palabra o 
por escrito una opinión cualquiera; pero si con ello 
se injuria o se calumnia a un tercéro, o se excita 
a los demás a ejecutar hechos definidos como 'de- 
_litos en la ley, la autoridad debe tener facultades 
para castigar esos hechos y para obligar a repa- 
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rarlos. Se puede celebrar contratos o formar aso- 
ciaciones libremente; pero si con estos actos se vio- 
lan las prescripciones legales, es menester que la 
autoridad pública tenga facultades para anular los 
contratos o disolver la asociación. Estos ejemplos 
muestran lo que es el régimen de derecho, o sea el 
derecho común, que es la condición esencial de toda 
libertad. 

Pero si como principio es ese régimen el que 
garantiza la libertad, no es exclusivo, y se puede - 
y se debe dar campo a lo que se denomina el régi- 
men de policía, que consiste en que la ley que li-. 
mita la libertad de cada individuo en pro de la de 
todos, permita a la autoridad intervenir preyenti- 
vamente antes de que se viole el derecho, para 
impedir en lo posible, el acto que constituye esa 
violación; la ley limita de ese modo la libertad in- 
dividual solamente en beneficio común de los ciu- 
dadanos, lo que constituye el poder de policía. 

Se prohibe herir, hurtar, matar; pero la ley que 
manda aprehender al culpable, juzgarlo y castigarlo, 
no es una ley de policía. Es ley de policía la que 
permite a la autoridad dictar ciertas medidas con 
el fin de impedir que se ejecuten esos hechos, tales 
como exigir a los individuos en ciertos casos que 
otorguen una caución para guardar la paz, o im- 
pedir el uso de armas, establecer rondas, etc., para 
procurar que no se cometan homicidios o robos. Es 
lícito andar libremente por plazas y calles, a ple, 
en coche o a caballo; pero se da autorización a los 


funcionarios públicos para que dicten reglamentos ; 


en- que se prohiba el uso de determinados vebículos, 


NS 
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O para prescribir que no se pueda andar con mayor 
velocidad que la señalada en los reglamentos. Se 
puede habitar libremente esta o aquella casa, y vivir 
dentro de ella como plazca a cada cual; pero la 
autoridad debe impedir que en la casa se haga algo 
que amenace la moralidad, seguridad o la salubridad 
públicas, (que se conserven en ella sustancias peli- 
grosas, V. g.), y aun puede obligar a que se ejecute 
en el edificio uua obra o una reparación para evitar 
males o daños a terceros. También se extiende la 
autoridad de la policía a impedir, en provecho de 
todos, la ejecución de ciertas obras, el ejercicio de 


- ciertas industrias, o la formación de ciertas asocia- 


ciones sin su permiso, con el fin de que le sea po- 
sible obrar oportunamente y para impedir que se 


_lleve a cabo lo que pudiera traer consecuencias no- 
- Ciyas para la sociedad. 


Lo dicho hace ver con claridad cuál es la di- 
ferencia entre el régimen del derecho y el de po- 


-_licía respecto de la libertad, y muestra las bases de 


un sistema que armoniza los derechos del individuo 


con los de la sociedad. 


No siempre la imposición de una pena es sufi- 
p 


ciente para reparar el daño causado a la sociedad 


o al individuo por una infracción de la ley o por 


una contravención; por tanto, no basta el régimen 


de derecho en multitud de casos, y es necesario y 
legítimo que la ley establezca prescripciones de po- 


Jicía, que tiendan a preservar a la sociedad como 
al individuo de males o perjuicios. Es verdad que 
con ello se restringe la libertad, pero se procede. 
así en beneficio de todos; la restricción es me- 
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dida preventiva; si no se dictara, no se podrán re- 
mediar después de cumplidos los males que se quiere 
evitar. | O 

Principalmente se aplica este régimen de policía 
o preventivo, cuando se trata de cuestiones rela-. 
tivas a la higiene, a la salubridad, o a la seguridad 
y tranquilidad generales, en los lugares públicos 
especialmente. En este particular dan las legisla- 
ciones modernas muy extensas facultades adminis- 
trativas para prevenir males sociales. Las demás li- 
bertades, salvo muy raras excepciones, están casi 
exelusivamente sometidas a un régimen de de- 
recho. | 

La creación del régimen de policía en provecho 
de la sociedad es legítimo, siempre que sea preciso, 
claro, definido, y que sus prescripciones sean tales 
que nada se deje al capricho de las autoridades en- 
cargadas de aplicarlo. En esta materia como en las 
penales, nada debe ser arbitrario ni quedar sujeto 
a la simple voluntad de los funcionarios de policía, - 
quienes no obran legitimamente sino cuando pro- 
ceden por disposición expresa y precisa de la ley. 


Se entiende por libertad individual la denomi- 
nada con más propiedad física por algunos autores, 
que, como se dijo en antes, consiste en la facultad 
de andar y permanecer libremente en el territorio 
nacional y salir de él, y, además, lo que comprende 
la seguridad, es decir, la garantía contra las pri- 
siones o penas arbitrarias. E 

- Para que esta especie de libertad sea efectiva 
y tenga an amparo real, es menester que sé cum- ? 


LE 
Y 


E ES Bits A e NE 
plan varias condiciones: que no sea lícito aprehen- 


der a nadie sino en los casos y mediante las con- 
diciones que se determinen en la ley de un modo 


- expreso; que no puedan ordenar la prisión o de- 


tención sino autoridades cuya imparcialidad e in- 
dependencia sean reales, como lo son las de los 
jueces en donde está debidamente organizado el] 


poder juidicial, y, por último, que existan disposi- 


ciones para hacer efectiva la responsabilidad de los 


- funcionarios que cometan abusos eontra los dere- 


chos reconocidos al individuo por la sociedad. La 


Constitución de cada país debe, de consiguiente, 


consagrar los principios que impidan al legislador 
o a cualquiera otra autoridad dictar medidas que 
atenten contra esos derechos; crear los medios de 
hacerlos efectivos, y PD orableten las responsabilida- 
des efectivas de quienes los violen. La libertad así 
protegida es lo que constituye la seguridad del in- 


E dividuo. 


3 

7% 
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La limitación preventiva más general de la li- 


——bertad, es la que resulta de la declaración del es- 
tado de sitio, ficticio o real. Es la primera, la que 
se aplica a una ciudad o territorio en tiempo de 


- paz, con el fin de suspender uno o varios de los de- 
rechos o libertades individuales; la segunda ocurre 


en tiempo de guerra para poner en ciertos terri- 
torios el poder supremo en manos de la autoridad 
militar, a fin de conservar el orden y asegurar la 


ofi ndn de los intereses -sociales, aunque la auto- 
ridad civil continúe ejerciendo a qúlla funciones 


- que no haya asumido la militar. Las garantías or- 


y 
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dinarias de la libertad quedan de hecho suprimidas, 
y la administración de justicia, en lo referente a 
crímenes y delitos contra la seguridad de la Nación, 
contra el orden y la paz públicas, pasa a manos de - 
la autoridad militar, cualquiera que sea la condi- 
ción o calidad de los acusados de esos delitos; pero 
en todo caso la jurisdicción militar debe estar su- 
jeta a las leyes y reglamentos preestablecidos, sin 
que le sea permitido proceder a su arbitrio; por el. 
contrario, quedan sujetos a responsabilidad legal los 
funcionarios que la ejercen, por cualquier extrali- 
mitación violatoria del derecho. | 
Si una situación anormal de guerra, que per- 
turba todas las condiciones de la existencia social 
en el territorio azotado por ella, impone la nece- 
sidad de modificar la forma del ejercicio de la auto- 
ridad, como la de la protección debida alos derechos * 


de los ciudadanos, no implica esto que la arbitra- 


riedad haya de imperar en donde antes reinaba la 
ley, sino que a un sistema de legalidad se debe 
sustituir otro, y que sin desconocer el derecho por 
un interés público, se le señalan limitaciones que 
no son las ordinarias. Pero lo que es indiscutible. 
para una situación de guerra, no lo es cuando se 
trate solamente de temores o de una situación anor- 
mal que no se identifica con aquélla. Dejar al ar- 
bitrio del poder ejecutivo hacer sin intervención del 
legislativo la declaratoria del estado de sitio ficticio 
en tiempo de paz, con la facultad de suspender las 
garantías de los derechos individuales, lleya nece= 
sariamente a la cesación del régimen constitucional, 3 
y a sustituirlo de hecho por uno despótico. Las 
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- Constituciones que contienen una disposición de ese 

género, llevan en sí mísmas el germen de su propia 
- ruina y el del desconocimiento de las libertades 
- públicas. 


| La inviolabilidad del domicilio es una de las más 
preciosas condiciones de la libertad individual, o una 
prolongación de ella. Cuando se trata de esa invio- 
-labilidad, se refiere ésta a la habitación de cualquier 
Clase que ocupa un individuo, solo o con su fami- 
lia. Este derecho se debe garantizar de una manera 
semejante a la que sirve para asegurar la libertad 
individual. A nadie debe ser lícito entrar al domi- 
-cilio ajeno sin el consentimiento de su dueño, sino 
por orden escrita de la autoridad judicial y mediante 
el cumplimiento de los requisitos y condiciones que 
la ley prescribe. Así, en lo general, salvo el caso 
de la comisión de un delito, de accidentes graves, 
o del llamamiento que. hagan sus mismos habitan- 
tes, no es permitido penetrar en una casa habitada 
durante las horas de la noche, ni aun con mandato 
judicial; pero no se considera domicilio para estos 
fines, ciertos lugares accesibles al público, tales como 
las casas de Juego u otras semejantes. | 


La libertad del trabajo es asimismo, consecuen- 
cia lógica de la libertad individual. Si la ley debe 
dejar al hombre libre de emplear y desarrollar su 
actividad física, ha de reconocerle asimismo el de- 
- recho de trabajar como lo tenga a bien; de arren- 
dar sus servicios a otro; de producir cualquier ar-. 
- tículo; de ocuparse en cualquier tráfico que crea 
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ventajoso, siempre que con ello no lesione el dere- 
cho ajeno, ni ofenda la moralidad pública. 
La primera consecuencia de la libertad indivi- 


dual, en cuanto se traduce en libertad del trabajo, 


es la prohibición constitucional de la esclavitud vo- 


luntaria o involuntaria, en cualquier forma. Nadie: 


puede, conforme a este principio, adquirir título para 
disponer a su arbitrio y por tiempo indeterminado, 
del trabajo de una persona, ni aun con la voluntad 
de ella, ni a nadie le es permitido enajenar total o 
Variante su propia persona. 

Una de las principales condiciones de la garantía 
de la libertad del trabajo o industria, es la de que 
se pueda abrazar cualquiera profesión u oficio, sin 
que sea menester afiliarse o pertenecer a determi- 
nada corporación o a gremios de maestros, o poseer 


títulos académicos. No obstante, no son violatorias 


del derecho las prescripciones de la ley que exijan 
la comprobación de idoneidad para precaver la sa- 
lud de las personas, cuando se trata de ciertos 
oficios o profesiones como el de médico o farma- 
céutico. 


Queda dicho en su lugar en qué consiste la li- 
bertad de conciencia y de cultos por el aspecto filo- 
sófico, y mirada desde el punto de vista del dere- 


cho constitucional; sin embargo, las soluciones le-- 


gislativas en la materia, aunque no difieran en los 


principios fundamentales que las informen, cambian 


en los diferentes países, según sus tradiciones his- 
tóricas, las creencias del pueblo, y sus circustancias 
especiales. 


4 ES 
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La cuestión de la libertad de cultos envuelye 


otra muy ardua, cual es la de las relaciones entre 


las podestades espiritual y temporal de cada Estado. 
Sin entrar en la enumeración y análisis de los di- - 


- ferentes sistemas que han existido en este particular, 


cosa que pertenece más propiamente a la historia 


del derecho, conviene exponer los principios fun-. 
damentales que presiden la regulación de materia 


de tamaña importancia. 
La Iglesia y la Sociedad civil: coexisten en el 


hecho y en el derecho, y de esa coexistencia se de- 


duce la necesidad de relaciones entre una y otra, 
para armonizar sus prerrogativas y caes 


como para evitar conflictos que harían surgir la in- 


tranquilidad y el desorden sociales. La existencia de 
la Iglesia es un hecho que se impone a la autoridad 


civil, cualquiera que sea el origen, nombre y forma 
-de ésta. Esa existencia y la libertad de la entidad 


jurídica se fundan en la vida religiosa, la manifes- 


“tación más elevada de la vida espiritual y de la na- 


turaleza del hombre; por eso se dice con razón que 
la existencia de la Iglesia es la lógica consecuencia 
de la existencia del alma humana. 

No es la Iglesia un cuerpo separado y distinto 
de lo que la rodea. El creyente o fiel que forma 
parte de la Iglesia, es también miembro de la so- 


ciedad civil: si a ésta le pide el bienestar temporal, 


de aquélla espera la realización de su fin último, 


y 
E 
E: 
: 


sin que sea posible disociar las dos partes de su sér, 
de su individualidad. De tal coexistencia, de la im- 
posibilidad lógica de disociar lo que forma al indi- 
viduo; de la necesidad de la vida religiosa para éste 
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como para la humanidad, resulta la base inconcusa 


de las relaciones entre las dos potestades. 


Ninguna legislación de los pueblos civilizados 


en los tiempos modernos, desconoce que de los in- 


tereses morales surgen vínculos de derecho, y pug- 


naría con la noción misma de éste, la teoría que 
limitara la obligación jurídica a los solos intereses 
pecuniarios O económicos. 

De estos principios nació en los últimos siglos 


en los pueblos católicos el derecho concordatario, 


que tiene un fundamento científico y se adapta al 
derecho histórico. Por medio de él se reconocen a 
la Iglesia y al Estado las prerrogativas de cada una 
de las dos entidades, dentro de la naturaleza propia 
de cada cual, y la autonomía dentro de la esfera 
de acción de una y Otro. 

La Iglesia deja que la humanidad se desarrolle 
libremente bajo la influencia de múltiples causas 
que surgen de la libertad; pero no ha tolerado ni 
tolera que se la absorba, lo que, como dijo Guizot, 
“« constituye el más grande honor de sus Papas ». 
El derecho absoluto es para la Iglesia norma o re- 
gla indiscutible; pero sin violarlo, y para ponerlo 
en acción adopta los medios requeridos por los tiem- 
pos y lugares, y, dentro del amplísimo campo del 
dogma, reconoce ella libertad de acción a las auto- 
ridades que la representan para regular sus relacio- 
nes con cada Estado. 


Un reputado filósofo y jurista, Liberatore, ad- 


vierte que teniendo los dos poderes el ¿Spa y 
temporal su origen en Dios, no se puede suponer 
que emanen de una misma fuente sin quel exista 
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- entre ellos un principio de orden, y mucho menos 
que haya tal desorden en sus relaciones, que el más 
noble de los dos, el espiritual, hubiera de estar so- 
metido al temporal. Las relaciones entre la Iglesia, 
que representa los más altos intereses de la socie- 
dad, y el Estado, que no se puede confundir con la 


- Sociedad misma y que sólo es un órgano de ella, 


se pueden y deben regular por acuerdos entre los 
dos poderes, que dan por resultado conservar a cada 
cual el campo en que ha de desarrollar su libre acti- 
vidad para la realización de su fin. 

; Es obvio que esos acuerdos o concordatos dife- 
rirán de un país a otro en pormenores — siendo 
unos mismos en lo cardinal — según las circuns- 
- tancias de cada uno, y que allí donde existe la uni- 
- dad religiosa, uno de los mayores bienes de que 
- puede disfrutar un pueblo, el Estado tiene el deber 
de reconocerlo en sus instituciones, y de darle am- 
paro especial por su carácter mismo, como por ser 
ese el querer de la mayoría de la Nación, norma 
ie suprema de gobierno en las democracias dm 
- Una será, pues, la forma del Concordato en los países 
- católicos, y otra podrá ser en los países en que la 
-—yariedad de cultos ha penetrado en la organización 
social; pero con razón se ha dicho que el Concor- 
dato es la forma más propia para conservar la tran- 
- quilidad del Estado. 

Los Concordatos, según la doctrina de los cano- 
nistas, tienen la fuerza de verdaderos contratos, 
de convenciones solemnes, como pactos o tratados 
públicos equiparados a los internacionales. El Papa 
y los gobiernos temporales, tratan en pie de igual- 
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dad. Tales pactos son bilaterales en cuanto ligan 
a las dos partes. contratantes, imponiéndoles una 
obligación verdadera, de suerte que no se les mo- 
difica ni abroga sin acuerdo de los contratantes. 


Las dos potestades se ligan a perpetuidad por medio 
de tales pactos, y aunque los Papas en ciertas. 0ca- 


siones ceden al Gobierno temporal el uso de ciertos 
derechos, que pertenecen -privativamente a la auto- 
ridad pontificia, usan en ello la plenitud de su po- 
der apostólico, como cuando daban a la autoridad 


civil el derecho de nombrar Obispos, o autorizan. 
que ésta presente nombres para que se elija de entre - 


ellos a quien ha de recibir la investidura, mediante 
el cumplimiento de los requisitos canónicos. Ade- 
más, siendo de competencia de la autoridad ecle- 
siástica lo referente al fuero eclesiástico, a la ins- 


trucción religiosa, a la existencia de comunidades. 


religiosas, admite la intervención en tales materias 
de la autoridad civil, y regula de acuerdo con. el 
Estado lo referente al derecho de adquirir de la 
Iglesia, al matrimonio, al registro del estado civil, 
a contribuciones eclesiásticas, cementerios y otras, 
que se han denominado mixtas o más propiamente 
comunes, en las que podrian surgir conflictos, y que 


son las cuestiones materia de acuerdo entre los dos 


poderes. 
Emilio Ollivier resume maria la ma- 
teria así: « Todo hombre, cuerpo y alma indivisi- 


blemente unidos, se mueve en dos medios diferen- 
tes, está sujeto a dos deberes de naturaleza diversa: 
es ciudadano y hombre religioso, miembro de una A 
nación y fiel de una Iglesia. En cada uno de estos 
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medios reina una autoridad soberana en su esfera, 
sin autoridad en la esfera vecina. Hay una legis- 
lación del Estado para el hombre ciudadano, una 
legislación de la Iglesia para el hombre fiel. “Unas 
son las leyes de los Césares, otras las de Cristo; uno 
es lo que ordena Papiniano, y otro lo que prescribe 
San Pablo ,, (SAN JERÓNIMO, Epist. ad Ocean.). “Las 
funciones y autoridades eclesiásticas son diferentes 
de las políticas, y tienden a diferentes fines por di- 
ferentes medios ,, (SAN FRANCISCO DE SALES). Las 
leyes religiosas emanan de la revelación, las leyes 
civiles de la simple razón. Ni el imperio puede nada 
sobre las leyes espirituales, ni el sacerdocio sobre 
las leyes meramente humanas... Si no se quieren 
suscitar conflictos interminables entre la Iglesia y 
el Estado, rechácese toda idea de superioridad o 
_1nferioridad y adóptese la de diferencia e igualdad. 
Esta solución es la de Santo Tomás: “El matrimo- 
nio, dice, en cuanto función natural, se rige por la 
ley natural; en cuanto sacramento, se regula por 
la ley divina; en cuanto acto social, se regula por 
la ley civil; de donde se deduce que cada una de 
estas leyes puede hacer al individuo inhábil para 
el matrimonio... ,,. Deduciendo de la decisión de 
Santo Tomás la regla general que implica, repro- 
duciendo la fórmula de Belarmino, poniendo en. 
práctica el principio de Fenelón, el eminente Obispo 
Sibour cierra así el debate: “ Las materias mixtas 
se deben regular, como siempre, de común acuerdo 
entre la Iglesia y el Estado, o bien no se regulan 
así, pero cada poder separa en estas materias el ele- 
mento que le es propio y lo organiza a su modo ,, ». 
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La libertad de opinión, en el terreno del derecho 
constitucional, es una forma de la libertad de con- 
ciencia, e implica, como deducción lógica de la au- 
tonomia individual, el derecho de expresar las di- 
ferentes ideas del individuo, siempre que no se 
afecte con ello el orden público; la libertad o el de- 
recho de los demás. Consecuencia de esta libertad, 
son las libertades de reunión, de enseñanza, de 
prensa y de petición. 

La libertad de reunión, que emana de la de ex- 
presar de palabra la opinión o pensamiento, lleya 
consigo la de reunir a un número mayor o menor 
de personas para exponer sus ideas ante ellas pú- 
blicamente. No se debe confundir la reunión con 
la asociación. La reunión es el acto de varias per- 
sonas que se juntan transitoriamente en un mismo 
lugar para oír la exposición de las ideas de una 0 
varias de ellas, con o sin debate; a diferencia de 
esto, la asociación implica una relación de derecho 
entre los asociados, un fin que se persigue en co- 
mún, y cierto carácter permanente, Cosas que no 
existen en la simple reunión. En ciertas épocas se 
han formado agrupaciones que participan de los 
carácteres de la asociación y de la reunión, como 
los clubs políticos, asociaciones que promueven pe- 
riódicamente reuniones políticas. 

La ley no debe impedir a los dada que se 
reúnan para oír relatos, exposiciones de ideas 0 
para discutir cualquier género de asuntos. Por una 


parte, a nadie se debe impedir que reúna en su 4 


casa un número mayor o menor de personas con 
esos fines, porque ello está comprendido en los de- 
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rechos que tiene cada cual respecto de su domici- 
lio; por otra, tampoco se ha de impedir, ni restringir 
el que se llame a los individuos a reuniones pú- 
blicas, gratuitas o nó; pero sí es lícito dictar me- 
didas para que estas reuniones no perturben el de-. 
recho y libertades ajenas o la tranquilidad y la 
seguridad públicas. Es admisible que se exija una 
declaración o aviso previos de la reunión con el fin 
.de que la autoridad la vigile; pero salvo circuns- 
tancias excepcionales no hay derecho de imponer 
la obligación de obtener permiso para verificarla. 
Se puede impedir las reuniones en la vía pública, 
cuando obstruyen la libre circulación, y es lícito li- 
mitar la libertad de uno para proteger la de todos. 
Por último, es lícito dar reglas para que sea posi- 
ble comprobar y reprimir los delitos que se cometan 
en las reuniones públicas, y con tal fin asisten a 
ellas uno o varios funcionarios de policía; pero lo 
que exceda de allí implica ya una violación del de- 
recho. | 


Cuestión que ha sido materia de ardientes de- 
bates en diferentes épocas, es la referente a la de 
la libertad de enseñanza, con la cual se relacionan 
otras, tales como la de la enseñanza obligatoria y 
la del derecho del Estado a intervenir en ese ramo, 
o sea la de decidir si éste tiene misión docente. | 
La libertad de enseñar, ya se le considere en 
sí misma o en el derecho que tiene el individuo de 
aprender, no es en realidad otra cosa que la. liber- 
tad de opinión, la libertad de creer, la libertad de 
—comunbicar a los demás los conocimientos propios. 
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En cuanto al derecho de aprender, nadie discute 
de buena fe que, si se respeta la libertad del in- 
dividuo, cada cual debe tener el derecho de escoger 
los. maestros que más le plazcan. Esta libertad de 
“elegir maestro que no se discute cuando se trata 
de la enseñanza a adultos, se objeta cuando se re- 
fiere a menores, y se pretende que en tratándose 
de ellos, corresponde al Estado la facultad de 
hacer una elección que no haría el menor con cri- 
terio ilustrado y con suficiente acierto. Al hablar 
así se prescinde de la existencia de la familia en 
la que nace el niño, como de la noción de la au- 
toridad del padre y jefe de ella, obligado. a pro- 
veer a la subsistencia, educación e instrueción de 
los hijos. Donde impera la teoría de que es al Es- 
tado al que incumbe toda potestad en materias de 
instrucción, es porque abolida la indisolubilidad 
del matrimonio, se avanza cada día en el descono- 
cimiento de la familia misma que de él surge; pero 
donde no se llega a tal extremo, los mismos que 
niegan en principio la libertad de enseñanza, re- 
conocen al padre de familia el derecho de educar 
por sí mismo a sus hijos, y, si procedieran con 16- 
gica, duberían reconocerle igualmente facultad para 
escoger los maestros que hacen sus veces cuando 
él no ejerce esa función. El derecho del padre es. 
en este caso correlativo de las obligaciones que 
la naturaleza y la ley le imponen respecto de sus 
hijos. Para que el Estado se sustituyera al padre 
en unó de sus primordiales derechos, sería nece- 
sario que a la vez asumiera sus obligaciones, y que 
se retrocediera siglos para rivivir instituciones an- 
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teriores al cristianismo, que desconocían todo vín- 
culo entre padres e hijos. 


Cuestión diferente es la de reglamentacíon por el 
Estado de la libertad de enseñanza, como lo hace con 
las demás libertades, en la medida que sea necesario 
para garantizar los derechos de todos los ciudada- 
- NOS. Sin embargo, son grayes las dificultades que 
se suscitan cuando se quiere obtener la fórmula 
precisa que proteja esos derechos sin menoscabar 
la libertad. Puede legítimamente el Estado vigilar 
para que todo establecimiento de enseñanza reúna 
las condiciones necesarias de salubridad, como tam- 
bién exigir que quienes se consagren a la enseñanza 
den garantías de moralidad, y para tales fines es 
lícito que ejerza una suprema inspección sobre los 
institutos existentes en el país. Asimismo es indis- 
cutible que el Estado puede invigilar la instrucción 
para impedir que los maestros menoscaben la li- 
- bertad física, intelectual o moral de sus discípulos. - 

Si en el Estado se reconoce la libertad 0 tolerancia 
de cultos, carece éste de potestad para imponer a 
los establecimientos privados de enseñanza doctrina 
alguna; pero cuando la ley fundamental reconoce 
que una religión es la de un pueblo o una gran 
mayoría de él, es obvio que en los establecimientos 
que costea o subvenciona el erario público se debe 
acabar esa religión y se deben dictar conforme a 
ella las enseñanzas. 

Otro punto discutible en esta materia, es el de 
saber si se ha de reconocer al Estado potestad para 
- €xigir de quienes se consagran a la profesión de la 
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enseñanza ciertos conocimientos o capacidades que 
les permitan ejercer el profesorado debidamente. A 
primera vista, no cabe duda de que este derecho 
del Estado se equipara con que tiene respecto de 
otras profesiones como las de médico, farmacéu- 
tico, etc., para cuyo ejercicio se requiéren diplomas 
que den las Facultades universitarias ; pero en 
la práctica se corre el peligro de que si se deja al 
Estado la facultad de calificar las condiciones de 
idoneidad de los maestros, quede en sus manos un 
instrumento para coartar la libertad de enseñanza. 
Sería necesario para la protección del derecho, que 
las entidades encargadas de expedir los títulos de 
idoneidad disfrutaran de plena autonomía, y que 
fueran en absoluto independientes de la autoridad 
gubernativa. 


La libertad de prensa, mirada por su aspecto más 
general, no es otra cosa que el derecho de expresar 
las propias opiniones y creencias por escritos, 1m- 
presos en cualquier forma que sea, el libro, el fo- 
lleto, la revista, el diario, sin que tales publicacio- 
nes estén sometidas a autorización o censura previas, 
y salvo la responsabilidad civil y penal del autor 
escrito. | 

Tiene esta libertad como límite, lo mismo que 
todas las demás, el derecho ajenu. Debe intervenir 
la ley para reprimir todo abuso de la prensa con 
que se afecte la libertad o el derecho de los demás, 
moral o materialmente, como todo aquello que sea 
peligroso para la seguridad o la moralidad públicas, 
o que tienda a provocar la violación de las leyes. 
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La intervención del Estado para estos fines debe 
ser represiva, no preventiva, y se debe confiar al 
poder judicial, a cuya guarda están encomendados 
la garantía de los derechos y libertades de los ciu- 
dadanos. 

Es práctica aceptada casi como axiomática, que 
la jurisdicción en estas materias, salvo cuando se 
trate de calumnia o injuria, debe ser exclusivamente 
la del Jurado, que representando a la opinión pú- 
blica por ser el único tribunal que emana directa- 
mente de ella, reúne las condiciones excepcionales 
requeridas para apréciar rectamente este género de 
violaciones de la ley. 

Reconocido el derecho de expresar las opiniones 
propias en cualquier materia por medio de la prensa, 
se debe establecer sanción para los abusos que por 
. medio de ella se cometan, con el fin de proteger 
tanto a la sociedad como al individuo, a quien se 
debe reconocer también el derecho de defensa con- 
tra los ataques de que sea víctima, y el de ser de- 
bidamente indemnizado por los perjuicios que se le 
infieran con esa clase de abusos. 

Entre los medios de defensa que se dan al indi- 
viduo en estos casos, está el derecho de rectificar las 
imputaciones que se le hagan por medio de las publi- 
“caciones periódicas, mediante la obligación que se. 
impone a los directores de ellas de publicar las recti- 
ficaciones que les envíe toda persona que haya sido 
nombrada o designada en la publicación que dirigen. 


El derecho de petición es una forma de la li- 
-—bertad de opinión, y consiste en la facultad que se 
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reconoce al individuo de exponer a las entidades o 
funcionarios públicos por escrito, sus opiniones, so- 

licitudes o quejas. El derecho de petición es una 

consecuencia, además, de la libertad individual en 
general; es el reconocimiento del derecho de buscar 

la reparación contra los actos arbitrarios de que sea 
víctima el individuo, por obra de corporaciones 0 

funcionarios públicos. 

Respecto del derecho de petición se presenta una 
duda, ya señalada en otro lugar. Si se trata de la 
solicitud individual de supresión o modificación de - 
una medida dictada respecto de determinada per- 
sona, no se puede desconocer que al hacerla se hace 
uso de un derecho natural y civil, que garantiza y 
reconoce la sociedad. De consiguiente, el ejercicio 
de un derecho de tal naturaleza corresponde a todos 

E los individuos, aun a los que no tienen el goce de 
los derechos políticos, a los que sufren una condena 
y a los extranjeros. Un derecho de tal naturaleza 
puede ser regulado por el Estado; pero en ningún 
caso suprimido por él. Pero si la petición la dirige 
un grupo de individuos, para un fin de interés ge- 
neral, no es ya el mismo caso, y es discutible en- 
tonces si es una especie de participación en el ejer- 
cicio del poder público, y, de consiguiente, algo 
como el uso de un derecho político que debe po- 
seer quien hace la solicitud. : 

En donde existen hoy tribunales de Jo conten- 
cioso administrativo, encargados de decidir sobre 

E los recursos por abusos de poder, quien se cree víc- 
tima de la providencia arbitraria de un funcionario 
público, tiene ese camino más expedito y efectivo 
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para el amparo de su derecho que el antiguo de . 
petición cuya importancia ha decrecido así de modo 
considerable. 


] La libertad del individuo implica la de asociarse 
--a otros. Quien tiene derecho de desarrollar libre- 
mente su actividad, debe tener también el de unirla 

a la de lcs demás. « La existencia de este derecho, 
dice Prisco, es tan evidente, que no se puede ne- 
gar sin negar a la yez la posibilidad de todo de- 
recho humano... Del derecho a asociarse, unido al 
de la independencia, nace en todo hombre el dere- 

- cho a que no se le pongan obstáculos para formar 
parte de cualquier sociedad lícita y justa. En fuerza 
del derecho de independencia, todo hombre tiene 
derecho a procurarse su propio bien, sin que nadie 
-—se-lo pueda impedir racionalmente, y no puede im- 
pedírsele cuando no ofende los derechos de los de- 
más; el hombre que se asocia en una sociedad lícita 
y justa procura su bien propio sin ofender los dere- 
chos de nadie; luego todo hombre tiene el derecho 
innato de agregarse a una sociedad lícita y justa ». 
El último medio siglo se ha señalado por un 
gran desarrollo de la tendencia de asociación, que 
abarca las múltiples manifestaciones de la actividad 
humana; en todas partes el Estado se ha visto en 
la necesidad de intervenir de un modo especial en la 
materia. La asociación implica un vínculo particular 
que une varias personas para la realización de un 
propósito común, por medio del auxilio mutuo que 
-—se prestan, a fin de obtenerlo con mayor certidum- 
bre. La formación de asociaciones no tiende a anular 
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o absorber al individuo; por el contrario, favorece 
el desarrollo de su actividad, que es tanto más com- 
pleja y comprensiva cuanto mayor es el número de 
asociaciones a que pertenezca. | | 
Para que la libertad de asociación exista real- 
mente, es menester que a la constituída con un fin 
lícito, le séa permitido adquirir libremente, a título 
gratuito u oneroso, cualquier clase de bienes. La ley 
debe, pues, para hacer efectivo el derecho de aso- 
ciación, reconocer personería jurídica a las socieda- 
des para que puedan así adquirir bienes que sirvan al 
desarrollo y realización de los fines que se proponen. 

Las trabas que en algunos países se ponen a las 
asociaciones para adquirir a título oneroso O gra-. 
tuito, con pretexto de evitar que se llegue a la amor- 
tización de las propiedades o que se conviertan en 
lo que se ha denominado de manos muertas, es una. 
forma de desconocimiento de la libertad de asocia- 
ción, porque tal objeción cuando de ella se ha hecho 
- uso, no se ha aplicado sino a las asociaciones reli-. y 
giosas, al paso que, en los tiempos modernos, so- 
ciedades comerciales de seguros, grandes almacenes 
y otras entidades análogas, inmovilizan grandes pro- 
piedades sin que nadie lo juzgue perjudicial para los 
intereses económicos. 


El Legislador carece de poder pára dictar ley 
alguna que desconozca o afecte el derecho de pro- 
piedad de los ciudadanos, reconocido por las instl- 
tuciones de los diferentes pueblos como un derecho ' 
natural, íntimamente unido con el que tiene el hom- A 
bre a vivir y realizar su destino. La libertad de tra= 
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bajo, de comercio y de industria, como medios de 
adquirir la propiedad, son una emanación directa 
de ese derecho,que-no se limita sino por la nece- 
“sidad o la conveniencia públicas. 


| Las restricciones al ejercicio de algunas profe- 
siones o industrias, consistentes en exigir a quienes 
se consagran a ellas determinadas condiciones de 
saber o ciertas aptitudes, para prevenir los males 
sociales que resultarían de ser ejercidas por personas 
incapaces, no constituyen un desconocimiento de la . 
libertad. Cuantos quieran dedicarse a ellas pueden 
hacerlo cumpliendo ciertos requisitos, y en tal sen- 
tido las profesiones son libres, puesto que no se li- 
mita el número de individnos a quienes es lícito 
_ejercerlas, siempre que cumplan las condiciones a 
todos comunes. Tal sucede, v. gr., respecto de las 
profesiones de médico y farmacéutico, para cuyo 
ejercicio se requieren títulos académicos, o especial 


comprobación de idoneidad por medio de un exa- 


men que se presenta ante consejos de peritos en la 
materia, | | 

Diferente de esta limitación es el requisito que 
se impone a quienes ejercen ciertas industrias O pro- 
fesiones de cuyo ejercicio pueden resultar peligros 
para la seguridad o salubridad públicas, de obte- 
ner un permiso previo de la autoridad, y la sumi- 
sión al cumplimiento de determinadas condiciones 
para proteger los derechos de terceros. Con estas 
medidas no se coarta la libertad, sino que se busca 
el medio de conciliar derechos que podrían entrar 
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En algunos casos establecen las leyes monopo- ' 
lios en favor del Estado o de individuos particulares 
como medio de hacer efectivos ciertos impuestos -o 
procurar mayor rendimiento de ellos, o para garanti- 
zar, a la vez, que reunen ciertas condiciones los 
productos que se destinan al consumo público, y 
evitar el expendio de los nocivos para la salud. Tal 
sucede con el monopolio del alcohol o con el de la 
rectificación del mismo. Estas limitaciones de la li-. 
bertad de la industria hallan.en ocasiones su justi- 
ficación en los intereses generales del Estado, que 
deben prevalecer sobre los particulares en determi- 
nadas circunstancias; pero se debe observar a tal 
respecto, que la limitación de la libertad de cual- 
quiera industria existente en un país, con el fin de 
establecer un monopolio, impone ineludible obliga- 
ción al Estado de indemnizar plenamente y de un 
modo previo a quienes ejercían antes la industria 
materia del nuevo monopolio. Es exactamente el 
mismo caso de la expropiación por causa de utilidad 
pública, o mejor, una forma o especie de esa ex- 
propiación. Al decir lo que precede respecto del mo- 
nopolio del alcohol, no se quiere justificar en forma 
alguna que el Estado promueva para aumentar sus 
rentas el incremento de uno de los vicios de más 
funestas consecuencias para el individuo y para la 
sociedad. Por el contrario, el fin cardinal del im- 
puesto deberia ser, si no es posible extinguir el con- 
sumo, aminorarlo. $ 
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La garantía real y efectiva de los derechos como A 
de las libertades de los ciudadanos, y de ques los j 
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gobiernos cumplan las obligaciones que tienen para 
con ellos, ora dándoles el amparo y la protección 


debidos por medio de actos eficaces, ora abstenién- 
dose de cuanto lesione esos derechos y libertades, 


- sólo se: obtiene con la sabia organización de los po- 


deres públicos; con el equilibrio y contrapeso que 


entre ellos se establezca; con la rigurosa responsa- 


bilidad que se les exija de sus actos, y, sobre todo, con 
una organización electoral que permita y garantice 
la expresión efectiva y genuina del querer nacional. 


Es así como se establece la seguridad verdadera para 


el ciudadano y se reducen al mínimum posible los 


peligros para su libertad y su derecho. 


La ley, por más que tenga los caracteres exter- 
nos de tál, si no está inspirada por la razón y en- 
caminada al bien común, si conculca el derecho, 
somete a la sociedad a un régimen despótico, y con- 


vierte a los ciudadanos o súbditos en verdaderos 


e 


ia 


siervos. A su vez, los actos de las autoridades que 
violan el derecho de un solo individuo, aunque apa- 
rentemente no afecten sino ese derecho, hieren a la 
sociedad entera, que por necesidad es solidaria con 
aquél o dejaría de ser lo que debe ser. La injusticia 
cometida con un solo ciudadano afecta a cuantos 
forman parte del cuerpo social: es de esa solidari- 
dad de donde han surgido las conquistas del dere- 
cho- moderno; es ella la base fundamental de las 
libertades públicas. 
A 4 


¿ Hay derecho para resistir con la fuerza a las 


leyes que violan o desconocen los derechos de los 
- ciudadanos, o los actos de las autoridades públicas 
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que dan esos resultados, por más que en las insti- 3 
tuciones del país teóricamente se consagren y am- 
paren aquellós derechos? Tál es la antiquísima cues- 2d 
tión debatida con empeño durante siglos, por teó- 3 
loxos, filósofos y Juristas, con el nombre de derecho EN 
de resistencia a la opresión. E 
Los revolucionarios franceses, en su Declaración 
de 1793, consignaron el derecho de resistencia a la 
opresión como consecuencia o deducción de los de- 
más derechos del hombre, y así, de una manera 
expresa, establecieron que todo acto ejercido contra 
un individuo fuéra de los casos y sin las formas 
que determina la ley, es arbitrario y tiránico, y que 
aquel contra quien se dirija con violencia, tiene 
derecho de resistirlo: con la fuerza. Se eliminaba - 
así el delito de rebelión, consistente en resistir al 
acto de la autoridad violatorio de la ley, y se iba - 
más allá aún, puesto que si era todo el pueblo el 
oprimido, se hacía de la insurrección no sólo un 
derecho sino también un deber. «Cuando el Go- 
bierno viola los derechos del pueblo, dice el ar- 
tículo 35 de aquella Declaración, la insurretción 
es para el pueblo y para cada porción del pueblo, ' 
él más sagrado de los derechos, y el más imprescin- 
dible de los deberes ». La misma Declaración auto- 
riza el tiranicidio, cuando ordena dar muerte a 
quien usurpa la soberanía nacional. «¡Qué ironía 
— dico un publicista contemporáneo — que seme- 
jantes principios fueran proclamados precisamente 3 
por la Asamblea qne durante años hizo pesar sobre 
Francia la más sangrienta de las tiranías! ». a 
La resistencia a la opresión es pasiva, defensiva 
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o agresiva. Se resiste a la aplicación de la ley con- 
traria al derecho y a cualquier acto contrario a la 
- ley, absteniéndose de ejecutar la orden que tenga 
- tales carácteres, siempre que uo haya coacción, y 
- aun protestando contra la obligación que se quiere 
imponer al individuo, después de usar de los re- 
cursos legales contra la ley o providencia. Enten- 
- dido así el derecho de resistencia, nunca ha sido 
objetado, ni puede serlo. Cada cual aprecia en con- 
- ejencia la obligación que se le impone, para decidir 
si debe o no obedecer al mandato que reputa injusto 
o ilegal. La ley no es tal por su simple nombre, 
sino en cuanto reúna las condiciones que le dan el 
carácter de tal. La teoría de la obediencia pasiva 
es contraria a la naturaleza misma del hombre, a 
-—su independencia y a su dignidad. Necesidad social 
esla obediencia a la ley y a la autoridad; pero no 
por ello queda el individuo incapacitado para apre- 
_ ciar lo que se le manda, y es lícito que procure 
«sustraerse a esa obediencia, sin recurrir a lá fuerza, 
cuando reputa la ley contraria a la razón o al bien 
común, como.lo es respecto de un acto de la auto- 
ridad cuando no lo juzga legal. « La obediencia a 
la ley, dice Benjamín Constant, es un deber; pero 
- no absoluto sino relativo; tiene por fundamento el 
- supuesto de que la ley emana de una fuente legí- 
tima, y que se encierra en sus justos límites. No 
cesa ese deber cuando la ley sólo se aparta de esa 
regla por ciertos aspectos, porque todos debemos 
al reposo público. muchos sacrificios; pero ningún 
deber de obedecerlas tenemos, por ejemplo, respecto 
de leyes como las que se dictaban en 1793, o más 
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adelante, cuya influencia A amenaza lo más 


noble de nuestra existencia... » 

Pero si la resistencia ia es ia es dis- 
cutible decir otro tanto respecto de la defensiva. 
Teóricamente es admisible la tesis de que el ciu- 
dadano tiene derecho de resistir con la fuerza a 
una ley que no lo es sino de nombre; pero llevado 
el principio a la práctica, surgiría de có un estado 


de cosas que causaría grandes peligros sociales, Y 
que perturbaría todo orden. Para tal fin no es po- 


sible dejar en absoluto al individuo la apreciación 
de la legitimidad de la ley. ] 

No se debe sin embargo negar al individuo el 
derecho de resistir, aun con la fuerza, a los actos 
de un funcionario claramente lolatoñión de la ley, 


porque en tal caso no se trata ya de ejercicio le- 


gítimo de la autoridad: él funcionario que así pro- 
cede no tiene otro título que el de la fuerza, y se 
_despoja del carácter de funcionario para proceder. 
A quien en tales cireunstancias resiste, no se le 
puede considerar como rebelde. 

Por último la resistencia agresiva, o sea lo que 


se denomina derecho de insurrección, es insostenible 


en el terreno puramente teórico. Si el Gobierno, 
por medio de sus diferentes órganos, desconosciendo 
la Constitución del Estado, llega a crear de hecho 
una organización atentatoria y arbitraria contra 
logs derechos de los ciudadanos, que viole los prin- 
cipios fundamentales de la organización del país, 
se convierte en tiránbico, y con ello piérde el título 


mismo para gobernar. En tales circunstancias, al 
acto del pueblo que se levante para derrocar al 
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usurpador es legítimo, y no son pocos los casos 
históricos de revoluciones que tuvieron ese carácter. 
Pero si se reconoce el principio, es evidente que 
en la práctica tiene graves peligros, Legítimamente, 
no se debe usar de ese supremo recurso sino cuando 
se hayan llenado muchas condiciones, y especial- 
mente la de que no exista otro medio de obtener 
el reconocimiento y la garantía del derecho. Nin- 
guna Constitución, de consiguiente, puede consig- 
nar en sus páginas aquel derecho, teóricamente 
sostenible, porque organizaría con ello la anarquía, 
como se dijo de la Constitución francesa de 1793. 
Y es precisamente el objeto principal de las leyes 
fundamentales de un pueblo, organizar de tal ma- 
nera los poderes políticos de la nación, que se haga 
poco menos que imposible llegar en su ejercicio a 
violar derechos que son la base de la vida social. 


cocacola 


CONSTITUCIÓN COLOMBIANA 


(5 de Agosto de 1886) 


En nombre de Dios, fuente suprema 
de toda autoridad 


DELE DOCL 


De la Nación y el Territorio. 


1. La Nación colombiana se reconstituye en forma de Re- 
pública unitaria. 

: 2. La soberanía reside esencial y exclusivamente en la Na- 
- ción, y de ella emanan los poderes públicos, que se ejercerán 
en los términos que esta Constitución establece. 

3. Subrogado. 

Art. 1. - A. L. n. 8, 1910. — Son límites de la República 
con las Naciones vecinas los siguientes: con la de Venezuela, 
los fijados por el Laudo arbitral del Rey de España; con la 
de Costa Rica, los señalados por el Laudo arbitral del Presi- 
dente de la República francesa; con el Brasil, los determina- 
dos por el Tratado celebrado con esa República, en la parte 
delimitada con él, y el resto, los que tenía el Virreinato de 
la Nueva Grenada con las posesiones portugueses en 1810; 
con la República del Ecuador, provisionalmente, los fijados 
| en la Ley colombiana de 25 de junio de 1824, y con el Perú, 
los adoptados en el Protocolo Mosquera-Pedemonte, en desat- 
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rollo del Tratado de 22 de setiembre de 1829. — Las líneas 
divisorias de la República con las naciones limítrofes sólo po- 
dran variarse en virtud de Tratados públicos debidamente 
aprobados por ambas Cámaras Legislativas. 


Tratado con el Ecuador de 26 enero de 1917. Art. 1. — La | 


línea de frontera entre la República de Colombia y la Repú- 
blica del Ecuador queda acordada, convenida y fijada en los 
términos que en seguida se expresan: partiendo de la boca 
de rio Mataje, en el Océano Pacifico, aguas arriba de dicho 
rio, hasta encontrar sus fuentes en la cumbre del gran ramal 
de los Andes, qua separa las aguas tributarias del rio San- 
tiago de las que van al Mira; sigue la línea de frontera por 
la mencionada cumbre hasta las cabeceras del rio Cunumbí, 


y por este rio aguas abajo hasta su boca en el Mira; éste 


aguas arriba hasta su confluencia en el rio San Juan; por este 


rio aguas arriba hasta la boca del arroyo o ono ds Agua- 


hedionda, y por ésta hasta su origen en el volcán de Chiles; 
sigue a la cumbre de éste hasta encontrar el origen principal 
del rio Carchi; por este rio aguas abajo hasta la boca de la 
quebrada Tejes o Teques; y por esta quebrada hasta el cerro 


de la Quinta, de donde sigue la línea al cerro de Troya, y 


las cumbres de éste hasta el llano de los Ricos; toma después 
la quebrada Pun desde su origen hasta su desembocadura en 
el Chingual (o Chunquer, según algunos geógrafos); de allí 
una línea a la cumbre de donde vierte la fuente principal del 
rio San Miguel; este rio aguas abajo hasta el Sucumbíos, y 
éste hasta su desembocadura en el Putumayo; de esta boca 
en dirección Sudoeste el divortium aquarum entre el Putumayo 
y el Napo; y por este divortium aquarum hasta el origen prin- 
cipal del rio Ambiyacu, y por el curso de este rio hasta su 
desembocadura en el Amazonas; siendo entendido que los te- 
rritorios situados en la margen septentrional del Amazonas y 
comprendidos en esta línea de frontera y el límite con el Bra- 
sil pertenecen a Colombia, la cual por su parte deja en salvo 


los posibles derechos de tercero. — 2. — Las islas de la bahía - | 


de Panguapí en la desembocadura del rio Mataje pertenecerán, 
respectivamente, al Estado que actualmente las posea. 


Art. 3. - A. 1.- L. 58 de 1924. — La línea de frontera en- E 
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tre la República de Colombia y la República de Panamá, queda 
acordada convenida y fijada en los términos que en seguida 
se expresan, y que son los mismos de la Ley colombiana de 
9 de junio de 1855. — Del Cabo Tiburón a las cabeceras del 
rio de La Miel, y siguiendo la cordillera por el Cerro de Gandí 
y la sierra de Chugargán y de Mali, a bajar por los cerros de 
Nigue a los altos de Aspave, y de allí a un punto sobre el 
Pacifico equidistante de Cocalito y la Ardita. 

4. El territorio, con los bienes públicos que de él forman 
parte, pertenece únicamente a la Nación. — Las secciones que 
componían la Unión Colombiana, denominadas Estados y Te- 
rritorio nacionales, continuarán siendo partes territoriales de 
la República de Colombia, conservando los mismos límites 
actuales y bajo la denominación de Departamentos. — Las 
- líneas divisorias dudosas serán determinadas por comisiones 
demarcadoras nombradas por el Senado. — Los antiguos Te- : 
rritorios nacionales quedan incorporados en las secciones a que 
primitivamente ocio: 

5. Subrogado. 


Art. 2. - A. L.n. 3, 1910. — El territorio nacional se 
dividirá en Departamentos, y éstos en Municipios o Distritos 
Municipales. — La ley puede decretar la formación de nuevos 


Departamentos, desmembrando los existentes, cuando haya 
sido solicitada por las tres cuartas partes de los Concejos Mu- 
nicipales de la comarca que ha de formar el nuevo Departa- 
mento, y siempre que se llenen estas condiciones: — 1* Que 
el nuevo Departamento tenga por lo menos 250,000 habitantes 
y 250.000 pesos oro de renta anual; 2? Que aquél o aquéllos 
de que fuere segregado quede, cada uno, con una población 
de 250.000 habitantes, por lo menos, y con una renta anual 
- no menor de 250.000 pesos; y 3? Que la creación sea decretada 
- por una ley aprobada por dos Legislaturas anuales sucesi- 
vas. — Para la supresión de cualquier Departamento que se cree 
con posterioridad al presente Acto legislativo, bastará una 
ley aprobada en la forma ordinaria, siempre que durante el de- 
bate se compruebe que la entidad que va a suprimirse carece de 
alguna de las condiciones expresadas. — La ley podrá segregar 


Municipios de un Departamento o suprimir Intendancias, y 


agregar éstas y aquéllos a otro u otros Departamentos limí- 
trofes. : 

6. Sólo por una ley aprobada en la forma expresada en la 
parte final del artículo anterior podrán ser variados los actua- A 
les límites de los Departamentos. — Por medio de una ley 
aprobada en la forma ordinaria y sin la condición antedicha, 
podrá el Congreso separar de los Departamentos a que ahora E 
se reincorporan, o a que han pertenecido, los territorios a que 
se refiere el artículo 4%, o las islas, y disponer respecto de 
unos u otras lo más conveniente. 

7. Fuera de la división general del Territorio habrá otras 
dentro de los límites de cada Departamento, para arreglar el 
servicio público. -— Las divisiones relativas a lo fiscal, lo mi- 
litar y la instrucción pública, podrán no coincidir con la di- 
visión general. 
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TITULO IL. 


De los habitantes: nacionales y extranjeros. 


8. Son nacionales colombianos : 

1 Por nacimiento: Los naturales de Colombia, con una de 
dos condiciones: que el padre o la madre también lo hayan 
sido, o que siendo hijos de. extranjeros, se hallen domiciliados y 
en la República. Los hijos legítimos de padre y madre colom- 
bianos que hubieren nacido en tierra: extranjera y luégo se 
_domiciliaren en la República, se considerarán colombianos de 
nacimiento para los efectos de las leyes que exijan esta cali- 1 
dad. 2% Por origen y vecindad: Los que siendo hijos de madre - 4 
o padre: naturales de Colombia y habiendo nacido en el ex- ¿ 
tranjero, se domiciliaren en la República; y cualesquiera his- , 
pano-americanos que ante la Municipalidad del lugar donde se 
establecieren, pidan ser :insecritos como colombianos. 3% Por 
adopción: Los extranjeros que soliciten y obtengan carta de 
ciudadanía. | OS 

9. La calidad de nacional colombiano se pierde por adqui- 
rir carta de naturaleza en país extranjero, fijando en él do- 
micilio, y podrá recobrarse con arreglo a las leyes. E 
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10. Es deber de todos los nacionales y extranjeros en Co- 
lombia, vivir sometidos a la Constitución y a las leyes, y 
respetar y obedecer a las autoridades. 

11. Los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mismos 
derechos que se concedan a los colombianos por las leyes de 
la Nación a que el extranjero pertenezca, salvo lo que se es- 
tipule en los Tratados públicos. 

12. La ley definirá la condición de extranjero domiciliado, 
y los especiales derechos y obligaciones de los que en tal con- 


“dición se hallen. 


13. El colombiano, aunque haya perdido la calidad de na- 
cional, que fuere cogido con las armas en la.mano, en guerra 
contra Colombia será juzgado y penado como traidor. — Los 
extranjeros naturalizados y domiciliados en Colombia, no se- 
rán obligados a tomar armas contra el país de su origen. 

14. Las sociedades o corporaciones que sean en Colombia 


reconocidas como personas jurídicas, no tendrán otros dere- 


chos que los correspondientes a personas colombianas. 

15. Son ciudadanos los colombianos varones mayores de 
veintiún años que ejerzan profesión, arte u oficio, o tengan 
ocupación lícita u otro medio legítimo y conocido de subsis- 
tencia. 

16. La ciudadanía se pierde de hecho cuando se ha perdido 
la nacionalidad. — También pierde la calidad de ciudadano 
quien se encuentre en uno del los siguientes casos, judicial- 


mente declarados: 1% Haberse comprometido al servicio de 


una Nación enemiga de Colombia. 22 Haber pertenecido a una 
facción alzada contra el Gobierno de una Nación amiga. 3 Haber 
sido condenado a sufrir pena aflictiva. 4” Haber sido destituido 
del ejercicio de funciones públicas, mediante juicio criminal, de 
violencia, falsedad o corrupción en elecciones. Los que hayan 
perdido la ciudadanía podrán solicitar rehabilitación del Senado. 

17. El ejercicio de la ciudadanía se suspende: 1” Por no- 
toria enajenación mental. 22 Por interdicción judicial. 3* Por 


-beodez habitual. 4? Por causa criminal pendiente; desde que 


el Juez dicte auto de prisión. 
18. La calidad de ciudadano en ejercicio es condición pre- 
via indispensable para ejercer funciones electorales, y poder 
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desempeñar empleos públicos que lleven anexa dd 0 
jurisdicción. 


TITULO III. dt 6 


De los derechos civiles y garantías sociales. 
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19. Las autoridades de la República están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, en sus 
vidas, honra y bienes, y asegurar el respecto recíproco de los 
derechos naturales, previniendo y castigando los delitos. 

20. Los particulares po son responsables ante las autorida- 
des sino por infracción de la Constitución o de las leyes. Los 
funcionarios públicos lo son por la misma causa y por extra- 
limitación de funciones, o por omisión en el ejercicio de éstas. 

21. En caso de infracción manifiesta de un precepto consti- 
tucional en detrimento de alguna persona, el mandato superior 
no exime de responsabilidad al agente que lo ejecuta. — Los E 
militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. 
Respecto de ellos, la responsabilidad recaerá únicamente en el 
superior que dé la orden. 

22. No habrá esclavos en Colombia. —El que, siendo esclavo, 
pise el territorio de la República, quedará libre. z A 

23. Nadie podrá ser molestado en su persona o familia, ni 3 


4 


Mi 


A 


reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio regis- 
trado, sino a virtud de mandamiento escrito de autoridad com- 
p:tente, con las formalidades legales y por motivo previamente ¿ 
definido en la leyes. — En ningún caso podrá haber detención, E 
prisión ni arresto por deudas u obligaciones puramente civiles, 
salyo el arraigo judical. | y 3 
24, El delincuente cogido in flagranti, podrá ser aprehen- 38 
dido y llevado ante el Juez por cualquiera persona. Si los agen- 
tes de la autoridad lo persiguieren, y se refugiare en su. propio 
domicilio, podrán penetrar en él para el acto de la aprehen- 
sión: y si se acogiere a domicilio ajeno, deberá preceder re- de 
querimiento al dueño o morador. ” 

25. Nadie podrá ser obligado en asunto criminal, correcio- 
nal o de policia, a declarar contra sí mismo oO coda sus pe Y 
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rientes dentro del cuarto grado civil de consanguinidad o se- 
gundo de afinidad. 
26. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes pre- 
existentes al acto que se impute, ante Tribunal competente, y 
observando la plenitud de las formas propias de cada juicio. 
— En materia criminal, la ley permisiva o favorable, aun cuando 
sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o des- 
favorable. 
27. La anterior disposición no obsta para que puedan cas- 
tigar, sin juicio previo, en los casos y dentro de los precisos 
términos que señale la ley: 1? Los funcionarios que ejercen 
autoridad o jurisdicción, los cuales podrán penar con multas 
o arresto a cualquiera que los injurie o les falte al respeto 
en el acto en que estén desempeñando las funciones de su cargo. 
2% Los Jefes militares, los cuales podrán imponer penas incon- 
tinenti, para contener una insubordinación o motín militar, o 
para mantener el orden hallándose enfrente del enemigo. 3% Los 
Capitanes de buque, que tienen, no estando en puerto, la misma 
facultad para reprimir delitos cometidos a bordo. 
28. Aun en tiempo de guerra, nadie podrá ser penado ex 

post facto, sino con arreglo a la ley, orden o decreto en que 
previamente se haya prohibido el hecho y determinádose la 
pena correspondiente. — Esta disposición no impide que aun 
en tiempo de paz, pero habiendo graves motivos para temer 
perturbación del orden público, sean aprehendidas y retenidas, 
de orden del Gobierno y previo dictamen de los Ministros, las 
personas contra quienes haya graves indicios de que atentan, 
contra la paz pública. | 

29 y 30. Subrogados. 

Art. 3.- A. L.n. 3, 1910. — El legislador no podrá im- 
poner la pena capital en ningún caso, 

31. Los derechos adquiridos con justo título con arreglo a 
las leyes civiles por personas naturales o jurídicas, no pueden 
ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. — Cuando 
de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad 
pública, resultaren en conflicto los derechos de particulares 
con la necesidad reconocida por la misma ley, el interés pri- 
vado deberá ceder al interés público. Pero las expropiaciones 


es 
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que sea preciso hacer requieren plena indemnización con arre- 
glo al artículo siguiente (Y. A. L. n. 3, 1910 art. 5 que lo 
subroga, infra). 2 
Art. 4.- A. L.n. 8, 1910. — Ninguna ley que establezca 
un monopolio podrá aplicarse antes de que hayan sido plena- | 
mente indemnizados los individuos que en virtud de ella de- 
ban quedar privados del ejercicio de una industria lícita. — 
Ningún monopolio podrá establecerse sino como arbitrio ren- 
tístico y en virtud de ley. — Sólo podrán concederse privile- 
gios que se refieran a inventos útiles y a vías de comunicación. 
32. Subrogado. 
Art.5.- A. Ln. 3, 1910. — En. tiempo de paz nadie podrá 
ser privado de su propiedad en todo o en parte, sino por pena 
o apremio, o indemnización o contribución general, con arre- 
glo a las leyes. Por graves motivos de utilidad pública, defi- 
nidos por el legislador, podrá haber enajenación forzosa me- 
diante mandamiento judicial, y se indemuizará el valor de la 
-propiedad antes de verificarse la expropiación. a 
33. En caso de guerra y sólo para atender al restablecimiento 
del orden público, la necesidad de una expropiación podrá ser 
decretada por autoridades que no pertenezcan al orden judicial 
y no ser previa la indemnización. En el expresado caso la pro- 
piedad inmueble sólo podrá ser temporalmente ocupada, ya $ 
para atender a las necesidades de la guerra, ya para destinar ke 
a ella sus productos, como pena pecuniaria impuesta a Sus 
dueños conforme a las leyes. — La Nación será siempre res- 
ponsable por las expropiaciones que el Gobierno. pues por sí. 
o por medio de sus agentes. 
Art.6.- A.L.n. 3, 1910. — En tiempo de paz co 
el Congreso, las Asambleas Departamentales y los Consejos 3 
Municipales podrán imponer contribuciones. 4 
Art. 7 ibídem. — Queda prohibida en absoluto toda nueva 4 
emisión de papel moneda de curso forzoso. : 
34. No se podrá imponer pena de confiscación. | 
35. Será protegida la propiedad literaria y artística, como 
propiedad transferible, por el tiempo de la vida del autor y 
ochenta años más, mediante las formalidades que prescriba la 
ley. Ofrécese la misma garantía a los propietarios de obras 
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publicadas en países de lengua española, siempre que la Na- 
ción respectiva consigne en su legislación el principio de reci- 
procidad, y sin que haya necesidad de celebrar al efecto con- 
venios internacionales. 

36. El destino de las donaciones inter vivos o testamenta- 
rias hechas conforme a las leyes para objetos de Beneficencia 
o de Instrucción pública no podrá ser variado ni modificado 
por el Legislador. 

37. No habrá en Colombia bienes raíces que no sean de 
libre enajenación, ni obligaciones irredimibles. 

38. La Religión Católica, Apostólica, Romana, es la de la 
Nación; los Poderes públicos, la protegerán y harán que sea 
respetada como esencial elemento del orden social. — Se en- 
tiende que la Iglesia Católica no es ni será oficial, y conser- 


vará su independencia. 


39. Nadie será molestado por razón de sus opiniones reli- 
giosas, ni compelido por las autoridades a profesar creencias 
mi a observar prácticas contrarias a su conciencia. 

40. Es permitido el ejercicio de todos los cultos que no sean 
contrarios a la moral cristiana ni a las leyes. — Los actos con- 
trarios a la moral cristiana o subversivos del orden público, 
que se ejecuten con ocasión o pretexto del ejercicio de un culto, 
quedan sometidos al derecho común. 

41. La educación pública será organizada y dirigida en con- 
cordancia con la Religión Católica. — La instrucción primaria 
costeada con fondos públicos será gratuita y no obligatoria. 

42. La prensa es libre en tiempo de paz; pero responsable, 
con arreglo a las leyes, cuando atente a la honra de las petr- 
sonas, al orden social o a la tranquilidad pública. — Ninguna 
empresa editorial de periódicos podrá, sin permiso del Gobierno, 
recibir subvención de otros Gobiernos ni de compañías extran- 
jeras. ; ] 

43. La correspondencia confiada a los telégiatos y Correos 
es inviolable. Las cartas y papeles privados no podrán ser 
interceptados ni registrados, sino por la autoridad, mediante 
orden de fancionario competente, en los casos y con las for- 
malidades que establezca la ley, y con el único objeto de buscar 
ISUScas judiciales. — Podrá gravarse, pero nunca prohibirse 
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en tiempo de paz, la circulación de impresos por los Correos. 
44. Subrogado. ON 
Art. único. A. L. n. 1 de 1921. — Toda persona podrá 
abrazar cualquier oficio o ocupación honesta, sin necesidad de 
pertenecer a gremio de maestros o doctores. — Las autoridades - 
inspeccionarán las industrias y profesiones en lo relativo a la - 
moralidad, la seguridad y la salubridad públicas. — La ley 3 
podrá restringir la producción y.el consnmo de los licores y 
de las bebidas fermentadas. — También podrá la ley ordenar 
la revisión y fiscalización de las tarifas y reglamentos de las 
empresas públicas de trasportes y conducciones, y exigir títulos 
de idoneidad para el ejercicio de las profesiones médicas y 0 de 
sus similares y de la de abogado. 
45. Toda persona tiene derecho de presentar peticion res- 
pectuosas a las autoridades, ya sea por motivos de interés ge- 
neral, ya de interés particular, y el de obtener pronta reso- ' 
lución. 
46. Toda parte del pueblo puede reunirse o congregarse 
pacíficamente. La autoridad podrá disolver toda reunión que 
degenere en asonada O tumulto, o que obstruya las vías pú- 
blicas. j 
47. Es permitido formar compañías o asociaciones públicas - 
o privadas que no sean contrarias a la moralidad ni al orden 
legal. — Son prohibidas las juntas políticas populares de ca- 
rácter permanente. — Las asociaciones religiosas deberán pre- 
sentar a la autoridad civil, para que puedan quedar bajo la 
protección de las leyes, autorización expedida por la 1espectiva 
superioridad eclesiástica. 
48. Sólo el Gobierno puede introducir, fabricar y poseer 
armas y municiones de guerra. — Nadie podrá dentro el po-. 
blado llevar armas consigo, sin permiso de la autoridad. Este 
permiso no podrá extenderse a los casos de concurrencia a 
reuniones políticas, a elecciones, o a sesiones de asambleas o - 
corporaciones públicas, ya sea para actuar en ellas o para 
* presenciarlas. | 3 
49. Las corporaciones legítimas y públicas tienen derechc 
a ser reconocidas como personas jurídicas, y a ejecutar en ta 
virtud actos civiles y gozar de las garantías aseguradas po 
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este Título, con las limitaciones generales que establezcan las 
leyes, por razones de utilidad común. 
50. Las leyes determinarán lo relativo al estado civil de 


las personas, y los consiguientes derechos y deberes. 


51. Las leyes determinarán la responsabilidad a que que- 
dan sometidos los funcionarios públicos de todas clases, que 
atenten contra los derechos garantizados en este Título. 

52. Las disposiciones del presente Título se incorporarán 


- en el Código Civil como Título preliminar, y no podrán ser 


alteradas sino por acto reformatorio de: la Constitución. 

Art20- "A. LL. n. 3 de 1910. — En todo caso de incom- 
patibilidad entre la Constitución y la ley, se aplicarán de pre- 
ferencia las disposiciones constitucionales. 


TITULO IV. 


De las relaciones entre la Iglesia y el Estado. 


93. La Iglesia Católica podrá libremente en Colombia ad- 
ministrar sus asuntos interiores y ejercer actos de autoridad 
espiritual y de jurisdicción eclesiástica, sin necesidad de au- 
torización del Poder civil; y como persona jurídica, represen- 
tada en cada Diócesis por el respectivo legítimo Prelado, podrá 
igualmente ejercer actos civiles, por derecho propio que la 
presente Constitución le reconoce. 

54. El Ministerio sacerdotal es incompatible con el desem- 
peño de cargos públicos. Podrán, sin embargo, los sacerdotes 
católicos ser empleados en la Instrucción o Beneficencia pú- 
blicas. 

55. Los edificios destinados al culto católico, los seminarios 
conciliares y las casas episcopales y curales, no podrán ser 
gravados com contribuciones ni ocupados para aplicarlos a 
Otros; servicios. 

56. El Gobierno podrá celebrar convenios con la Santa 
Sede Apostólica a fin de arreglar las cuestiones pendientes y 
definir y establecer las relaciones entre la potestad civil y; la 


eclesiástica. 
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TITULO V. 


De los poderes nacionales y del servicio público. 
57. Todos los Poderes públicos son limitados, y ejercen 
separadamente sus respectivas atribuciones. É 
58. La potestad de hacer leyes reside en el Congreso. — 
El Congreso se compone del Senado y la Cámara de Repre- 
sentantes. ; | 3 
59. El Presidente de la República es Jefe del Poder Ejecu- 
tivo, y lo ejerce con la indispensable cooperación de los Mi- 3 
nistros. El Presidente y los Ministros, y en cada negocio 
particular el Presidente con el Ministro del respectivo ramo, 
constituyen el Gobierno. EE 
60. Ejercen el Poder Judicial la Corte Suprema, los Tribu- 
nales Superiores de Distrito, y demás Tribuvales y Juzgados | A 
que establezca la ley. — El Senado ejerce determinadas fun- 
ciones judiciales. 7 
61. Ninguna persona o corporación podrá ejercer simnltá- 
neamente, en tiempo de paz, la autoridad política o civil y 
la judicial o la militar. an 
62. La ley determinará los casos particulares de incompa- “8 
tibilidad de funciones; los de responsabilidad de los funcio- 3 
narios y modo de hacerla efectiva; las calidades y antece- 2 
dentes necesarios para el desempeño de ciertos empleos, en de 
los casos no previstos por la Constitución; las condiciones 
de ascenso y de jubilación; y la serie o clase de servicios 
civiles o militares que dan derecho a pensión del Tesoro pú- +9 
blico. 99 
63. No habrá en Colombia ningún empleo que no teuga E 
funciones detalladas en ley o en reglamento. > 3 
64. Nadie podrá recibir dos sueldos del "Tesoro público E 
salvo Jo que para casos especiales determinen las leyes. A 
65. Ningún funcionario entrará a ejercer su cargo sin pres- 
tar juramento de sostener y defender la Constitución, y de 
eumplir con los deberes que le incumben. E 
66. Ningún colombiano que esté al servicio de Colom 
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podrá, sin permiso de su Gobierno, admitir de Gobierno ex- 
tranjero cargo o merced alguna, so pena de perder el empleo 
que ejerce. 

67. Ningún colombiano podrá admitir de Gobierno extran- 
jero empleo o comisión cerca del de Colombia, sin haber ob- 
tenido previamente del último la necesaria autorización. 


TITULO Vl. 
De la reunión y atribuciones del Congreso. 


68. Subrogado. 

Art. 8. A. L. nm. 3 de 1910. — Las Cámaras Legislativas 
ge reunirán por derecho propio cada año, el día 20 de julio, 
en la capital de la República. Si por cualquier causa no pu- 
dieren hacerlo en la fecha. indicada, se reunirán tan pronto 
como fuere posible dentro del año. — Las sesiones del Con- 
greso durarán noventa días, y podrán prorrogarse hasta por 
treinta más, si así lo disponen los dos tercios de los votos de 
de una y otra Cámara. — Podrá también reunirse el Congreso 
por conhvocación del Gobierno, y entonces se ocupará en pri- 
mer lugar en los negocios que éste someta a su consideración. 
En tal caso durará reunido por el tiempo que el mismo Go- 


bierno determine. 


69. Las Cámaras se abrirán y clausurarán pública y simul- 


-— táneamente. 


70. Las Cámaras no podrán abrir sus sesiones ni delibe- 


-Tar, con menos de una tercera parte de sus miembros. — El 


Presidente de la República en persona o por medio de los 


Ministros, abrirá y cerrará las Cámaras. — Esta ceremonia 


no es esencial para que el Congreso ejerza legítimamente sus 


“funciones. 


71. Cuando llegado el día en que ha de reunirse el Con- 
greso, no pudiere verificarse el acto por falta del número de 
miembros necesario, los individuos concurrentes, en Junta 
preparatoria o provisional, apremiarán a los ausentes con las 
penas que los respectivos reglamentos establezcan: y se abri- 


rán les sesiones luégo que esté completo el número requerido. 
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72. Subrogado (A. L. n. 3 1 1910, art. 8 supra). 
73. Por acuerdo mutuo las dos Cámaras podrán trasladarse. 
o otro lugar, y en caso de perturbación del orden público po- 
drán reunirse en el punto que designe el Presidente del Se- 
nado. 28 
74. Subrogado. | 
Art. 9. - A. L.n.3 de 1910. — El Congreso se sos en 
un solo Cuerpo únicamente para dar posesión al Presidente de 
la República y para elegir Designados. — En tales Casos, el 8 
Presidente del Senado y el de la Cámara serán, respectiva- 
mente, Presidente y Vicepresidente del Congreso. y 
75. Toda reunión de miembros del Congreso que, con la 3 
mira de ejercer el Puder Legislativo, se efectúe fuéra de las 
condiciones constitucionales, será ilegal; los actos que expida, 9 
núlos; y los individuos que en las deliberaciones tomen parte, <A 
serán castigados conforme a las leyes. q 
76. Corresponde al Congreso hacer las leyes. — Por medio 
de ellas ejerce las siguientes atribuciones: 1* Interpretar, re- E 
formar y derogar las leyes preexistentes. — 2* Modificar la di- 3 
vision general del territorio con arreglo a los artículos 5% y 6%, | 
y establecer, y reformar, cuando convenga, las otras divisio- 
nes territoriales de que trata el artículo 7%. — 3* Conferir atri- 
buciones a las Asambleas departamentales. — 4? (Derogada, 4 
Ley 41 de 1894). — 5* Variar, en circunstancias extraordina- 
rias y por graves motivos de conveniencia pública, la actual 
residencia de los altos Poderes nacionales. — 6* Fijar para cada 
bienio, en sesiones ordinarias, el pie de fuerza. — 7? Crear to- 
dos los empleos que demande el servicio público, y fijar sus 
respectivas dotaciones. — 8* Regular el servicio público, de- 
terminando los puntos de que trata el artículo 62. — 9” Con- | 
ceder autorizaciones al Gobierno para celebrar contratos, ne-- 
gociar empréstitos, enajenar bienes nacionales y ejercer otras 
funciones dentro de la órbita constitucional. — 10% Revestir, 
pro tempore, al Presidente de la República de precisas faculta- 
des extraordinarias, cuando la necesidad lo exija o las conve- 
niencias públicas lo aconsejen. -— 11* Establecer las rentas 
nacionales y fijar los gastos de la administración. En cada le- 
gislatura se votará el Presupuesto general de unas y. otros : 
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En el Presupuesto no podrá incluírse partida alguna que no 
corresponda a un gasto decretado por ley anterior o a un cré- 


dito judicialmente reconocido. — 12* Reconocer la deuda na- 
cional y arreglar su servicio. — 13* Decretar impuestos ex- 
traordinarios cuando la necesidad lo exija. — 14* Aprobar o 


desaprobar los contratos o convenios que celebre el Presidente 
de la República con particulares, compañías o entidades polí- 
ticas, en Jos cuales tenga interés el fisco nacional, si no hu- 
- bieren sido previamente autorizados, o si no se hubieren lle- 
nado en ellos las formalidades prescritas por el Congreso, o 
Si algunas estipulaciones que contengan no estuvieren ajusta- 
das a la respectiva ley de autorizaciones. — 15” Fijar la ley, 
peso, tipo y denominación de la moneda, y arreglar el sistema 
de pesas y medidas. — 16? Organizar el crédito público. — 
17* Decretar las obras públicas que hayan de emprenderse o 
—continuarse, y monumentos que deban erigirse. — 18” Fomentar 
las empresas útiles o benéficas dignas de estímulo y apoyo. — 
19* Decretar honores públicos a los ciudadanos que hayan pres- 
tado grandes servicios a la Patria. — 20% Aprobar o desapro- 
bar los Tratados que el Gobierno celebre con Potencias ex- 
tranjeras. — 21? Conceder, por mayoría de dos tercios de los 
votos en cada Cámara, y por graves motivos de conveniencia 
pública, amnistías o indultos generales por delitos políticos. 
En el caso de que los favorecidos queden eximidos de la res- 
ponsabilidad civil respecto de particulares, el Gobierno estará 
obligado a las indemnizaciones a que hubiere lugar. — 22* Li- 
mitar o regular la apropiación o adjudicación de tierras bal- 
días. 

77. Subrogado. 

Art. 10, A. L.,n.3 de 1910. — El Congreso elegirá cada año 
dos Designados, primero y segundo, quienes ejercerán por su 
- orden el Poder Ejecutivo a falta del Presidente. 

78. Es prohibido al Congreso y a cada una de sus Cáma- 


ras: 1? Dirigir excitaciones a funcionarios públicos. — 2% In- 
miscuirse por medio de resoluciones o de leyes en asuntos que 
son de la privativa competencia de otros poderes. — 3% Dar 


-yotos de aplauso o censura respecto de actos oficiales. — 4” Exi- 
- gir al Gobierno comunicación de las instrucciones dadas a Mi- 
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nistros diplomáticos, o informes sobre negociaciones que ten- 
gan carácter reservado. — 5% Decretar a favor de ninguna per- 
sona o entidad gratificaciones, indemnizaciones, pensiones, ni 
otra erogación que no esté destinada a satisfacer créditos o - 
derechos reconocidos con arreglo a ley preexistente, salvo lo 
dispuesto en el artículo 76, inciso 18. — 6% Decretar actos de 
proscripción contra personas o corporaciones. ES 


TITULO VIL 


De la formación de las leyes. 


79. Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las dos — 
Cámaras, a propuesta de sus respectivos miembros o de los 
Ministros del Despacho. 

80. Exceptúanse de lo dispuesto en el artículo anterior: 

1% Aquellas leyes que deben tener origen únicamente en la Cá- 
mara de Representantes. — 2% Las leyes sobre materia civil y 
procedimiento judicial, que no podrán ser modificadas sino en 
virtud de proyectos presentados por las comisiones perma- 
nentes especiales de una y otra Cámara o por los Ministros 
del Despacho. dos 

81. Ningún acto legislativo será ley sin los requisitos si- 
guientes: 1? Haber sido aprobado en cada Cámara en tres de- 
bates, en distintos días, por mayoría absoluta de votos. — 
2% Haber obtenido la sanción del Gobierno. 

82. No podrá cerrarse en segundo debate ni ser votada una 
ley en tercero, sin la asistencia de la mayoría absoluta de los 
individuos que componen la Cámara. 

83. El Gobierno puede tomar parte en la discusión dé las 
leyes por medio de los Ministros. 8 

84. Los Magistrados de la Corte Suprema tienen voz en el E 
debate de las leyes sobre materia civil y procedimiento ju- 
dicial. A 

85. Aprobado un proyecto de ley por ambas Cámaras, pa= 
sará al Gobierno, y si éste lo aprobare también, a qn 


“DE LA FORMACIÓN DE LAS LEYES 


86. El Presidente de la República dispone del término de 
seis días para devolver con objeciones cualquier proyecto, 
cuando éste no conste de más de cincuenta artículos; de diez. 
días, cuando el proyecto contenga de cincuenta y uno a dos- 
cientos artículos, y hasta de quince días, cuando los artículos 
sean más de doscientos. — Si el Presidente, una vez transcu- 
-——rridos los indicados términos, según el caso, no hubiere de- 

vuelto el acto legislativo con objeciones, no podrá dejar de 
—- sancionarlo y promulgarlo. Pero si las Cámaras se pusieren 
me en receso dentro de dichos términos, el Presidente tendrá el 
| deber de publicar el proyecto sancionado u objetado, dentro. 
_de los diez díaz siguientes a aquel en que el Congreso haya 
cerrado sus sesiones. 
Pi 87. El proyecto de ley objetado en su conjunto por el Pre- 
2 sidente, volverá en las Cámaras a tercer debate. El que fuere 
-——objetado sólo en parte, será reconsiderado en segundo debate 
- con el único objeto de tomar en cuenta las observaciones del 

Gobierno. 
88. El Presidente de la República sancionará, sin poder 
presentar nuevas objeciones, todo proyecto que, reconsiderado, 
- fuere adoptado por dos tercios de los votos en una y otra Cámara. 

89. Si el Gobierno no cumpliere el deber que se le impone 
de sancionar las leyes en los. términos y según las condiciones 
- que'este Título establece, las sancionará y promulgará el Pre- 

sidente del Congreso. 

90. Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 88 el caso en 

que el proyecto fuere objetado por inconstitucional. En este 
ES + caso si las Cámaras insistieren, el proyecto pasará a la Corte 
Suprema, para que ella, dentro de seis días, decida sobre su 
-——exequibilidad. El fallo afirmativo de la Corte obliga al Presi- 
dente a sancionar la ley. Si fuere negativo, se archivará el 
- proyecto. 
8 91. Los proyectos de ley que queden pendientes en las se- 
siones de un año no podrán ser considerados sino como pro; 
-_yectos nuevos, en otra Legislatura. 
- 92. Al texto de las leyes precederá esta fórmula: 


El Congreso de Colombia 
DECRETA 
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LUBUIDO Va 
Del Senado. 


93. Subrogado. e. 

Art. 11, A. L.,n. 38 de 1910. — El Senado se compondrá de 
tantos miembros cuantos correspondan a la población de la 
República, a razón de uno por cada 120.000 habitantes y uno 
más por toda fracción no menor de 50.000. Por cada Senador 
se elegirán dos suplentes. AO 

Art. 12, ibídem. — Los Senadores serán elegidos por Con= 
sejos Electorales. 

Art. 13, ibídem. — Corresponde a las Asambleas Departa- 
mentales elegir los miembros de los Consejos Electorales en 
la proporción de uno por cada 30.000 habitantes del respectivo 
Departamento. 

Art. 14, ibídem. — La ley dividirá el territorio nacional en 
Circunscripciones senatoriales de uno o más Departamentos, 
de manera que pueden tener representación las minorías. 

Art. 15, ibídem. — La elección de Senadores no podrá re- 
caer en individuos que pertenezcan el respectivo Consejo Elec- 
toral. A 

94. Para ser Senador se requiere ser colombiano de naci- 
miento y ciudadano no suspenso, tener más de treinta años 
de edad, y disfrutar de mil doscientos pesos, por lo. menos, 
de renta anual, como rendimiento de propiedades o fruto de 
honrada ocupación. 

95. Subrogado. 

Art. 16, A. L.,n.3 de 1910. — Los Senadores durarán cuatro RA 
años en el ejercicio de sus funciones y son reelegibles indefi- E 
nidamente. al 

96. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que - 
intente la Cámara de Representantes contra los funcionarios 
de que trata el artículo 102, inciso 4% (V. 4. L.m. 8 de 1910, 
art. 20). 

97. En los juicios que se sigan ante el Senado, se oo 


rán estas reglas: 1* Siempre que una acusación sea pública- 


Es 
AS 


mente admitida, el acusado queda de hecho suspenso de su 
empleo. — 2* Si la acusación se refiere a delitos cometidos en 
ejercicio de funciones, o a indignidad por mala conducta, el 
Senado no podrá imponer otra pena que la de destitución del 
empleo, o la privación temporal o pérdida absoluta de los de- 


techos políticos; pero se le seguirá juicio criminal al reo ante 


la Corte Suprema, si los hechos le constituyen responsable de 


infracción que merezca otra pena. — 3* El Senado podrá co- pus 
meter la instrucción de los procesos a una Diputación de su 


seno, reservándose el juicio y sentencia definitiva, que será 
pronunciada en sesión pública, por los dos tercios, a lo me- 
nos, de los votos de los Senadores que concurran al acto. 
98. Son también atribuciones del Senado : 1* Rehabilitar a 
los que hubieren perdido la ciudadanía. Esta gracia, según el 
caso y circunstancias del que la solicite, podrá referirse úni- 


camente al derecho electoral, v también a la capacidad para 
desempeñar determinados puestos públicos, o conjuntamente 


al ejercicio de todos los derechos políticos. — 2* (Insubsistente 
A. L.n. 10 de 1905). — 3? Admitir o nó las renuncias que ha- 
gan de sus empleos el Presidente y Vicepresidente de la Re- 
pública y el Designado. — 4* (Subrogada. Art. 17, A. L. n. 2 de 


-1910.— 5* Aprobar o desaprobar los grados militares que con- 
fiera el Gobierno desde Teniente-Coronel hasta el más alto grado 


en el Ejército o Armada. — 6* Conceder licencia al Presidente 
de la República para separarse temporalmente, no siendo caso 
de enfermedad, o para ejercer el poder fuéra de la capital. — 


7% Permitir el tránsito de tropas extranjeras por el territorio 
de la República. — 8? Nombrar las comisiones demarcadoras 


de que trata el artículo 4%. — 9* Autorizar al Gobierno para 
declarar la guerra a otra Nación. 
Art. 17.- A. L., n. 3, 1910. — Es atribución del Senado, 


además de las que le señala el artículo 98 de la Constitución, - 


eligir cuatro Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y 
sus suplentes, de ternas presentadas por el Presidente de la 
República. 


- rarán en ejercicio de sus funciones dos años, y serán reele- 


And 


% 
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| TITULO IX. | 
De la Cámara de Representantes. 


99. Subrogado. pass. 
Art. 18. - A. L. n. 3 de 1910. — La Cámara de Represen- 
tantes se compondrá de tantos individuos cuantos correspon- a 
dan a la población de la República, a razón de uno por cada 
50.000 habitantes. — Por cada Representante se elegirán dos y 
suplentes. ) eS 
100. Para ser elegido Representante se requiere ser ciuda- 
dano en ejercicio, no haber sido condenado por delito que me-- E 
rezca pena corporal, y tener más de veinticinco años de edad. 
101 y 102. Subrogados. 0 
Art. 19. - A. L. n. 3 de 1910. — Los Representantes du- 


gibles indefinidamente. PE 

Art. 20. ibídem. — Son atribuciones de la Cámara de Re- 
presentantes; 1* Examinar y fenecer definitivamente la cuenta qe 
general del Tesoro; 2* Iniciar la formación de las leyes que E 
establezcan contribuciones u organicen el Ministerio Público; 
3" Elegir cinco Magistrados de la Corte Suprema de Justicia a 
y sus suplentes, de ternas que presente, el Presidente de la 3 
República; 4? Acusar ante al Senado, cuando hubiere justas Ep: 
causas, al Presidente de la República, a los Ministros del Des- A 
pacho, al Procurador General de la Nación y a los Magistra- 
dos de la Corte Suprema de Justicia, y 5? Conocer de los de- 
nuncios y quejas que ante ella se presenten por el Procurador 
General de la Nación o por particulares contra los expresados 


funcionarios, y si prestan mérito, fundar en ellos acusación 
ante el Senado. 


ATP ED 


TITULO X. 


Disposiciones comunes a las Cámaras 
y a los miembros de ellas. 


103. Son facultades de cada Cámara: 1* Dictar su propio 
reglamento y establecer los medios preventivos y Coercitivos 


- DISPOSICIONES COMUNES A LAS CAMARAS 


necesarios para asegurar la concurrencia de los miembros de 
la corporación. 2* Crear y proveer los empleos necesarios 
para el despacho de sus trabajos. 3? Organizar, en caso ne- 
——cesario, la policía interior del edificio en que celebra sus 
sesiones. 4? Examinar si las credenciales que cada miembro 
ha de presentar al tomar posesión del puesto, están en la for- 
ma prescrita por la ley. 5* Contestar, o abstenerse de hacerlo, 
a los mensajes del Gobierno. 6* Pedir .a los Ministros los in- 
formes escritos o verbales que necesite, para el mejor desem- 
3 ; peño de sus trabajos o para conocer los actos de la Adminis- 
tración, salvo lo dispuesto en el artículo 78 (inciso 4%). 7? Nom- 
-——brar comisiones que la representen en actos oficiales. 8* Desig- 
nar oradores ante la otra Cámara en caso de desacuerdo de 
opiniones en la formación de una ley. 9? Aprobar todas las reso- 
-——luciones que estime convenientes dentro de los límites seña- 
lados en el artículo 78. 
104. Las sesiones de las Cámaras serán públicas, con las 
limitaciones a que haya lugar conforme a sus reglamentos. 
y 105. Los individuos de una y otra Cámara representan a 
la Nación entera, y deberán votar consultando únicamente la 
¡justicia y el bien común. 
106. Los Senadores y los Representantes son inviolables por 
BUS opiniones y votos en el ejercicio de su cargo. En el uso 
de la palabra sólo serán responsables ante la Cámara a que 
- pertenezcan; podrán ser llamados al orden por el que presida 
la sesión y penados conforme al reglamento por las faltas que 
- cometan. 
107 a 109. Subrogados. 
Art. 21. - A.L.n. 3 de 1910. — Ningún miembro del Con- 
greso podrá ser aprehendido ni llamado a juicio civil o cri- 
—minal sin permiso de la Cámara a que pertenezca, durante 
el período de las sesiones, cuarenta días antes y veinte días 
- después de éstas. En caso de flagrante delito podrá ser dete- 
nido el delincuente y será puesto inmediatamente a disposi- 
ción de la Cámara respectiva. 
Art. 22, ibídem. — El Presidente de la República, los Mi- 
-nistros del Despacho, los Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, el Procurador General de la Nación y los Gober- 


ciones. — Tampoco podrá ser Senador o Reprod ningún 


individuo por Departamento o Cireunscripción electoral donde 
tres meses antes de las elecciones haya ejercido Jurisdiccióhs 
0 autoridad civil, política o militar. 

Art. 23, iDiden — El Presidente de la República no 01 
conferir empleo a los Senadores o Representantes que hubieren 
ejercido el cargo durante el periodo de sus funciones, con 4 
excepción de los de Ministro del Despacho, Gobernador, Agente 
Diplomático y Jefe militar en tiempo de guerra. — La in- 
fracción de este precepto vicia de nulidad el nombramiento. — 
— La aceptación de cualquiera de aquellos empleos por un 
miembro del Congreso produce vacante absoluta en la respec- 
tiva Cámara, excepto la del cargo del Ministro del Despacho 
que no la produce sino transitoria, durante el tiempo en nee A 
desempeñe el empleo. 

110. Los Senadores y Representantes no pueden hacer por z 
si, ni por interpuesta persona, contrato alguno con la Admi- 
nistración, ni admitir de nadie poder para gestionar negocios 
que tengan relación con el Gobierno de Colombia. e 

111. Cuando algún Senador o Representante se retire de las 
sesiones y fuere reemplazado por un suplente, corresponderán 
al primiero los viáticos de marcha a la capital y al segundo 
los de regreso a su domicilio. 

112. Ningún aumento de dietas ni de viáticos decretado por 
el Congreso, se hará efectivo sino después que hayan cesado 
en sus funciones los miembros de la Legislatura en que hu- 
biere sido votado. ] 

113. Subrogado. de 

Art. 24.- A. L.n.3 dé 1900. — En caso de falta de un miem- 
bro del Congreso, sea temporal o absoluta, le subrogará el 4 
respectivo suplente. AS 


Qi ———K<KÉ— 


“DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 


pas 


| PTEUDO: A 
Del Presidente de la República. 


De: 114. Subrogado. | 
Art. 25.- A. L.n. 3 de 1910. — El Presidente de la Repú- 


3 blica será elegido en un mismo día por el voto directo de los 
po ciudadanos que tienen derecho a sufragar para Representan- 
A tes, y para un período de cuatro años, en la forma que deter- 
mine la ley. 

2115. Para ser Presidente de la República se requieren las 


mismas calidades que para ser Senador. 
116. El Presidente de la República electo tomará posesión 


q de su destino ante el Presidente del Congreso, y prestará jura- 


Á 


mento en estos termínos: Juro a Dios cumplir fielmente la Cons- 
- titución Y leyes de Colombia. : 
117. Sl por cualquier motivo el Presidente no pudiere to- 
mar posesión ante el Presidente del Congreso, lo verificará 
ante el Presidente de la Corte Suprema y en defecto de ésta, 
ante dos testigos. 
118. Corresponde al Presidente de la República en relación 
con el Poder Legislativo: 1% Abrir y cerrar las sesiones ordi- 
_narias del Congreso. 22 Convocarlo a sesiones extraordinarias 
por graves motivos de conveniencia pública y previo dictamen 
del Consejo de Estado. 3” Presentar al Congreso al principio 
de cada Legislatura un mensaje sobre los actos de la Admi- 
nistración. 4% Enviar por el mismo tiempo a la Cámara de Re- 
- presentantes el Presupuesto de rentas y gastos y la cuenta ge- 
neral del Presupuesto y del Tesoro. 5% Concurrir a la forma- 
ción de las leyes, presentando proyectos por medio de los Mi- 
-nistros, ejerciendo el derecho de objetar los actos legislativos, 
y cumpliendo el deber de sancionarlos, con arreglo a esta Cons- 
-— titución. 89 Dictar en los casos y con las formalidades pres- 
eritas en el art. 121, decretos que tengan fuerza legislativa. 
119. Corresponde al Presidente de la República, en relación 
on el Poder Judicial : 
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1* y 2” Derogados. (Art. E. 4. L.n. 3 de 1910). 3* Nombr 

y remover los funcionarios del Ministerio Público. (VAS 
n. 4 de 1910, art. 54, ord. 3). — 4” Velar porque en toda la E 
pública se administre pronta y cumplida justicia, prestando 
los funcionarios judiciales, con arreglo a las leyes, los auxilio; ] 
necesarios para hacer efectivas sus providencias, — 5% Mandar 
acusar ante el Tribunal competente, por medio del respectivo. 
Agente del Ministerio Público, o de un abogado fiscal nom- 
brado al efecto, a los Gobernadores del Departamento y a cuales- 
quiera otros funcionarios nacionales o municipales del orden 3 
administrativo o judicial, por infracción de la constitución o 
las leyes, o por otros delitos cometidos en el ejercicio de sus 
funciones. — 6% Conmutar, previo dictamen del Consejo de za 
Estado, la pena de muerte, por la inmediatamente inferior en 
la escala penal, y conceder indultos por delitos políticos y 
rebajas de penas por los comunes, con arreglo a la ley que 
regule el ejercicio de esta facultad. En ningún caso los indultos 
ni las rebajas de pena podrán comprender la responsabilidad 
que tengan los favorecidos respecto de particulares, según las 
leyes. — No podrá ejercer esta última atribución respecto de 3 
los Ministros del Despacho, sino mediante petición de una de 3] 
las Cámaras Legislatiyas. (V. A. L. n. 3 de 1910, art. 39), 8 
120. Corresponde al Presidente de la República como su= 
prema autoridad administrativa: 1? Nombrar y separar libre- 
mente los Ministros del Despacho. — 2% Promulgar las leyes 
sancionadas, obedecerlas y velar por su exacto cumplimiento. 2% 
— 8” Ejercer la potestad reglamentaria expidienlo las órdenes, 
decretos y resoluciones necesarias para la cumplida ejecución 
de las leyes. — 4% Nombrar y. separar libremente los Gober- 
nadores. — 5" (Derogado. A. L. n. 10 de 1905). — 6” Nom- 
brar las personas que deben desempeñar cualesquiera empleos 
nacionales cuya provisión no corresponda a otros funcionarios 
o corporaciones, segúu esta Constitución o leyes posteriores. = 
En todo caso el Presidente tiene facultad de nombrar y re- 
mover libremente sus agentes. — 7% Disponer de la fuerz 
pública y conferir grados militares con las restricciones esta- E 
tuídas en el inciso 5% del artículo 98, y con las formalidades 
de ley que regule el ejercicio de esta facultad. — 80 Conse 


LA 


r en todo el territorio el orden público, y restablecerlo donde 


fuere turbado. — Y Dirigir, cuando lo estime conveniente, 
las operaciones de la guerra como Jefe de los ejércitos de la 

- República. Si ejerciere el mandu militar fuéra de la capital, 
quedará el Vicepresidente encargado de los otros ramos de ad- 
ministración. (V. A. L. n. 3 de 1910, art. 26, infra). — 
10 (Subrogado. Art. 34, A. L. n. 3 de 1910). — 11? Proveer 
a la seguridad exterior de la República, defendiendo la inde- 
- ¡pendencia y la honra de la Nación y la inviolabilidad del te- 
-rritorio; declarar la guerra con permiso del Senado, o hacerla 
sin tal autorización cuando urgiere repeler una agresión ex- 
—4raujera, y ratificar tratados de paz, habiendo de dar después 
E cuenta documentada a la proxima Legislatura. — 12 Permi- 


tir, en receso del Senado, y previo dictamen del Consejo de 
Estado, el tránsito de tropas extranjeras por el territorio de 

E la República. — 13% Permitir con el dictamen del Consejo de 
Estado, la estación de buques extranjeros de guerra en aguas 


de la Nación. — 14” Cuidar de la exacta recaudación y admi- 


a 


nistración de las rentas y candales públicos con arreglo a las 
ñE- leyes. — 15” Reglamentar, dirigir e inspeccionar la instrucción 
pública nacional. — 16" Celebrar contratos administrativos para 
la prestación de servicios y ejecución de obras públicas, con 
arreglo a las leyes fiscales y con obligación de dar cuenta al 
- Congreso en gus sesiones ordinarias. — 17% Organizar el Banco 
Nacional, y ejercer la inspección necesaria sobre los bancos 


de emisión y demás establecimientos de crédito, conforme a 


EJE 


las leyes. — 18% Dar permiso a los empleados nacionales que 
lo soliciten, para admitir cargos o mercedes de Gobiernos ex- 
+tranjeros. — 19 Expedir cartas de ciudadanía conforme a las 


leyes. — 20” Conceder patentes de privilegio temporal a los 
autores de invenciones o perfeccionamientos útiles, con arreglo 
a las leyes. — 21” Ejercer el derecho de inspección y vigilancia 
sobre instituciones de utilidad común, para que sus rentas se 
conserven y sean debidamente aplicadas, y que en todo lo 
esencial se cumpla con la voluntad de los fundadores. 

Art. 34. - A. L.n. 3 de 1910. — Corresponde al Presidente 
de la República, como suprema autoridad administrativa, di- 
oir las relaciones diplomáticas y comerciales con las demás 
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potencias o soberanos; nombrar los Agentes respectivos y Ce. ás 
lebrar con potencias extranjeras Tratados y Convenios que se — 
someterán a la aprobación del Congreso. 0 
Árt. 33. A. L. n. 3 de 1910. — En caso de guerra exte- 
rior o de conmoción interior podrá el Presidente con la firma 
de todos los Ministros, declarar turbado el orden público y - 
en estado de sitio toda la República, o parte de ella. Mediante 
tal declaración, el Gobierno tendrá, además de las facultades : 
legales, las que, conforme a las reglas aceptadas por el Dere- 
cho de Gentes, rigen para la guerra entre naciones. — Los de- 
cretos que dentro de estos límites dicte el Presidente tendrán 
carácter obligatorio, siempre que lleven la firma de todos los 
Ministros. — El Gobierno no puede derogar las leyes por 
medio de los expresados decretos. Sus facultades se limitan a 
la suspensión de las que sean incompatibles con el estado de 
sitio. El Gobierno declarará restablecido: el orden público tan. 
pronto como haya cesado la guerra exterior o se haya reprimido 
el alzamiento; y dejarán de regir los decretos de carácter ex- 
traordinario que haya dictado. — Serán responsables el Pre- 
sidente y los Ministros cuando declaren turbado el orden pú- 
blico sin haber ocurrido el caso de guerra exterior o de con- 
moción interior; y lo serán también, lo mismo que los demás 
funcionarios, por cualquier abuso que hubieren cometido en 
el ejercicio de las facultades concedidas en el presente artí- 
culo. — Restablecido el orden público, el Gobierno convocará 
el Congreso y le pasará una exposición motivada de sus pro- 
videncias. — En el caso de guerra exterior, el Gobierno con- 
vocará el Congreso en el decreto en que declare turbado el 
orden público, y.en estado de sitio la República, para que se 
reúna dentro de los sesenta días siguientes, y si no lo convo= 
care, podrá el Congreso reunirse por derecho propio. 3 
122. Subrogado. E 
Árt. 29. A. L. n. 3 de 1910. — El Presidente de la Repú- De 
blica, o quien haga sus veces, será responsable por su actos 
u omisiones que violen la Constitución o las leyes. Do 
Árt. 30, ibídem. — Ningún acto del Presidente, excepto el 
de nombramiento y remoción de Ministros, tendrá valor ni 
fuerza alguna mientras no sea refrendado y comunicado por 
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A A AI A A A 


el Ministro del ramo respectivo, quien por el mismo hecho se 
-— constituye responsable. 
El Art. 31, ibídem. — El Presidente de la República durante 
el periodo para que sea elegido, y el que se halle encargado 
- del Poder Ejecutivo, mientras lo ejerza, no podrán ser perse- 
-—guidos ni juzgados por delitos, sino en virtud de acusación de 
la Cámara de Representantes y cuando el Senado haya decla- 
rado que hay lugar a formación de causa. 
8 Art. 52, ibídem. — El Presidente de la República, o quien 
haga sus veces, no podrá salir el territorio de la Nación du- 
rante el ejercicio de su cargo y un año después, sin permiso 
38 del Senado. La infracción de esta disposición, estando alguno 
de aquéllos en el ejercicio de su cargo, implica abandono del 
puesto. 
5 123. El Senado concede licencia temporal al Presidente para 
dejar de ejercer el Poder Ejecutivo. Por motivo de enferme- 
dad el Presidente puede, por el tiempo necesario, dejar de 
ejercer el Poder Ejecutivo dando previo aviso al Senado, O, 
en receso de éste, a la Corte Suprema. 
A 124 y 125. Subrogados. 
ES Art. 26. - A. L.n. 3 de 1910. — En caso de falta tempo- 
- Yal del Presidente de la República, y en caso de falta abso- 
-———luta mientras se verifica nueva elección, ejercerá el Poder 
08 Ejecutivo, por su orden, el primero o el segundo Designado 
que el Congreso elegirá cada año. — Cuando por cualquier 
causa no hubiere hecho el Congreso elección de Designados, 
conservarán el carácter de tales los anteriormente elegidos. A 
falta de Designados entrarán a ejercer el Poder Ejecutivo los . 
| Ministros, en el orden que establezca la ley, y en su defecto, 
los Gobernadores, siguiendo éstos el orden de proximidad de 
su residencia a la capital de la República. — Son faltas ab- 
- — solutas del Presidente: su muerte, su renuncia aceptada, la 
destitución decretada por sentencia, la incapacidad fisica per- 
-—manente, y el abandono del puesto, declarados estos dos úl- 
- timos por el Senado. 
Art. 27, ibídem. — En caso de falta absoluta del Presidente 
de la República, el encargado del Poder Ejecutivo convocará 
sá a elecciones para dentro de los sesenta días siguientes. — El 
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encargado del Poder Ejecutivo continuará ejerciendolo cuan 
falte un año o menos para terminar el período, sin convocar 
nuevas elecciones. 7 

126. El encargado del Poder “Ejosutiva tendrá la misma a 
preeminencia y ejercerá las mismas atribuciones que el Presi. i 
dente, cuyas veces desempeña. 

127. Subrogado. 

Art. 28. - A. L.n. 3 de 1910. — El Presidente de la hs q 
pública nou es reelegible en ningún caso para el período in-. 
mediato. — No podrá tampoco ser elegido Presidente de la 
República ni Designado el ciudadano que a cualquier título 
lubiere ejercido el Poder Ejecutivo dentro del año inmedia- E 
tamente anterior a la elección. e 

128 a 131. Derogados. (Art. 6, A. L. m. 5 de 1905). 


A 


TITULO TS 
De los Ministros del Despacho. 


Los Ministerios O e MN administrativos, serán deter- 
minados por la ley. La distribución de los negocios, según Bus e 
afinidades, corresponde al Presidente de la República. ss 
133. ee ser Ministro se requieren las mismas calidades que 3 
para ser Representante. Se S 
134. Los Ministros son órgano de comunicación del Gobionia a 
con el Congreso; -presentan a las Cámaras proyectos de ley; 
toman parte en los debates, y aconsejan al Presidente la san- 
ción u objeción de los actos legislativos. — Cada Ministro 
presentará al Congreso, dentro de los primeros quince días de 
cada Legislatura, un aforo sobre el estado de los negocio z 
adscritos a su departamento, y sobre las reformás que la ex-. 
periencia aconseje que se introduzcan. — Las Cámaras pueden 
requerir la asistencia de los Ministros. AS 
135. Los Ministros, como Jefes superiores de Admini 
ción, puagsn ejercer en ciertos casos la autoridad pre 
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-cial, según lo disponga el Presidente. Bajo su propia respon- 
sabilidad anulan, reforman o suspenden las providencias de 
los agentes inferiores. 


TITULO XIII. ] 
| Del Consejo de Estado. 


136 a 141. Derogados. (4. L. n. 10 de 1905). 

 Art.1.- A. L.n. 1 de 1914. — Habrá un Consejo de Estado. 
compuesto de siete individuos, a saber: el primer Designado” 
para ejercer el Poder Ejecutivo, que lo preside, y seis Voca- 
les nombrados como lo determine la ley. — Los Ministros del 
Despacho tienen voz y no voto en el Consejo. 

3 Art. 2, ibídem. — Para ser Consejero de Estado se requie- 
ren las mismas condiciones que para ser Magistrado de la 
Corte Suprema de Justicia. - 
Art. 3, ibídem. — El cargo de Consejero es incompatible 
pese O otro empleo público efectivo y con el ejercicio 


SNE Art 4, ibídem. — Los Consejeros de Estado durarán cuatro 
año s y se renovarán por mitad cada dos. 

Art. 5, ibídem. — La Ley determinará el número de su- 
ñ plentes que debea tener los Consejeros, y las reglas relativas 
su nombramiento, servicio y responsabilidad. 


Art. 6, as — Son atribuciones del Consejo de Estado: 


2 todos AqudNs que la tiución y las leyes determinen. 
— Los dictámenes del Consejo no son obligatorios para al 
Gobierno. — 2? Preparar los proyectos de ley y de códigos 
ha : deban presentarse a las Cámaras Legislativas, y propone 


a Desempeñar las funciones de Tribunal Supremo de lo 
tencioso Administrativo conforme a las reglas que señale 
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de celebrar por lo menos tres sesiones en cada semana, y 
demás que le señíalen las leyes. S 

Art. 7, ibídem. — En los casos de que tratan el artícul 
28 de la Constitución y el 33 del Acto legislativo número 
de 1910, el Gobierno debe vír previamente al Consejo de Esta 
para dictar las providencias de que tratan dichos artículos 

Art. 8, ibídem. — Quedan derogados todas las disposicione 
contrarias a las que preceden. 


TIDULOSCIVS 


Del Ministerio Público. 


mara de Representantes ejerce determinadas foieianal fiscales 
143. Corresponde a los funcionarios del Ministerio Públic 
defender los Intereses de la Nación; promover la ejecución de 


pelas la conducta oficial de los empleados públicos, 
perseguir los delitos y contravenciones que turben el order 
social. E 

144. El período de duración del OS General de S 
Nación será de tres años. : 

145. Son funciones especiales del Procurador Geuchl de. 1 
Nación: — 1* Cuidar de que todos los funcionarios públicos 
al servicio de la Nación desempeñen cumplidamente sus debe 
res. 2* Acusar ante la Corte Suprema a los funcionarios Al 
juzgamiento corresponda a esta Corporación. 32 Cuidar de q 
los demás funcionarios del Ministerio Público desempeñen fiel- 
mente su encargo, y promover que se les exija la responsa 
bilidad por las faltas que cometan. 4* Nombrar y remoy 
bremente a los empleados de su inmediata dependencia. — 
las demás que le atribuya la ley. 
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TITULO XV. 


De la administración de justicia. 


146. Subrogado. 
Art. único. - A. L. n. 1 de 1924.-— La Corte Suprema de 
A punta se noni del número de Magistrados que deter- 
mine la ley, pero este número no podrá ser menor de nueve. 
E misma ley dividirá la Corte en Salas, una de las cualas 
a “será para la Casación en materia civil, otra para la Casación 
en asuntos criminales, y otra de negocios generales; señalará 
a cada una de ellas los asuntos en que debe conocer separa- 
damente, y determinará aquellos en que deba intervenir toda 
la Corte. 
147. El empleo de Magistrado de la Corte Suprema será 
- D italicio, a menos que ocurra el caso de destitución por mala 
conducta. La ley definirá los casos de mala conducta, y los 
trámites y formalidades que deban observarse para declararlos 
- por sentencia judical. — El Magistrado que aceptare empleo 
del Gobierno, dejará vacante su puesto. 
: Art. 36. - A. L. n. 3 de 1910. — El período de los Ma- 


148. Subrogado. 
e Art.87. - A. L.n. 3 de 1910. — El Presidente de la Corte 
8 Suprema será elegido cada año por la misma Corte. : 
ESE - 149. Habrá siete suplentes que llenarán las faltas tempora- 


haber cumplido treinta y cinco años de edad y haber sido Ma- 
istrado de alguno de los Tribunales Superiores de Distrito O 


cinco años a los menos, la profesión de abogado o el profeso 
rado en Jarisprudencia en algún establecimiento público. - 

151. Son atribuciones de la Corte Suprema: 1* Conocer de 
los recursos de casación, conforme a las leyes. 22 Dirimir la 
competencias que se susciten entre dos o más Tribunales de 
Distrito. 3* Conocer de los negocios contenciosos en que tenga. 
«parte la Nación o que constituyan litigio entre dos o más De- 
partamentos. 4? Subrogada Art. 41. A. L.n. 8 de 1910. 5* De- 
cidir, de confurmidad con las leyes, sobre la validez o nulidad 
de las ordenanzas departamentales que hubieren sido suspen- 
didas por el Gubierno, o denunciadas ante los Tribunales por 
los interesados como lesivas de los derechos civiles. 6* Juzgar 
a los altos funcionarios nacionales que hubieren sido acusados 
ante el Senado, por el tanto de culpa que corresponda, cuando 
haya lugar conforme al artículo 97. 7* Conocer de las causas : E 
que por motivos de responsabilidad, por infracción de la Cons- 
titución o leyes, o por mal desempeño de sus funciones, se ÁS 
promuevan contra los Agentes diplomáticos y consulares de 
la República, los Gobernadores, los Magistrados de los Tribu-- 
nales de Justicia, los Comandantes o Generales en Jefe de las 
fuerzas nacionales, y los Jefes superiores de las Oficinas prin- 
cipales de Hacíenda de la Nación. 8* Conocer de todos los ne-. A 
gocios contenciosos de los Agentes diplomáticos acreditados — 
ante el Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el E 
Derecho Internacional. 9* Conocer de las causas relativas a na 
vegación marítima o de ríos navegables que bañen el territori 
de la Nación. — Y las demás que la señalen las leyes. va q 

Art. 41. - A. L. n. 3 de 1910. — A la Corte Suprema de o: 
Justicia se le confía la guarda de la integridad de la Consti- 
tución. En consecuencia, además de las facultades que le con- 
fieren ésta y las leyes, tendrá la siguiente: Decidir definitiva- 


sido objetados como inconstitucionales por el Gobierno, o sobri 
todas las leyes O decretos acusados ante ella por A ciu 


rador General de la Nación. OS 
152. La Corte nombra y remueve libremente sus emplead: 
subalternos. ENS 
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153. Para facilitar a los pueblos la pronta administración 
de justicia, se dividirá el territorio nacional en Distritos Jn- 
-—diciales, y en cada Distrito habrá un Tribunal Superior, cuya 
composición y atribuciones determinará la ley. 

154. Para ser Magistrado de los Tribunales Superiores se 
“requiere ser ciudadano en ejercicio, tener treinta años de 
edad y haber, durante tres años por lo menos, desempeñado 
-— funciones judiciales o ejercido la abogacia con buen crédito, o 
enseñado Derecho en un establecimiento público. 

Art, 38. - A. L. n. 3 de 1910. — Los Magistrados de los 
Tribunales Superiores y los suplentes respectivos serán nom- 
brados por la Corte Suprema, de ternas que presenten las res- 
—pectivas Asambleas Departameatales. 

Art. 39, ibídem. — El Gobierno nombrará los Magistrados 
A — interinos de la Corte a de e y los Gobernado- 


— cuando las faltas de los principales no puedan ser llenados 
or los suplentes. 

155. Son comunes a los Magistrados de los Tribunales Su- 
—periores las disposiciones del artículo 147. Dichos Magistrados 
—serán responsables ante la Corte Snprema, en la forma que de- 
termine la ley, por el mal desempeño de sus funciones y por 
3 las faltas que comprometan la dignidad de su puesto. 

156. La ley organizará los OS inferiores y determi- 


y 


_putación. — La segunda de estas calidades no es indispensa- 
ES respecto de los Jueces municipales. 

158. La responsabilidad de los Jueces inferiores se hará 
efectiva ante el respectivo Superior. 

- 159. Los cargos del orden judicial no son acumulables ; y 
, son incompatibles con el ejercicio de cualquiera otro cargo 


retribuído, y con toda participación en el ejercicio de la abo- 


drán suprimirse ni disminuirse los sueldos de los Magistrado 
y Jueces, de manera que la supresión o disminución perjudiin 
a los que estén ejerciendo dichos empleos. 
161. Toda sentencia deberá ser motivada. : 
162. La ley podrá instituír jurados para causas criminales. ea 
163. Podrá crearse Tribunales de comercio. ES: 
164. Subrogado. , 
Art. 42, A. L.n. 3 de 1910. — La ley dstablecea la Jus A 
dicción contencioso-administrativa. 


TITULO XVI. a 
De la fuerza pública. 


165. Todos los colombianos están obligados a tomar las 
armas cuando las necesidades públicas lo exijan, para defen- E 
der la independencia nacional y las instituciones patrias. — E É 
La ley determinará las condiciones que en todo tiempo exi- 
men del servicio militar. | 2% 

166. La Nación tendrá para su defensa un Ejército perma- 
nente. La ley determinará el sistema de reemplazos del Ejér- 
cito, así como los ascensos, derechos y a de los mi- 
—litares. ; ESE 

167. Cuando no se fijare por ley expresa el pie de fuerza E 
subsistirá la base acordada por el Congreso para el precedente — : 
bienio. E es 

168. La fuerza armada no es deliberante. No podrá reunirse — 
sino por orden de la autoridad legítima; ni dirigir peticiones, E 
sino sobre asuntos que se relacionen con el buen servicio y 
moralidad del Ejército y con arreglo a las leyes de su insti 
tuto. . : ES 

Les Los nta cor no pueden ser privados de Sus s grados 


DE LAS ELECCIONES DS 


: tes marciales o Tribunales militares, con arreglo a las pres- 
eripciones del Código penal militar. | 
171. La ley podrá organizar y establecer una milicia nacional. 


TITULO XVIL 
De las elecciones. 


172 y 173. Subrogados. 

Art. 45, A. L.n. 3 de 1920. —- Todos los ciudadanos eligen 

- directamente Consejeros Municipales y Diputados a las Asam- 

a bleas Departamentales. 

Art. 44, ibídem. — Los ciudadanos que sepan leer y escri- 

bir o tengan una renta anual de trescientos pesos, 0 propie- 

dad raíz de valor de mil pesos, elegirán directamente Presi- 

- dente de-la República y Representantes. 

| Art. 45, ibídem. — En toda elección en que se vote por más 
de dos individuos, aquélla se hará por el sistema del voto in- 
completo, o del cuociente electoral, o del voto acumulativo, 
1 otro cualquiera que asegure la representación proporcional 
de los partidos. La ley determinará la manera de hacer efec- 
- tivo este derecho. 

Art. 46, ibídem. — Compete a la ley hacer la demarcación 
de Distritos Electorales para la elección de Representantes, y 
alas Asambleas Departamentales hacer la demarcación de Dis- 
-tritos Ejectorales para la elección de Diputados, si el sistema 
“electoral que se adopte exige la formación de Distritos Elec- 
+ torales. En tal caso ninguno de éstos podrá elegir menos de 
bres Representantes o. Diputados, 

174 a 178. Derogados. (Art. 5%, 4. L.n. 8 de 1905). 

179. El sufragio se ejerce como función constitucional. El 
: que sufraga o elige no impone obligaciones al candidato, ni 
a confiere mandato. al funcionario electo. 

180. Derogado. (Art. D. A. L.,n. 3 de 1910). 

181. La ley determinalá lo demás concerniente a eleccio- 


funciones; definirá los delitos que endecalíón Ja verdad y li- 
os bertad del pu Paglo y establecerá la competente sanción penal. 


182 a 201. Subrogados. 4 

Árt. 47, A. L. n. 3 de 1910. — El territorio de la Repú 
blica se divide para la Administración Pública en Departa- 
mentos. Cada uno de éstos será regido por un Gobernador, 
que será a un mismo tiempo agente del Poder Ejecutivo y Jefe 
de la Administración Seccional. $ 

Art. 48, ibídem. — Los Departamentos tendrán indepen- 
dencia para la administración de los asuntos seccionales, con 
las limitaciones que establece la Constitución. ES 

Art. 49, ibídem. — Los Departamentos se dividen en Dis- se 
tritos Municipales. Para el mejor servicio administrativo la 
ley puede establecer divisiones provinciales u otras. LS 

Art. 50, ibídem. — Los bienes y rentas de los Depa 
tos, así como los de los Municipios, son propiedad exclusiva, 
respectivamente, de cada uno de ellos, y gozan de las mismas 
garantías que las propiedades y rentas particulares. No. po- 
drán ser ocupadas estas A sino en los mismos. tér- 


cional no podrá conceder exenciones de derechos departamo 
tales ni municipales. os 
Art. 51, ibídem. — Los bienes, derechos, valores y accione 
que por leyes o por decretos del Gobierno Nacional, o por cual 
quier otro título pertenecieron a los extinguidos Estados So 
beranos, continuarán San propiedad de los respectivos. De- 


Art. 53, ibídem. — Las Asambleas Departamentales. 8 he 
de elección popular y se ió de los Diputados E 


' pase de 6.000. La ley podrá variar esta base de elección y fi- 
jará la época y duración de las sesiones. 

Art. 54, ibídem. — Corresponde a las Asambleas: 1” Regla- 
mentar por medio de ordenanzas y de acuerdo con los pre- 
o. _ceptos constitucionales los establecimientos de instrucción pri- 
maria y secundaria y los de beneficencia, cuando fueren cos- 
eados con fondos del Departamento; 2% Dirigir y fomentar 
por medio de ordenanzas y con los recursos propios del De 
_partamento, las industrias establecidas y la introducción de 
otras nuevas, la importación de capitales extranjeros, la co- 
lonización de tierras pertenecientes al Departamento, la aper- 
tura de caminos y de canales navegables, la construcción de 
rías férras, la explotación de bosques de propiedad del Depar- 
tamento, la canalización de ríos, lo relativo a la policía local, 
“fiscalización de las rentas y gastos de los Distritos y cuanto 
) refiera a los intereses seccionales y al adelantamiento in- 
erno; 32 Organizar las Contadurías o Tribunales de cuentas 
de los Departamentos, nombrar los Contadores o Magistrados 
correspondientes y presentar sendas ternas para el nombra 
miento de los Fiscales de los Tribunales y Juzgados Superio- 
es y de sus respectivos suplentes; 4? Crear y suprimir Mu- 
cipios con arreglo a la base de la población que determine 
la ley, y segregar o agregar términos municipales, consultando d 
3 intereses -locales. Si de un acto de agregación o segrega- 
ón se quejare algún vecindario interesado en el asunto, la 
solución definitiva corresponderá al Congreso; 5” La crea- 
ción y supresión de Circuitos de Notaría y de Registro y la 
ación del número de empleados departamentales, sus atri- 
buciones y sueldos; y 6% Llenar las demás funciones que les 
señalen la Constitución y las leyes. 

-Art.55, A. L.n.3 de 1910. — Las Asambleas votarán anual- 


éste por pronta providencia, cuando se trate de un grave pa 
juicio, podrá suspender el acto denunciado. 
Art. 59, ibídem. — Son atribuciones del Gobernidar e A 
1* Cumplir y hacer que se-cumplan en el Departamento las . 
órdenes del Gobierno; 2* Dirigir la acción administrativa en E 
el Departamento, nombrando y separando sus agentes, refor- 
mando o revocando los actos de éstos y dictando las providen- z 
cias necesarias en todos los ramos de la administración; 3* Lle- 
var la voz del Departamento y representarlo en asuntos polí- 
ticos y administrativos; 4* Auxiliar a la Justicia como lo de- 
termine la ley; 5* Ejercer el derecho de vigilancia y protección 
sobre las corporaciones oficiales y establecimientos públicos; 
6” Sancionar en la forma legal las ordenanzas que expidan las 
Asambleas Departamentales; 7% Revisar los actos de las Majé 
nicipalidades y los de los Alcaldes por motivos de inconstitu- 
cionalidad o ilegalidad, revocar los últimos y pasar los primeros 
a la autoridad judicial, para que ésta decida sobre su exequi- 
bilidad ; 8* Las demás atribuciones que por la ley le competan.. E 
aio 60. - A. L.n. 3 de 1910. — El Gobernador podrá re- 
querir el auxilio de la fuerza armada, y el Jefe militar obe- 
decerá sus instrucciones, salvo las disposiciones especiales a 
dicte el Gobierno. 
Ar!l. 61, ibídem. — En cada Distrito Municipal habrá una 
Corporación de elección popular, que se designará con el nom- > : 
bre de Concejo Municipal. po 
Art. 62, ibídem. — Corresponde a los Concejos Monicipad 
lez ordenar lo conveniente, por medio de acuerdos o reglamentos 
interiores, para la acusación del Distrito; votar en con 


llevar el movimiento anual de la población; formar el cen 
civil cuando lo determine la id nombrar qu Personeros | 


sean señaladas. 


| dos 63. - AS 203 de 1910. — Los acuerdos de los Con- 


Art. 64, ibídem. — loa particulares agraviados por ELO 
los Concejos Municipales podrán ocurrir al Juez, y éste, 


Art. 65, ibídem. — En todo Municipio habrá un Alcalde 
que aa las funciones de ce del Gobernador y que será 


| ASPIPULO XIX. 


De la Hacienda. 


: 202. Pertenecen a la República de Colombia: 1” Los bienes, 
ee eS valores, derechos y acciones que ps a 


bre algunas de ellas. 
- 203. Son de cargo de la República las deudas exterior o in- 


gastos del servicio público nacional. — La ley determinará 
rden y 0096 de satisfacer estas obligaciones. 


: 19. - dal L. n. le de 1910. — Ninguna as 


Ley 24 de 1898. — Toda ráriación en la Tarifa de 2d 
que tenga por objeto disminuir los derechos de importaci 
comenzará a ser ejecutada noventa días después de sancion 
la ley que la establezca, y la rebaja se hará por décimas parte 
en los diez meses subsiguientes. Si la variación tiene por obj: 
el alza de los derechos, ésta se verificará por terceras par 
en los tre meses siguientes a la sanción de la ley. — Esta 
disposición y la del artículo 204 de la Constitución, no limitan 
las facultades extraordinarias del Gobierno cuando de ellas es 
revestido. 

206. Cada Ministerio formará cada dos años el Presup] 
de gastos de su servicio, y lo pasará al de Tesoro, por el cu: 
será redactado el general de la Nación, y sometido a la apro- 
bación del Congreso, junto con el de rentas en que se propon- 
drán los medios necesarios para cubrir las obligaciones. Cuando 
el Congreso no vote ley de Presupuesto para el correspondiente 
bienio económico, continuará vigente el Presupuesto del bien o 
anterior. EE 

Art. 66.- A. L.n. 3 de 1910. — El Poder Ejecutivo formar 


cer ibación 0 impuesto que no figure en el Presupue: 
de Rentas, ni hacer erogación del Tesoro que no se halle z 
cluída en los Gastos. 2 

207. No podrá hacerse ningún gasto público que no b ay 
sido decretado por el O por las Asambleas Do 


no habiendo partida rotáda o siendo ésta insuficiente, - po 
abrirse al respectivo Ministerio un crédito suplemental o extr 
dinario. — Estos créditos se abrirán por el Consejo de 
tros, instruyendo para ello expediente y previo dictamer 
Consejo de Estado. — Corresponde el Congreso legalizaz 
créditos. — El Gobierno puede solicitar del Coria cré 
adicionales al Presupuesto de Gastos. 


ESTA CONSTITUCIÓN - 


Art. 68..- A. L. nm. 3 de 1910. — El Poder Ejecutivo no 
podrá. abrir los créditos suplementales y extraordinarios de 
e trata el O 208 de la Constitución, ni hacer trasla- 


y mada por un Acto Teetaiafivo discutido primeramente 
bno por el Congreso Sn la forma ordinaria; y de Ena 


HITELO: XXXL 


(ADICIONAL) 


Disposiciones transitorias. 


de julio de 1911; — La del Presidente de la República, e 
de agosto de 1914; — La de las Asambleas Departamental : 
el 19 de marzo de 1911; — La de la Corte Suprema de Justicia, 
el 1? de mayo de 1915. — La presente Asamblea elegirá. los. 
dos Magistrados que completan el número de nueve, señalad 
por este Acto, y el período de todos terminará el 30 de abril 
de 1915: — La de los Tribunales Superiores, el 12 de ma ayo 
de 1911. de 
Art. B, del A. L. n. 8 de 1910. — Los delitos castigada 
con pena de muerte en el O Penal, lo serán en adelante 


Y 


no ÓN dictado las leyes y ordenanzas corroe 
Gobierno proveerá lo necesario en materia de C1Ti0n er: 
torial electoral. ió se 
Art. D, ibídem. — Doroparo el artículo 180 de la 
tución, que establece Jueces de Escrutinio. 3 
A E, ibídem. — Quedan derogadas las disposiciones de 
la Constitución Nacional de 5 de agosto de 1886, que sean con-. 
trarias al presente Acto legislativo, y todos los Actos legisla 
tivos expedidos por la Asamblea Nacional anteriores al. re-. 
sente. | 2 
Art. F, ibídem. — Mientras se reúne el próximo Cong 
de acuerdo con el presente Acto reformatorio de la Cor 110 
ción, la actual Asamblea Nacional continuará en ejercicio de 
sus funciones, para el caso de que el Gobierno juzgue necesa: 
rio convocarla. : 
Art. G, ibídem. — El presente Acto legislativo a d 
su sanción para los altos poderes nacionales, y para la Na: 
ción, después de treinta días de publicado e en el Diario Oficial 


ones escritas y consuetudinarias. — Derecho consti- 
tucional y Derecho administrativo. — El Estado y la 
Soberanía. — La Nación y el Estado: diferencias 
entre ellos. — Del Gobierno y sus diferentes clases: 
directo, representativo y semi-representativo. — Dife- 
rencia entre Estado y Gobierno. — Consecuencias del 
principio de continuidad del Estado. — Formas de 
soberanía del Estado. — Del objeto y ejercicio 
1 Gobierno. — De la verdadera noción de Ley. — 
e A o y legislativo. — Del poder 


A, 


: Do 1 utilidad jurídica de la ley fun- 
nental. De la 1 revocación Ñ reforma de las leyes 


Sl imitación. de la otesiía: legislativa . . 


operada nacional. — En quién re- 


1 Cosaitión o ley fundamental. Del origen y. 


La soberanía fuente de todos los 


SES 


Poderes. Verdadero concepto de ella. — Teorías sobre 
el origen de la soberanía. — Teorías teocrática, legi- 
timista, liberal y radical. Observaciones respecto de 
ellas. — La teoría del Contrato social. — El consenti- 

miento general base del derecho del Estado. — De E 
la noción justa de la soberanía nacional. — Designa-. 
ción de las autoridades por la mayoría. — Límites. , 
del poder social . 3 ; : : : : «al 


CapríTULO II. De las formas de gobierno. — Distinción - 
de Aristóteles. Monarquía, aristocracia y demo-- 
_cracia. Tiranía, oligarquía y demagogia. — Di 
de Estado mixto. — Teoría de Bluntschili. — Formas 
: ¡dh mixtas. Estados unitario y federal. Confederación 
38 — Opiniones sobre las diferentes formas de gobierno 


CaríTULO IV. Del sufragio. — Del derecho de sa fico 
Del sufragio directo e indirecto. Del voto de la 


ON mayoría. — Del sufragio universal. — Objeciones al 
SN . sufragio universal. — Correctivos: el voto plural; 

el voto múltiple; el voto indirecto. — Limitacione 

del sufragio. — £l sufragio femenil. — La represel 


tación proporcional. — El voto obligatorio .- 
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La doctrina de Montesquieu. — Teoría de 8 


decretos legislativos expedidos por el o 
A — Otras consecuencias del EA incipio d cal 


las Cámaras. — El derecho' de gracia. — Derogación 
al principio de la separación de los poderes . ¿ 


del régimen representativo; su estado actual; su ori- 
gen y desarrollo. -- Las primeras asambleas de Fran- 
cla e Inglaterra. — El régimen representativo. — El 
mandato imperativo. ; : E 4 R : 


E - CAPÍTULO VII. De la atribución del poder legislativo a 
E dos Oámaras. — De los defectos del sistema de la 
Cámara única. — Argumentos en pro y en contra del 
“sistema de la Cámara única. — El sistema de las dos 
Cámaras y manera de constituírlas. — Cómo se esta- 
_blece lA diferencia entre las dos Cámaras ; > 


be 
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